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1. Objeto y objetivos 

 El objeto del presente Proyecto de Fin de Carrera es la obtención del título de 

Ingeniero Técnico en Informática de Gestión expedido por la Universidad Politécnica 

de Valencia. 

 El objetivo principal de este proyecto es la elaboración de una guía para el 

cumplimiento de la legislación española y europea al respecto a la Protección de Datos 

en desarrollo para Internet. Otros objetivos son: 

- Conocer en profundidad el concepto de protección de datos y sus 

consecuencias tanto para particulares como para las empresas. 

- Dar a conocer los derechos tanto en España como en la Unión Europea, a 

la que la normativa española se adapta, de la protección de datos. 
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2. Introducción 

 A lo largo del presente texto iremos desentramando los distintos conceptos 

relacionados con el objetivo de nuestro proyecto. 

En primer lugar y desarrollado en el siguiente capítulo hablaremos de qué es Internet y 

de la seguridad que hay que tener en cuenta a la hora de transferir datos por este medio. 

 Tras conocer un poco mejor el problema que nos atañe nos ceñiremos a la 

normativa que intenta hacer frente a toda esta problemática (puntos 7, 8, 9 y 10) 

 Por último ofreceremos una pequeña guía para ayudar a empresas y particulares 

a cumplir la legislación vigente respecto a la protección de datos. (Punto 12) 
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3. Metodología y herramientas 

 Para conseguir el objetivo de este proyecto, nos centraremos, tomando como 

referencia la “Agencia Española de Protección de Datos” en: 

1 Principios de la Ley de Protección de Datos 

2 Derechos de los afectados 

3 Datos especialmente protegidos 

4 Inscripción de ficheros 

5 Medidas de seguridad 

6 Transferencias Internacionales 

7 Además de algunos textos de interés recomendados en la referencia tomada 
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4. ¿Qué es Internet? 

Desde la parte más técnica comenzaremos con la definición:  

Internet  es un conjunto descentralizado de redes de comunicación  interconectadas, que 

utilizan la familia de protocolos TCP/IP, garantizando que las redes físicas heterogéneas 

que la componen funcionen como una red lógica única, de alcance mundial. 

 

5. Seguridad en Internet 

Dado que Internet es verdaderamente global, ningún secreto de valor debería ser 

comunicado a través de ella sin la ayuda de la criptografía. 

En el mundo de los negocios, información como números de tarjetas de crédito, 

autenticaciones de clientes, correos electrónicos e incluso llamadas telefónicas acaba 

siendo enrutada a través de Internet. Ya que gran parte de esta información corporativa 

no debe ser escuchada por terceras personas, la necesidad de seguridad es obvia. 

Sin embargo, la Seguridad en Internet no es sólo una preocupación empresarial. Toda 

persona tiene derecho a la privacidad y cuando ésta accede a Internet su necesidad de 

privacidad no desaparece. La privacidad no es sólo confidencialidad, sino que también 

incluye la posibilidad de ser anónimo. Lo que leemos, las páginas que visitamos, las 

cosas que compramos y la gente a la que hablamos representan información que a la 

mayoría de las personas no les gusta dar a conocer. Si las personas se ven obligadas a 

exponer información que normalmente desean ocultar por el hecho de conectarse a 

Internet, probablemente rechazarán todas las actividades relacionadas con la red. 

• Gestión de claves (incluyendo negociación de claves y su almacenamiento): 

Antes de que el tráfico sea enviado/recibido, cada router/cortafuegos/servidor 

(elemento activo de la red) debe ser capaz de verificar la identidad de su 

interlocutor. 
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• Confidencialidad: La información debe ser manipulada de tal forma que ningún 

atacante pueda leerla. Este servicio es generalmente prestado gracias al cifrado 

de la información mediante claves conocidas sólo por los interlocutores. 

• Imposibilidad de repudio: Ésta es una forma de garantizar que el emisor de un 

mensaje no podrá posteriormente negar haberlo enviado, mientras que el 

receptor no podrá negar haberlo recibido. 

• Integridad : La autenticación valida la integridad del flujo de información 

garantizando que no ha sido modificado en el tránsito emisor-receptor. 

• Autenticación: Confirma el origen/destino de la información -corrobora que los 

interlocutores son quienes dicen ser. 

• Autorización: La autorización se da normalmente en un contexto de 

autenticación previa. Se trata un mecanismo que permite que el usuario pueda 

acceder a servicios o realizar distintas actividades conforme a su identidad. 

Dependiendo de en qué capa de la pila de protocolos OSI se implemente la seguridad, es 

posible prestar todos o sólo algunos de los servicios mostrados anteriormente. En 

algunos casos tiene sentido proveer algunos de ellos en una capa y otros en otra 

diferente. 

Seguridad en el Nivel de Red  

Implementar la seguridad en el nivel de red tiene diversas ventajas. La primera de todas 

es que las cabeceras impuestas por los distintos protocolos son menores ya que todos los 

protocolos de transporte y de aplicación pueden compartir la infraestructura de gestión 

de claves provista por esta capa. La segunda sería que pocas aplicaciones necesitarían 

cambios para utilizar la infraestructura de seguridad, mientras que si la seguridad se 

implementara en capas superiores cada aplicación o protocolo debería diseñar su propia 

infraestructura. Esto resultaría en una multiplicación de esfuerzos, además de 

incrementar la probabilidad de existencia de fallos de seguridad en su diseño y 

codificación. 
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La desventaja principal de implementar la seguridad en la capa de red es la dificultad de 

resolver problemas como el de la imposibilidad de repudio o la autorización del usuario, 

que serían mejor gestionados en niveles superiores. No obstante, en el caso de la 

autorización podrían utilizarse ciertos mecanismos de seguridad extremo a extremo (en 

los routers intermedios no existe el concepto de "usuario", por lo que este problema no 

podría darse).    

     

6. Seguridad informática 

Podemos entender como seguridad un estado de cualquier sistema (informático o no) 

que nos indica que ese sistema está libre de peligro, daño o riesgo. Se entiende como 

peligro o daño todo aquello que pueda afectar su funcionamiento directo o los 

resultados que se obtienen del mismo. Para la mayoría de los expertos el concepto de 

seguridad en la informática es utópico porque no existe un sistema 100% seguro. Para 

que un sistema se pueda definir como seguro debe tener estas cuatro características: 

• Integridad: La información sólo puede ser modificada por quien está autorizado. 

• Confidencialidad: La información sólo debe ser legible para los autorizados. 

• Disponibilidad: Debe estar disponible cuando se necesita. 

• Irrefutabilidad: (No-Rechazo o No Repudio) Que no se pueda negar la autoría. 

Dependiendo de las fuentes de amenaza, la seguridad puede dividirse en seguridad 

lógica y seguridad física. 

En estos momentos la seguridad informática es un tema de dominio obligado por 

cualquier usuario de la Internet, para no permitir que su información sea robada. 

Términos relacionados con la seguridad informática  

• Activo: recurso del sistema de información o relacionado con éste, necesario 

para que la organización funcione correctamente y alcance los objetivos 

propuestos. 
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• Amenaza: es un evento que pueden desencadenar un incidente en la 

organización, produciendo daños materiales o pérdidas inmateriales en sus 

activos. 

• Impacto: medir la consecuencia al materializarse una amenaza. 

• Riesgo: posibilidad de que se produzca un impacto determinado en un Activo, 

en un Dominio o en toda la Organización. 

• Vulnerabilidad : posibilidad de ocurrencia de la materialización de una amenaza 

sobre un Activo. 

• Ataque: evento, exitoso o no, que atenta sobre el buen funcionamiento del 

sistema. 

• Desastre o Contingencia: interrupción de la capacidad de acceso a información 

y procesamiento de la misma a través de computadoras necesarias para la 

operación normal de un negocio. 

Objetivos  

Los activos son los elementos que la seguridad informática tiene como objetivo 

proteger. Son tres elementos que conforman los activos: 

Información 

Es el objeto de mayor valor para una organización, el objetivo es el resguardo de 

la información, independientemente del lugar en donde se encuentre registrada, 

en algún medio electrónico o físico. 

Equipos que la soportan. 

Software, hardware y organización. 

Usuarios 

Individuos que utilizan la estructura tecnológica y de comunicaciones que 

manejan la información. 

Análisis de riesgos  

El activo más importante que se posee es la información y, por lo tanto, deben existir 

técnicas que la aseguren, más allá de la seguridad física que se establezca sobre los 

equipos en los cuales se almacena. Estas técnicas las brinda la seguridad lógica que 
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consiste en la aplicación de barreras y procedimientos que resguardan el acceso a los 

datos y sólo permiten acceder a ellos a las personas autorizadas para hacerlo. 

Los medios para conseguirlo son: 

1. Restringir el acceso (de personas de la organización y de las que no lo son) a los 

programas y archivos. 

2. Asegurar que los operadores puedan trabajar pero que no puedan modificar los 

programas ni los archivos que no correspondan (sin una supervisión minuciosa). 

3. Asegurar que se utilicen los datos, archivos y programas correctos en/y/por el 

procedimiento elegido. 

4. Asegurar que la información transmitida sea la misma que reciba el destinatario 

al cual se ha enviado y que no le llegue a otro. 

5. Asegurar que existan sistemas y pasos de emergencia alternativos de transmisión 

entre diferentes puntos. 

6. Organizar a cada uno de los empleados por jerarquía informática, con claves 

distintas y permisos bien establecidos, en todos y cada uno de los sistemas o 

aplicaciones empleadas. 

7. Actualizar constantemente las contraseñas de accesos a los sistemas de cómputo. 

Puesta en marcha de una política de seguridad  

Actualmente las legislaciones nacionales de los Estados, obligan a las empresas, 

instituciones públicas a implantar una política de seguridad. Ej.: En España la Ley 

Orgánica de Protección de Datos o también llamada LOPD y su normativa de 

desarrollo. 

Generalmente se ocupa exclusivamente a asegurar los derechos de acceso a los datos y 

recursos con las herramientas de control y mecanismos de identificación. Estos 

mecanismos permiten saber que los operadores tienen sólo los permisos que se les dio. 

La seguridad informática debe ser estudiada para que no impida el trabajo de los 

operadores en lo que les es necesario y que puedan utilizar el sistema informático con 

toda confianza. Por eso en lo referente a elaborar una política de seguridad, conviene: 

• Elaborar reglas y procedimientos para cada servicio de la organización. 
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• Definir las acciones a emprender y elegir las personas a contactar en caso de 

detectar una posible intrusión 

• Sensibilizar a los operadores con los problemas ligados con la seguridad de los 

sistemas informáticos. 

Los derechos de acceso de los operadores deben ser definidos por los responsables 

jerárquicos y no por los administradores informáticos, los cuales tienen que conseguir 

que los recursos y derechos de acceso sean coherentes con la política de seguridad 

definida. Además, como el administrador suele ser el único en conocer perfectamente el 

sistema, tiene que derivar a la directiva cualquier problema e información relevante 

sobre la seguridad, y eventualmente aconsejar estrategias a poner en marcha, así como 

ser el punto de entrada de la comunicación a los trabajadores sobre problemas y 

recomendaciones en término de seguridad. 

Las amenazas  

Una vez que la programación y el funcionamiento de un dispositivo de almacenamiento 

(o transmisión) de la información se consideran seguras, todavía deben ser tenidos en 

cuenta las circunstancias "no informáticas" que pueden afectar a los datos, las cuales 

son a menudo imprevisibles o inevitables, de modo que la única protección posible es la 

redundancia (en el caso de los datos) y la descentralización -por ejemplo mediante 

estructura de redes- (en el caso de las comunicaciones). 

Estos fenómenos pueden ser causados por: 

• El usuario: causa del mayor problema ligado a la seguridad de un sistema 

informático (porque no le importa, no se da cuenta o a propósito). 

• Programas maliciosos: programas destinados a perjudicar o a hacer un uso ilícito 

de los recursos del sistema. Es instalado (por inatención o maldad) en el 

ordenador abriendo una puerta a intrusos o bien modificando los datos.  

• Un intruso: persona que consigue acceder a los datos o programas de los cuales 

no tiene acceso permitido (cracker). 

• Un siniestro (robo, incendio, por agua): una mala manipulación o una mal 

intención derivan a la pérdida del material o de los archivos. 
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• El personal interno de Sistemas. Las pujas de poder que llevan a disociaciones 

entre los sectores y soluciones incompatibles para la seguridad informática. 

Técnicas de aseguramiento del sistema  

• Codificar la información: Criptografía, Criptografía y Criptociencia, contraseñas 

difíciles de averiguar a partir de datos personales del individuo. 

• Vigilancia de red. 

• Tecnologías repelentes o protectoras: cortafuegos, sistema de detección de 

intrusos - antispyware, antivirus, llaves para protección de software, etc. 

Mantener los sistemas de información con las actualizaciones que más impacten 

en la seguridad. 

Consideraciones de software  

Tener instalado en la máquina únicamente el software necesario reduce riesgos. Así 

mismo tener controlado el software asegura la calidad de la procedencia del mismo (el 

software pirata o sin garantías aumenta los riesgos). El software con métodos de 

instalación rápidos facilita también la reinstalación en caso de contingencia. 

Consideraciones de una red  

Los puntos de entrada en la red son generalmente el correo, las páginas Web y la 

entrada de ficheros desde discos, o de ordenadores ajenos, como portátiles. 

Mantener al máximo el número de recursos de red sólo en modo lectura, impide que 

ordenadores infectados propaguen virus. En el mismo sentido se pueden reducir los 

permisos de los usuarios al mínimo. 

Se pueden centralizar los datos de forma que detectores de virus en modo batch puedan 

trabajar durante el tiempo inactivo de las máquinas. 

Controlar y monitorizar el acceso a Internet puede detectar, en fases de recuperación, 

cómo se ha introducido el virus. 
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Organismos oficiales de seguridad informática  

Existen organismos oficiales encargados de asegurar servicios de prevención de riesgos 

y asistencia a los tratamientos de incidencias, tales como el CERT/CC (Computer 

Emergency Response Team Coordination Center) del SEI (Software Engineering 

Institute) de la Carnegie Mellon University el cual es un centro de alerta y reacción 

frente a los ataques informáticos, destinados a las empresas o administradores, pero 

generalmente estas informaciones son accesibles a todo el mundo. 
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diciembre, de protección de datos de carácter personal.  
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    10. Normativa  

 10.1       Normativa española       

 10.1.1. Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la 

sociedad de la información y de comercio electrónico 

(LSSICE). 

 10.1.2. La ley orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 

protección de datos de carácter personal (LOPD).   

 10.1.3. Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de 

Telecomunicaciones (LGT).       

10.2.        Normativa europea        

 10.2.1. Directiva 2000/31/CE. Directiva sobre el 

comercio electrónico    

 10.2.2. Directiva 2002/58/CE. Directiva sobre la 

privacidad y las comunicaciones electrónicas  
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7.  Ley Orgánica 15/1999 de 13 de Diciembre de Protección de Datos 
de Carácter Personal.         

        La ley orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter 

personal con cambio de denominación por artículo 79 Ley 62/2003, de 30 de 

noviembre, mas conocida como LOPD tiene por objeto garantizar y proteger, en lo que 

concierne al tratamiento de los datos personales, las libertades públicas y los derechos 

fundamentales de las personas físicas, y especialmente de su honor e intimidad personal 

y familiar.  

         En el artículo 2 se dan a conocer los ámbitos de aplicación de esta ley. 

 En el artículo 3.a. se aclara que a los efectos de esta ley se entenderá por “Datos 

de carácter personal”: Cualquier información concerniente a personas físicas 

identificadas o identificables. En el apartado c) se aclara que se entenderá por 

“Tratamiento de datos”: Operaciones y procedimientos técnicos e carácter automatizado 

o no, que permitirán la recogida, grabación, conservación, elaboración, modificación, 

bloqueo y cancelación, así como las cesiones de datos que resulten de comunicaciones, 

consultas, interconexiones y transferencias.  

 

 En su título segundo “Principios de la protección de datos” los artículos que nos 

resultan de interés son el 4, 5, 6, 7, 9 y 10. 

  En el artículo 4 se habla del tipo de datos y del tratamiento de estos. 

Artículo 4. Calidad de los datos  

1. Los datos de carácter personal sólo se podrán recoger para su tratamiento, así 

como someterlos a dicho tratamiento, cuando sean adecuados, pertinentes y 

no excesivos en relación con el ámbito y las finalidades determinadas, 

explícitas y legítimas para las que se hayan obtenido.  

2. Los datos de carácter personal objeto de tratamiento no podrán usarse para 

finalidades incompatibles con aquellas para las que los datos hubieran sido 

recogidos. No se considerará incompatible el tratamiento posterior de éstos 

con fines históricos, estadísticos o científicos.  
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3. Los datos de carácter personal serán exactos y puestos al día de forma que 

respondan con veracidad a la situación actual del afectado.  

4. Si los datos de carácter personal registrados resultaran ser inexactos, en todo 

o en parte, o incompletos, serán cancelados y sustituidos de oficio por los 

correspondientes datos rectificados o completados, sin perjuicio de las 

facultades que a los afectados reconoce el artículo 16.  

5. Los datos de carácter personal serán cancelados cuando hayan dejado de ser 

necesarios o pertinentes para la finalidad para la cual hubieran sido 

recabados o registrados. No serán conservados en forma que permita la 

identificación del interesado durante un período superior al necesario para 

los fines en base a los cuales hubieran sido recabados o registrados.  

Reglamentariamente se determinará el procedimiento por el que, por 

excepción, atendidos los valores históricos, estadísticos o científicos de 

acuerdo con la legislación específica, se decida el mantenimiento íntegro de 

determinados datos.  

6. Los datos de carácter personal serán almacenados de forma que permitan el 

ejercicio del derecho de acceso, salvo que sean legalmente cancelados.  

7. Se prohíbe la recogida de datos por medios fraudulentos, desleales o ilícitos. 

 

En el artículo 5 se detallan los derechos de los interesados en la recogida de 

datos. 

Artículo 5. Derecho de información en la recogida de datos.  

1. Los interesados a los que se soliciten datos personales deberán ser 

previamente informados de modo expreso, preciso e inequívoco:  

a) De la existencia de un fichero o tratamiento de datos de carácter 

personal, de la finalidad de la recogida de éstos y de los destinatarios 

de la información.  
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b) Del carácter obligatorio o facultativo de su respuesta a las preguntas 

que les sean planteadas.  

c) De las consecuencias de la obtención de los datos o de la negativa a 

suministrarlos.  

d) De la posibilidad de ejercitar los derechos de acceso, rectificación, 

cancelación y oposición.  

e) De la identidad y dirección del responsable del tratamiento o, en su 

caso, de su representante.  

Cuando el responsable del tratamiento no esté establecido en el territorio de 

la Unión Europea y utilice en el tratamiento de datos medios situados en 

territorio español, deberá designar, salvo que tales medios se utilicen con 

fines de tránsito, un representante en España, sin perjuicio de las acciones 

que pudieran emprenderse contra el propio responsable del tratamiento.  

2. Cuando se utilicen cuestionarios u otros impresos para la recogida, figurarán 

en los mismos, en forma claramente legible, las advertencias a que se refiere 

el apartado anterior.  

3. No será necesaria la información a que se refieren las letras b), c) y d) del 

apartado 1 si el contenido de ella se deduce claramente de la naturaleza de 

los datos personales que se solicitan o de las circunstancias en que se 

recaban.  

4. Cuando los datos de carácter personal no hayan sido recabados del 

interesado, éste deberá ser informado de forma expresa, precisa e inequívoca, 

por el responsable del fichero o su representante, dentro de los tres meses 

siguientes al momento del registro de los datos, salvo que ya hubiera sido 

informado con anterioridad, del contenido del tratamiento, de la procedencia 

de los datos, así como de lo previsto en las letras a), d) y e) del apartado 1 

del presente artículo.  

5. No será de aplicación lo dispuesto en el apartado anterior cuando 

expresamente una Ley lo prevea, cuando el tratamiento tenga fines 
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históricos, estadísticos o científicos, o cuando la información al interesado 

resulte imposible o exija esfuerzos desproporcionados, a criterio de la 

Agencia de Protección de Datos o del organismo autonómico equivalente, en 

consideración al número de interesados, a la antigüedad de los datos y a las 

posibles medidas compensatorias.  

Asimismo, tampoco regirá lo dispuesto en el apartado anterior cuando los 

datos procedan de fuentes accesibles al público y se destinen a la actividad 

de publicidad o prospección comercial, en cuyo caso, en cada comunicación 

que se dirija al interesado se le informará del origen de los datos y de la 

identidad del responsable del tratamiento así como de los derechos que le 

asisten.  

 En el artículo 6 se pone en conocimiento las ocasiones en las que el afectado 

necesite dar su consentimiento para la utilización de sus datos. 

Artículo 6. Consentimiento del afectado  

1. El tratamiento de los datos de carácter personal requerirá el consentimiento 

inequívoco del afectado, salvo que la Ley disponga otra cosa.  

2. No será preciso el consentimiento cuando los datos de carácter personal se 

recojan para el ejercicio de las funciones propias de las Administraciones 

Públicas en el ámbito de sus competencias; cuando se refieran a las partes 

de un contrato o precontrato de una relación negocial, laboral o 

administrativa y sean necesarios para su mantenimiento o cumplimiento; 

cuando el tratamiento de los datos tenga por finalidad proteger un interés 

vital del interesado en los términos del artículo 7 apartado 6 de la presente 

Ley, o cuando los datos figuren en fuentes accesibles al público y su 

tratamiento sea necesario para la satisfacción del interés legítimo perseguido 

por el responsable del fichero o por el del tercero a quien se comuniquen los 

datos, siempre que no se vulneren los derechos y libertades fundamentales 

del interesado.  

3. El consentimiento a que se refiere el artículo podrá ser revocado cuando 

exista causa justificada para ello y no se le atribuyan efectos retroactivos.  
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4. En los casos en los que no sea necesario el consentimiento del afectado para 

el tratamiento de los datos de carácter personal, y siempre que una Ley no 

disponga lo contrario, éste podrá oponerse a su tratamiento cuando existan 

motivos fundados y legítimos relativos a una concreta situación personal.                                     

En tal supuesto, el responsable del fichero excluirá del tratamiento los datos 

relativos al afectado.  

En el artículo 7 conocemos los datos que son protegidos, sobre los que no se 

podrán tratar libremente. 

           Artículo 7. Datos especialmente protegidos 

1 De acuerdo con lo establecido en el apartado 2 del artículo 16 de la 

Constitución, nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, 

religión o creencias. 

 Cuando en relación con estos datos se proceda a recabar el 

consentimiento a que se refiere al apartado siguiente, se advertirá al 

interesado acerca de su derecho a no prestarlo. 

2 Sólo con el consentimiento expreso y por escrito del afectado podrán ser 

objeto de tratamiento los datos de carácter personal que revelen la 

ideología, afiliación sindical, religión y creencias. Se exceptúan los 

ficheros mantenidos por los partidos políticos, sindicatos, iglesias, 

confesiones o comunidades religiosas y asociaciones, fundaciones y otras 

entidades sin ánimo de lucro, cuya finalidad sea política, filosófica, 

religiosa o sindical, en cuanto a los datos relativos a sus asociados o 

miembros, sin prejuicio de que la cesión de dichos datos precisará 

siempre el previo consentimiento del afectado. 

3 Los datos de carácter personal que hagan referencia al origen racial, la 

salud y a la vida sexual sólo podrán ser recabados, tratados y cedidos 

cuando, por razones de interés general, así lo disponga una Ley o el 

afectado consienta expresamente. 
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4 Quedan prohibidos los ficheros creados con la finalidad exclusiva de 

almacenar datos de carácter personal que revelen la ideología, afiliación 

sindical, religión, creencias, origen racial o étnico, o vida sexual. 

5 Los datos de carácter personal relativos a la comisión de infracciones 

penales o administrativas sólo podrán ser incluidos en ficheros de las 

Administraciones Públicas competentes en los supuestos previstos en las 

respectivas normas reguladoras. 

6 No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores podrán ser objeto de 

tratamiento los datos de carácter personal a que se refieren los apartados 

2 y 3 de este artículo, cuando dicho tratamiento resulte necesario para la 

prevención o para el diagnóstico médico, la prestación de asistencia 

sanitaria o tratamientos médicos o la gestión de servicios sanitarios, 

siempre que dicho tratamiento de datos se realice por un profesional 

sanitario sujeto al secreto profesional o por otra persona sujeta a 

asimismo a una obligación equivalente de secreto. 

También podrán ser objeto de tratamiento los datos a que se refiere el 

párrafo anterior cuando el tratamiento sea necesario para salvaguardar 

el interés vital del afectado o de otra persona, en el supuesto de que el 

afectado esté física o jurídicamente incapacitado para dar su 

consentimiento. 

En su artículo 9, conocemos la importancia de la seguridad. 

            Artículo 9. Seguridad de los datos 

1 El responsable del fichero, y, en su caso, el encargado del tratamiento, 

deberán adoptar las medidas de índole técnica y organizativas necesarias 

que garanticen la seguridad de los datos de carácter personal y eviten su 

alteración, pérdida, tratamiento o acceso no autorizado, habida cuenta 

del estado de la tecnología, la naturaleza de los datos almacenados y los 

riesgos a que están expuestos, ya provengan de la acción humana o del 

medio físico o natural. 
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2 No se registrarán datos de carácter personal en ficheros que no reúnan 

las condiciones que se determinen por vía reglamentaria con respecto a 

su integridad y seguridad y a la de los centros de tratamiento, locales, 

equipos, sistemas y programas. 

3 Reglamentariamente se establecerán los requisitos y condiciones que 

deban reunir los ficheros y las personas que intervengan en el 

tratamiento de los datos a que se refiere el artículo 7 de esta Ley. 

          El artículo 10 nos comunica: 

            Artículo 10. Deber de secreto 

El responsable del fichero y quienes intervengan en cualquier fase del 

tratamiento de los datos de carácter personal están obligados al secreto 

profesional respecto de los mismos y al deber de guardarlos, obligaciones 

que subsistirán aun después de finalizar sus relaciones con el titular del 

fichero o, en su caso, con el responsable del mismo. 

 

En el Título IV, Capítulo II, encontramos de un interés especial con el tema tratado el 

Artículo 28, que nos dice: 

           Artículo 28. Datos incluidos en las fuentes de  acceso público 

1. Los datos que figuren en el censo promocional o las listas de personas 

pertenecientes a grupos de profesionales a que se refiere el artículo 3 j) 

de esta Ley deberán limitarse a los que sean estrictamente necesarios 

para cumplir la finalidad a que se destina cada listado. La inclusión de 

datos adicionales por las entidades responsables del mantenimiento de 

dichas fuentes requerirá el consentimiento del interesado, que podrá ser 

revocado en cualquier momento. 

2. Los interesados tendrán derecho a que la entidad responsable del 

mantenimiento de los listados de los Colegios profesionales indique 
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gratuitamente que sus datos personales no pueden utilizarse para fines de 

publicidad o prospección comercial. 

 Los interesados tendrán derecho a exigir gratuitamente la 

exclusión de la totalidad de sus datos personales que consten en el censo 

promocional por las entidades encargadas del mantenimiento de dichas 

fuentes. 

 La atención a la solicitud de exclusión de la información 

innecesaria o de inclusión de la objeción al uso de datos para fines de 

publicidad o venta a distancia deberá realizarse en el plazo de diez días 

respecto de las informaciones que se realicen mediante consulta o 

comunicación telemática y en la siguiente edición del listado cualquiera 

que sea el soporte en que se edite. 

3. Las fuentes de acceso público que se editen en forma de libro o algún 

otro soporte físico, perderán el carácter de fuente accesible con la nueva 

edición que se publique. 

 En el caso de que se obtenga telemáticamente una copia de la lista 

en formato electrónico, ésta perderá el carácter de fuente de acceso 

público en el plazo de un año, contado desde el momento de su 

obtención. 

4. Los datos que figuren en las guías de servicios de telecomunicaciones 

disponibles al público se regirán por su normativa específica. 

 

En el Título VI encontramos los artículos 35, 37, 39 y 40 todos ellos ampliamente 

relacionados con el tema tratado. 

Artículo 35. Naturaleza y régimen jurídico 

1. La Agencia de Protección de Datos es un Ente de Derecho público, con 

personalidad jurídica propia y plena capacidad pública y privada, que 

actúa con plena independencia de las Administraciones Públicas en el 



 Protección de datos en desarrollo para Internet 

 28 

ejercicio de sus funciones. Se regirá por lo dispuesto en la presente Ley 

y en un Estatuto propio, que será aprobado por el Gobierno. 

2. En el ejercicio de sus funciones públicas, y en defecto de lo que 

disponga la presente Ley y sus disposiciones de desarrollo, la Agencia 

de Protección de Datos actuará de conformidad con la Ley 30/1992, de 

26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 

y del Procedimiento Administrativo Común. En sus adquisiciones 

patrimoniales y contratación estará sujeta al Derecho privado. 

3. Los puestos de trabajo de los órganos y servicios que integren la 

Agencia de Protección de Datos serán desempeñados por funcionarios 

de las Administraciones Públicas y por personal contratado al efecto, 

según la naturaleza de las funciones asignadas a cada puesto de trabajo. 

Este personal está obligado a guardar secreto de los datos de carácter 

personal de que conozca en el desarrollo de su función. 

4. La Agencia de Protección de Datos contará, para el cumplimiento de sus 

fines, con los siguientes bienes y medios económicos: 

a. Las asignaciones que se establezcan anualmente con cargo a los 

Presupuestos Generales del Estado. 

b. Los bienes y valores que constituyan su patrimonio, así como los 

productos y rentas del mismo. 

c. Cualesquiera otros que legalmente puedan serle atribuidos. 

5. La Agencia de Protección elaborará y aprobará con carácter anual el 

correspondiente anteproyecto de presupuesto y lo remitirá al Gobierno 

para que sea integrado, con la debida independencia, en los Presupuestos 

Generales del Estado. 
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           Artículo 37. Funciones 

1. Son funciones de la Agencia de Protección de Datos: 

a. Velar por el cumplimento de la legislación sobre protección de 

datos y controlar su aplicación, en especial en lo relativo a los 

derechos de información, acceso, rectificación, oposición y 

cancelación de datos. 

b. Emitir las autorizaciones previstas en la Ley o en sus 

disposiciones reglamentarias. 

c. Dictar, en su caso y sin prejuicio de las competencias de otros 

órganos, las instrucciones precisas para adecuar los tratamientos 

a los principios de la presente Ley. 

d. Atender las peticiones y reclamaciones formuladas por las 

personas afectadas. 

e. Proporcionar información a las personas acerca de sus derechos 

en materia de tratamiento de los datos de carácter personal. 

f. Requerir a los responsables y encargados de los tratamientos, 

previa audiencia de éstos, la adopción de las medidas necesarias 

para la adecuación del tratamiento de datos a las disposiciones de 

esta Ley y, en su caso, ordenar la cesación de los tratamientos y 

la cancelación y la cancelación de los ficheros, cuando no se 

ajuste a sus disposiciones. 

g. Ejercer la potestad sancionadora en los términos previstos por el 

Título VII de la presente Ley. 

h. Informar, con carácter preceptivo, los proyectos de disposiciones 

generales que desarrollen esta Ley. 

i. Recabar de los responsables de los ficheros cuanta ayuda e 

información estime necesaria para el desempeño de sus 

funciones. 
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j. Velar por la publicidad de la existencia de los ficheros de datos 

con carácter personal, a cuyo efecto publicará periódicamente 

una relación de dichos ficheros con la información adicional que 

el Director de la Agencia determine. 

k. Redactar una memoria anual y remitirla al Ministerio de Justicia. 

l. Ejercer el control y adoptar las autorizaciones que procedan en 

relación con los movimientos internacionales de datos, así como 

desempeñar las funciones de cooperación internacional en 

materia de protección de datos personales. 

m. Velar por el cumplimiento de las disposiciones que la Ley de la 

Función Estadística Pública establece respecto a la recogida de 

datos estadísticos y al secreto estadístico, así como dictar las 

instrucciones precisas, dictaminar sobre las condiciones de 

seguridad de los ficheros constituidos con fines exclusivamente 

estadísticos y ejercer la potestad a la que refiere el artículo 46. 

n. Cuantas obras le sean atribuidas por normas legales o 

reglamentarias. 

2. Las resoluciones de la Agencia de Protección de Datos se harán 

públicas, una vez hayan sido notificadas a los interesados. La 

publicación se realizará preferentemente a través de medios informáticos 

o telemáticos. 

 Reglamentariamente podrán establecerse los términos en que se 

lleve a cabo la publicidad de las citadas resoluciones. 

 Lo establecido en los párrafos anteriores no será aplicable a las 

resoluciones referentes a la inscripción de un fichero o tratamiento en el 

Registro General de Protección de Datos ni a aquellas por las que se 

resuelva la inscripción en el mismo de los Códigos tipo, regulados por el 

artículo 32 de esta Ley Orgánica. (Artículo 82.1 Ley 62/2003, de 30 de 

diciembre) 
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            Artículo 39. El Registro General de Protección de Datos  

1. El Registro General de Protección de Datos es un órgano integrado en la 

Agencia de Protección de Datos.  

2. Serán objeto de inscripción en el Registro General de Protección de 

Datos  

a) Los ficheros de que sean titulares las Administraciones Públicas.  

b) Los ficheros de titularidad privada.  

c) Las autorizaciones a que se refiere la presente Ley.  

d) Los códigos tipo a que se refiere el artículo 32 de la presente Ley.  

e) Los datos relativos a los ficheros que sean necesarios para el ejercicio 

de los derechos de información, acceso, rectificación, cancelación y 

oposición.  

3. Por vía reglamentaria se regulará el procedimiento de inscripción de los 

ficheros, tanto de titularidad pública como de titularidad privada, en el 

Registro General de Protección de Datos, el contenido de la inscripción, 

su modificación, cancelación, reclamaciones y recursos contra las 

resoluciones correspondientes y demás extremos pertinentes. 

  

            Artículo 40. Potestad de inspección  

1. Las autoridades de control podrán inspeccionar los ficheros a que hace 

referencia la presente Ley, recabando cuantas informaciones precisen 

para el cumplimiento de sus cometidos.  

A tal efecto, podrán solicitar la exhibición o el envío de documentos y 

datos y examinarlos en el lugar en que se encuentren depositados, así 

como inspeccionar los equipos físicos y lógicos utilizados para el 

tratamiento de los datos, accediendo a los locales donde se hallen 

instalados.  

2. Los funcionarios que ejerzan la inspección a que se refiere el apartado 

anterior tendrán la consideración de autoridad pública en el desempeño 

de sus cometidos.  
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Estarán obligados a guardar secreto sobre las informaciones que 

conozcan en el ejercicio de las mencionadas funciones, incluso después 

de haber cesado en las mismas. 

 

 En los artículos 44 y 45 se tipifican las infracciones y las cuantías a pagar por los 

que delincan. 

Artículo 44. Tipos de infracciones 

1. Las infracciones se calificarán como leves, graves o muy graves.  

2. Son infracciones leves:  

a) No atender, por motivos formales, la solicitud del interesado de 

rectificación o cancelación de los datos personales objeto de 

tratamiento cuando legalmente proceda.  

b) No proporcionar la información que solicite la Agencia de Protección 

de Datos en el ejercicio de las competencias que tiene legalmente 

atribuidas, en relación con aspectos no sustantivos de la protección de 

datos.  

c) No solicitar la inscripción del fichero de datos de carácter personal en 

el Registro General de Protección de Datos, cuando no sea 

constitutivo de infracción grave.  

d) Proceder a la recogida de datos de carácter personal de los propios 

afectados sin proporcionarles la información que señala el artículo 5 

de la presente Ley.  

e) Incumplir el deber de secreto establecido en el artículo 10 de esta 

Ley, salvo que constituya infracción grave.  

3. Son infracciones graves:  

a) Proceder a la creación de ficheros de titularidad pública o iniciar la 

recogida de datos de carácter personal para los mismos, sin 
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autorización de disposición general, publicada en el “Boletín Oficial 

del Estado” o diario oficial correspondiente.  

b) Proceder a la creación de ficheros de titularidad privada o iniciar la 

recogida de datos de carácter personal para los mismos con 

finalidades distintas de las que constituyen el objeto legítimo de la 

empresa o entidad.  

c) Proceder a la recogida de datos de carácter personal sin recabar el 

consentimiento expreso de las personas afectadas, en los casos en que 

éste sea exigible.  

d) Tratar los datos de carácter personal o usarlos posteriormente con 

conculcación de los principios y garantías establecidos en la presente 

Ley o con incumplimiento de los preceptos de protección que 

impongan las disposiciones reglamentarias de desarrollo, cuando no 

constituya infracción muy grave.  

e) El impedimento o la obstaculización del ejercicio de los derechos de 

acceso y oposición y la negativa a facilitar la información que sea 

solicitada.  

f) Mantener datos de carácter personal inexactos o no efectuar las 

rectificaciones o cancelaciones de los mismos que legalmente 

procedan cuando resulten afectados los derechos de las personas que 

la presente Ley ampara.  

g) La vulneración del deber de guardar secreto sobre los datos de 

carácter personal incorporados a ficheros que contengan datos 

relativos a la comisión de infracciones administrativas o penales, 

Hacienda Pública, servicios financieros, prestación de servicios de 

solvencia patrimonial y crédito, así como aquellos otros ficheros que 

contengan un conjunto de datos de carácter personal suficientes para 

obtener una evaluación de la personalidad del individuo.  
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h) Mantener los ficheros, locales, programas o equipos que contengan 

datos de carácter personal sin las debidas condiciones de seguridad 

que por vía reglamentaria se determinen.  

i) No remitir a la Agencia de Protección de Datos las notificaciones 

previstas en esta Ley o en sus disposiciones de desarrollo, así como 

no proporcionar en plazo a la misma cuantos documentos e 

informaciones deba recibir o sean requeridos por aquél a tales 

efectos.  

j) La obstrucción al ejercicio de la función inspectora.  

k) No inscribir el fichero de datos de carácter personal en el Registro 

General de Protección de Datos, cuando haya sido requerido para ello 

por el Director de la Agencia de Protección de Datos.  

l) Incumplir el deber de información que se establece en los artículos 5, 

28 y 29 de esta Ley, cuando los datos hayan sido recabados de 

persona distinta del afectado.  

4. Son infracciones muy graves:  

a) La recogida de datos en forma engañosa y fraudulenta.  

b) La comunicación o cesión de los datos de carácter personal, fuera de 

los casos en que estén permitidas.  

c) Recabar y tratar los datos de carácter personal a los que se refiere el 

apartado 2 del artículo 7 cuando no medie el consentimiento expreso 

del afectado; recabar y tratar los datos referidos en el apartado 3 del 

artículo 7 cuando no lo disponga una Ley o el afectado no haya 

consentido expresamente, o violentar la prohibición contenida en el 

apartado 4 del artículo 7.  

d) No cesar en el uso ilegítimo de los tratamientos de datos de carácter 

personal cuando sea requerido para ello por el Director de la Agencia 
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de Protección de Datos o por las personas titulares del derecho de 

acceso.  

e) La transferencia temporal o definitiva de datos de carácter personal 

que hayan sido objeto de tratamiento o hayan sido recogidos para 

someterlos a dicho tratamiento, con destino a países que no 

proporcionen un nivel de protección equiparable sin autorización del 

Director de la Agencia de Protección de Datos.  

f) Tratar los datos de carácter personal de forma ilegítima o con 

menosprecio de los principios y garantías que les sean de aplicación, 

cuando con ello se impida o se atente contra el ejercicio de los 

derechos fundamentales.  

g) La vulneración del deber de guardar secreto sobre los datos de 

carácter personal a que hacen referencia los apartados 2 y 3 del 

artículo 7, así como los que hayan sido recabados para fines 

policiales sin consentimiento de las personas afectadas.  

h) No atender, u obstaculizar de forma sistemática el ejercicio de los 

derechos de acceso, rectificación, cancelación u oposición.  

i) No atender de forma sistemática el deber legal de notificación de la 

inclusión de datos de carácter personal en un fichero.  

Artículo 45. Tipo de sanciones  

1. Las infracciones leves serán sancionadas con multa de 100.000 a 

10.000.000 de pesetas.  

2. Las infracciones graves serán sancionadas con multa de 10.000.000 a 

50.000.000 de pesetas.  

3. Las infracciones muy graves serán sancionadas con multa de 50.000.000 

a 100.000.000 de pesetas.  

4. La cuantía de las sanciones se graduará atendiendo a la naturaleza de los 

derechos personales afectados, al volumen de los tratamientos 
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efectuados, a los beneficios obtenidos, al grado de intencionalidad, a la 

reincidencia, a los daños y perjuicios causados a las personas interesadas 

y a terceras personas, y a cualquier otra circunstancia que sea relevante 

para determinar el grado de anti-juridicidad y de culpabilidad presentes 

en la concreta actuación infractora.  

5. Si, en razón de las circunstancias concurrentes, se apreciara una 

cualificada disminución de la culpabilidad del imputado o de la anti-

juridicidad del hecho, el órgano sancionador establecerá la cuantía de la 

sanción aplicando la escala relativa a la clase de infracciones que preceda 

inmediatamente en gravedad a aquella en que se integra la considerada 

en el caso de que se trate.  

6. En ningún caso podrá imponerse una sanción más grave que la fijada en 

la Ley para la clase de infracción en la que se integre la que se pretenda 

sancionar.  

7. El Gobierno actualizará periódicamente la cuantía de las sanciones de 

acuerdo con las variaciones que experimenten los índices de precios.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 Protección de datos en desarrollo para Internet 

 37 

8. Real Decreto 994/1999, de 11 de Junio, por el que se aprueba el 

Reglamento de medidas de seguridad de los ficheros automatizados 

que contengan datos de carácter personal. 

En un primer artículo observamos el ámbito de aplicación de dicho decreto. 

En el artículo 2 se dan a conocer todos los conceptos y su definición a efectos de este 

reglamento.  

Artículo 2. Definiciones. 

A efectos de este Reglamento, se entenderá por: 

1. Sistema de información: Conjunto de ficheros automatizados, 

programas, soportes y equipos empleados para el almacenamiento y 

tratamiento de datos de carácter personal. 

2.  Usuario: Sujeto o proceso autorizado para acceder a datos o recursos. 

3.  Recurso: Cualquier parte componente de un sistema de información. 

4.  Accesos autorizados: Autorizaciones concedidas a un usuario para la 

utilización de los diversos recursos. 

5.  Identificación: Procedimiento de reconocimiento de la identidad de 

un usuario. 

6.  Autenticación: Procedimiento de comprobación de la identidad de un 

usuario. 

7.  Control del acceso: Mecanismo que en función a la identificación ya 

autenticada permite acceder a datos o recursos. 

8.  Contraseña: Información confidencial, frecuentemente constituida 

por una cadena de caracteres, que puede ser usada en la autenticación 

de un usuario. 

9.  Incidencia: Cualquier anomalía que afecte o pudiera afectar a la 

seguridad de los datos. 

10.  Soporte: Objeto físico susceptible de ser tratado en un sistema de 

información y sobre el cual se pueden grabar o recuperar datos. 

11.  Responsable de seguridad: Persona o personas a las que el 

responsable del fichero ha asignado formalmente la función de 

coordinar y controlar las medidas de seguridad aplicables. 
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12. Copia de respaldo: Copia de los datos de un fichero automatizado en 

un soporte que posibilite su recuperación. 

 

En su segundo capítulo “Medidas de seguridad de nivel básico” los artículos que nos 

interesan son  el 8, 9, 11. 

En el artículo 8 se detalla el contenido del documento de seguridad. 

 Artículo 8. Documento de seguridad. 

1.  El responsable del fichero elaborará e implantará la normativa de 

seguridad mediante un documento de obligado cumplimiento para el 

personal con acceso a los datos automatizados de carácter personal y a 

los sistemas de información. 

2.  El documento deberá contener, como mínimo, los siguientes aspectos: 

a.- Ámbito de aplicación del documento con especificación detallada 

de los recursos protegidos. 

b.- Medidas, normas, procedimientos, reglas y estándares 

encaminados a garantizar el nivel de seguridad exigido en este 

Reglamento. 

c.- Funciones y obligaciones del personal. 

d.- Estructura de los ficheros con datos de carácter personal y 

descripción de los sistemas de información que los tratan. 

e.- Procedimiento de notificación, gestión y respuesta ante las 

incidencias. 

f.- Los procedimientos de realización de copias de respaldo y de 

recuperación de los datos. 

3.  El documento deberá mantenerse en todo momento actualizado y deberá 

ser revisado siempre que se produzcan cambios relevantes en el sistema 

de información o en la organización del mismo. 

4.  El contenido del documento deberá adecuarse, en todo momento, a las 

disposiciones vigentes en materia de seguridad de los datos de carácter 

personal. 
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En el artículo 9 se pone en estudio las funciones y obligaciones del personal. 

 

 Artículo 9. Funciones y obligaciones del personal. 

1.  Las funciones y obligaciones de cada una de las personas con acceso a 

los datos de carácter personal y a los sistemas de información estarán 

claramente definidas y documentadas, de acuerdo con lo previsto en el 

artículo 8.2.c) 

2.  El responsable del fichero adoptará las medidas necesarias para que el 

personal conozca las normas de seguridad que afecten al desarrollo de 

sus funciones así como las consecuencias en que pudiera incurrir en caso 

de incumplimiento. 

 

En el artículo 11, altamente relacionado con el tema tratado, se trata el tema de la 

identificación y tratamiento de contraseñas. 

 

 Artículo 11. Identificación y autenticación. 

1.  El responsable del fichero se encargará de que exista una relación 

actualizada de usuarios que tengan acceso autorizado al sistema de 

información y de establecer procedimientos de identificación y 

autenticación para dicho acceso. 

2.  Cuando el mecanismo de autenticación se base en la existencia de 

contraseñas existirá un procedimiento de asignación, distribución y 

almacenamiento que garantice su confidencialidad e integridad. 

3.  Las contraseñas se cambiarán con la periodicidad que se determine en el 

documento de seguridad y mientras estén vigentes se almacenarán de 

forma ininteligible. 

 

 

En su capítulo tercero “Medidas de seguridad de nivel medio” los artículos relevantes 

en este informe son el 15, 16 y 17. 

Los tres artículos tratan el tema de la seguridad de los documentos, como de sus 

responsables. 
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Artículo 15. Documento de seguridad. 

El documento de seguridad deberá contener, además de lo dispuesto en el 

artículo 8 del presente Reglamento, la identificación del responsable o 

responsables de seguridad, los controles periódicos que se deban realizar 

para verificar el cumplimiento de lo dispuesto en el propio documento y 

las medidas que sea necesario adoptar cuando un soporte vaya a ser 

desechado o reutilizado. 

 

Artículo 16. Responsable de seguridad. 

El responsable del fichero designará uno o varios responsables de 

seguridad encargados de coordinar y controlar las medidas definidas en 

el documento de seguridad. En ningún caso esta designación supone una 

delegación de la responsabilidad que corresponde al responsable del 

fichero de acuerdo con este Reglamento. 

 

 Artículo 17. Auditoría. 

1.  Los sistemas de información e instalaciones de tratamiento de datos se 

someterán a una auditoría interna o externa, que verifique el 

cumplimiento del presente Reglamento, de los procedimientos e 

instrucciones vigentes en materia de seguridad de datos, al menos, cada 

dos años. 

2.  El informe de auditoría deberá dictaminar sobre la adecuación de las 

medidas y controles al presente Reglamento, identificar sus deficiencias 

y proponer las medidas correctoras o complementarias necesarias. 

Deberá, igualmente, incluir los datos, hechos y observaciones en que se 

basen los dictámenes alcanzados y recomendaciones propuestas. 

3.  Los informes de auditoría serán analizados por el responsable de 

seguridad competente, que elevará las conclusiones al responsable del 

fichero para que adopte las medidas correctoras adecuadas y quedarán a 

disposición de la Agencia de Protección de Datos. 

 

En su cuarto capítulo “Medidas de seguridad de nivel alto” el artículo 24 es el de mayor 

interés en lo referente al tema tratado. 
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 Artículo 24. Registro de accesos. 

1. De cada acceso se guardarán, como mínimo, la identificación del usuario, 

la fecha y hora en que se realizó, el fichero accedido, el tipo de acceso y 

si ha sido autorizado o denegado. 

2.  En el caso de que el acceso haya sido autorizado, será preciso guardar la 

información que permita identificar el registro accedido. 

3.  Los mecanismos que permiten el registro de los datos detallados en los 

párrafos anteriores estarán bajo el control directo del responsable de 

seguridad sin que se deba permitir, en ningún caso, la desactivación de 

los mismos. 

4.  El período mínimo de conservación de los datos registrados será de dos 

años. 

5.  El responsable de seguridad competente se encargará de revisar 

periódicamente la información de control registrada y elaborará un 

informe de las revisiones realizadas y los problemas detectados al menos 

una vez al mes. 

 

En lo referente al quinto capítulo “Infracciones y sanciones” nos centramos en el 

artículo 27. 

Artículo 27. Infracciones y sanciones. 

1.   El incumplimiento de las medidas de seguridad descritas en el presente 

Reglamento será sancionado de acuerdo con lo establecido en los 

artículos 43 y 44 de la Ley Orgánica 5/1992, cuando se trate de ficheros 

de titularidad privada. 

El procedimiento a seguir para la imposición de la sanción a la que se refiere 

el párrafo anterior será el establecido en el Real Decreto 1332/1994, de 20 de 

junio, por el que se desarrollan determinados aspectos de la Ley Orgánica 

5/1992, de 29 de octubre, de Regulación del Tratamiento Automatizado de 

los Datos de Carácter Personal. 

1.  Cuando se trate de ficheros de los que sean responsables las 

Administraciones Públicas se estará, en cuanto al 

procedimiento y a las sanciones, a lo dispuesto en el artículo 

45 de la Ley Orgánica 5/1992. 
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9. Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, por el que se aprueba el 

Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 

diciembre, de protección de datos de carácter personal.  

En el título 1 “Disposiciones generales” encontramos 7 artículos, en los que se da a 

conocer el ámbito de aplicación y las definiciones de los conceptos importantes. 

En el título 2 “Principios de protección de datos”, en su capítulo I “Calidad de los 

datos” encontramos de interés los artículos 8, 9, 10, 11. 

En el artículo 8 se trata el tratamiento de los datos personales. 

 Artículo 8. Principios relativos a la calidad de los datos. 

1. Los datos de carácter personal deberán ser tratados de forma leal y lícita. 

Se prohíbe la recogida de datos por medios fraudulentos, desleales o 

ilícitos. 

2. Los datos de carácter personal sólo podrán ser recogidos para el 

cumplimiento de finalidades determinadas, explícitas y legítimas del 

responsable del tratamiento. 

3. Los datos de carácter personal objeto de tratamiento no podrán usarse 

para finalidades incompatibles con aquellas para las que los datos 

hubieran sido recogidos. 

4. Sólo podrán ser objeto de tratamiento los datos que sean adecuados, 

pertinentes y no excesivos en relación con las finalidades determinadas, 

explícitas y legítimas para las que se hayan obtenido. 

5. Los datos de carácter personal serán exactos y puestos al día de forma 

que respondan con veracidad a la situación actual del afectado. Si los 

datos fueran recogidos directamente del afectado, se considerarán 

exactos los facilitados por éste. 

Si los datos de carácter personal sometidos a tratamiento resultaran ser 

inexactos, en todo o en parte, o incompletos, serán cancelados y sustituidos 

de oficio por los correspondientes datos rectificados o completados en el 

plazo de diez días desde que se tuviese conocimiento de la inexactitud, salvo 
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que la legislación aplicable al fichero establezca un procedimiento o un plazo 

específico para ello. 

Cuando los datos hubieran sido comunicados previamente, el responsable del 

fichero o tratamiento deberá notificar al cesionario, en el plazo de diez días, 

la rectificación o cancelación efectuada, siempre que el cesionario sea 

conocido. 

En el plazo de diez días desde la recepción de la notificación, el cesionario 

que mantuviera el tratamiento de los datos, deberá proceder a la rectificación 

y cancelación notificada. 

Esta actualización de los datos de carácter personal no requerirá 

comunicación alguna al interesado, sin perjuicio del ejercicio de los derechos 

por parte de los interesados reconocidos en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 

de diciembre. 

Lo dispuesto en este apartado se entiende sin perjuicio de las facultades que 

a los afectados reconoce el título III de este reglamento. 

6. Los datos de carácter personal serán cancelados cuando hayan dejado de 

ser necesarios o pertinentes para la finalidad para la cual hubieran sido 

recabados o registrados. 

No obstante, podrán conservarse durante el tiempo en que pueda exigirse 

algún tipo de responsabilidad derivada de una relación u obligación jurídica 

o de la ejecución de un contrato o de la aplicación de medidas 

precontractuales solicitadas por el interesado. 

Una vez cumplido el período al que se refieren los párrafos anteriores, los 

datos sólo podrán ser conservados previa disociación de los mismos, sin 

perjuicio de la obligación de bloqueo prevista en la Ley Orgánica 15/1999, 

de 13 de diciembre, y en el presente reglamento. 

7. Los datos de carácter personal serán tratados de forma que permitan el 

ejercicio del derecho de acceso, en tanto no proceda su cancelación. 
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En su artículo 9 se continúa con el tratamiento de los datos, en este caso cuando los 

datos son utilizados con fines científicos o estadísticos.  

 Artículo 9. Tratamiento con fines estadísticos, históricos o científicos. 

1. No se considerará incompatible, a los efectos previstos en el apartado 

3 del artículo anterior, el tratamiento de los datos de carácter personal 

con fines históricos, estadísticos o científicos. 

Para la determinación de los fines a los que se refiere el párrafo anterior 

se estará a la legislación que en cada caso resulte aplicable y, en 

particular, a lo dispuesto en la Ley 12/1989, de 9 de mayo, Reguladora de 

la función estadística pública, la Ley 16/1985, de 25 junio, del 

Patrimonio histórico español y la Ley 13/1986, de 14 de abril de Fomento 

y coordinación general de la investigación científica y técnica, y sus 

respectivas disposiciones de desarrollo, así como a la normativa 

autonómica en estas materias. 

2. Por vía de excepción a lo dispuesto en el apartado 6 del artículo 

anterior, la Agencia Española de Protección de Datos o, en su caso, 

las autoridades de control de las comunidades autónomas podrán, 

previa solicitud del responsable del tratamiento y conforme al 

procedimiento establecido en la sección segunda del capítulo VII del 

título IX del presente reglamento, acordar el mantenimiento íntegro 

de determinados datos, atendidos sus valores históricos, estadísticos o 

científicos de acuerdo con las normas a las que se refiere el apartado 

anterior. 

En el artículo 10 se da a conocer los supuestos en los que podrán dejar de usarse los 

datos personales del interesado. 

 Artículo 10. Supuestos que legitiman el tratamiento o cesión de los datos. 

1. Los datos de carácter personal únicamente podrán ser objeto de 

tratamiento o cesión si el interesado hubiera prestado previamente su 

consentimiento para ello. 
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2. No obstante, será posible el tratamiento o la cesión de los datos de 

carácter personal sin necesidad del consentimiento del interesado 

cuando: 

a. Lo autorice una norma con rango de ley o una norma de derecho 

comunitario y, en particular, cuando concurra uno de los 

supuestos siguientes: 

El tratamiento o la cesión tengan por objeto la satisfacción de un 

interés legítimo del responsable del tratamiento o del cesionario 

amparado por dichas normas, siempre que no prevalezca el interés 

o los derechos y libertades fundamentales de los interesados 

previstos en el artículo 1 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 

diciembre. 

El tratamiento o la cesión de los datos sean necesarios para que el 

responsable del tratamiento cumpla un deber que le imponga una 

de dichas normas. 

b. Los datos objeto de tratamiento o de cesión figuren en fuentes 

accesibles al público y el responsable del fichero, o el tercero a 

quien se comuniquen los datos, tenga un interés legítimo para su 

tratamiento o conocimiento, siempre que no se vulneren los 

derechos y libertades fundamentales del interesado. 

No obstante, las Administraciones públicas sólo podrán comunicar al 

amparo de este apartado los datos recogidos de fuentes accesibles al 

público a responsables de ficheros de titularidad privada cuando se 

encuentren autorizadas para ello por una norma con rango de ley. 

3. Los datos de carácter personal podrán tratarse sin necesidad del 

consentimiento del interesado cuando: 

a. Se recojan para el ejercicio de las funciones propias de las 

Administraciones públicas en el ámbito de las competencias que 
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les atribuya una norma con rango de ley o una norma de derecho 

comunitario. 

b. Se recaben por el responsable del tratamiento con ocasión de la 

celebración de un contrato o precontrato o de la existencia de una 

relación negocial, laboral o administrativa de la que sea parte el 

afectado y sean necesarios para su mantenimiento o 

cumplimiento. 

c. El tratamiento de los datos tenga por finalidad proteger un interés 

vital del interesado en los términos del apartado 6 del artículo 7 

de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre. 

4. Será posible la cesión de los datos de carácter personal sin contar con el 

consentimiento del interesado cuando: 

a. La cesión responda a la libre y legítima aceptación de una 

relación jurídica cuyo desarrollo, cumplimiento y control 

comporte la comunicación de los datos. En este caso la 

comunicación sólo será legítima en cuanto se limite a la finalidad 

que la justifique. 

b. La comunicación que deba efectuarse tenga por destinatario al 

Defensor del Pueblo, el Ministerio Fiscal o los Jueces o 

Tribunales o el Tribunal de Cuentas o a las instituciones 

autonómicas con funciones análogas al Defensor del Pueblo o al 

Tribunal de Cuentas y se realice en el ámbito de las funciones que 

la ley les atribuya expresamente. 

c. La cesión entre Administraciones públicas cuando concurra uno 

de los siguientes supuestos: 

o Tenga por objeto el tratamiento de los datos con fines 

históricos, estadísticos o científicos. 

o Los datos de carácter personal hayan sido recogidos o 

elaborados por una Administración pública con destino a 

otra. 
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o La comunicación se realice para el ejercicio de 

competencias idénticas o que versen sobre las mismas 

materias. 

5. Los datos especialmente protegidos podrán tratarse y cederse en los 

términos previstos en los artículos 7 y 8 de la Ley Orgánica 15/1999, de 

13 de diciembre. 

En particular, no será necesario el consentimiento del interesado para la 

comunicación de datos personales sobre la salud, incluso a través de medios 

electrónicos, entre organismos, centros y servicios del Sistema Nacional de 

Salud cuando se realice para la atención sanitaria de las personas, conforme a lo 

dispuesto en el Capítulo V de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y 

calidad del Sistema Nacional de Salud. 

El siguiente artículo define el papel de las Administraciones públicas en el tratamiento 

de datos en sus solicitudes. 

 Artículo 11. Verificación de datos en solicitudes formuladas a las 

Administraciones públicas. 

Cuando se formulen solicitudes por medios electrónicos en las que el 

interesado declare datos personales que obren en poder de las 

Administraciones públicas, el órgano destinatario de la solicitud podrá 

efectuar en el ejercicio de sus competencias las verificaciones necesarias 

para comprobar la autenticidad de los datos. 

En su capítulo II “Consentimiento para el tratamiento de los datos y deber de 

información” nos centramos en los artículos 13, 15 y 18. 

En el caso de que los datos correspondan a un menor de edad, el artículo 13 muestra la 

forma de actuar. 

Artículo 13. Consentimiento para el tratamiento de datos de menores de edad. 

1. Podrá procederse al tratamiento de los datos de los mayores de catorce 

años con su consentimiento, salvo en aquellos casos en los que la Ley 
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exija para su prestación la asistencia de los titulares de la patria potestad 

o tutela. En el caso de los menores de catorce años se requerirá el 

consentimiento de los padres o tutores. 

2. En ningún caso podrán recabarse del menor dato que permitan obtener 

información sobre los demás miembros del grupo familiar, o sobre las 

características del mismo, como los datos relativos a la actividad 

profesional de los progenitores, información económica, datos 

sociológicos o cualesquiera otros, sin el consentimiento de los titulares 

de tales datos. No obstante, podrán recabarse los datos de identidad y 

dirección del padre, madre o tutor con la única finalidad de recabar la 

autorización prevista en el apartado anterior. 

3. Cuando el tratamiento se refiera a datos de menores de edad, la 

información dirigida a los mismos deberá expresarse en un lenguaje que 

sea fácilmente comprensible por aquéllos, con expresa indicación de lo 

dispuesto en este artículo. 

4. Corresponderá al responsable del fichero o tratamiento articular los 

procedimientos que garanticen que se ha comprobado de modo efectivo 

la edad del menor y la autenticidad del consentimiento prestado en su 

caso, por los padres, tutores o representantes legales. 

El artículo 15 trata las reacciones ante utilizar unos datos para un fin distinto del 

contratado. 

Artículo 15. Solicitud del consentimiento en el marco de una relación 

contractual para fines no relacionados directamente con la misma. 

Si el responsable del tratamiento solicitase el consentimiento del afectado 

durante el proceso de formación de un contrato para finalidades que no 

guarden relación directa con el mantenimiento, desarrollo o control de la 

relación contractual, deberá permitir al afectado que manifieste 

expresamente su negativa al tratamiento o comunicación de datos. 

En particular, se entenderá cumplido tal deber cuando se permita al 

afectado la marcación de una casilla claramente visible y que no se 

encuentre ya marcada en el documento que se le entregue para la 
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celebración del contrato o se establezca un procedimiento equivalente 

que le permita manifestar su negativa al tratamiento. 

Por último tenemos: 

Artículo 18. Acreditación del cumplimiento del deber de información. 

1. El deber de información al que se refiere el artículo 5 de la Ley Orgánica 

15/1999, de 13 de diciembre, deberá llevarse a cabo a través de un medio 

que permita acreditar su cumplimiento, debiendo conservarse mientras 

persista el tratamiento de los datos del afectado. 

2. El responsable del fichero o tratamiento deberá conservar el soporte en el 

que conste el cumplimiento del deber de informar. Para el 

almacenamiento de los soportes, el responsable del fichero o tratamiento 

podrá utilizar medios informáticos o telemáticos. En particular podrá 

proceder al escaneado de la documentación en soporte papel, siempre y 

cuando se garantice que en dicha automatización no ha mediado 

alteración alguna de los soportes originales. 

El capítulo III “Encargado del tratamiento” el artículo 22 es el más interesante ya que 

trata sobre la conservación de los datos. 

Artículo 22. Conservación de los datos por el encargado del tratamiento. 

1. Una vez cumplida la prestación contractual, los datos de carácter 

personal deberán ser destruidos o devueltos al responsable del 

tratamiento o al encargado que éste hubiese designado, al igual que 

cualquier soporte o documentos en que conste algún dato de carácter 

personal objeto del tratamiento. 

No procederá la destrucción de los datos cuando exista una previsión legal 

que exija su conservación, en cuyo caso deberá procederse a la devolución 

de los mismos garantizando el responsable del fichero dicha conservación. 
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2. El encargado del tratamiento conservará, debidamente bloqueados, los 

datos en tanto pudieran derivarse responsabilidades de su relación con el 

responsable del tratamiento. 

En el título 3 “Derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición”, en el 

capítulo I  “Disposiciones generales” nos centramos en el artículo 24, en que 

conoceremos las condiciones a la hora de cancelar el acceso a nuestros datos. 

Artículo 24. Condiciones generales para el ejercicio de los derechos de acceso, 

rectificación, cancelación y oposición. 

1. Los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición son 

derechos independientes, de tal forma que no puede entenderse que el 

ejercicio de ninguno de ellos sea requisito previo para el ejercicio de 

otro. 

2. Deberá concederse al interesado un medio sencillo y gratuito para el 

ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, cancelación y 

oposición. 

3. El ejercicio por el afectado de sus derechos de acceso, rectificación, 

cancelación y oposición será gratuito y en ningún caso podrá suponer un 

ingreso adicional para el responsable del tratamiento ante el que se 

ejercitan. 

No se considerarán conformes a lo dispuesto en la Ley Orgánica 

15/1999, de 13 de diciembre, y en el presente Reglamento los supuestos 

en que el responsable del tratamiento establezca como medio para que el 

interesado pueda ejercitar sus derechos el envío de cartas certificadas o 

semejantes, la utilización de servicios de telecomunicaciones que 

implique una tarificación adicional al afectado o cualesquiera otros 

medios que impliquen un coste excesivo para el interesado. 

4. Cuando el responsable del fichero o tratamiento disponga de servicios de 

cualquier índole para la atención a su público o el ejercicio de 

reclamaciones relacionadas con el servicio prestado o los productos 

ofertados al mismo, podrá concederse la posibilidad al afectado de 
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ejercer sus derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición a 

través de dichos servicios. En tal caso, la identidad del interesado se 

considerará acreditada por los medios establecidos para la identificación 

de los clientes del responsable en la prestación de sus servicios o 

contratación de sus productos. 

5. El responsable del fichero o tratamiento deberá atender la solicitud de 

acceso, rectificación, cancelación u oposición ejercida por el afectado 

aún cuando el mismo no hubiese utilizado el procedimiento establecido 

específicamente al efecto por aquél, siempre que el interesado haya 

utilizado un medio que permita acreditar el envío y la recepción de la 

solicitud, y que ésta contenga los elementos referidos en el párrafo 1 del 

artículo siguiente. 

En el capítulo II “Derecho de acceso” los artículos 27, 28, 29 y 30 resultan 

especialmente interesantes. 

Los 4 artículos tratan del derecho del afectado sobre sus datos, tanto para consultarlos 

como para denegar el acceso a estos. 

Artículo 27. Derecho de acceso. 

1. El derecho de acceso es el derecho del afectado a obtener información 

sobre si sus propios datos de carácter personal están siendo objeto de 

tratamiento, la finalidad del tratamiento que, en su caso, se esté 

realizando, así como la información disponible sobre el origen de dichos 

datos y las comunicaciones realizadas o previstas de los mismos. 

2. En virtud del derecho de acceso el afectado podrá obtener del 

responsable del tratamiento información relativa a datos concretos, a 

datos incluidos en un determinado fichero, o a la totalidad de sus datos 

sometidos a tratamiento. 

No obstante, cuando razones de especial complejidad lo justifiquen, el 

responsable del fichero podrá solicitar del afectado la especificación de 

los ficheros respecto de los cuales quiera ejercitar el derecho de acceso, a 

cuyo efecto deberá facilitarle una relación de todos ellos. 
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3. El derecho de acceso es independiente del que otorgan a los afectados las 

leyes especiales y en particular la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 

Administrativo Común. 

Artículo 28. Ejercicio del derecho de acceso. 

1. Al ejercitar el derecho de acceso, el afectado podrá optar por recibir la 

información a través de uno o varios de los siguientes sistemas de 

consulta del fichero: 

a. Visualización en pantalla. 

b. Escrito, copia o fotocopia remitida por correo, certificado o no. 

c. Telecopia. 

d. Correo electrónico u otros sistemas de comunicaciones 

electrónicas. 

e. Cualquier otro sistema que sea adecuado a la configuración o 

implantación material del fichero o a la naturaleza del 

tratamiento, ofrecido por el responsable. 

2. Los sistemas de consulta del fichero previstos en el apartado anterior 

podrán restringirse en función de la configuración o implantación 

material del fichero o de la naturaleza del tratamiento, siempre que el que 

se ofrezca al afectado sea gratuito y asegure la comunicación escrita si 

éste así lo exige. 

3. El responsable del fichero deberá cumplir al facilitar el acceso lo 

establecido en el  Título VIII de este Reglamento. 

Si tal responsable ofreciera un determinado sistema para hacer efectivo el 

derecho de acceso y el afectado lo rechazase, aquél no responderá por los 

posibles riesgos que para la seguridad de la información pudieran derivarse 

de la elección. 

Del mismo modo, si el responsable ofreciera un procedimiento para hacer 

efectivo el derecho de acceso y el afectado exigiese que el mismo se 

materializase a través de un procedimiento que implique un coste 
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desproporcionado, surtiendo el mismo efecto y garantizando la misma 

seguridad el procedimiento ofrecido por el responsable, serán de cuenta del 

afectado los gastos derivados de su elección. 

Artículo 29. Otorgamiento del acceso. 

1. El responsable del fichero resolverá sobre la solicitud de acceso en el 

plazo máximo de un mes a contar desde la recepción de la solicitud. 

Transcurrido el plazo sin que de forma expresa se responda a la petición 

de acceso, el interesado podrá interponer la reclamación prevista en el 

artículo 18 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre. 

En el caso de que no disponga de datos de carácter personal de los afectados 

deberá igualmente comunicárselo en el mismo plazo. 

2. Si la solicitud fuera estimada y el responsable no acompañase a su 

comunicación la información a la que se refiere el artículo 27.1, el acceso 

se hará efectivo durante los diez días siguientes a dicha comunicación. 

3. La información que se proporcione, cualquiera que sea el soporte en que 

fuere facilitada, se dará en forma legible e inteligible, sin utilizar claves o 

códigos que requieran el uso de dispositivos mecánicos específicos. 

Dicha información comprenderá todos los datos de base del afectado, los 

resultantes de cualquier elaboración o proceso informático, así como la 

información disponible sobre el origen de los datos, los cesionarios de los 

mismos y la especificación de los concretos usos y finalidades para los que 

se almacenaron los datos. 

Artículo 30. Denegación del acceso. 

1. El responsable del fichero o tratamiento podrá denegar el acceso a los 

datos de carácter personal cuando el derecho ya se haya ejercitado en los 

doce meses anteriores a la solicitud, salvo que se acredite un interés 

legítimo al efecto. 

2. Podrá también denegarse el acceso en los supuestos en que así lo prevea 

una Ley o una norma de derecho comunitario de aplicación directa o 
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cuando éstas impidan al responsable del tratamiento revelar a los 

afectados el tratamiento de los datos a los que se refiera el acceso. 

3. En todo caso, el responsable del fichero informará al afectado de su 

derecho a recabar la tutela de la Agencia Española de Protección de 

Datos o, en su caso, de las autoridades de control de las comunidades 

autónomas, conforme a lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley Orgánica 

15/1999, de 13 de diciembre. 

 

En el capítulo III “Derechos de rectificación y cancelación” tanto el artículo 31 como el 

33  nos resultan relevantes. 

Artículo 31. Derechos de rectificación y cancelación. 

1. El derecho de rectificación es el derecho del afectado a que se 

modifiquen los datos que resulten ser inexactos o incompletos. 

2. El ejercicio del derecho de cancelación dará lugar a que se supriman los 

datos que resulten ser inadecuados o excesivos, sin perjuicio del deber de 

bloqueo conforme a este reglamento. 

En los supuestos en que el interesado invoque el ejercicio del derecho de 

cancelación para revocar el consentimiento previamente prestado, se estará a 

lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre y en el presente 

reglamento. 

Artículo 33. Denegación de los derechos de rectificación y cancelación. 

1. La cancelación no procederá cuando los datos de carácter personal deban 

ser conservados durante los plazos previstos en las disposiciones 

aplicables o, en su caso, en las relaciones contractuales entre la persona o 

entidad responsable del tratamiento y el interesado que justificaron el 

tratamiento de los datos. 

2. Podrá también denegarse los derechos de rectificación o cancelación en 

los supuestos en que así lo prevea una ley o una norma de derecho 

comunitario de aplicación directa o cuando éstas impidan al responsable 
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del tratamiento revelar a los afectados el tratamiento de los datos a los 

que se refiera el acceso. 

3. En todo caso, el responsable del fichero informará al afectado de su 

derecho a recabar la tutela de la Agencia Española de Protección de 

Datos o, en su caso, de las autoridades de control de las Comunidades 

Autónomas, conforme a lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley Orgánica 

15/1999, de 13 de diciembre. 

En el capítulo IV “Derecho de oposición” el artículo 34 nos indica los casos en los  que 

el afectado tiene derecho a oponerse al tratamiento de sus datos. 

Artículo 34. Derecho de oposición. 

El derecho de oposición es el derecho del afectado a que no se lleve a cabo el 

tratamiento de sus datos de carácter personal o se cese en el mismo en los 

siguientes supuestos: 

a. Cuando no sea necesario su consentimiento para el tratamiento, como 

consecuencia de la concurrencia de un motivo legítimo y fundado, 

referido a su concreta situación personal, que lo justifique, siempre 

que una Ley no disponga lo contrario. 

b. Cuando se trate de ficheros que tengan por finalidad la realización de 

actividades de publicidad y prospección comercial, en los términos 

previstos en el artículo 51 de este reglamento, cualquiera que sea la 

empresa responsable de su creación. 

c. Cuando el tratamiento tenga por finalidad la adopción de una 

decisión referida al afectado y basada únicamente en un tratamiento 

automatizado de sus datos de carácter personal, en los términos 

previstos en el artículo 36 de este reglamento. 

En el título 4 “Disposiciones aplicables a determinados ficheros de titularidad privada” 

de este decreto, en su capítulo I “Ficheros de información sobre solvencia patrimonial y 

crédito” centramos la atención en los artículos 38, 41, 42, 43 y 44. 
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 Artículo 38. Requisitos para la inclusión de los datos. 

1. Sólo será posible la inclusión en estos ficheros de datos de carácter 

personal que sean determinantes para enjuiciar la solvencia económica 

del afectado, siempre que concurran los siguientes requisitos: 

a. Existencia previa de una deuda cierta, vencida, exigible, que haya 

resultado impagada y respecto de la cual no se haya entablado 

reclamación judicial, arbitral o administrativa, o tratándose de 

servicios financieros, no se haya planteado una reclamación en 

los términos previstos en el Reglamento de los Comisionados 

para la defensa del cliente de servicios financieros, aprobado por 

Real Decreto 303/2004, de 20 de febrero. 

b. Que no hayan transcurrido seis años desde la fecha en que hubo 

de procederse al pago de la deuda o del vencimiento de la 

obligación o del plazo concreto si aquélla fuera de vencimiento 

periódico. 

c. Requerimiento previo de pago a quien corresponda el 

cumplimiento de la obligación. 

2. No podrán incluirse en los ficheros de esta naturaleza datos personales 

sobre los que exista un principio de prueba que de forma indiciaria 

contradiga alguno de los requisitos anteriores. 

Tal circunstancia determinará asimismo la cancelación cautelar del dato 

personal desfavorable en los supuestos en que ya se hubiera efectuado su 

inclusión en el fichero. 

3. El acreedor o quien actúe por su cuenta o interés estará obligado a 

conservar a disposición del responsable del fichero común y de la 

Agencia Española de Protección de Datos documentación suficiente que 

acredite el cumplimiento de los requisitos establecidos en este artículo y 

del requerimiento previo al que se refiere el artículo siguiente. 
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Artículo 41. Conservación de los datos. 

1. Sólo podrán ser objeto de tratamiento los datos que respondan con 

veracidad a la situación de la deuda en cada momento concreto. 

El pago o cumplimiento de la deuda determinará la cancelación inmediata de 

todo dato relativo a la misma. 

2. En los restantes supuestos, los datos deberán ser cancelados cuando se 

hubieran cumplido seis años contados a partir del vencimiento de la 

obligación o del plazo concreto si aquélla fuera de vencimiento 

periódico. 

Artículo 42. Acceso a la información contenida en el fichero. 

1. Los datos contenidos en el fichero común sólo podrán ser consultados 

por terceros cuando precisen enjuiciar la solvencia económica del 

afectado. En particular, se considerará que concurre dicha circunstancia 

en los siguientes supuestos: 

a. Que el afectado mantenga con el tercero algún tipo de relación 

contractual que aún no se encuentre vencida. 

b. Que el afectado pretenda celebrar con el tercero un contrato que 

implique el pago aplazado del precio. 

c. Que el afectado pretenda contratar con el tercero la prestación de 

un servicio de facturación periódica. 

2. Los terceros deberán informar por escrito a las personas en las que 

concurran los supuestos contemplados en las letras b y c precedentes de 

su derecho a consultar el fichero. 

En los supuestos de contratación telefónica de los productos o servicios a los 

que se refiere el párrafo anterior, la información podrá realizarse de forma no 

escrita, correspondiendo al tercero la prueba del cumplimiento del deber de 

informar. 
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Artículo 43. Responsabilidad. 

1. El acreedor o quien actúe por su cuenta o interés deberá asegurarse que 

concurren todos los requisitos exigidos en los artículos 38 y 39 en el 

momento de notificar los datos adversos al responsable del fichero 

común. 

2. El acreedor o quien actúe por su cuenta o interés será responsable de la 

inexistencia o inexactitud de los datos que hubiera facilitado para su 

inclusión en el fichero, en los términos previstos en la Ley Orgánica 

15/1999, de 13 de diciembre. 

Artículo 44. Ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, cancelación y 

oposición. 

1. El ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, cancelación y 

oposición se rige por lo dispuesto en los capítulos I a IV del título III de 

este reglamento, sin perjuicio de lo señalado en el presente artículo. 

2. Cuando el interesado ejercite su derecho de acceso en relación con la 

inclusión de sus datos en un fichero regulado por el artículo 29.2 de la 

Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, se tendrán en cuenta las 

siguientes reglas: 

1. Si la solicitud se dirigiera al titular del fichero común, éste 

deberá comunicar al afectado todos los datos relativos al 

mismo que obren en el fichero. 

En este caso, el titular del fichero común deberá, además de 

dar cumplimiento a lo establecido en el presente reglamento, 

facilitar las evaluaciones y apreciaciones que sobre el afectado 

se hayan comunicado en los últimos seis meses y el nombre y 

dirección de los cesionarios. 

2. Si la solicitud se dirigiera a cualquier otra entidad participante 

en el sistema, deberá comunicar al afectado todos los datos 

relativos al mismo a los que ella pueda acceder, así como la 
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identidad y dirección del titular del fichero común para que 

pueda completar el ejercicio de su derecho de acceso. 

3. Cuando el interesado ejercite sus derechos de rectificación o cancelación 

en relación con la inclusión de sus datos en un fichero regulado por el 

artículo 29.2 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, se tendrán 

en cuenta las siguientes reglas: 

1. Si la solicitud se dirige al titular del fichero común, éste 

tomará las medidas oportunas para trasladar dicha solicitud a 

la entidad que haya facilitado los datos, para que ésta la 

resuelva. En el caso de que el responsable del fichero común 

no haya recibido contestación por parte de la entidad en el 

plazo de siete días, procederá a la rectificación o cancelación 

cautelar de los mismos. 

2. Si la solicitud se dirige a quien haya facilitado los datos al 

fichero común procederá a la rectificación o cancelación de 

los mismos en sus ficheros y a notificarlo al titular del fichero 

común en el plazo de diez días, dando asimismo respuesta al 

interesado en los términos previstos en el artículo 33 de este 

reglamento. 

3. Si la solicitud se dirige a otra entidad participante en el 

sistema, que no hubiera facilitado al fichero común los datos, 

dicha entidad informará al afectado sobre este hecho en el 

plazo máximo de diez días, proporcionándole, además, la 

identidad y dirección del titular del fichero común para, que 

en su caso, puedan ejercitar sus derechos ante el mismo. 

En el capítulo II “Tratamientos para actividades de publicidad y prospección comercial” 

nos interesan los artículos 45, 46, 47, 48, 49, 50 y 51; todos ellos relativos a los datos 

tratados en campañas publicitarias. 

Artículo 45. Datos susceptibles de tratamiento e información al interesado. 
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1. Quienes se dediquen a la recopilación de direcciones, reparto de 

documentos, publicidad, venta a distancia, prospección comercial y otras 

actividades análogas, así como quienes realicen estas actividades con el 

fin de comercializar sus propios productos o servicios o los de terceros, 

sólo podrán utilizar nombres y direcciones u otros datos de carácter 

personal cuando los mismos se encuentren en uno de los siguientes 

casos: 

a. Figuren en alguna de las fuentes accesibles al público a las que se 

refiere la letra j del artículo 3 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 

de diciembre y el artículo 7 de este reglamento y el interesado no 

haya manifestado su negativa u oposición a que sus datos sean 

objeto de tratamiento para las actividades descritas en este 

apartado. 

b. Hayan sido facilitados por los propios interesados u obtenidos 

con su consentimiento para finalidades determinadas, explícitas y 

legítimas relacionadas con la actividad de publicidad o 

prospección comercial, habiéndose informado a los interesados 

sobre los sectores específicos y concretos de actividad respecto 

de los que podrá recibir información o publicidad. 

2. Cuando los datos procedan de fuentes accesibles al público y se destinen 

a la actividad de publicidad o prospección comercial, deberá informarse 

al interesado en cada comunicación que se le dirija del origen de los 

datos y de la identidad del responsable del tratamiento así como de los 

derechos que le asisten, con indicación de ante quién podrán ejercitarse. 

A tal efecto, el interesado deberá ser informado de que sus datos han sido 

obtenidos de fuentes accesibles al público y de la entidad de la que hubieran 

sido obtenidos. 

Artículo 46. Tratamiento de datos en campañas publicitarias. 

1. Para que una entidad pueda realizar por sí misma una actividad 

publicitaria de sus productos o servicios entre sus clientes será preciso 
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que el tratamiento se ampare en alguno de los supuestos contemplados en 

el artículo 6 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre. 

2. En caso de que una entidad contrate o encomiende a terceros la 

realización de una determinada campaña publicitaria de sus productos o 

servicios, encomendándole el tratamiento de determinados datos, se 

aplicarán las siguientes normas: 

a. Cuando los parámetros identificativos de los destinatarios de 

la campaña sean fijados por la entidad que contrate la 

campaña, ésta será responsable del tratamiento de los datos. 

b. Cuando los parámetros fueran determinados únicamente por la 

entidad o entidades contratadas, dichas entidades serán las 

responsable del tratamiento. 

c. Cuando en la determinación de los parámetros intervengan 

ambas entidades, serán ambas responsables del tratamiento. 

3. En el supuesto contemplado en el apartado anterior, la entidad que 

encargue la realización de la campaña publicitaria deberá adoptar las 

medidas necesarias para asegurarse de que la entidad contratada ha 

recabado los datos cumpliendo las exigencias establecidas en la Ley 

Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y en el presente reglamento. 

4. A los efectos previstos en este artículo, se consideran parámetros 

identificativos de los destinatarios las variables utilizadas para identificar 

el público objetivo o destinatario de una campaña o promoción comercial 

de productos o servicios que permitan acotar los destinatarios 

individuales de la misma. 

Artículo 47. Depuración de datos personales. 

Cuando dos o más responsables por sí mismos o mediante encargo a terceros 

pretendieran constatar sin consentimiento de los afectados, con fines de 

promoción o comercialización de sus productos o servicios y mediante un 

tratamiento cruzado de sus ficheros quiénes ostentan la condición de clientes 

de una u otra o de varios de ellos, el tratamiento así realizado constituirá una 

cesión o comunicación de datos. 
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Artículo 48. Ficheros de exclusión del envío de comunicaciones comerciales. 

Los responsables a los que el afectado haya manifestado su negativa a recibir 

publicidad podrán conservar los mínimos datos imprescindibles para 

identificarlo y adoptar las medidas necesarias que eviten el envío de 

publicidad. 

Artículo 49. Ficheros comunes de exclusión del envío de comunicaciones 

comerciales. 

1.Será posible la creación de ficheros comunes, de carácter general o 

sectorial, en los que sean objeto de tratamiento los datos de carácter 

personal que resulten necesarios para evitar el envío de comunicaciones 

comerciales a los interesados que manifiesten su negativa u oposición a 

recibir publicidad. 

A tal efecto, los citados ficheros podrán contener los mínimos datos 

imprescindibles para identificar al afectado. 

2.Cuando el afectado manifieste ante un concreto responsable su negativa u 

oposición a que sus datos sean tratados con fines de publicidad o 

prospección comercial, aquél deberá ser informado de la existencia de 

los ficheros comunes de exclusión generales o sectoriales, así como de la 

identidad de su responsable, su domicilio y la finalidad del tratamiento. 

El afectado podrá solicitar su exclusión respecto de un fichero o tratamiento 

concreto o su inclusión en ficheros comunes de excluidos de carácter general 

o sectorial. 

3. La entidad responsable del fichero común podrá tratar los datos de los 

interesados que hubieran manifestado su negativa u oposición al 

tratamiento de sus datos con fines de publicidad o prospección 

comercial, cumpliendo las restantes obligaciones establecidas en la Ley 

Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y en el presente Reglamento. 

4. Quienes pretendan efectuar un tratamiento relacionado con actividades 

de publicidad o prospección comercial deberán previamente consultar los 
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ficheros comunes que pudieran afectar a su actuación, a fin de evitar que 

sean objeto de tratamiento los datos de los afectados que hubieran 

manifestado su oposición o negativa a ese tratamiento. 

Artículo 50. Derechos de acceso, rectificación y cancelación. 

1. El ejercicio de los derechos de acceso, rectificación y cancelación en 

relación con los tratamientos vinculados a actividades de publicidad y 

prospección comercial se someterá a lo previsto en los capítulos I a IV 

del título III de este reglamento. 

2. Si el derecho se ejercitase ante una entidad que hubiese encargado a un 

tercero la realización de una campaña publicitaria, aquélla estará 

obligada, en el plazo de diez días, desde la recepción de la comunicación 

de la solicitud de ejercicio de derechos del afectado, a comunicar la 

solicitud al responsable del fichero a fin de que el mismo otorgue al 

afectado su derecho en el plazo de diez días desde la recepción de la 

comunicación, dando cuenta de ello al afectado. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio del deber 

impuesto a la entidad mencionada en el apartado anterior, en todo caso, por 

el párrafo segundo del artículo 5.5 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 

diciembre. 

Artículo 51. Derecho de oposición. 

1. Los interesados tendrán derecho a oponerse, previa petición y sin gastos, 

al tratamiento de los datos que les conciernan, en cuyo caso serán dados 

de baja del tratamiento, cancelándose las informaciones que sobre ellos 

figuren en aquél, a su simple solicitud. 

La oposición a la que se refiere el párrafo anterior deberá entenderse sin 

perjuicio del derecho del interesado a revocar cuando lo estimase oportuno el 

consentimiento que hubiera otorgado, en su caso, para el tratamiento de los 

datos. 
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2. A tal efecto, deberá concederse al interesado un medio sencillo y gratuito 

para oponerse al tratamiento. En particular, se considerará cumplido lo 

dispuesto en este precepto cuando los derechos puedan ejercitarse 

mediante la llamada a un número telefónico gratuito o la remisión de un 

correo electrónico. 

3. Cuando el responsable del fichero o tratamiento disponga de servicios de 

cualquier índole para la atención a sus clientes o el ejercicio de 

reclamaciones relacionadas con el servicio prestado o los productos 

ofertados al mismo, deberá concederse la posibilidad al afectado de 

ejercer su oposición a través de dichos servicios. 

No se considerarán conformes a lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 

13 de diciembre, los supuestos en que el responsable del tratamiento 

establezca como medio para que el interesado pueda ejercitar su oposición el 

envío de cartas certificadas o envíos semejantes, la utilización de servicios 

de telecomunicaciones que implique una tarificación adicional al afectado o 

cualesquiera otros medios que impliquen un coste excesivo para el 

interesado. 

En todo caso, el ejercicio por el afectado de sus derechos no podrá suponer un 

ingreso adicional para el responsable del tratamiento ante el que se ejercitan. 

4. Si el derecho de oposición se ejercitase ante una entidad que hubiera 

encomendado a un tercero la realización de una campaña publicitaria, 

aquélla estará obligada, en el plazo de diez días, desde la recepción de la 

comunicación de la solicitud de ejercicio de derechos del afectado, a 

comunicar la solicitud al responsable del fichero a fin de que el mismo 

atienda el derecho del afectado en el plazo de diez días desde la 

recepción de la comunicación, dando cuenta de ello al afectado. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio del deber 

impuesto a la entidad mencionada en el apartado anterior, en todo caso, por 

el párrafo segundo del artículo 5.5 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 

diciembre. 
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En el título 5 “Obligaciones previas al tratamiento de los datos”, en su capítulo I 

“Creación, modificación o supresión de ficheros de titularidad pública” nos resulta 

interesante el artículo 52 en el que se comunica cuando se podrá cancelar o modificar el 

fichero de datos. 

Artículo 52. Disposición o Acuerdo de creación, modificación o supresión del 

fichero. 

1. La creación, modificación o supresión de los ficheros de titularidad 

pública sólo podrá hacerse por medio de disposición general o acuerdo 

publicados en el Boletín Oficial del Estado o diario oficial 

correspondiente. 

2. En todo caso, la disposición o acuerdo deberá dictarse y publicarse con 

carácter previo a la creación, modificación o supresión del fichero. 

En el capítulo 2 de este mismo título los artículos 56, 58 y 61 son los más relevantes 

para nuestro estudio. 

Artículo 56. Tratamiento de datos en distintos soportes. 

1. La notificación de un fichero de datos de carácter personal es 

independiente del sistema de tratamiento empleado en su organización y 

del soporte o soportes empleados para el tratamiento de los datos. 

2. Cuando los datos de carácter personal objeto de un tratamiento estén 

almacenados en diferentes soportes, automatizados y no automatizados o 

exista una copia en soporte no automatizado de un fichero automatizado 

sólo será precisa una sola notificación, referida a dicho fichero. 

Artículo 58. Notificación de la modificación o supresión de ficheros. 

1. La inscripción del fichero deberá encontrarse actualizada en todo 

momento. Cualquier modificación que afecte al contenido de la 

inscripción de un fichero deberá ser previamente notificada a la Agencia 

Española de Protección de Datos o a las autoridades de control 
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autonómicas competentes, a fin de proceder a su inscripción en el 

registro correspondiente, conforme a lo dispuesto en el artículo 55. 

2. Cuando el responsable del fichero decida su supresión, deberá notificarla 

a efectos de que se proceda a la cancelación de la inscripción en el 

registro correspondiente. 

3. Tratándose de ficheros de titularidad pública, cuando se pretenda la 

modificación que afecte a alguno de los requisitos previstos en el artículo 

55 o la supresión del fichero deberá haberse adoptado, con carácter 

previo a la notificación la correspondiente norma o acuerdo en los 

términos previstos en el |capítulo I de este título. 

Artículo 61. Cancelación de la inscripción. 

1. Cuando el responsable del tratamiento comunicase, en virtud de lo 

dispuesto en el artículo 58 de este reglamento, la supresión del fichero, el 

Director de la Agencia Española de Protección de Datos, previa la 

tramitación del procedimiento establecido en la |sección primera del 

capítulo IV del título IX, dictará resolución acordando la cancelación de 

la inscripción correspondiente al fichero. 

2. El Director de la Agencia Española de Protección de Datos podrá, en 

ejercicio de sus competencias, acordar de oficio la cancelación de la 

inscripción de un fichero cuando concurran circunstancias que acrediten 

la imposibilidad de su existencia, previa la tramitación del procedimiento 

establecido en la |sección segunda del capítulo IV del título IX de este 

reglamento. 

En el título 6 “Transferencias internacionales de datos”, en su capítulo 2 

“Transferencias a estados que proporcionen un nivel adecuado de protección” nos 

centramos en los artículos 67 y 68 en el primero se evalúa el nivel de protección 

interpretado por la Agencia Española de Protección de Datos y en el artículo 68 es 

evaluado por la Comisión Europea . 

Artículo 67. Nivel adecuado de protección acordado por la Agencia Española 

de Protección de Datos. 
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1. No será precisa autorización del Director de la Agencia Española de 

Protección de Datos a una transferencia internacional de datos cuando las 

normas aplicables al Estado en que se encontrase el importador ofrezcan 

dicho nivel adecuado de protección a juicio del Director de la Agencia 

Española de Protección de Datos. 

El carácter adecuado del nivel de protección que ofrece el país de destino se 

evaluará atendiendo a todas las circunstancias que concurran en la 

transferencia o categoría de transferencia de datos. En particular, se tomará 

en consideración la naturaleza de los datos, la finalidad y la duración del 

tratamiento o de los tratamientos previstos, el país de origen y el país de 

destino final, las normas de Derecho, generales o sectoriales, vigentes en el 

país tercero de que se trate, el contenido de los informes de la Comisión de 

la Unión Europea, así como las normas profesionales y las medidas de 

seguridad en vigor en dichos países. 

Las resoluciones del Director de la Agencia Española de Protección de Datos 

por las que se acordase que un determinado país proporciona un nivel 

adecuado de protección de datos serán publicadas en el Boletín Oficial del 

Estado. 

2. El Director de la Agencia Española de Protección de Datos acordará la 

publicación de la relación de países cuyo nivel de protección haya sido 

considerado equiparable conforme a lo dispuesto en el apartado anterior. 

Esta lista se publicará y mantendrá actualizada asimismo a través de medios 

informáticos o telemáticos. 

Artículo 68. Nivel adecuado de protección declarado por Decisión de la 

Comisión Europea. 

No será necesaria la autorización del Director de la Agencia Española de 

Protección de Datos para la realización de una transferencia internacional de 

datos que tuvieran por importador una persona o entidad, pública o privada, 

situada en el territorio de un Estado respecto del que se haya declarado por la 

Comisión Europea la existencia de un nivel adecuado de protección. 
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En este mismo título en su capítulo III “Transferencias a estados que no 

proporcionen un nivel adecuado de protección” el artículo 70 es el de mayor 

interés frente a la protección de datos. 

Artículo 70. Transferencias sujetas a autorización del Director de la Agencia 

Española de Protección de Datos. 

1. Cuando la transferencia tenga por destino un Estado respecto del que no 

se haya declarado por la Comisión Europea o no se haya considerado por 

el Director de la Agencia Española de Protección de Datos que existe un 

nivel adecuado de protección, será necesario recabar la autorización del 

Director de la Agencia Española de Protección de Datos. 

La autorización de la transferencia se tramitará conforme al procedimiento 

establecido en la sección primera del capítulo V del título IX del presente 

reglamento. 

2. La autorización podrá ser otorgada en caso de que el responsable del 

fichero o tratamiento aporte un contrato escrito, celebrado entre el 

exportador y el importador, en el que consten las necesarias garantías de 

respeto a la protección de la vida privada de los afectados y a sus 

derechos y libertades fundamentales y se garantice el ejercicio de sus 

respectivos derechos. 

A tal efecto, se considerará que establecen las adecuadas garantías los 

contratos que se celebren de acuerdo con lo previsto en las Decisiones de la 

Comisión Europea 2001/497/CE, de 15 de Junio de 2001, 2002/16/CE, de 27 

de diciembre de 2001, y 2004/915/CE, de 27 de diciembre de 2004 o de lo 

que dispongan las Decisiones de la Comisión que den cumplimiento a lo 

establecido en el artículo 26.4 de la Directiva 95/46/CE. 

3. En el supuesto contemplado en el apartado anterior, el Director de la 

Agencia Española de Protección de Datos podrá denegar o, en uso de la 

potestad que le otorga el artículo 37.1 f de la Ley Orgánica 15/1999, de 

13 de diciembre, suspender temporalmente, previa audiencia del 
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exportador, la transferencia, cuando concurra alguna de las 

circunstancias siguientes: 

a. Que la situación de protección de los derechos fundamentales 

y libertades públicas en el país de destino o su legislación 

impidan garantizar el íntegro cumplimiento del contrato y el 

ejercicio por los afectados de los derechos que el contrato 

garantiza. 

b. Que la entidad destinataria haya incumplido previamente las 

garantías establecidas en cláusulas contractuales de este tipo. 

c. Que existan indicios racionales de que las garantías ofrecidas 

por el contrato no están siendo o no serán respetadas por el 

importador. 

d. Que existan indicios racionales de que los mecanismos de 

aplicación del contrato no son o no serán efectivos. 

e. Que la transferencia, o su continuación, en caso de haberse 

iniciado, pudiera crear una situación de riesgo de daño 

efectivo a los afectados. 

La suspensión se acordará previa la tramitación del procedimiento 

establecido en la sección segunda del capítulo V del título IX del presente 

reglamento. 

Las resoluciones del Director de la Agencia Española de Protección de Datos 

por las que se deniegue o suspenda una transferencia internacional de datos 

en virtud de las causas a las que se refiere este apartado serán notificadas a la 

Comisión de las Comunidades Europeas cuando así sea exigible. 

4. También podrá otorgarse la autorización para la transferencia 

internacional de datos en el seno de grupos multinacionales de empresas 

cuando hubiesen sido adoptados por los mismos normas o reglas internas 

en que consten las necesarias garantías de respeto a la protección de la 

vida privada y el derecho fundamental a la protección de datos de los 

afectados y se garantice asimismo el cumplimiento de los principios y el 
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ejercicio de los derechos reconocidos en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 

de diciembre, y el presente reglamento. 

En este caso, para que proceda la autorización del Director de la Agencia 

Española de Protección de Datos será preciso que las normas o reglas 

resulten vinculantes para las empresas del Grupo y exigibles conforme al 

ordenamiento jurídico español. 

En todo caso, la autorización del Director de la Agencia Española de 

Protección de Datos implicará la exigibilidad de lo previsto en las normas o 

reglas internas tanto por la Agencia como por los afectados cuyos datos 

hubieran sido objeto de tratamiento. 

El título 8 de este decreto “De las medidas de seguridad en el tratamiento de datos de 

carácter personal”, en su capítulo I “Disposiciones generales” resultan de interés los 

artículos 83 y 85. 

Artículo 83. Prestaciones de servicios sin acceso a datos personales. 

El responsable del fichero o tratamiento adoptará las medidas adecuadas para 

limitar el acceso del personal a datos personales, a los soportes que los 

contengan o a los recursos del sistema de información, para la realización de 

trabajos que no impliquen el tratamiento de datos personales. 

Cuando se trate de personal ajeno, el contrato de prestación de servicios 

recogerá expresamente la prohibición de acceder a los datos personales y la 

obligación de secreto respecto a los datos que el personal hubiera podido 

conocer con motivo de la prestación del servicio. 

Artículo 85. Acceso a datos a través de redes de comunicaciones. 

Las medidas de seguridad exigibles a los accesos a datos de carácter personal 

a través de redes de comunicaciones, sean o no públicas, deberán garantizar 

un nivel de seguridad equivalente al correspondiente a los accesos en modo 

local, conforme a los criterios establecidos en el artículo 80. 



 Protección de datos en desarrollo para Internet 

 71 

El título 9 “Procedimientos tramitados por la agencia española de protección de datos”, 

en su capítulo II “Procedimiento de tutela de los derechos de acceso, rectificación, 

cancelación y oposición” nos interesan los artículos 117, 118 y 119. 

Artículo 117. Instrucción del procedimiento. 

1. El procedimiento se iniciará a instancia del afectado o afectados, 

expresando con claridad el contenido de su reclamación y de los 

preceptos de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, que se 

consideran vulnerados. 

2. Recibida la reclamación en la Agencia Española de Protección de Datos, 

se dará traslado de la misma al responsable del fichero, para que, en el 

plazo de quince días, formule las alegaciones que estime pertinentes. 

3. Recibidas las alegaciones o transcurrido el plazo previsto en el apartado 

anterior, la Agencia Española de Protección de Datos, previos los 

informes, pruebas y otros actos de instrucción pertinentes, incluida la 

audiencia del afectado y nuevamente del responsable del fichero, 

resolverá sobre la reclamación formulada. 

Artículo 118. Duración del procedimiento y efectos de la falta de resolución 

expresa. 

1.  El plazo máximo para dictar y notificar resolución en el procedimiento 

de tutela de derechos será de seis meses, a contar desde la fecha de 

entrada en la Agencia Española de Protección de Datos de la reclamación 

del afectado o afectados. 

2. Si en dicho plazo no se hubiese dictado y notificado resolución expresa, 

el afectado podrá considerar estimada su reclamación por silencio 

administrativo positivo. 

Artículo 119. Ejecución de la resolución. 

Si la resolución de tutela fuese estimatoria, se requerirá al responsable del 

fichero para que, en el plazo de diez días siguientes a la notificación, haga 

efectivo el ejercicio de los derechos objeto de la tutela, debiendo dar cuenta 
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por escrito de dicho cumplimiento a la Agencia Española de Protección de 

Datos en idéntico plazo. 

En el título 9, en su capítulo VI “Procedimiento de inscripción de códigos tipo” 

destacamos en artículo 152. 

Artículo 152. Publicación de los códigos tipo por la Agencia Española de 

Protección de Datos. 

La Agencia Española de Protección de Datos dará publicidad al contenido de 

los códigos tipo inscritos en el Registro General de Protección de Datos, 

utilizando para ello, con carácter preferente, medios electrónicos o 

telemáticos. 

En su capítulo VII “Otros procedimientos tramitados por la agencia española de 

protección de datos” el artículo 154 nos habla de las nuevas medidas compensatorias. 

Artículo 154. Propuesta de nuevas medidas compensatorias. 

1. Si la Agencia Española de Protección de Datos considerase insuficientes 

las medidas compensatorias propuestas por el solicitante, podrá acordar 

la adopción de medidas complementarias o sustitutivas a las propuestas 

por aquél en su solicitud. 

2. Del acuerdo se dará traslado al solicitante, a fin de que exponga lo que a 

su derecho convenga en el plazo de quince días. 
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10. Normativa 

 10.1.  Normativa española. 

 Teniendo en cuenta que dentro de la protección de datos hay que tener 

en cuenta las leyes que regulan el envío no solicitado de comunicaciones 

comerciales electrónicas que son, por un lado la Ley 34/2002 de Servicios de la 

Sociedad de la Información y por otro, la Ley 32/2003 General de 

Telecomunicaciones.  

La Ley General de Telecomunicaciones concede a la Agencia la tutela de 

los derechos y garantías de abonados y usuarios en el ámbito de las 

comunicaciones electrónicas, delegando en ella la imposición de sanciones por 

vulneración en la prestación de los servicios de comunicaciones electrónicas.  

Por otro lado, la  Ley de Servicios de la Sociedad de la Información 

establece que corresponde a la AEPD la imposición de sanciones en el caso de 

infracción por la remisión de comunicaciones comerciales no solicitadas 

efectuadas a través de correo electrónico o medios de comunicación electrónica 

equivalentes, sin cumplir las previsiones estipuladas en su articulado.  
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10.1.1  Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y 

de comercio electrónico (LSSICE), conocida también como LSSI. 

De su título II “Prestaciones de servicios de la sociedad de la información”, en su 

capítulo III “Códigos de conducta” el artículo 18 nos resulta interesante en lo referente a 

la protección de datos. 

Artículo 18. Códigos de conducta. 

1. Las Administraciones públicas impulsarán, a través de la coordinación y 

el asesoramiento, la elaboración y aplicación de códigos de conducta 

voluntarios, por parte de las corporaciones, asociaciones u 

organizaciones comerciales, profesionales y de consumidores, en las 

materias reguladas en esta Ley. La Administración General del Estado 

fomentará, en especial, la elaboración de códigos de conducta de ámbito 

comunitario o internacional. 

Los códigos de conducta podrán tratar, en particular, sobre los 

procedimientos para la detección y retirada de contenidos ilícitos y la 

protección de los destinatarios frente al envío por vía electrónica de 

comunicaciones comerciales no solicitadas, así como sobre los 

procedimientos extrajudiciales para la resolución de los conflictos que 

surjan por la prestación de los servicios de la sociedad de la información. 

 

2. En la elaboración de dichos códigos, habrá de garantizarse la 

participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y la de las 

organizaciones representativas de personas con discapacidades físicas o 

psíquicas, cuando afecten a sus respectivos intereses.  

Cuando su contenido pueda afectarles, los códigos de conducta tendrán 

especialmente en cuenta la protección de los menores y de la dignidad 

humana, pudiendo elaborarse, en caso necesario, códigos específicos 

sobre estas materias. Los poderes públicos estimularán, en particular, el 

establecimiento de criterios comunes acordados por la industria para la 
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clasificación y etiquetado de contenidos y la adhesión de los prestadores 

a los mismos. 

3. Los códigos de conducta a los que hacen referencia los apartados 

precedentes deberán ser accesibles por vía electrónica. Se fomentará su 

traducción a otras lenguas oficiales en la Comunidad Europea, con objeto 

de darles mayor difusión. 

 

 

En el título III “Comunicaciones por vía electrónica”, nos interesan los artículos 

19, 20, 21, y 22. 

 El artículo 19 de dicha ley acota el régimen jurídico aplicable a todas las 

comunicaciones comerciales: 

Artículo 19. Régimen jurídico. 

1. Las comunicaciones comerciales y las ofertas promocionales se regirán, 

además de por la presente Ley, por su normativa propia y la vigente en 

materia comercial y de publicidad. 

2. En todo caso, será de aplicación la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 

diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y su normativa 

de desarrollo, en especial, en lo que se refiere a la obtención de datos 

personales, la información a los interesados y la creación y 

mantenimiento de ficheros de datos personales. 

 

 En su artículo 20 se establecen las normas sobre la información que ha de 

proporcionarse al usuario respecto del autor de la comunicación, sea cual sea la 

naturaleza del mismo. 

 

Artículo 20. Información exigida sobre las comunicaciones comerciales, ofertas 

promocionales y concursos. 
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1. Las comunicaciones comerciales realizadas por vía electrónica deberán 

ser claramente identificables como tales y deberán indicar la persona 

física o jurídica en nombre de la cual se realizan. En el caso en el que 

tengan lugar a través de correo electrónico u otro medio de 

comunicación electrónica equivalente incluirán al comienzo del mensaje 

la palabra «publicidad». 

2. En los supuestos de ofertas promocionales, como las que incluyan 

descuentos, premios y regalos, y de concursos o juegos promocionales, 

previa la correspondiente autorización, se deberá asegurar, además del 

cumplimiento de los requisitos establecidos en el apartado anterior y en 

las normas de ordenación del comercio, que queden claramente 

identificados como tales y que las condiciones de acceso y, en su caso, 

de participación se expresen de forma clara e inequívoca. 

 

Como último el artículo 22 nos habla de los derechos sobre las comunicaciones 

comerciales: 

Artículo 22. Derechos de los destinatarios de comunicaciones comerciales. 

1. Si el destinatario de servicios debiera facilitar su dirección de correo 

electrónico durante el proceso de contratación o de suscripción a algún 

servicio y el prestador pretendiera utilizarla posteriormente para el envío 

de comunicaciones comerciales, deberá poner en conocimiento de su 

cliente esa intención y solicitar su consentimiento para la recepción de 

dichas comunicaciones, antes de finalizar el procedimiento de 

contratación. 

2. El destinatario podrá revocar en cualquier momento el consentimiento 

prestado a la recepción de comunicaciones comerciales con la simple 

notificación de su voluntad al remitente. 

A tal efecto, los prestadores de servicios deberán habilitar 

procedimientos sencillos y gratuitos para que los destinatarios de 

servicios puedan revocar el consentimiento que hubieran prestado. 

Asimismo, deberán facilitar información accesible por medios 

electrónicos sobre dichos procedimientos. 
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Dicha ley, en el título V “Solución judicial y extrajudicial de conflictos”, en su capítulo 

I “Acción de cesación” destaca especial interés el  artículo 30: 

 

 En artículo 30  se señala que es posible cesar los envíos de correo. 

 

Artículo 30. Acción de cesación. 

1. Contra las conductas contrarias a la presente Ley que lesionen intereses 

colectivos o difusos de los consumidores podrá interponerse acción de 

cesación. 

2. La acción de cesación se dirige a obtener una sentencia que condene al 

demandado a cesar en la conducta contraria a la presente Ley y a 

prohibir su reiteración futura. Asimismo, la acción podrá ejercerse para 

prohibir la realización de una conducta cuando ésta haya finalizado al 

tiempo de ejercitar la acción, si existen indicios suficientes que hagan 

temer su reiteración de modo inminente. 

3. La acción de cesación se ejercerá conforme a las prescripciones de la 

Ley de Enjuiciamiento Civil para esta clase de acciones. 

 

En el titulo VII “Infracciones y sanciones”: 

 En su artículo 38 “Infracciones” se señalan las infracciones imputables como 

delito: 

Artículo 38. Infracciones. 

1. Las infracciones de los preceptos de esta Ley se calificarán como muy 

graves, graves y leves. 

2. Son infracciones muy graves: 

1.  El incumplimiento de las órdenes dictadas en virtud del 

artículo 8 en aquellos supuestos en que hayan sido dictadas 

por un órgano administrativo. 

b.  El incumplimiento de la obligación de suspender la transmisión, el 

alojamiento de datos, el acceso a la red o la prestación de cualquier 

otro servicio equivalente de intermediación, cuando un órgano 
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administrativo competente lo ordene, en virtud de lo dispuesto en el 

artículo 11. 

c.  El incumplimiento de la obligación de retener los datos de tráfico 

generados por las comunicaciones establecidas durante la prestación 

de un servicio de la sociedad de la información, prevista en el 

artículo 12. 

d. La utilización de los datos retenidos, en cumplimiento del artículo 

12, para fines distintos de los señalados en él. 

3. Son infracciones graves: 

a. El incumplimiento de lo establecido en los párrafos a. y f. del artículo 

10.1. (a. Su nombre o denominación social; su residencia o domicilio 

o, en su defecto, la dirección de uno de sus establecimientos 

permanentes en España; su dirección de correo electrónico y 

cualquier otro dato que permita establecer con él una comunicación 

directa y efectiva 

b. El envío masivo de comunicaciones comerciales por correo 

electrónico u otro medio de comunicación electrónica equivalente a 

destinatarios que no hayan autorizado o solicitado expresamente su 

remisión, o el envío, en el plazo de un año, de más de tres 

comunicaciones comerciales por los medios aludidos a un mismo 

destinatario, cuando éste no hubiera solicitado o autorizado su 

remisión. 

c. No poner a disposición del destinatario del servicio las condiciones 

generales a que, en su caso, se sujete el contrato, en la forma prevista 

en el artículo 27. 

d.  El incumplimiento habitual de la obligación de confirmar la 

recepción de una aceptación, cuando no se haya pactado su exclusión 

o el contrato se haya celebrado con un consumidor. 

e.  La resistencia, excusa o negativa a la actuación inspectora de los 

órganos facultados para llevarla a cabo con arreglo a esta Ley. 

f.   Información clara y exacta sobre el precio del producto o servicio, 

indicando si incluye o no los impuestos aplicables y, en su caso, 

sobre los gastos de envío.) 

4. Son infracciones leves: 
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a. La falta de comunicación al registro público en que estén inscritos, 

de acuerdo con lo establecido en el artículo 9, del nombre o nombres 

de dominio o direcciones de Internet que empleen para la prestación 

de servicios de la sociedad de la información. 

b.  No informar en la forma prescrita por el artículo 10.1 sobre los 

aspectos señalados en los párrafos b), c), d), e) y g) del mismo. 

c.  El incumplimiento de lo previsto en el artículo 20 para las 

comunicaciones comerciales, ofertas promocionales y concursos. 

d.  El envío de comunicaciones comerciales por correo electrónico u 

otro medio de comunicación electrónica equivalente a los 

destinatarios que no hayan solicitado o autorizado expresamente su 

remisión, cuando no constituya infracción grave. 

e.  No facilitar la información a que se refiere el artículo 27.1, cuando 

las partes no hayan pactado su exclusión o el destinatario sea un 

consumidor. 

f.  El incumplimiento de la obligación de confirmar la recepción de una 

petición en los términos establecidos en el artículo 28, cuando no se 

haya pactado su exclusión o el contrato se haya celebrado con un 

consumidor, salvo que constituya infracción grave. 

 

 Por estas infracciones, en esta misma ley se imponen como sanciones las 

estipuladas en el artículo 39, cuya aplicación viene reglada por el artículo 43. 

Artículo 39. Sanciones. 

2. Por la comisión de las infracciones recogidas en el artículo anterior 

(articulo 38), se impondrán las siguientes sanciones: 

a. Por la comisión de infracciones muy graves, multa de 150.001 

hasta 600.000 euros. La reiteración en el plazo de tres años de 

dos o más infracciones muy graves, sancionadas con carácter 

firme, podrá dar lugar, en función de sus circunstancias, a la 

sanción de prohibición de actuación en España, durante un 

plazo máximo de dos años. 
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b. Por la comisión de infracciones graves, multa de 30.001 hasta 

150.000 euros. 

 c.  Por la comisión de infracciones leves, multa de hasta 30.000 

euros. 

Artículo 43. Competencia sancionadora. 

1. La imposición de sanciones por el incumplimiento de lo previsto en esta 

ley corresponderá, en el caso de infracciones muy graves, al Ministro de 

Ciencia y Tecnología y en el de infracciones graves y leves, al Secretario 

de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información. 

No obstante lo anterior, la imposición de sanciones por incumplimiento de 

las resoluciones dictadas por los órganos competentes en función de la 

materia o entidad de que se trate a que se refieren los párrafos a) y b) del 

artículo 38.2 de esta ley corresponderá al órgano que dictó la resolución 

incumplida. Igualmente, corresponderá a la Agencia de Protección de Datos 

la imposición de sanciones por la comisión de las infracciones tipificadas en 

los artículos 38.3 c), d) e i) y 38.4 d), g) y h) de esta ley. 

2. La potestad sancionadora regulada en esta ley se ejercerá de conformidad 

con lo establecido al respecto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 

Administrativo Común, y en sus normas de desarrollo. No obstante, el 

plazo máximo de duración del procedimiento simplificado será de tres 

meses. 
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10.1.3 Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones (LGT) 

De su capítulo III “Secreto de las comunicaciones y protección de los datos personales y 

derechos y obligaciones de carácter público vinculados con las redes y servicios de 

comunicaciones electrónicas” 

 

Poseemos un especial interés en los artículos 33, 34, 35 ,36 y 37 todos ellos 

ampliamente centrados en la protección de datos, que es el tema que nos ocupa este 

proyecto: 

 

Artículo 33. Secreto de las comunicaciones. 

Los operadores que exploten redes públicas de comunicaciones electrónicas 

o que presten servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al 

público deberán garantizar el secreto de las comunicaciones de conformidad 

con los artículos 18.3 y 55.2 de la Constitución, debiendo adoptar las 

medidas técnicas necesarias. 

Asimismo, los operadores deberán adoptar a su costa las medidas que se 

establezcan reglamentariamente para la ejecución de las interceptaciones 

dispuestas conforme a lo establecido en el artículo 579 de la Ley de 

Enjuiciamiento Criminal y en la Ley Orgánica 2/2002, de 6 de mayo, 

reguladora del control judicial previo del Centro Nacional de Inteligencia. 

 

Artículo 34. Protección de los datos de carácter personal. 

Sin perjuicio de lo previsto en el apartado 6 del artículo 4 y en el segundo 

párrafo del artículo anterior, así como en la restante normativa específica 

aplicable, los operadores que exploten redes públicas de comunicaciones 

electrónicas o que presten servicios de comunicaciones electrónicas 

disponibles al público deberán garantizar, en el ejercicio de su actividad, la 

protección de los datos de carácter personal conforme a la legislación 

vigente. 

Los operadores a los que se refiere el párrafo anterior deberán adoptar las 

medidas técnicas y de gestión adecuadas para preservar la seguridad en la 

explotación de su red o en la prestación de sus servicios, con el fin de 
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garantizar los niveles de protección de los datos de carácter personal que 

sean exigidos por la normativa de desarrollo de esta ley en esta materia. 

En caso de que exista un riesgo particular de violación de la seguridad de la 

red pública de comunicaciones electrónicas, el operador que explote dicha 

red o preste el servicio de comunicaciones electrónicas informará a los 

abonados sobre dicho riesgo y sobre las medidas a adoptar. 

 

Artículo 35. Interceptación de las comunicaciones electrónicas por los servicios 

técnicos. 

1. Con pleno respeto al derecho al secreto de las comunicaciones y a la 

exigencia, conforme a lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento 

Criminal, de autorización judicial para la interceptación de contenidos, 

cuando para la realización de las tareas de control para la eficaz 

utilización del dominio público radioeléctrico sea necesaria la utilización 

de equipos, infraestructuras e instalaciones técnicas de interceptación de 

señales no dirigidas al público en general, será de aplicación lo siguiente: 

a.  La Administración de las telecomunicaciones deberá diseñar y 

establecer sus sistemas técnicos de interceptación de señales en 

forma tal que se reduzca al mínimo el riesgo de afectar a los 

contenidos de las comunicaciones. 

b. Cuando, como consecuencia de las interceptaciones técnicas 

efectuadas, quede constancia de los contenidos, los soportes en 

los que éstos aparezcan no podrán ser ni almacenados ni 

divulgados y serán inmediatamente destruidos. 

2. Las mismas reglas se aplicarán para la vigilancia del adecuado empleo de 

las redes y la correcta prestación de los servicios de comunicaciones 

electrónicas. 

3. Lo establecido en este artículo se entiende sin perjuicio de las facultades 

que a la Administración atribuye el artículo 43.2. 
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Artículo 36. Cifrado en las redes y servicios de comunicaciones electrónicas. 

1. Cualquier tipo de información que se transmita por redes de 

comunicaciones electrónicas podrá ser protegida mediante 

procedimientos de cifrado. 

2. El cifrado es un instrumento de seguridad de la información. Entre sus 

condiciones de uso, cuando se utilice para proteger la confidencialidad de 

la información, se podrá imponer la obligación de facilitar a un órgano de 

la Administración General del Estado o a un organismo público, los 

algoritmos o cualquier procedimiento de cifrado utilizado, así como la 

obligación de facilitar sin coste alguno los aparatos de cifra a efectos de 

su control de acuerdo con la normativa vigente. 

 

Artículo 37. Redes de comunicaciones electrónicas en el interior de los edificios. 

1. Mediante real decreto se desarrollará la normativa legal en materia de 

infraestructuras comunes de comunicaciones electrónicas. Dicho 

reglamento determinará, tanto el punto de interconexión de la red interior 

con las redes públicas, como las condiciones aplicables a la propia red 

interior. Asimismo regulará las garantías aplicables al acceso a los 

servicios de comunicaciones electrónicas a través de sistemas 

individuales en defecto de infraestructuras comunes de comunicaciones 

electrónicas y el régimen de instalación de las redes de comunicaciones 

electrónicas en los edificios ya existentes o futuros, en todos aquellos 

aspectos no previstos en las disposiciones con rango legal reguladoras de 

la materia. 

2. La normativa técnica básica de edificación que regule la infraestructura 

de obra civil en el interior de los edificios deberá tomar en consideración 

las necesidades de soporte de los sistemas y redes de comunicaciones 

electrónicas fijadas de conformidad con la normativa a que se refiere el 

apartado anterior, previendo que la infraestructura de obra civil disponga 

de capacidad suficiente para permitir el paso de las redes de los distintos 

operadores, de forma que se facilite la posibilidad de uso compartido de 

estas infraestructuras por aquéllos. 
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Artículo 38. Derechos de los consumidores y usuarios finales. 

1. Los operadores que exploten redes o que presten servicios de 

comunicaciones electrónicas y los consumidores que sean personas 

físicas y otros usuarios finales podrán someter las controversias que les 

enfrenten al conocimiento de las juntas arbitrales de consumo, de 

acuerdo con la legislación vigente sobre defensa de los consumidores y 

usuarios. 

Para el supuesto de que no se sometan a las juntas arbitrales de consumo o 

que éstas no resulten competentes para la resolución del conflicto, el 

Ministerio de Ciencia y Tecnología establecerá reglamentariamente un 

procedimiento conforme al cual los usuarios finales podrán someterle dichas 

controversias. En cualquier caso, los procedimientos que se adopten deberán 

ser rápidos y gratuitos y establecerán el plazo máximo en el que deberá 

notificarse la resolución expresa, transcurrido el cual se podrá entender 

desestimada la reclamación por silencio administrativo. La resolución que se 

dicte podrá impugnarse ante la jurisdicción contencioso- administrativa. 

2. Las normas básicas de utilización de los servicios de comunicaciones 

electrónicas disponibles al público en general que determinarán los 

derechos de los consumidores que sean personas físicas y otros usuarios 

finales se aprobarán por real decreto que, entre otros extremos, regulará: 

a. La responsabilidad por los daños que se les produzcan. 

b. Los derechos de información de los consumidores que sean 

personas físicas y usuarios finales, que deberá ser veraz, eficaz, 

suficiente, transparente y actualizada. 

c. Los plazos para la modificación de las ofertas. 

d. Los derechos de desconexión de determinados servicios, previa 

solicitud del usuario. 

e. El derecho a obtener una compensación por la interrupción del 

servicio. 

f. El derecho a celebrar contratos por parte de los consumidores 

que sean personas físicas y usuarios finales con los operadores 

que faciliten la conexión o el acceso a la red de telefonía 

pública, así como el contenido mínimo de dichos contratos. 
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g. Los supuestos en que serán exigibles y el contenido mínimo de 

los contratos celebrados entre consumidores que sean personas 

físicas u otros usuarios finales y prestadores de servicios de 

comunicaciones electrónicas que no sean los que facilitan 

conexión o acceso a la red telefónica pública. 

h. El derecho a resolver anticipadamente y sin penalización el 

contrato, en los supuestos de propuestas de modificación de las 

condiciones contractuales por motivos válidos especificados en 

aquél y sin perjuicio de otras causas de resolución unilateral. 

i. Los supuestos de aprobación por parte del Ministerio de 

Ciencia y Tecnología de contratos tipo entre consumidores que 

sean personas físicas u otros tipos de usuarios finales y 

operadores que exploten redes o presten servicios de 

comunicaciones electrónicas con obligaciones de servicio 

público o con poder significativo en los mercados de referencia 

específicos correspondientes. 

j. El derecho a recibir información comparable, pertinente y 

actualizada sobre la calidad de los servicios de comunicaciones 

electrónicas disponibles al público. 

k. El derecho a elegir un medio de pago para el abono de los 

correspondientes servicios entre los comúnmente utilizados en 

el tráfico comercial. 

En el citado reglamento podrá ampliarse la aplicación del régimen de 

protección de consumidores y usuarios finales a otras categorías de usuarios. 

3. En particular, los abonados a los servicios de comunicaciones 

electrónicas tendrán los siguientes derechos: 

a. A que se hagan anónimos o se cancelen sus datos de tráfico 

cuando ya no sean necesarios a los efectos de la transmisión de 

una comunicación. Los datos de tráfico necesarios a efectos de 

la facturación de los abonados y los pagos de las 

interconexiones podrán ser tratados únicamente hasta que haya 

expirado el plazo para la impugnación de la factura del servicio 

o para que el operador pueda exigir su pago. 
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b. A que sus datos de tráfico sean utilizados con fines comerciales 

o para la prestación de servicios de valor añadido únicamente 

cuando hubieran prestado su consentimiento informado para 

ello. 

c. A recibir facturas no desglosadas cuando así lo solicitasen. 

d. A que sólo se proceda al tratamiento de sus datos de 

localización distintos a los datos de tráfico cuando se hayan 

hecho anónimos o previo su consentimiento informado y 

únicamente en la medida y por el tiempo necesarios para la 

prestación, en su caso, de servicios de valor añadido, con 

conocimiento inequívoco de los datos que vayan a ser 

sometidos a tratamiento, la finalidad y duración del mismo y el 

servicio de valor añadido que vaya a ser prestado. 

e. A detener el desvío automático de llamadas efectuado a su 

terminal por parte de un tercero. 

f. A impedir, mediante un procedimiento sencillo y gratuito, la 

presentación de la identificación de su línea en las llamadas que 

genere o la presentación de la identificación de su línea al 

usuario que le realice una llamada. 

g. A impedir, mediante un procedimiento sencillo y gratuito, la 

presentación de la identificación de la línea de origen en las 

llamadas entrantes y a rechazar las llamadas entrantes en que 

dicha línea no aparezca identificada. 

h. A no recibir llamadas automáticas sin intervención humana o 

mensajes de fax, con fines de venta directa sin haber prestado 

su consentimiento previo e informado para ello. 

4. Los usuarios de los servicios de comunicaciones electrónicas que no 

tengan la condición de abonados tendrán asimismo los derechos 

reconocidos en los párrafos a), b), d) y en el primer inciso del párrafo f) 

del apartado anterior. 

5. Los usuarios finales no podrán ejercer los derechos reconocidos en los 

párrafos d) y f) del apartado 3 cuando se trate de llamadas efectuadas a 

entidades que presten servicios de llamadas de urgencia que se 

determinen reglamentariamente, en especial a través del número 112. 
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Del mismo modo, y por un período de tiempo limitado, los usuarios 

finales no podrán ejercer el derecho reconocido en el párrafo f) del 

apartado 3 cuando el abonado a la línea de destino haya solicitado la 

identificación de las llamadas maliciosas o molestas realizadas a su línea. 

Lo dispuesto en el párrafo a) del apartado 3 se entiende sin perjuicio de 

lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de 

Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico. 

6. La elaboración y comercialización de las guías de abonados a los 

servicios de comunicaciones electrónicas y la prestación de los servicios 

de información sobre ellos se realizará en régimen de libre competencia, 

garantizándose, en todo caso, a los abonados el derecho a la protección 

de sus datos personales, incluyendo el de no figurar en dichas guías. A tal 

efecto, las empresas que asignen números de teléfono a los abonados 

habrán de dar curso a todas las solicitud s razonables de suministro de 

información pertinente para la prestación de los servicios de información 

sobre números de abonados y guías accesibles al público, en un formato 

aprobado y en unas condiciones equitativas, objetivas, orientadas en 

función de los costes y no discriminatorias, estando sometido el 

suministro de la citada información y su posterior utilización a la 

normativa en materia de protección de datos vigente en cada momento. 

7. El Ministerio de Ciencia y Tecnología podrá introducir cláusulas de 

modificación de los contratos celebrados entre los operadores y los 

consumidores que sean personas físicas y usuarios finales, para evitar el 

trato abusivo a éstos. 

8. Lo establecido en este artículo se entiende sin perjuicio de la aplicación 

de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los 

Consumidores y Usuarios. 
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10.2. Normativa Europea 

 La protección de datos ha sido regulada, de forma más o menos directa, por la 

Unión Europea en las siguientes Directivas, señaladas por la Agencia de protección de 

datos española como textos legales de interés: 

 

1 Directiva 2000/31/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de 

junio de 2000, relativa a determinados aspectos jurídicos de los servicios de 

la sociedad de la información, en particular el comercio electrónico en el 

mercado interior. Conocida como Directiva sobre el comercio electrónico.  

 

2    Directiva 2002/58/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de 

julio de 2002, relativa al tratamiento  de los datos personales y a la 

protección de la intimidad en el sector de las comunicaciones electrónicas. 

Conocida como Directiva sobre la privacidad y las comunicaciones 

electrónicas. 
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10.2.1. La Directiva 2000/31/CE (Directiva sobre el comercio electrónico) 

En la Directiva 2000/31/CE en los artículos 4, 12 y 14 observamos referencia directa 

sobre la protección de datos en relación al comercio electrónico. 

Artículo 4. Principio de no autorización previa 

1. Los Estados miembros dispondrán que el acceso a la actividad de 

prestador de servicios de la sociedad de información no pueda someterse 

a autorización previa ni a ningún otro requisito con efectos equivalentes. 

2. Lo dispuesto en el apartado 1 no irá en prejuicio de los regímenes de 

autorización que no tengan por objeto específico y exclusivo los 

servicios de la sociedad de la información, ni de los regímenes cubiertos 

por la Directiva 97/13/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 10 

de abril de 1997, relativa a un marco común en materia de autorizaciones 

generales y licencias individuales en el ámbito de los servicios de 

telecomunicaciones. 

Artículo 12. Mera transmisión 

1. Los Estados miembros garantizarán que, en el caso de un servicio de la 

sociedad de la información que consista en transmitir en una red de 

comunicaciones, datos facilitados por el destinatario del servicio o en 

facilitar acceso a una red de comunicaciones, no se pueda considerar al 

prestador de servicios de este tipo responsable de los datos transmitidos, 

a condición de que el prestador de servicios: 

  a) no haya originado él mismo la transmisión; 

  b) no seleccione al destinatario de la transmisión; y 

  c) no seleccione ni modifique los datos transmitidos. 

2. Las actividades de transmisión y concesión de acceso enumeradas en el 

apartado 1 engloban el almacenamiento automático, provisional y 

transitorio de los datos transmitidos siempre que dicho almacenamiento 

sirva exclusivamente para ejecutar la transmisión en la red de 
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comunicaciones y que su duración no supere el tiempo razonablemente 

necesario para dicha transmisión. 

3. El presente artículo no afectará a la posibilidad de que un tribunal o una 

autoridad administrativa, de conformidad con los sistemas jurídicos de 

los Estados miembros, exija al prestados de servicios que ponga fin a una 

infracción o que la impida. 

Artículo 14. Alojamiento de datos 

1. Los Estados miembros garantizarán que, cuando se preste un servicio de 

la sociedad de la información consistente en almacenar datos facilitados 

por el destinatario del servicio, el prestado de servicios no pueda ser 

considerado responsable de los datos almacenados a petición del 

destinatario, a condición de que: 

a. El prestador de servicios no tenga conocimiento efectivo de 

que la actividad a la información es ilícita y, en lo que se 

refiere a una acción por daños y perjuicios, no tenga 

conocimiento de hechos o circunstancias por los que la 

actividad o la información revele su carácter ilícito, o de que, 

b. En cuanto tenga conocimiento de estos puntos, el prestador de 

servicios actúe con prontitud para retirar los datos o hacer que 

el acceso a ellos sea imposible. 

2. El apartado 1 no se aplicará cuando el destinatario del servicio actúe bajo 

la autoridad o control del prestador de servicios. 

3. El presente artículo no afectará la posibilidad de que un tribunal o una 

autoridad administrativa, de conformidad con los sistemas jurídicos de 

los Estados miembros, exijan al prestador de servicios de poner fin a una 

infracción o impedirla, ni a la posibilidad de que los Estados miembros 

establezcan procedimientos por los que se rija la retirada de datos o 

impida el acceso a ellos. 
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10.2.2 La Directiva 2002/58/CE. 

En su artículo 1 nos explica el ámbito e aplicación de esta directiva. 

Artículo 1. Ámbito de aplicación y objetivo 

1. La presente Directiva armoniza las disposiciones de los Estados 

miembros necesarias para garantizar un nivel equivalente de protección 

de las libertades y los derechos fundamentales y, en particular, del 

derecho a la intimidad, en lo que respecta al tratamiento de los datos 

personales en el sector de las comunicaciones electrónicas, así como la 

libre circulación de tales datos y de los equipos y servicios de 

comunicaciones electrónicas en la Comunidad. 

2. Las disposiciones de la presente Directiva especifican y completan la 

Directiva 95/46/CE a los efectos mencionados en el apartado 1. Además, 

protegen los intereses legítimos de los abonados que sean personas 

jurídicas. 

3. La presente Directiva no se aplicará a las actividades no comprendidas 

en el ámbito de aplicación de Tratado constitutivo de la Comunidad 

Europea, como las reguladas por las disposiciones de los títulos V y VI 

del Tratado de la unión Europea, ni, en cualquier caso, a las actividades 

que tengan por objeto la seguridad pública, la defensa, la seguridad del 

Estado (incluido el bienestar económico del Estado cuando dichas 

actividades estén relacionadas con la seguridad del mismo) y a las 

actividades del Estado en materia penal. 

 

En su artículo 13, trata las comunicaciones no solicitadas, por lo que resulta una 

vulneración de la protección de datos. 

 

Artículo 13. Comunicaciones no solicitadas 

1. Sólo se podrá autorizar la utilización de sistemas de llamada automática 

sin intervención humana (aparatos de llamada automática), fax o correo 

electrónico con fines de venta directa respecto de aquellos abonados que 

hayan dado su consentimiento previo. 
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2. No obstante lo dispuesto en el apartado 1, cuando una persona física o 

jurídica obtenga de sus clientes la dirección de correo electrónico, en el 

contexto de la venta de un producto o de un servicio de conformidad con 

la Directiva 95/46/CE, esa misma persona física o jurídica podrá utilizar 

dichas señas electrónicas para la venta directa de sus propios productos o 

servicios de características similares, a condición de que se ofrezca con 

absoluta claridad a los clientes, sin cargo alguno y de manera sencilla, la 

posibilidad de oponerse a dicha utilización de las señas electrónicas en el 

momento en que se recojan las mismas y, en caso de que el cliente no 

haya rechazado inicialmente su utilización, cada vez que reciban un 

mensaje ulterior. 

3. Los Estados miembros tomarán las medidas adecuadas para garantizar, 

que, sin cargo alguno, no se permitan las comunicaciones no solicitadas 

con fines de venta directa en casos que no sean los mencionados en los 

apartados 1 y 2, bien sin el consentimiento del abonado, bien respecto de 

los abonados que no deseen recibir dichas comunicaciones.    La elección 

entre estas dos posibilidades será determinada por la legislación 

nacional. 

4. Se prohibirá, en cualquier caso, la práctica de enviar mensajes 

electrónicos con fines de venta directa en los que se disimule o se oculte 

la identidad del remitente por cuenta de quien se efectúa la 

comunicación, o que no contengan una dirección válida a la que el 

destinatario pueda enviar una petición de que se ponga fin a tales 

comunicaciones. 

5. Los apartados 1 y 3 se aplicarán a los abonados que sean personas 

físicas. Los Estados miembros velarán asimismo, en el marco del 

Derecho comunitario y de las legislaciones nacionales aplicables, por la 

suficiente protección de los intereses legítimos de los abonados que no 

sean personas físicas en lo que se refiere a las comunicaciones no 

solicitadas. 
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12. Consejos sobre la Protección de Datos 

La gran expansión de los medios digitales; Internet, la telefonía móvil y la televisión 

interactiva en el marco de las comunicaciones han traído consigo la proliferación de 

negocios a través de estos medios electrónicos. El tráfico de datos generados en las 

comunicaciones electrónicas aumenta diariamente poniendo en peligro la intimidad de 

las personas. 

El respeto a los usuario de estos negocios exige que el tráfico de datos generados en 

todas las comunicaciones electrónicas se vea sometido a prescripciones legales para 

facilitar su aplicación y desarrollo. 

Así, una de las preocupaciones de cualquier usuario de la red, es asegurarse, cuando 

navega por Internet, que los datos que suministra –en un chat, en foros de discusión, o 

en compras- no serán capturados, copiados, modificados o utilizados sin su previo 

consentimiento. Por ello se entiende que la confianza del usuario en la preservación de 

su intimidad en la sociedad digital, es básica para el desarrollo de la sociedad de la 

información y de todas las actividades lícitas que se llevan a cabo en la red. 

Para ellos debe tenerse en cuenta algunos aspectos en el sitio Web de Comercio 

electrónico, como son: 

 

1. La Protección de Datos en el Comercio Electrónico 

La mayoría de los formularios de recogida de datos que se encuentran en portales y 

comercios electrónicos, no incluyen ninguna de las disposiciones que la Ley prevé para 

garantizar el correcto tratamiento de los datos del usuario. 

Entre los principales problemas que existen en el tratamiento de datos en Internet, el 

primero y principal es la falta de información y consentimiento del usuario al 

tratamiento de sus datos. De este nivel de concienciación creciente cabe esperar también 

un mayor nivel de exigencia por parte de los usuarios. 

Por consiguiente, es necesario poner en conocimiento un listado básico de los requisitos 

mínimos de los sitios Web respecto al tratamiento de datos: 

Los prestadores de servicios en Internet deben introducir en los 

formularios de recogidas de datos unas cláusulas informativas que la 

LOPD exige antes de empezar a registrar datos de ninguna clase, (y que 
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así mismo cumplan con todos los requisitos legales. Singularmente y en 

primer término la declaración de las bases de datos personales a la 

Agencia de Protección de Datos)  

La introducción de avisos legales relacionados con la privacidad de los 

datos de los usuarios es un método sencillo y que además no presenta 

ninguna complicación técnica, así en el momento que se produce el 

acceso al sitio Web y antes de registrar los datos. 

 

2. Las cláusulas de información 

El tratamiento de datos se produce, especialmente, durante “el contacto inicial” 

entre el usuario de Internet y un sitio Web, ya sea únicamente para buscar 

información o para finalizar una transacción comercial. 

La información que debe mostrarse directamente en la pantalla antes de captar los 

datos, para que se lleve a cabo un correcto tratamiento de datos es: 

� Los diferentes formularios Web de recogida de datos de carácter personal 

deben contener la información y los aspectos relativos al consentimiento e 

información del usuario cuyos datos van a ser tratados. Deben contener: 

♦ Identificación de la compañía 

♦ Una dirección de e-mail, postal u otro sistema de comunicación, a 

través de los cuales se puedan ejercer los derechos de acceso, 

cancelación, oposición y de especificación de las finalidades para las 

que autoriza el uso de sus datos. 

♦ En el caso de que se produzca captación de datos, este extremo 

deberá manifestarse en el aviso. 

♦ Las consideraciones establecidas en el apartado anterior se harán 

extensivas  a la colocación de cookies. 

♦ De la finalidad o finalidades a que se destina la información 

obtenida. 

♦ En su caso, de la intención de cedes los datos, especificando la 

información que se cede así como la finalidad a la que se destinarán 

los datos cedidos. 
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� Asimismo, en la página inicial del sitio y en todos los lugares donde se 

recojan datos en línea deberá acceder directamente a la información 

completa sobre la política de protección de privacidad del sitio. 

 

3. Respecto a la colocación de cookies. 

Las cookies pueden contener datos personales o cualquier otro tipo de información 

relacionada con la interface usuario-servidor. La normativa en materia de protección de 

datos define los datos personales como “cualquier información concerniente a personas 

físicas identificadas o identificables”. Por ello, si el contenido de la cookie que contiene 

la Web asocia los datos con el usuario, su contenido puede ser considerado dato 

personal. 

En caso contrario, si la cookie no puede ser asociada a una persona, no se considera dato 

personal. 

 

4. Respecto a la finalidad de los datos recogidos. 

Cada usuario debe, en cualquier momento, poder determinar la finalidad o finalidades a 

que consiente sean destinados sus datos, o excluir alguna finalidad inicialmente 

consentida. 

En ningún caso, la compañía podrá utilizar la información para finalidades distintas de 

las que haya consentido el usuario, salvo que, previamente, le haya advertido de la 

intención de hacerlo otorgándole un plazo y procedimiento razonable de oposición. 

Es útil redactar finalidades concretas pero amplias, para poder utilizar dichos datos en la 

forma en que la empresa lo precise. 

 

5. Respecto a las cesiones y la finalidad de la cesión 

La información relativa a la posible cesión de datos deberá siempre identificar a los 

cesionarios o, en todo caso, hacer referencia a las características de las empresas o 

personas a quienes vayan a cederse, así como a las finalidades perseguidas por la cesión. 

Si la información que se solicita se considera dato de carácter personal, debe de tenerse 

en cuenta todos los aspectos comentados anteriormente. 

Se recomienda que se incluya un aviso en la página de registro antes de que se pueda 

hacer “click” de aceptar. Resulta conveniente que el acceso a dicha página desde 

cualquier parte de la Web se realice mediante un enlace (hiperenlace) 
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6. Comunicación la Agencia de Protección de Datos 

Todas las compañías que operen en España deberán informar a la Agencia de 

Protección de Datos Española (APD) de la creación de una base de datos personales y 

en los casos que la compañía no esté establecida en territorio de la EU deberá designar 

un representante en España. 

 

7. El correo electrónico 

La Agencia de Protección de Datos entiende que en los casos en que la dirección 

electrónica esté personalizada, ésta se considerará un dato de carácter personal, de modo 

que únicamente puede incluirse en tratamiento cuando ha consentido el internauta o 

bien cuando concurren algunas de las excepciones legales. 

En el caso de que la dirección electrónica se componga de modo tal que no revele la 

identidad  de aquel a quien corresponde, no tenga significado alguno o el significado no 

sea identificativo, no se considerará dato personal. 

No obstante, cuando se posee la dirección de correo electrónico (aunque ésta no revele 

la identidad de la persona a quien corresponde) junto con información concerniente a 

una persona física identificada o identificable, la dirección de correo electrónico 

quedará incluida en el ámbito de la Ley, de modo que la dirección electrónica tendrá 

carácter de dato personal. 

Asimismo, si además de poseer el correo electrónico de un visitante, el portal o 

comercio electrónico, a través de “cookies”, o a través de la pertenencia del usuario a 

determinados grupos de noticias y listas de distribución conoce la frecuencia, temas y/o 

materias visitadas por éste, pudiendo de esta manera elaborar un perfil más o menos 

detallado del visitante, en este caso, sólo podrá incluirse toda esta información en un 

tratamiento de datos, cuando se ha consentido previamente por el usuario o visitante o 

bien cuando concurra alguna de las excepciones legales, las cuales como regla general 

tienen poco que ver con la actividad comercial de Internet. 

Así, no es lícito recopilar direcciones electrónicas en áreas públicas de Internet sin 

conocimiento del interesado, no permitiéndose un procesamiento y uso de los datos 

diferente a la finalidad previamente permitida por el usuario, en particular, acciones de 

marketing o publicidad. 
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8. Comunicaciones no solicitadas 

El envío de correo-basura (spam) es la práctica de bombardear con mensajes 

electrónicos no solicitados, por lo general de carácter comercial, a personas con las que 

el remitente no ha mantenido contacto previo alguno. Se trata de una modalidad muy 

concreta de violación de la intimidad: el usuario carece de interfaz humana, corre con el 

coste de la comunicación y, habitualmente, recibe este tipo de correo en su dirección 

personal. 

No resulta extraño que los consumidores prefieran las comunicaciones comerciales 

solicitadas, personalizadas y diferenciadas del correo basura, el cual puede resultar 

irritante. Las molestias causadas por los remitentes del correo basura minan la confianza 

de los consumidores en el comercio electrónico. 

El sector exige, además, cierta seguridad jurídica: los mensajes electrónicos no 

solicitados colocan a los  Prestadores de Servicios de Internet (PSI) en la inaceptable 

posición de verse forzados a proveer el ancho de banda y el equipo necesarios para el 

envío de unos mensajes basura que la mayoría de sus clientes no desean y producen 

considerables costes. En algunas ocasiones, los sistemas se bloquean por la mera carga 

de mensajes comerciales no solicitados, lo que paraliza y retrasa el tráfico legítimo. 

Actualmente algunos PSI tratan de filtrar el correo basura e incluyen en sus contratos 

con sus abonados cláusulas que prohíban a éstos el envío o la transmisión de estos 

mensajes. 

También, existen registros de servidores sospechosos conocidos como fuentes de correo 

basura. Pero los filtros que utilizan no son precisos al 100 % y a veces bloquean los 

mensajes legítimos si éstos proceden de un servidor incluido en la lista negra. No 

obstante, la inexistencia de una prohibición legal actual de enviar correo basura coloca a 

los PSI  en una situación delicada (más aún con la redacción última del anteproyecto de 

la ley de comercio electrónico). La prohibición legal facilitaría la adopción de medidas 

más directas contra los remitentes de correo basura. 
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13.Conclusiones 

A modo de conclusión haremos un pequeño repaso y directrices sobre la protección de 

datos. 

 

1. Las obligaciones legales en materia de protección de datos. 

La nueva Ley Orgánica de Protección de Datos de Carácter Personal LODP, establece 

una serie de obligaciones legales que deben respetar las personas que recopilen y traten 

datos de carácter personal, siempre que incorporen estos ficheros automatizados (bases 

de datos) 

Así, el Reglamento de Seguridad desarrollado al efecto, señala determinadas medidas a 

adoptar por las empresas en la recogida y tratamiento de datos de carácter personal, con 

la finalidad de proteger los mismos. 

Entre dichas medidas son destacables: 

• La obligación de inscribir o notificar la existencia de los ficheros a la 

Agencia de Protección de Datos. 

• Redacción de cláusulas de protección de datos. 

• Redacción del documento de seguridad de la empresa, donde constarán 

todas las medidas de seguridad a cumplir. 

 

2. Los niveles de seguridad. 

La Ley de Protección de Datos de Carácter Personal recoge la necesidad de adoptar las 

medidas de seguridad para proteger estos datos tales cono la realización de copias de 

seguridad, auditorías realizadas para comprobar el estado de tales ficheros, o bien 

controles periódicos sobre las medidas adoptadas. 

Los tipos de medidas de seguridad que se articulan para la protección de los datos, 

dependen de la relevancia de estos, a saber: 

• Nivel básico: se prevé cuando los ficheros contienen datos personales tales 

como: nombre, apellidos, dirección o teléfono. 

• Nivel medio:  se contempla para aquellos casos en que los datos a tratar 

consisten en datos de servicios financieros, infracciones administrativas, 

infracciones penales, datos de la Hacienda Pública, o datos de ficheros de 

solvencia patrimonial o de crédito. 
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• Nivel alto: se prevé cuando se trata de ficheros que contienen datos de carácter 

personal referentes a ideología, religión, creencias, afiliación sindical, origen 

racial o étnico, vida sexual, o datos relativos a la salud. 

 

3. ¿Qué derechos tienen los afectados? 

La nueva normativa para la protección de datos detalla una serie de derechos de los 

titulares de los datos almacenados. Así entre los principales derechos que se reconocen a 

los afectados, se encuentran los siguientes: 

• El acceso a acceder a los datos que se han facilitado por ejemplo para ver si se 

ajustan o no a la realidad. 

• El derecho a rectificar los datos cuando éstos presentan errores. 

• El derecho a cancelar los datos cuando se considera que se les está tratando de 

forma inadecuada. 

• El derecho a cancelar los datos cuando se considera que se les está tratando de 

forma inadecuada. 

• El derecho a solicitar que no se dé ningún tipo de tratamiento a los datos que  

han sido facilitados. 

Para ejercitar cada uno de estos derechos se contempla en la nueva normativa un 

procedimiento específico, estableciéndose también diferentes plazos en las acciones de 

defensa de cada uno de ellos. 

 

4. Las sanciones previstas. 

Frente a las vulneraciones que pueden cometerse en materia de protección de datos, la 

Ley de Protección de Datos establece una serie de sanciones cuyas repercusiones se 

hacen depender directamente de la gravedad de las infracciones cometidas tanto por los 

que son directamente responsables como por los encargados del tratamiento de los 

ficheros que almacenen los datos de carácter personal. 

Las infracciones pueden clasificarse como: 

• Leves: Entre estas se incluirían, por ejemplo, el no atender la solicitud de 

derechos del titular de los datos tratados. En este caso, las sanciones a imponer 

consistirían en multas que podrían oscilar de 601,01 € a 60101,21 €. 

• Graves: Se incluirían conductas tales como la creación de ficheros 

automatizados de datos personales sin el consentimiento de los titulares. En 
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estos supuestos la sanción consistirá en una multa que oscilará entre 60101,21 € 

y 300506,05 €. 

• Muy graves: Se podrían destacar, por ejemplo, la recogida de datos de forma 

fraudulenta o engañosa. En estos casos las sanciones pueden oscilar entre 

300506,05 € y 601012,10 €. 
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C A P Í T U L O 

5 
 

 

ANEXO    

Dictamen 7/2000 relativa al tratamiento de los datos personales y a la 

protección de la intimidad en el sector de las comunicaciones electrónicas 

de 12 de julio de 2000 COM (2000) 385. Adoptado el 2 de noviembre de 

2000 (WP 36).   

Dictamen 5/2004 sobre comunicaciones no solicitadas con fines de venta 

directa con arreglo al artículo 13 de la Directiva 2002/58/CE. Adoptado el 

27 de febrero de 2004 (WP 90).        

Ley orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de 

carácter personal (LOPD)  

Ley 32/2003,  de  3  de  noviembre,  general de  telecomunicaciones (LGT)  

Directiva 2000/31/CE. Directiva sobre el comercio electrónico 

Directiva 2002/58/CE. Directiva sobre la privacidad y las comunicaciones 

electrónicas.  
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Dictamen 7/2000 relativa al tratamiento de los datos 

personales y a la protección de la intimidad en el sector de las 

comunicaciones electrónicas de 12 de julio de 2000 COM 

(2000) 385. Adoptado el 2 de noviembre de 2000 (WP 36). 

 

EL GRUPO DE PROTECCION DE LAS PERSONAS EN LO REFERENTE AL 

TRATAMIENTO DE DATOS PERSONALES 

Establecido por la Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 24 de 

octubre de 1995, 

Vistos el artículo 29 y la letra a) del apartado 1 y el apartado 3 del artículo 30 de esa 

Directiva, 

Visto su reglamento interno y, en particular, sus artículos 12 y 14, 

Ha adoptado el presente dictamen: 

Comunicación de la Comisión sobre el IPv6 

El 21 de febrero de 2002, la Comisión Europea adoptó una Comunicación al Consejo y 

al Parlamento Europeo centrada en la próxima generación de Internet y en las 

prioridades de acción en la migración al nuevo protocolo Internet IPv6. La presente 

comunicación se produce en el contexto del actual desarrollo de los servicios de red y 

de los equipos terminales de telecomunicaciones que pueden conectarse a la red. 

El nuevo protocolo Internet fue elaborado con vistas a facilitar y armonizar las 

posibilidades de conexión a la red mediante equipos terminales múltiples, como 

teléfonos móviles, ordenadores personales o asistentes digitales personales, mediante 

instalaciones inalámbricas o por cable. 

Si bien estos avances no pueden sino fomentarse, el Grupo desearía destacar la 

necesidad de estudiar cuidadosa y pormenorizadamente las implicaciones del nuevo 

protocolo en términos de protección de los datos personales. 

El Grupo se congratula de la posición adoptada por la Comisión en su comunicación, 

según la cual las cuestiones en materia de privacidad deberán tenerse en cuenta en el 

desarrollo futuro de Internet. No obstante, el Grupo subraya que aún no se han resuelto 

las cuestiones en materia de privacidad planteadas por el desarrollo del nuevo protocolo 

IPv6. 
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En particular, preocupa especialmente la posibilidad de la integración de un número de 

identificación único en la dirección IP, como prevé el nuevo protocolo. A este respecto, 

el Grupo lamenta no haber sido consultado antes de la adopción de la Comunicación y 

expresa su deseo de participar en los trabajos futuros sobre el IPv6 a escala europea. 

Aspectos de la protección de datos relacionados con la utilización de identificadores 

únicos en los equipos terminales de telecomunicaciones 

El Grupo toma nota del hecho de que el grupo de trabajo internacional de protección de 

los datos en las telecomunicaciones ha presentado recientemente un documento de 

trabajo sobre la cuestión de la utilización de identificadores únicos en los equipos 

terminales de telecomunicaciones, y desearía agradecer a este grupo de trabajo la labor 

realizada en este ámbito. 

El Grupo suscribe las conclusiones del documento de trabajo adoptado en Auckland el 

27 de marzo de 20022, y desearía apoyar sus recomendaciones recordando, en 

particular, la aplicación de varios principios mencionados explícitamente en la Directiva 

95/46/CE relativa a la protección de datos personales y la libre circulación de estos 

datos, y la Directiva 97/66/CE relativa a la protección de datos personales en el sector 

de las telecomunicaciones. 

El Grupo desea recalcar que las direcciones IP atribuidas a los usuarios de Internet son 

datos personales y están protegidas por las Directivas 95/46/CE y 97/66/CE. 

En referencia a la labor ya efectuada sobre la protección de datos personales en Internet, 

el Grupo desea destacar específicamente los siguientes puntos: 

- El identificador único de una interfaz, como el que puede integrarse en el IPv6, 

constituiría un identificador de aplicación general y su utilización está reglamentada 

como tal en la legislación de los Estados miembros de la UE. 

- El principio de proporcionalidad implica que, para lograr un equilibrio entre los 

derechos fundamentales de los interesados y los intereses de los distintos participantes 

en la transmisión de datos de telecomunicaciones (tales como empresas y proveedores 

de servicios de acceso a las telecomunicaciones), se trate el menor número posible de 

datos personales. 

Este principio tiene consecuencias, por un lado, en el diseño de los nuevos protocolos y 

aparatos de comunicaciones y, por otro lado, en el contenido de las políticas nacionales 

relativas al tratamiento de datos de telecomunicaciones: si bien la tecnología es, per se, 

neutra, las aplicaciones y el diseño de nuevos aparatos de telecomunicaciones deben 

respetar, por defecto, la privacidad. Además, debe evitarse generalizar medidas que 



 Protección de datos en desarrollo para Internet 

 105 

fuercen la capacidad de identificar sistemáticamente los datos de las 

telecomunicaciones. 

En esta perspectiva, en el marco de una conexión de telecomunicaciones, los 

proveedores de red o de acceso deben ofrecer a cualquier usuario la opción de utilizar la 

red o de acceder a los servicios de forma anónima o mediante un seudónimo. 

La Directiva 97/66/CE prevé que cualquier usuario tenga la posibilidad de restringir la 

identificación de la dirección comunicante y conectada. En las comunicaciones por 

Internet, el anonimato puede conseguirse mediante soluciones como el cambio 

periódico de las direcciones IP de una persona. 

- Considerando los riesgos de manipulación y de uso fraudulento de un identificador 

único, el Grupo recuerda la necesidad de medidas de protección, dado que, en 

particular, los proveedores de servicios de telecomunicaciones son responsables de la 

seguridad de los servicios que prestan. En el marco de la legislación de la Unión 

Europea, los proveedores de acceso están obligados a informar a los abonados de los 

riesgos residuales de seguridad. 

- Los requisitos en materia de privacidad, a los que deben responder los parámetros 

predefinidos de los aparatos de comunicaciones y los servicios de telecomunicaciones, 

se han aplicado a escala europea a través de las obligaciones específicas destinadas 

principalmente a los fabricantes de equipos de telecomunicaciones y a los operadores y 

proveedores de servicios de telecomunicaciones. 

Conclusión 

El Grupo sostiene firmemente las iniciativas de investigación que tengan como 

objetivo la elaboración de soluciones técnicas para proteger la privacidad de los 

datos de telecomunicaciones. 

El Grupo es consciente de que varios grupos de trabajo ya han tomado iniciativas 

destinadas a encontrar soluciones técnicas para determinados riesgos para la 

privacidad ya identificados, y considera necesario iniciar un diálogo, en especial, 

con los representantes de estos grupos y, más concretamente, con el Grupo 

Operativo de Ingeniería de Internet y el Grupo Operativo IPv6. 

El Grupo se reserva la posibilidad de tomar medidas adicionales a la hora de evaluar el 

nuevo diseño de los protocolos, productos y servicios de comunicación y para proseguir 

el diálogo con los participantes en el diseño de estas nuevas herramientas de 

comunicación. 

Anexo 
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Documento de trabajo sobre la utilización de identificadores únicos de los equipos 

terminales de telecomunicaciones: ejemplo del IPv6 

31ª reunión del grupo de trabajo internacional de protección de datos en las 

telecomunicaciones, celebrada los días 26 y 27 de marzo de 2002 en Auckland (Nueva 

Zelanda). 

Debido a las previsibles carencias del protocolo utilizado en la actualidad en la mayoría 

de las conexiones de Internet (IP versión 4), el Grupo Operativo de Ingeniería de 

Internet 

(IETF) ha cambiado el diseño del protocolo. Este nuevo protocolo, el IPv6, utiliza una 

banda de 128 bits, en vez de los 32 bits de la antigua versión, para la creación de cada 

dirección individual IP en Internet. 

Esta nueva dirección, gracias a sus mayores capacidades, presenta muchas ventajas y 

permite nuevas facilidades tales como la multidifusión (transmisión más rápida de 

grandes cantidades de datos para varios destinatarios como, por ejemplo, el vídeo en 

línea), la comunicación vocal a través de Internet (voice over IP), etc. 

No obstante, el nuevo protocolo también plantea dificultades, al haberse diseñado de tal 

forma que cada dirección IP puede constituirse parcialmente con una serie única de 

números al igual que un identificador único global. La introducción del IPv6 puede 

acarrear mayores riesgos de elaboración de perfiles de actividades de los usuarios de 

Internet. 

Las siguientes consideraciones preliminares identifican los riesgos y recuerdan los 

principios de privacidad a tener en cuenta a la hora de utilizar un identificador 

único en la creación de las direcciones IP. 

I. Riesgos identificados 

Las características del IPv6 conducen a la identificación de riesgos específicos para la 

privacidad, que dependerán de la configuración del nuevo protocolo. 

- La elaboración de perfiles es una cuestión problemática si un identificador único (el 

identificador de la interfaz, por ejemplo, basado en una dirección única MAC de la 

tarjeta ethernet) se integra en la dirección IP de cada aparato de comunicación 

electrónica del usuario. En tal caso, puede establecerse una correspondencia entre todas 

las comunicaciones del usuario con mucha más facilidad que mediante los actuales 

cookies. 

- Se observan cuestiones relativas a la seguridad y la confidencialidad. Estos riesgos 

están relacionados con el desarrollo de servicios de red, lo que implica la 
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multiplicación del tipo de terminales conectadas a la red mediante el mismo 

protocolo de comunicación: teléfonos móviles, ordenadores personales, o agentes 

electrónicos que controlan los aparatos domésticos (calefacción, luz, alarmas, 

etc.). 

El nuevo protocolo IPv6 permite conexiones estables, manteniendo la misma 

dirección, incluso cuando un terminal se desconecta de la red. En este caso, la 

seguridad y la confidencialidad son problemáticas, dado que existe un riesgo de 

identificación de los datos relativos a la localización de este nudo móvil9. 

II. Principios sobre protección de datos aplicables al IPv6 

El Grupo considera necesario llamar la atención de todos los responsables de la 

elaboración y aplicación del nuevo protocolo en lo relativo a los requisitos jurídicos 

nacionales e internacionales que rigen la privacidad y la seguridad de las 

telecomunicaciones. 

En la actualidad, se reconoce ampliamente que la dirección IP -y, a fortiori, un número 

de identificación único integrado en la dirección– puede considerarse como un dato 

personal en lo que se refiere al marco jurídico. 

En la línea de su labor anterior y de las posiciones comunes ya adoptadas a este 

respecto, el Grupo recuerda los siguientes principios, que deben tenerse en cuenta al 

aplicar el nuevo protocolo de Internet. 

La infraestructura y los aparatos técnicos de telecomunicaciones deben diseñarse de tal 

forma que no se utilice ningún dato personal o se emplee el menor número técnicamente 

posible de datos personales para el funcionamiento de redes y servicios. El identificador 

único de una interfaz, tal como se integra en el IPv6, constituiría un identificador de 

aplicación general. 

� En contradicción con el principio de minimalización de los datos, este uso de un 

identificador único constituye un riesgo de elaboración de perfiles de las personas 

basado en el conjunto de sus actividades relacionadas con una red. 

� La protección del derecho fundamental a la privacidad frente a este riesgo de 

elaboración de perfiles debe primar a la hora de analizar los distintos aspectos del nuevo 

protocolo como, por ejemplo, su sistema de gestión. 

� Los datos de tráfico y, en particular, los datos sobre la localización, merecen una 

protección específica dado su carácter sensible. 
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Si la información sobre la localización tiene que generarse en el marco de la utilización 

de aparatos móviles y de otros objetos conectados mediante el IP, esta información 

deberá protegerse contra la intercepción ilegal y la utilización abusiva. 

También debe evitarse que la información sobre la localización (y el cambio de esta 

información sobre la localización en función del movimiento del usuario del móvil) se 

trasmita sin codificar al destinatario de la información a través del encabezamiento de la 

dirección IP utilizada. 

Los protocolos, productos y servicios deberán diseñarse de forma que se puedan 

elegir direcciones permanentes o provisionales. Los parámetros predefinidos 

deberían permitir un nivel elevado de protección de la privacidad. 

Dado que estos protocolos, productos y servicios están en constante evolución, el 

Grupo tendrá que vigilar estrechamente el desarrollo de los mismos y solicitar una 

reglamentación específica si fuera necesario. 
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Dictamen 5/2004 sobre comunicaciones no solicitadas con 
fines de venta directa con arreglo al artículo 13 de la Directiva 
2002/58/CE. Adoptado el 27 de febrero de 2004 (WP 90). 
 
EL GRUPO DE PROTECCIÓN DE LAS PERSONAS EN LO QUE RESPECTA 

AL TRATAMIENTO DE DATOS PERSONALES 

Creado en virtud de la Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 

de24 de octubre de 1995, 

Visto el artículo 29, así como el artículo 30, apartado 1, letra c) y apartado 3, de dicha 

Directiva, 

Visto su reglamento interno, y en particular sus artículos 12 y 14, 

HA ADOPTADO EL PRESENTE DOCUMENTO DE TRABAJO: 

INTRODUCCIÓN 

El objetivo del presente documento de trabajo es desarrollar el capítulo 5 del documento 

de trabajo WP12 “Transferencias de datos personales a terceros países: aplicación de los 

artículos 25 y 26 de la Directiva", adoptado por el Grupo de trabajo el 24 de julio de 

1998, que se refiere a la interpretación del artículo 26, apartado 1, de la Directiva 

95/46/CE. 

Las disposiciones del artículo 26.1 establecen que un interesado, sin perjuicio de 

determinadas condiciones especificadas, puede transferir datos personales a terceros 

países mediante una excepción al principio de "protección adecuada" establecido en el 

artículo 25 de la Directiva. 

A la luz de la experiencia adquirida desde que se adoptó el documento, el Grupo de 

trabajo señala que existen interpretaciones divergentes del artículo 26.1, que podrían 

impedir su interpretación uniforme en los Estados miembros. 

Esta situación y la necesidad de reaccionar de forma adecuada también han sido 

señaladas por la Comisión en las conclusiones que figuran en su informe sobre la 

aplicación de la Directiva relativa a la protección de datos. El informe subraya las 

divergencias significativas observadas en las legislaciones de los diversos Estados 

miembros a la hora de aplicar los artículos 25 y 26 de la Directiva y del riesgo de que 

ello pueda conducir en último término a un verdadero foro de conveniencia (“forum 

shopping”) entre los Estados miembros, en función de que las disposiciones se 

interpreten con mayor o menor severidad.4 Este hecho se confirma por la experiencia de 

ciertas autoridades nacionales de protección de datos. 
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Por tanto, habida cuenta de las tareas que le confía el artículo 30, apartado 1, letra a), de 

la Directiva y con objeto de responder a las conclusiones de la Comisión en el informe 

previamente mencionado, el Grupo de trabajo considera necesario especificar el ámbito 

de estas disposiciones y ofrecer orientaciones adicionales para su interpretación. 

1. RELACIÓN ENTRE LAS DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA DIRECTIVA 

95/46 RELATIVA A LAS TRANSFERENCIAS INTERNACIONALES  DE 

DATOS, INCLUIDO EL ARTÍCULO 26.1 

1.1 PRESENTACIÓN DE LAS DISPOSICIONES DE LA DIRECTI VA 

RELATIVA A LAS TRANSFERENCIAS INTERNACIONALES DE DA TOS A 

TERCEROS PAÍSES 

Al interpretar el artículo 26.1 de la Directiva 95/46/CE es necesario tener en cuenta el 

marco general de estas disposiciones con objeto de garantizar una interpretación 

coherente de las disposiciones de la Directiva relativa a las transferencias 

internacionales de datos. 

La Directiva 95/46/CE de 24 de octubre de 1995 establece diversos fundamentos 

jurídicos para las transferencias de datos personales a terceros países, incluidos los 

establecidos en el artículo 26.1: 

1. Adecuación en el país beneficiario: en primer lugar y sobre todo, el artículo 25.1 

establece el principio general según el cual "la transferencia a un país tercero de datos 

personales […] únicamente puede efectuarse cuando […] el país tercero de que se trate 

garantice un nivel de protección adecuado”. El nivel de protección de los datos debe 

evaluarse atendiendo a todas las circunstancias que concurran en la transferencia o 

conjunto de transferencias de datos y estudiando con especial atención una serie de 

elementos relevantes para la misma, enumerados en el artículo 25.2. 

De conformidad con el artículo 249 TCE, la directiva obliga al Estado miembro 

destinatario en cuanto al resultado que debe conseguirse, dejando, sin embargo, a las 

autoridades nacionales la elección de la forma y de los medios para lograrlo. A este 

respecto, la Directiva impone a los Estados miembros una obligación de velar por que 

los datos personales no se transfieran a un tercer país a menos que garantice un nivel de 

protección adecuado, y establezca que la evaluación de la adecuación se lleva a cabo 

teniendo en cuenta todas las circunstancias. La Directiva no especifica, sin embargo, si 

se debe confiar a una autoridad la tarea de evaluar la adecuación de la protección de los 

datos en terceros países. Por tanto, es posible que la legislación nacional de los Estados 

miembros confíe esta tarea a las autoridades nacionales de protección de datos, cuya 
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autorización puede exigirse para que la transferencia de datos personales a un tercer país 

pueda llevarse a efecto. 

Al margen de esta posibilidad de que las autoridades nacionales evalúen la adecuación 

según lo establecido en la legislación nacional, la Directiva establece que la Comisión 

adoptará decisiones sobre la adecuación válidas para todo el ámbito europeo, con lo que 

se refuerza la seguridad jurídica y la uniformidad en toda la Comunidad. De 

conformidad con el artículo 25.6, la Comisión puede reconocer que determinados países 

ofrecen la protección adecuada, en cuyo caso se pueden realizar transferencias de datos 

personales a estos países sin la necesidad de cumplir ningún requisito formal específico. 

Así sucede en la actualidad con las transferencias internacionales de datos a 

destinatarios establecidos en Suiza, Canadá, Argentina, Guernesey o la Isla de Man, o si 

el destinatario es una empresa americana que se ha acogido al principio de “puerto 

seguro”. Este fundamento jurídico también se utilizó como base para la transferencia al 

Servicio de aduanas y protección de fronteras de los Estados Unidos (Bureau of 

Customs and Border Protection of Passanger Name Records) en relación con los vuelos 

que tuvieran los Estados Unidos como punto de salida o llegada, de conformidad con 

una Decisión de la Comisión sobre la que este Grupo de trabajo se ha mostrado muy 

crítico. 

2. Garantías adecuadas dadas por el destinatario: en segundo lugar, de conformidad con 

lo dispuesto en el artículo 26.2 de la Directiva, un Estado miembro puede autorizar 

también una transferencia o una serie de transferencias de datos personales a un tercer 

país que no garantice un nivel de protección adecuado, cuando el responsable del 

tratamiento ofrezca “garantías suficientes respecto de la protección de la vida privada y 

de los derechos y libertades fundamentales de las personas, así como respecto al 

ejercicio de los respectivos derechos". 

La última parte del artículo 26.2 establece también que estas garantías "podrán 

derivarse, en particular, de cláusulas contractuales apropiadas”. Para facilitar el uso de 

cláusulas contractuales, la Comisión Europea ha adoptado tres decisiones sobre las 

cláusulas contractuales tipo: dos de ellas regulan las transferencias de un responsable 

del tratamiento a otro, mientras que la tercera regula las transferencias de un 

responsable a un encargado del tratamiento. 

Además, al margen de la posibilidad de utilizar cláusulas contractuales para establecer 

las garantías suficientes, el Grupo de trabajo del artículo 29 ha venido trabajando desde 
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2003 sobre la posibilidad de que los grupos multinacionales utilicen "normas 

corporativas vinculantes" con el mismo fin. 

3. Excepciones del artículo 26.1: en tercer lugar, el artículo 26.1 de la Directiva dispone 

que las transferencias de datos personales a un tercer país que no garantice un nivel de 

protección adecuado pueden llevarse a cabo, si se cumple una de las condiciones 

siguientes: 

a) que el interesado haya dado su consentimiento inequívocamente a la transferencia 

prevista, o 

b) que la transferencia sea necesaria para la ejecución de un contrato entre el interesado 

y el responsable del tratamiento o para la ejecución de medidas precontractuales 

tomadas a petición del interesado, o 

c) que la transferencia sea necesaria para la celebración o ejecución de un contrato 

celebrado o por celebrar en interés del interesado, entre el responsable del tratamiento y 

un tercero, o 

d) que la transferencia sea necesaria o legalmente exigida para la salvaguardia de un 

interés público importante, o para el reconocimiento, ejercicio o defensa de un derecho 

en un procedimiento judicial, o 

e) que la transferencia sea necesaria para la salvaguardia del interés vital del interesado, 

o 

f) que la transferencia tenga lugar desde un registro público que, en virtud de 

disposiciones legales o reglamentarias, esté concebido para facilitar información al 

público y esté abierto a la consulta por el público en general o por cualquier persona que 

pueda demostrar un interés legítimo, siempre que se cumplan, en cada caso particular, 

las condiciones que establece la ley para la consulta. 

En los casos enumerados anteriormente en los puntos 1 y 2, la transferencia se realiza en 

condiciones que garanticen que las personas de que se trate siguen estando protegidas 

por lo que se refiere al tratamiento de sus datos, una vez que hayan sido transferidos. 

Esta protección queda garantizada ya sea por la legislación general o las normas 

sectoriales vigentes en el país en el que esté establecido el destinatario, ya sea mediante 

las garantías oportunas ofrecidas por el responsable de tratamiento en la Comunidad, 

especialmente a la vista de los compromisos vinculantes suscritos por el destinatario por 

lo que respecta al tratamiento de los datos transferidos a este tercer país. 

Por el contrario, el artículo 26.1 contiene excepciones genuinas al principio de la 

protección adecuada establecido en el artículo 25 de la Directiva. De hecho, estas 
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excepciones permiten que se lleven a cabo transferencias a terceros países que no 

garantizan un nivel de protección adecuado. A fortiori, también podrían utilizarse como 

fundamento jurídico si el país garantiza un nivel de protección adecuado, pero no se ha 

evaluado su adecuación. Aunque el empleo de excepciones no implica per se en todos 

los casos que el país de destino no asegure un nivel de protección adecuado, tan poco 

garantizan que así sea. En consecuencia, para cualquier persona cuyos datos hayan sido 

transferidos, incluso si hubiera dado su consentimiento para ello, podría implicar una 

carencia total de protección en el país destinatario, al menos en el sentido de lo 

dispuesto en el artículo 25 o en el artículo 26.2 de la Directiva 95/46. 

Habida cuenta de esta importante diferencia en términos de protección, es esencial que 

estos distintos fundamentos jurídicos se apliquen de forma coherente con relación al 

sistema global del que forman parte. 

1.2 LA POSICIÓN DEL ARTÍCULO 26.1 EN EL SISTEMA DE LA DIRECTIVA 

La yuxtaposición de estas diversas normas sobre transferencias de datos personales 

puede dar una impresión paradójica, y es muy posible que genere malentendidos. 

Por una parte, un primer conjunto de disposiciones, las incluidas en los artículos 25.1, 

25.6 y 26.2, pretende garantizar que los datos personales transferidos sigan gozando de 

la protección adecuada después de haber sido transferidos al país de destino. Estas 

transferencias pueden llevarse a cabo ya sea porque el marco legal del tercer país de que 

se trate ofrece una protección adecuada, ya sea porque esta protección está garantizada 

mediante cláusulas contractuales tipo u otras clases de garantías adecuadas, como 

pueden ser la celebración de un contrato, la adopción de normas corporativas 

vinculantes, la auto certificación para ajustarse a los principios de puerto seguro, etc. 

Además de ello, como se ha mencionado anteriormente, un cierto número de 

legislaciones nacionales establecen que algunas transferencias también pueden estar 

supeditadas a que las autoridades nacionales pertinentes (en la mayoría de los casos, las 

autoridades de protección de datos) den su autorización o expidan un dictamen previo. 

Por otra parte, una segunda serie de disposiciones, las incluidas en el artículo 26.1, 

facilita sustancialmente la transferencia de datos personales a un tercer país. Conforme a 

estas disposiciones, el responsable del tratamiento de los datos que da origen a la 

transferencia ni tiene que asegurarse de que el destinatario ofrece la protección 

adecuada ni necesita, por lo general, obtener ningún tipo de autorización previa de las 

autoridades competentes para proceder a la transferencia, si este procedimiento fuera el 

aplicable. 
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Además, estas disposiciones no exigen que el destinatario de los datos cumpla los 

requisitos establecidos en la Directiva por lo que respecta a cualquier tratamiento de 

datos en su propio país (por ejemplo, los principios de finalidad, seguridad, derecho de 

acceso, etc.). 

La redacción literal de la Directiva podría llevar a la conclusión de que no existe la 

coherencia suficiente en sus disposiciones sobre transferencias de datos personales a 

terceros países. Después de todo, la lógica que subyace al principio de protección 

adecuada, consagrado en el artículo 25, es la de garantizar que las personas sigan 

beneficiándose de los derechos y las libertades fundamentales que se les otorgan en 

relación con el tratamiento de sus datos en la Unión Europea, una vez que estos datos 

hayan sido transferidos a un tercer país. Asimismo, pretende evitar que, al transferir los 

datos a terceros países, se eluda la protección garantizada por la legislación europea de 

protección de los datos personales. 

Una explicación de esta aparente dualidad de principios es el reconocimiento de que la 

expansión del comercio internacional requiere en determinadas ocasiones la flexibilidad 

de las transferencias internacionales de datos, incluidas las transferencias de 

información personal (como se establece en el considerando 56 de la Directiva). 

Otra explicación de esta aparente falta de coherencia puede radicar, sin embargo, en que 

el artículo 26.1 se concibió para dar respuesta a un reducido número de situaciones en 

las que se consideraba que estaba justificada una excepción al requisito de “adecuación” 

para las transferencias a terceros países. Como el Grupo de trabajo ya había mencionado 

en el documento WP12: "Estas excepciones, muy circunscritas, se refieren en su 

mayoría a casos en los que los riesgos para el interesado son relativamente escasos o en 

los que otros intereses (intereses públicos o del propio interesado) prevalecen sobre los 

derechos de intimidad del interesado. Como excepciones a un principio general, deben 

interpretarse restrictivamente. Además, los Estados miembros pueden estipular en la 

legislación nacional que las excepciones no se apliquen en determinados casos. Este 

puede ser el caso, por ejemplo, cuando sea necesario proteger a grupos de personas 

especialmente vulnerables, como los trabajadores o los pacientes." 

En la práctica, sin embargo, entre los responsables del tratamiento ha habido una 

tendencia a hacer uso de estas excepciones como primera opción, incluso en los casos 

en los que no procedía. 

Por lo tanto, al Grupo de trabajo le gustaría asegurarse, en primer lugar, de que todos los 

implicados conocen perfectamente el alcance y el significado del artículo 26.1, con el 
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fin de evitar que los responsables del tratamiento se acojan a las excepciones de forma 

inadecuada. Ello requiere una interpretación clara y común del artículo 26.1, y de su 

posición en la Directiva en su conjunto. 

Este ejercicio debe regirse por la regla de que, como ya ha indicado el Grupo de trabajo 

en su anteriormente mencionado documento WP12, la interpretación del artículo 26.1 

ha de ser necesariamente estricta. 

A este respecto, el Grupo de trabajo subraya que esta lógica es la misma que subyace en 

el Protocolo Adicional al Convenio 108. El informe sobre este Protocolo declara que 

"las partes tienen discreción para establecer excepciones al principio de un nivel de 

protección adecuado. Sin embargo, las disposiciones nacionales pertinentes deben 

respetar el principio inherente al Derecho comunitario de que las cláusulas que 

establecen excepciones se interpretan restrictivamente de modo que la excepción no se 

convierta en regla"8. 

Con carácter más general, esta regla de interpretación estricta también procede 

claramente de la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos que 

interpreta derechos fundamentales de manera muy amplia, de conformidad con el 

denominado "principe d'effet utile" de la protección concedida, con objeto de limitar el 

ámbito de aplicación de las excepciones a este principio. El Tribunal ha utilizado este 

principio en varios asuntos de referencia9. 

Por lo tanto, el Grupo de trabajo confirma explícitamente que interpreta lo dispuesto en 

el artículo 26.1 conforme lo indicado anteriormente y explica más detalladamente esta 

interpretación en el capítulo 2 del presente documento de trabajo. 

No obstante, también debería señalarse que las disposiciones de la Directiva relativa a 

las transferencias de datos personales a terceros países no pueden aplicarse por separado 

de otras disposiciones de la Directiva. Según lo mencionado explícitamente en el 

artículo 25.1, estas disposiciones se aplican "sin perjuicio del cumplimiento de las 

disposiciones de Derecho nacional adoptadas con arreglo a las demás disposiciones de 

la presente Directiva". Ello significa que, independientemente de las disposiciones en 

las que se sustenta la transferencia de datos a un tercer país, se han de cumplir otras 

disposiciones pertinentes de la Directiva. 

 

Esto significa específicamente que, de conformidad con el considerando 60 del 

preámbulo de la Directiva, cuando se transfieran datos sensibles, se han de cumplir las 

condiciones establecidas en el artículo 8 de la Directiva. Esto puede implicar que una 
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transferencia determinada sólo puede basarse en el artículo 26.1, si procede, si se 

cumplen las condiciones del artículo 8. Dicho de otro modo, aun en el caso de que el 

Derecho nacional no contemplase la posibilidad de restringir el ámbito del artículo 26.1 

para determinados tipos de casos, seguiría habiendo restricciones adicionales derivadas 

de otras disposiciones de la Directiva. 

Al Grupo de trabajo también le gustaría mencionar que los principios de "tratamiento de 

manera leal y lícita", y de "uso compatible", según lo establecido en el artículo 6.1.a) y 

b), siguen siendo de aplicación en este contexto. Ello puede implicar que el responsable 

del tratamiento esté obligado a informar a los interesados de los pormenores relevantes 

de las transferencias de datos a un tercer país, aunque no lo exijan los artículos 10, 11 ó 

26.1. De la misma manera, es posible que un interesado tenga motivos para oponerse a 

las transferencias específicas "por razones legítimas propias de su situación particular”, 

como dispone el artículo 14.a), de la Directiva. Esto puede referirse también a los datos 

personales que no son sensibles en el sentido del artículo 8 de la Directiva o en el 

sentido de lo que el interesado pudiera considerar datos sensibles sobre él mismo en una 

determinada situación (por ejemplo, datos financieros, datos que permiten la adopción 

de una decisión adversa para el interesado en términos de gestión de empresas, etc.). 

1.3 RECOMENDACIONES SOBRE EL USO RESPECTIVO DE LOS 

DIVERSOS ARGUMENTOS LEGALES PRESENTADOS POR LA DIRECTIVA 

PARA LAS TRANSFERENCIAS INTERNACIONALES DE DATOS 

Sin perjuicio de la interpretación general del artículo 26.1 que figura en el punto 1.2 del 

presente documento de trabajo ni de la interpretación de cada excepción recogida más 

adelante en el capítulo 2, el Grupo de trabajo desea hacer una serie de recomendaciones 

sobre el uso respectivo de los diversos argumentos legales presentados por la Directiva 

para las transferencias internacionales de datos 

Estas recomendaciones se recogen en el capítulo 5 del documento WP12. Su finalidad 

consiste en fomentar que los responsables del tratamiento garanticen la “protección 

adecuada” en tantas situaciones como sea posible. El Grupo ya ha sostenido que, 

cuando se tenga la intención de transferir datos a terceros países, los responsables del 

tratamiento de datos establecidos en la Unión Europea deben optar por soluciones que 

ofrezcan a los interesados la garantía de que seguirán beneficiándose de los derechos y 

las salvaguardias fundamentales a que tienen derecho por lo que se refiere al tratamiento 

de sus datos en la UE, una vez que tales datos hayan sido transferidos. 



 Protección de datos en desarrollo para Internet 

 117 

En consecuencia, para un responsable del tratamiento que tenga la intención de realizar 

transferencias internacionales de datos, un enfoque de mejores prácticas consistiría, en 

primer lugar, en determinar si un tercer país garantiza un nivel de protección adecuado y 

en asegurarse de que los datos exportados estarán seguros en dicho país. Cuando se 

exporten datos a los EE.UU., es posible que el responsable exportador desee alentar al 

importador a adherirse a los principios de “puerto seguro”. Si el nivel de protección en 

el tercer país no es el adecuado a la luz de todas las circunstancias que se dan en una 

transferencia de datos, el responsable del tratamiento debería considerar lo dispuesto en 

el artículo 26.2, es decir, ofrecer las garantías adecuadas mediante, por ejemplo, 

cláusulas contractuales tipo o normas corporativas vinculantes. Únicamente en el caso 

de que ello no resulte verdaderamente práctico o viable, el responsable del tratamiento 

de los datos deberá considerar hacer uso de las excepciones contempladas en el artículo 

26.1. 

Siguiendo en consonancia con esta lógica, el Grupo de trabajo recomienda que las 

excepciones contempladas en el artículo 26.1 de la Directiva se apliquen 

preferentemente a aquellos casos en los que resulte verdaderamente inadecuado, o hasta 

imposible, que la transferencia se realice sobre la base de lo dispuesto en el artículo 

26.2. 

El Grupo de trabajo consideraría lamentable que una empresa multinacional o una 

autoridad pública se planteasen llevar a cabo transferencias significativas de datos a un 

tercer país sin ofrecer un marco adecuado para las mismas, y siempre que dispongan de 

los medios prácticos para ofrecer esta protección (como por ejemplo, un contrato, 

normas corporativas vinculantes, un convenio). 

Es está la razón principal de que el Grupo de trabajo recomiende que las trasferencias de 

datos personales que puedan ser calificadas como repetidas, masivas o estructurales se 

lleven acabo, siempre que sea posible y precisamente como consecuencia de estas 

características importantes, en un marco legal específico (por ejemplo, contratos o 

normas corporativas vinculantes). El Grupo de trabajo reconoce, por otra parte, que 

habrá casos en los que las transferencias masivas o repetidas puedan llevarse a cabo de 

forma legítima sobre la base de lo dispuesto en el artículo 26.1, cuando recurrir a este 

marco legal sea imposible en la práctica, los riesgos para el interesado sean pequeños y 

sean de aplicación los artículos 6, 7 y 8. Un ejemplo pertinente al respecto lo 

constituyen las transferencias internacionales de dinero que siguen efectuándose a diario 

y de forma masiva. 
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Así pues, incluso en ciertos casos en los que la legitimidad de la transferencia se 

derivaría de uno de los casos enumerados en el artículo 26.1, el Grupo de trabajo 

recomienda que factores adicionales tales como el tamaño de la transferencia prevista o 

los riesgos inducidos para los interesados lleven al responsable del tratamiento a 

celebrar un contrato o a desarrollar normas corporativas vinculantes para llevarlo a 

cabo. 

Por último, ni que decir tiene que acogerse a las excepciones del artículo 26.1 no 

debería llevar en ningún caso a una situación en la que se conculquen derechos 

fundamentales. 

Cuando introdujo estas excepciones al principio de protección adecuada contemplado en 

la Directiva, el legislador europeo consideró se justificaban siempre que fueran 

compatibles con la protección de los derechos fundamentales de las personas y el libre 

flujo de información internacional. Dicho de otro modo, aunque los casos enumerados 

en el artículo 26.1 pueden constituir una excepción al principio de garantía de 

protección adecuada por parte del tercer país, no ofrecen exenciones adicionales al 

principio de respeto de los derechos fundamentales. 

Las autoridades nacionales de protección de datos deberán velar por que estas 

excepciones se apliquen en situaciones que no impliquen conculcación de los derechos 

fundamentales de los interesados y que correspondan a la necesidad de mantener una 

interpretación estricta de las mismas. A este respecto, si hay razones suficientes que lo 

justifican, las autoridades pueden intervenir en todo momento y recomendar que una 

transferencia internacional de datos se lleve a cabo con las garantías oportunas en el 

sentido de lo dispuesto en el artículo 26.2 en lugar de aplicando las excepciones 

contempladas en el artículo 26.1. 

2. INTERPRETACIÓN ESPECÍFICA DE LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 

26.1 

Además de los comentarios generales recogidos en el capítulo anterior, el Grupo de 

trabajo desea ofrecer también algunas directrices en cuanto al significado específico de 

cada una de las excepciones enumeradas en el artículo 26.1. Estas directrices se 

elaboraron a partir de la experiencia del Grupo de trabajo y de las autoridades 

nacionales de protección de datos personales en este campo, y en el buen entendido de 

que se diera a la redacción de las excepciones su significado natural, es decir, que no 

estuviera constreñida ni ampliada de manera artificial. 
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2.1 CONSENTIMIENTO (ARTÍCULO 26.1.a)) 

En el artículo 26.1.a) se establece que se podrá realizar una transferencia de datos 

personales a un país que no garantice un nivel de protección adecuada, siempre y 

cuando "el interesado haya dado su consentimiento inequívocamente a la transferencia 

prevista". 

Como ya se indicó en el anterior documento WP 12 del Grupo de trabajo, un elemento 

importante es que, para que este consentimiento sea válido, sean cuales sean las 

circunstancias en las que se concede, ha de ser una manifestación de voluntad, libre, 

específica e informada de los deseos del interesado, como lo define el artículo 2.h) de la 

Directiva. 

- El consentimiento se ha de dar de forma clara e inequívoca 

Por tratarse de un acto positivo, la importancia del consentimiento excluye de facto 

cualquier sistema por el que el interesado sólo tendría derecho a oponerse a la 

transferencia después de haberse producido: para que una transferencia pueda llevarse a 

efecto se ha de exigir el consentimiento específico para la misma. Cualquier duda que 

surja en relación con el otorgamiento del consentimiento haría inaplicable esta 

excepción. Por tanto, como el Grupo de trabajo señala en su documento WP12, “esto 

podría significar que en muchas situaciones en que el consentimiento se da por 

sobreentendido (por ejemplo, porque la persona ha sido informada de una transferencia 

y no se ha opuesto), la excepción no resultaría aplicable”. 

Además, en su dictamen sobre la interpretación del artículo 13 de la Directiva sobre la 

intimidad y las comunicaciones electrónicas10, que introdujo un sistema uniforme para 

las comunicaciones de venta directa a las personas, el Grupo de trabajo elaboró una 

serie de directrices sobre la interpretación del concepto de “consentimiento previo” en el 

contexto específico de las comunicaciones electrónicas, y en especial en Internet. Es útil 

hacer referencia a estas directrices en el presente documento, puesto que a veces el 

consentimiento del interesado a la realización de una transferencia puede solicitarse por 

Internet. En especial, el Grupo de trabajo recomendó que en los sitios de Internet se 

utilizas en casillas que habían de ser marcadas por el interesado para manifestar su 

consentimiento previo; la utilización de casillas ya marcadas no cumple la condición de 

que el consentimiento ha de ser una indicación clara e inequívoca de intenciones. 

- El consentimiento debe darse libremente 
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No se puede considerar válido el consentimiento dado por un interesado que no haya 

gozado de la oportunidad de hacer una verdadera elección o que se haya encontrado 

frente a un hecho consumado. 

Por esta razón, el Grupo de trabajo se ha planteado si el consentimiento puede ser 

utilizado de forma válida para transferir datos de reservas (datos PNR) de compañías 

aéreas europeas a las autoridades de EE.UU. Es evidente que cabía preguntarse si los 

pasajeros podían dar libremente su consentimiento cuando las compañías aéreas están 

obligadas a enviar los datos antes de la salida del vuelo, por lo que, si quieren volar, los 

pasajeros no tienen elección posible. 

En relación con este asunto, el Grupo de trabajo desea llamar la atención sobre el hecho 

de que pueden plantearse determinadas dificultades a la hora de considerar que un 

interesado ha dado su consentimiento libremente en un contexto laboral, como 

consecuencia de la relación de subordinación entre el empleador y el empleado. En este 

contexto, por consentimiento válido se entiende que el empleado ha de poder darlo sin 

sufrir daño alguno, o retirarlo, si cambia de opinión. En tales situaciones de dependencia 

jerárquica, la negativa o las reservas de un empleado en relación con una transferencia 

podrían sin duda causarle un perjuicio moral o material, que es completamente contrario 

a la letra y al espíritu de la normativa europea de protección de datos personales. El 

Grupo de trabajo reconoce, sin embargo, que habrá casos en los que sea preciso que un 

empresario se base en el consentimiento, como, por ejemplo, en una organización 

internacional en la que los empleados quieran aprovecharse de oportunidades que surjan 

en un tercer país. 

En este contexto, el Grupo de trabajo invitaría a los empresarios a no basarse 

exclusivamente en el consentimiento de sus empleados cuando transfieran datos, salvo 

en aquellos casos en los que no quepa la menor duda de que los empleados no van a 

sufrir consecuencias de ningún tipo, de no dar su consentimiento a una transferencia, o 

si han dado su consentimiento pero posteriormente desean retirarlo, cuando sea posible. 

Además, a la luz de la experiencia adquirida, el Grupo de trabajo sugiere que es 

improbable que el consentimiento ofrezca un marco adecuado a largo plazo para los 

responsables del tratamiento en casos de transferencias repetidas o incluso estructurales 

para el tratamiento de que se trate. De hecho, especialmente si la transferencia es parte 

intrínseca del tratamiento principal (por ejemplo, centralización de una base de datos de 

recursos humanos a escala mundial, que, para ser operativa, ha de ser alimentada 

mediante transferencias de datos de forma permanente y sistemática), cabe la 
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posibilidad de que los responsables del tratamiento se encuentre en situaciones 

insolubles, si sólo uno de los interesados decidiese con posterioridad retirar su 

consentimiento. En rigor, ya no podrían ser transferidos los datos relativos a una 

persona que haya retirado su consentimiento; de no ser así, la transferencia seguiría 

basándose parcialmente en el consentimiento del interesado, si bien habría que 

encontrar una solución alternativa (un contrato, normas corporativas vinculantes, etc.) 

para los datos relativos a interesados que hayan retirado su consentimiento. Por 

consiguiente, es posible que basarse en el consentimiento constituya una “falsa buena 

solución”, simple a primera vista pero compleja y engorrosa en realidad. 

- El consentimiento debe ser específico 

Además, para constituir un fundamento jurídico válido para una posible transferencia de 

datos, el interesado ha de dar específicamente su consentimiento para una transferencia 

concreta o una categoría específica de transferencias. 

Puesto que el consentimiento debe ser específico, a veces resulta imposible obtener el 

consentimiento previo del interesado para una transferencia futura, si, por ejemplo, las 

circunstancias específicas de una transferencia no se conocen en el momento en que se 

solicite el consentimiento, con lo que no se puede evaluar la repercusión en el 

interesado. 

Para citar un ejemplo, digamos que, para obtener los datos de su clientela para un fin 

específico, una empresa no puede solicitarles que den su consentimiento previo a la 

transferencia de sus datos a un tercer país en el supuesto de que la empresa sea 

absorbida por otra. No obstante, es posible que una persona pueda dar su 

consentimiento de forma válida por adelantado a la transferencia de sus datos a un tercer 

país, cuando los pormenores de la transferencia esté predeterminados, especialmente por 

lo que se refiere a la finalidad y categorías de los destinatarios. 

- El consentimiento debe ser informado 

Esta condición reviste especial importancia, ya que exige que el interesado haya sido 

informado adecuadamente por adelantado de las circunstancias específicas de la 

transferencia (su finalidad, la identidad y datos pormenorizados de los destinatarios, 

etc.), con arreglo al principio general de lealtad. 

La información que se ofrezca a los interesados deberá incluir también la relativa al 

riesgo específico derivado del hecho de que sus datos se transferirán a un país que no 

ofrece un nivel adecuado de protección. Sólo si se le facilita esta información podrá el 
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interesado dar su consentimiento con pleno conocimiento de causa; de no ser así, la 

excepción no será de aplicación. 

El Grupo de trabajo ha observado que en ocasiones resulta complicado obtener el 

consentimiento por problemas de tipo práctico, especialmente cuando no existe contacto 

directo entre el responsable del tratamiento y los interesados (si bien la solución que 

figura en el artículo 26.2 resulta en ocasiones más sencilla de aplicar). Sean cuales 

fueren las dificultades, el responsable del tratamiento ha de estar en condiciones de 

demostrar en todos los casos que, en primer lugar, ha obtenido el consentimiento de 

todos y cada uno de los interesados y, en segundo lugar, que este consentimiento se dio 

disponiendo de una información lo suficientemente precisa, sin olvidar los datos 

relativos a la falta de protección en el tercer país. 

2.2 TRANSFERENCIA NECESARIA PARA LA EJECUCIÓN DE UN  

CONTRATO ENTRE EL INTERESADO Y EL RESPONSABLE DEL 

TRATAMIENTO O PARA LA EJECUCIÓN DE MEDIDAS 

PRECONTRACTUALES ADOPTADAS A INSTANCIAS DEL INTERES ADO 

(ARTICULO 26. 1.b)) 

En su documento de trabajo WP12, el Grupo de trabajo señaló que, aunque da la 

impresión de que el ámbito de aplicación de estas excepciones relativas a la ejecución 

del contrato es potencialmente muy amplio, en la práctica se encuentra limitado por el 

criterio de “necesidad”. 

De hecho, el Grupo de trabajo es consciente de que, con independencia de la 

interpretación general del articulo 26.1 y de las restantes recomendaciones mencionadas 

en el capítulo 1.3 del presente documento, esta “prueba de necesidad” podría limitar en 

sí misma el número de casos en los que se puede recurrir a las diferentes excepciones 

contempladas en el artículo 26.1, que hacen referencia a este concepto de “necesidad” 

(artículo 26.1.b) a e). 

En el caso del artículo 26.1.b), una transferencia de datos a un tercer país que no ofrezca 

la protección adecuada sólo se puede acoger a la excepción contemplada en el artículo 

26.1.b), si puede ser considerada necesaria para la ejecución del contrato en cuestión o 

la ejecución de medidas precontractuales adoptadas a petición del interesado. Esta 

“prueba de necesidad” exige una relación estrecha y sustancial entre el interesado y el 

objeto del contrato. 

Así pues, a ciertos grupos internacionales les gustaría poder acogerse a esta excepción 

para transferir datos de sus empleados de una filial a la empresa matriz, con objeto, por 
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ejemplo, de descentralizar las funciones de gestión de pagos y recursos humanos del 

grupo. Estos grupos internacionales están convencidos de que estas transferencias 

podrían ser consideradas necesarias para la ejecución del contrato de trabajo suscrito 

entre el empleado y el responsable del tratamiento. El Grupo de trabajo estima que esta 

interpretación es excesiva, dado que resulta muy cuestionable que el concepto de un 

contrato laboral pueda ser interpretado de forma tan amplia, ya que no existe un vínculo 

directo y objetivo entre la ejecución de un contrato laboral y la transferencia de datos. 

Además, una interpretación estricta de esta excepción significa que los datos 

transferidos han de ser verdaderamente necesarios a los efectos de la ejecución del 

contrato o de las medidas precontractuales antes mencionadas. 

Por esta razón, en su dictamen sobre el PNR de 24 de octubre de 2002 el Grupo de 

trabajo se negó a considerar que esta condición podía aplicarse a las transferencias de 

los datos relativos a los pasajeros aéreos a las autoridades de EE.UU., debido al ámbito 

de aplicación de los datos transferidos, algunos de los cuales no pueden considerarse 

"necesarios" para la ejecución del contrato de transporte. 

Antes al contrario, esta excepción constituiría un fundamento jurídico aceptable para la 

transferencia efectuada por agencias de viaje de los datos personales relativos a sus 

clientes individuales a hoteles u otros socios comerciales que intervengan en la 

organización de la estancia de dichos clientes. 

Por último, esta excepción no puede aplicarse a las transferencias de información 

adicional que no sean necesarias a efectos de la transferencia, o a las transferencias 

destinadas a una finalidad distinta de la ejecución del contrato. De forma más general, 

las excepciones contempladas en el artículo 26.1.b) a e) sólo permiten que los datos que 

resultan necesarios a efectos de la transferencia puedan ser transferidos sobre la base de 

excepciones individuales; para los datos adicionales, se deberán emplear otros medios 

para acreditar la adecuación. 

2.3 TRANSFERENCIA NECESARIA PARA LA CELEBRACIÓN O 

EJECUCIÓN DE UN CONTRATO CELEBRADO EN INTERÉS DEL 

INTERESADO ENTRE EL RESPONSABLE DEL TRATAMIENTO Y U N 

TERCERO (ARTÍCULO 26.1.c)) 

La interpretación de esta disposición es necesariamente similar a la anterior, es decir, 

que no se puede considerar que una transferencia de datos a un tercer país que no 

garantice la protección se acoja a la excepción contemplada en el artículo 
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26.1.c), a menos que pueda ser considerada verdaderamente “necesaria para la 

celebración o ejecución de un contrato celebrado o por celebrar en interés del 

interesado, entre el responsable del tratamiento y un tercero”, y pasar la correspondiente 

“prueba de necesidad”. En el caso que nos ocupa, esta prueba exige que exista un 

vínculo estrecho y sustancial entre el interés del interesado y el objeto del contrato. 

Algunos responsables del tratamiento han expresado en ocasiones el deseo de acogerse 

a esta excepción para poder llevar a efecto transferencias internacionales de datos 

relativos a sus empleados o proveedores, establecidos fuera de la UE, a los que 

subcontrata la gestión del pago de sus nóminas. En su opinión, estas transferencias 

serían necesarias para la ejecución de sus contratos de externalización y serían en 

interés del interesado, puesto que la finalidad de la transferencia es la gestión del pago 

de las nóminas de los empleados. En este caso, sin embargo, el Grupo de trabajo 

considera que no se ha acreditado el vínculo estrecho sustancial entre el interés del 

interesado y el objeto del contrato, y que la excepción no es de aplicación. 

Por otra parte, a ciertos grupos internacionales les gustaría poder aplicar esta excepción 

al gestionar regímenes de opciones sobre acciones para determinadas categorías de 

empleados. Para ello, estos grupos han recurrido tradicionalmente a los servicios de 

proveedores financieros especializados en la gestión de este tipo de regímenes, 

establecidos en países terceros. Los grupos estiman que las transferencias podrían 

efectuarse, por tanto, a este proveedor de servicios con el fin de ejecutar el contrato 

celebrado entre el proveedor y el responsable del tratamiento, en interés de los 

beneficiarios del régimen. 

Si un responsable del tratamiento tuviera que basarse en lo dispuesto en el artículo 

26.1.c) para aplicar estas medidas, y dado que el Grupo de trabajo alberga dudas sobre 

la validez de esta interpretación, los responsables del tratamiento tendrían que garantizar 

a una autoridad de protección de datos que los datos transferidos son necesarios para la 

ejecución de dicho contrato, con arreglo a la interpretación estricta de “necesario”. 

El Grupo de trabajo quiere dejar claro que esta interpretación no implica en modo 

alguno que tenga una opinión negativa de la elección por parte de los responsables del 

tratamiento de recurrir a encargados del tratamiento de datos en terceros países, sino que 

simplemente desea insistir en la conveniencia de basarse en un instrumento 

contemplado en el artículo 26.2 (en la práctica, un contrato) para iniciar transferencias 

de datos en estos casos. 

2.4 TRANSFERENCIA NECESARIA O LEGALMENTE EXIGIDA PA RA LA 
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SALVAGUARDIA DE UN INTERÉS PÚBLICO IMPORTANTE, O PA RA EL 

RECONOCIMIENTO, EJERCICIO O DEFENSA DE UN DERECHO E N UN 

PROCEDIMIENTO JUDICIAL (ARTICULO 26.1.d)) 

Las excepciones contempladas en el artículo 26.1.d) deben interpretarse con arreglo al 

mismo criterio estricto que se aplica en los apartados anteriores. 

El Grupo de trabajo ya ha dado una interpretación restrictiva del concepto de "motivos 

de interés público importantes" en su dictamen sobre el PNR de 24 de octubre de 2002. 

En él rechazó el uso de esta excepción para justificar la transferencia de datos relativos 

a pasajeros aéreos a las autoridades de EE.UU. por motivos de interés público 

importantes por dos razones: en primer lugar, no se había acreditado la necesidad de 

llevar a cabo dicha transferencia, y, en segundo lugar, no parece aceptable que una 

decisión unilateral adoptada por un tercer país, alegando motivos específicos de interés 

público importantes, conduzca a efectuar con regularidad transferencias masivas de 

datos protegidos por la Directiva. 

Sobre este punto, los redactores de la Directiva establecieron que, a este respecto, los 

únicos intereses públicos importantes validos son los establecidos por la legislación 

nacional aplicable a los responsables del tratamiento establecidos en la UE. Cualquier 

otra interpretación haría muy sencillo que una autoridad extranjera eludiese el requisito 

de protección adecuada en el país destinatario, que establece la Directiva 95/46. 

Por otra parte, el considerando 58 de la Directiva 95/46 hace referencia, por lo que se 

refiere a esta disposición, a los casos en los que los intercambios internacionales de 

datos podrían ser necesarios “entre las administraciones fiscales o aduaneras de 

diferentes países” o “entre los servicios competentes en materia de seguridad social”. 

Esta especificación, que parece referirse exclusivamente a las investigaciones de casos 

concretos, explica que esta excepción sólo pueda ser utilizada si la transferencia es de 

interés para las propias autoridades de un Estado miembro de la UE, y no solamente 

para una o más autoridades públicas del tercer país. 

El Grupo de trabajo subraya que el concepto de “reconocimiento, ejercicio o defensa de 

un derecho en un procedimiento judicial” ha de estar sujeto una vez más en este caso a 

interpretación estricta. Así pues, por ejemplo, la matriz de una multinacional, 

establecida en un tercer país, podría ser llevada ante los tribunales por un empleado del 

grupo que ejerza actualmente sus funciones en una de sus filiales europeas. La 

excepción prevista en el artículo 26.1.d) parece permitir a la empresa que solicite 
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legalmente a la filial europea la transferencia de determinados datos relativos al 

empleado, si tales datos fuesen necesarios para su defensa. 

En cualquier caso, esta excepción no puede utilizarse para justificar la transferencia de 

todos los ficheros del empleado a la empresa matriz del grupo, alegando la posibilidad 

de que algún día se empleen en tales procedimientos judiciales. 

Además, esta excepción sólo puede aplicarse si se han cumplido las normas por las que 

se rigen los procedimientos penales o civiles aplicables a este tipo de situación 

internacional, especialmente si tenemos en cuenta que emanan de las exposiciones de 

los Convenios de La Haya de 18 de marzo de 1970 (Convenio sobre la “obtención de 

pruebas") 15 y de 25 de octubre de 1980 (Convenio sobre el " acceso a la justicia") 16. 

2.5 TRANSFERENCIA NECESARIA PARA PROTEGER LOS INTER ESES 

VITALESDEL INTERESADO (ARTÍCULO 26.1.e)) 

La excepción prevista en el artículo 26.1.e) se aplica obviamente cuando se transfieren 

datos en caso de urgencia médica, cuando se considere que son directamente necesarios 

para prestar la asistencia médica requerida. 

Así pues, por ejemplo, ha de ser posible transferir datos de forma legal (incluidos 

determinados datos personales) si el interesado está inconsciente y necesita asistencia 

médica urgente, y sólo su médico habitual, establecido en un país de la UE, puede 

facilitar tales datos. En estos casos sería absurdo imponer cualquier otro tipo de 

requisito para transferir los datos legalmente. 

La transferencia debe referirse al interés personal del interesado y, cuando esté 

relacionada con datos médicos, ha de ser necesaria para realizar un diagnóstico básico. 

Por consiguiente, esta excepción no podría utilizarse para justificar la transferencia de 

datos médicos personales a personas responsables del tratamiento y establecidas fuera 

de la UE, si su finalidad no es la de tratar el caso específico del interesado sino, por 

ejemplo, llevar a cabo una investigación médica general que no va a arrojar resultados 

hasta algún tiempo después. En estos casos, habría que cumplir los requisitos 

alternativos establecidos en el artículo 26.2 de la Directiva. 

2.6 TRANSFERENCIA REALIZADA DESDE UN REGISTRO PÚBLI CO 

(ARTÍCULO 26.1.f) 

La excepción contemplada en el artículo 26.1.f) se refiere a transferencias "desde un 

registro público que, en virtud de disposiciones legales o reglamentarias, esté concebido 

para facilitar información al público y esté abierto a la consulta por el público en 
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general o por cualquier persona que pueda demostrar un interés legítimo, siempre que se 

cumplan, en cada caso particular, las condiciones que establece la ley para la consulta”. 

Esta disposición de la Directiva es una consecuencia lógica de la naturaleza abierta de 

los registros mencionados, que pueden ser consultados libremente. Si un registro de este 

tipo puede ser consultado por cualquier persona en el interior del país o por cualquiera 

que tenga un interés legítimo, parece lógico que se permita su consulta a cualquier 

persona establecida en un tercer país. 

Sin embargo, esta libertad de transferir datos no puede ser total. El considerando 58 de 

la Directiva declara que "en tal caso dicha transferencia no debe afectar a la totalidad de 

los datos o las categorías de datos que contenga el mencionado registro". 

No estaría en consonancia con el espíritu de lo dispuesto en el artículo 26.1.f), si este 

fundamento jurídico para proceder a la transferencia se emplease para vaciar de 

contenido tales registros, con el riesgo de que entidades establecidas en terceros países 

pudieran emplearlos, en último término, para fines distintos de aquéllos para los que se 

concibieron originalmente. 

Además, el considerando 58 añade que "cuando la finalidad de un registro sea la 

consulta por parte de personas que tengan un interés legítimo, la transferencia sólo 

debería poder efectuarse a petición de dichas personas o cuando éstas sean las 

destinatarias”. Cabe imaginarse que esta excepción podría ser utilizada, en aplicación 

del derecho nacional, por una persona nacida en un Estado miembro de la UE pero 

residente en un tercer país, para obtener extractos de sus certificados de estado civil de 

su lugar de nacimiento para residir de forma permanente en su nuevo país de residencia. 

En todo caso, habrá que hacer referencia a las leyes y reglamentaciones del Estado 

miembro de la UE en que se creó el registro para verificar si esta excepción puede 

aplicarse en determinados casos específicos. En especial, estas leyes y reglamentaciones 

definirán los conceptos de "concebido para facilitar información al público” y de 

“interés legítimo” sobre la base de los cuales podría utilizarse la excepción. 

3. CONCLUSIÓN 

Como se indica en la introducción, con el presente documento de trabajo se pretende 

ofrecer directrices para interpretar las excepciones contempladas en el artículo 26.1 de 

la Directiva 95/46/CE de 24 de octubre de 1995. 

En él, el Grupo de trabajo mantiene su interpretación anterior, expuesta en su 

documento de trabajo WP12, según la cual todas las excepciones enumeradas en el 

artículo 26.1 deben interpretarse de forma estricta. 
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Sin embargo, en este contexto de rápido incremento de las transferencias internacionales 

de datos que se ha producido en los últimos años, y que la práctica diaria de las 

autoridades nacionales de protección de datos considera obvio, el Grupo de trabajo 

considera necesario ofrecer recomendaciones adicionales por lo que se refiere a la 

aplicación de estas disposiciones. 

Con ello, el Grupo de trabajo se muestra particularmente sensible a la preocupación de 

que los diversos argumentos legales que la Directiva ofrece como base para las 

transferencias internacionales de datos deberían utilizarse de manera coherente, y en 

todo caso de forma que no menoscabe el principio de protección adecuada, consagrado 

en el artículo 25 de la Directiva. 

A este respecto, el Grupo de trabajo recomienda que el presente documento se lea 

conjuntamente con los demás documentos que ha adoptado anteriormente en el campo 

de las transferencias internacionales de datos, y especialmente con el documento 

WP74. 

El Grupo de trabajo expresa su deseo de que los responsables del tratamiento de datos 

hagan uso de las excepciones del artículo 26.1 de conformidad con las recomendaciones 

expuestas en el presente documento. 
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LEY ORGÁNICA 15/1999, DE 13 DE DICIEMBRE, DE 

PROTECCIÓN DE DATOS DE CARÁCTER PERSONAL  

 
(Cambio denominación por artículo 79 Ley 62/2003, de 30 de noviembre: Las 

referencias a la Agencia de Protección de Datos deberán entenderse realizadas a la 

Agencia Española de Protección de Datos).  

TÍTULO I  

DISPOSICIONES GENERALES  

Artículo 1. Objeto  

La presente Ley Orgánica tiene por objeto garantizar y proteger, en lo que concierne al 

tratamiento de los datos personales, las libertades públicas y los derechos fundamentales 

de las personas físicas, y especialmente de su honor e intimidad personal y familiar.  

Artículo 2. Ámbito de aplicación  

1. La presente Ley Orgánica será de aplicación a los datos de carácter personal 

registrados en soporte físico que los haga susceptibles de tratamiento, y a toda 

modalidad de uso posterior de estos datos por los sectores público y privado.  

Se regirá por la presente Ley Orgánica todo tratamiento de datos de carácter 

personal:  

a) Cuando el tratamiento sea efectuado en territorio español en el marco de las 

actividades de un establecimiento del responsable del tratamiento.  

b) Cuando al responsable del tratamiento no establecido en territorio español, le sea de 

aplicación la legislación española en aplicación de normas de Derecho Internacional 

público.  

c) Cuando el responsable del tratamiento no esté establecido en territorio de la Unión 

Europea y utilice en el tratamiento de datos medios situados en territorio español, salvo 

que tales medios se utilicen únicamente con fines de tránsito.  

2. El régimen de protección de los datos de carácter personal que se establece en la 

presente Ley Orgánica no será de aplicación:  

a) A los ficheros mantenidos por personas físicas en el ejercicio de actividades 

exclusivamente personales o domésticas.  
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b) A los ficheros sometidos a la normativa sobre protección de materias clasificadas. 

c) A los ficheros establecidos para la investigación del terrorismo y de formas graves de 

delincuencia organizada. No obstante, en estos supuestos el responsable del fichero 

comunicará previamente la existencia del mismo, sus características generales y su 

finalidad a la Agencia de Protección de Datos.  

3. Se regirán por sus disposiciones específicas, y por lo especialmente previsto, en su 

caso, por esta Ley Orgánica los siguientes tratamientos de datos personales:  

a) Los ficheros regulados por la legislación de régimen electoral.  

b) Los que sirvan a fines exclusivamente estadísticos, y estén amparados por la 

legislación estatal o autonómica sobre la función estadística pública.  

c) Los que tengan por objeto el almacenamiento de los datos contenidos en los informes 

personales de calificación a que se refiere la legislación del Régimen del personal de las 

Fuerzas Armadas.  

d) Los derivados del Registro Civil y del Registro Central de penados y rebeldes.  

e) Los procedentes de imágenes y sonidos obtenidos mediante la utilización de 

videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, de conformidad con la 

legislación sobre la materia.  

Artículo 3. Definiciones  

A los efectos de la presente Ley Orgánica se entenderá por: 

a) Datos de carácter personal: Cualquier información concerniente a personas físicas 

identificadas o identificables.  

b) Fichero: Todo conjunto organizado de datos de carácter personal, cualquiera que 

fuere la forma o modalidad de su creación, almacenamiento, organización y acceso.  

c) Tratamiento de datos: Operaciones y procedimientos técnicos de carácter 

automatizado o no, que permitan la recogida, grabación, conservación, elaboración, 

modificación, bloqueo y cancelación, así como las cesiones de datos que resulten de 

comunicaciones, consultas, interconexiones y transferencias.  

d) Responsable del fichero o tratamiento: Persona física o jurídica, de naturaleza pública 

o privada, u órgano administrativo, que decida sobre la finalidad, contenido y uso del 

tratamiento.  

e) Afectado o interesado: Persona física titular de los datos que sean objeto del 

tratamiento a que se refiere el apartado c) del presente artículo.  
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f) Procedimiento de disociación: Todo tratamiento de datos personales de modo que la 

información que se obtenga no pueda asociarse a persona identificada o identificable.  

g) Encargado del tratamiento: La persona física o jurídica, autoridad pública, servicio o 

cualquier otro organismo que, solo o conjuntamente con otros, trate datos personales 

por cuenta del responsable del tratamiento.  

h) Consentimiento del interesado: Toda manifestación de voluntad, libre, inequívoca, 

específica e informada, mediante la que el interesado consienta el tratamiento de datos 

personales que le conciernen.  

i) Cesión o comunicación de datos: Toda revelación de datos realizada a una persona 

distinta del interesado.  

j) Fuentes accesibles al público: Aquellos ficheros cuya consulta puede ser realizada por 

cualquier persona, no impedida por una norma limitativa, o sin más exigencia que, en su 

caso, el abono de una contraprestación. Tienen la consideración de fuentes de acceso 

público, exclusivamente, el censo promocional, los repertorios telefónicos en los 

términos previstos por su normativa específica y las listas de personas pertenecientes a 

grupos de profesionales que contengan únicamente los datos de nombre, título, 

profesión, actividad, grado académico, dirección e indicación de su pertenencia al 

grupo. Asimismo, tienen el carácter de fuentes de acceso público, los Diarios y 

Boletines oficiales y los medios de comunicación.  

TÍTULO II  

PRINCIPIOS DE LA PROTECCIÓN DE DATOS  

Artículo 4. Calidad de los datos  

1. Los datos de carácter personal sólo se podrán recoger para su tratamiento, así como 

someterlos a dicho tratamiento, cuando sean adecuados, pertinentes y no excesivos en 

relación con el ámbito y las finalidades determinadas, explícitas y legítimas para las que 

se hayan obtenido.  

2. Los datos de carácter personal objeto de tratamiento no podrán usarse para 

finalidades incompatibles con aquellas para las que los datos hubieran sido recogidos. 

No se considerará incompatible el tratamiento posterior de éstos con fines históricos, 

estadísticos o científicos.  

3. Los datos de carácter personal serán exactos y puestos al día de forma que respondan 

con veracidad a la situación actual del afectado.  
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4. Si los datos de carácter personal registrados resultaran ser inexactos, en todo o en 

parte, o incompletos, serán cancelados y sustituidos de oficio por  los correspondientes 

datos rectificados o completados, sin perjuicio de las facultades que a los afectados 

reconoce el artículo 16.  

5. Los datos de carácter personal serán cancelados cuando hayan dejado de ser 

necesarios o pertinentes para la finalidad para la cual hubieran sido recabados o 

registrados.  

No serán conservados en forma que permita la identificación del interesado durante un 

período superior al necesario para los fines en base a los cuales hubieran sido recabados 

o registrados.  

Reglamentariamente se determinará el procedimiento por el que, por excepción, 

atendidos los valores históricos, estadísticos o científicos de acuerdo con la legislación 

específica, se decida el mantenimiento íntegro de determinados datos.  

6. Los datos de carácter personal serán almacenados de forma que permitan el ejercicio 

del derecho de acceso, salvo que sean legalmente cancelados.  

7. Se prohíbe la recogida de datos por medios fraudulentos, desleales o ilícitos.  

Artículo 5. Derecho de información en la recogida de datos.  

1. Los interesados a los que se soliciten datos personales deberán ser previamente 

informados de modo expreso, preciso e inequívoco:  

a) De la existencia de un fichero o tratamiento de datos de carácter personal, de la 

finalidad de la recogida de éstos y de los destinatarios de la información.  

b) Del carácter obligatorio o facultativo de su respuesta a las preguntas que les sean 

planteadas.  

c) De las consecuencias de la obtención de los datos o de la negativa a suministrarlos.  

d) De la posibilidad de ejercitar los derechos de acceso, rectificación, cancelación y 

oposición.  

e) De la identidad y dirección del responsable del tratamiento o, en su caso, de su 

representante.  

Cuando el responsable del tratamiento no esté establecido en el territorio de la Unión 

Europea y utilice en el tratamiento de datos medios situados en territorio español, 

deberá designar, salvo que tales medios se utilicen con fines de tránsito, un 

representante en España, sin perjuicio de las acciones que pudieran emprenderse contra 

el propio responsable del tratamiento.  
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2. Cuando se utilicen cuestionarios u otros impresos para la recogida, figurarán en los 

mismos, en forma claramente legible, las advertencias a que se refiere el apartado 

anterior.  

3. No será necesaria la información a que se refieren las letras b), c) y d) del apartado 1 

si el contenido de ella se deduce claramente de la naturaleza de los datos personales que 

se solicitan o de las circunstancias en que se recaban.  

4. Cuando los datos de carácter personal no hayan sido recabados del interesado, éste 

deberá ser informado de forma expresa, precisa e inequívoca, por el responsable del 

fichero o su representante, dentro de los tres meses siguientes al momento del registro 

de los datos, salvo que ya hubiera sido informado con anterioridad, del contenido del 

tratamiento, de la procedencia de los datos, así como de lo previsto en las letras a), d) y 

e) del apartado 1 del presente artículo.  

5. No será de aplicación lo dispuesto en el apartado anterior cuando expresamente una 

Ley lo prevea, cuando el tratamiento tenga fines históricos, estadísticos o científicos, o 

cuando la información al interesado resulte imposible o exija esfuerzos 

desproporcionados, a criterio de la Agencia de Protección de Datos o del organismo 

autonómico equivalente, en consideración al número de interesados, a la antigüedad de 

los datos y a las posibles medidas compensatorias.  

Asimismo, tampoco regirá lo dispuesto en el apartado anterior cuando los datos 

procedan de fuentes accesibles al público y se destinen a la actividad de publicidad o 

prospección comercial, en cuyo caso, en cada comunicación que se dirija al interesado 

se le informará del origen de los datos y de la identidad del responsable del tratamiento 

así como de los derechos que le asisten.  

Artículo 6. Consentimiento del afectado  

1. El tratamiento de los datos de carácter personal requerirá el consentimiento 

inequívoco del afectado, salvo que la Ley disponga otra cosa.  

2. No será preciso el consentimiento cuando los datos de carácter personal se recojan 

para el ejercicio de las funciones propias de las Administraciones Públicas en el ámbito 

de sus competencias; cuando se refieran a las partes de un contrato o precontrato de una 

relación negocial, laboral o administrativa y sean necesarios para su mantenimiento o 

cumplimiento; cuando el tratamiento de los datos tenga por finalidad proteger un interés 

vital del interesado en los términos del artículo 7 apartado 6 de la presente Ley, o 

cuando los datos figuren en fuentes accesibles al público y su tratamiento sea necesario 
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para la satisfacción del interés legítimo perseguido por el responsable del fichero o por 

el del tercero a quien se comuniquen los datos, siempre que no se vulneren los derechos 

y libertades fundamentales del interesado.  

3. El consentimiento a que se refiere el artículo podrá ser revocado cuando exista causa 

justificada para ello y no se le atribuyan efectos retroactivos.  

4. En los casos en los que no sea necesario el consentimiento del afectado para el 

tratamiento de los datos de carácter personal, y siempre que una Ley no disponga lo 

contrario, éste podrá oponerse a su tratamiento cuando existan motivos fundados y 

legítimos relativos a una concreta situación personal. En tal supuesto, el responsable del 

fichero excluirá del tratamiento los datos relativos al afectado.  

Artículo 7. Datos especialmente protegidos  

1. De acuerdo con lo establecido en el apartado 2 del artículo 16 de la Constitución, 

nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.  

Cuando en relación con estos datos se proceda a recabar el consentimiento a que se 

refiere el apartado siguiente, se advertirá al interesado acerca de su derecho a no 

prestarlo.  

2. Sólo con el consentimiento expreso y por escrito del afectado podrán ser objeto de 

tratamiento los datos de carácter personal que revelen la ideología, afiliación sindical, 

religión y creencias. Se exceptúan los ficheros mantenidos por los partidos políticos, 

sindicatos, iglesias, confesiones o comunidades religiosas y asociaciones, fundaciones y 

otras entidades sin ánimo de lucro, cuya finalidad sea política, filosófica, religiosa o 

sindical, en cuanto a los datos relativos a sus asociados o miembros, sin perjuicio de que 

la cesión de dichos datos precisará siempre el previo consentimiento del afectado.  

3. Los datos de carácter personal que hagan referencia al origen racial, a la salud y a la 

vida sexual sólo podrán ser recabados, tratados y cedidos cuando, por razones de interés 

general, así lo disponga una Ley o el afectado consienta expresamente.  

4. Quedan prohibidos los ficheros creados con la finalidad exclusiva de almacenar datos 

de carácter personal que revelen la ideología, afiliación sindical, religión, creencias, 

origen racial o étnico, o vida sexual.  

5. Los datos de carácter personal relativos a la comisión de infracciones penales o 

administrativas sólo podrán ser incluidos en ficheros de las Administraciones Públicas 

competentes en los supuestos previstos en las respectivas normas reguladoras.  
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6. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores podrán ser objeto de tratamiento 

los datos de carácter personal a que se refieren los apartados 2 y 3 de este artículo, 

cuando dicho tratamiento resulte necesario para la prevención o para el diagnóstico 

médicos, la prestación de asistencia sanitaria o tratamientos médicos o la gestión de 

servicios sanitarios, siempre que dicho tratamiento de datos se realice por un profesional 

sanitario sujeto al secreto profesional o por otra persona sujeta asimismo a una 

obligación equivalente de secreto.  

También podrán ser objeto de tratamiento los datos a que se refiere el párrafo anterior 

cuando el tratamiento sea necesario para salvaguardar el interés vital del afectado o de 

otra persona, en el supuesto de que el afectado esté física o jurídicamente incapacitado 

para dar su consentimiento.  

Artículo 8. Datos relativos a la salud  

Sin perjuicio de lo que se dispone en el artículo 11 respecto de la cesión, las 

instituciones y los centros sanitarios públicos y privados y los profesionales 

correspondientes podrán proceder al tratamiento de los datos de carácter personal 

relativos a la salud de las personas que a ellos acudan o hayan de ser tratados en los 

mismos, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación estatal o autonómica sobre 

sanidad.  

Artículo 9. Seguridad de los datos  

1. El responsable del fichero, y, en su caso, el encargado del tratamiento, deberán 

adoptar las medidas de índole técnica y organizativas necesarias que garanticen la 

seguridad de los datos de carácter personal y eviten su alteración, pérdida, tratamiento o 

acceso no autorizado, habida cuenta del estado de la tecnología, la naturaleza de los 

datos almacenados y los riesgos a que están expuestos, ya provengan de la acción 

humana o del medio físico o natural.  

2. No se registrarán datos de carácter personal en ficheros que no reúnan las condiciones 

que se determinen por vía reglamentaria con respecto a su integridad y seguridad y a las 

de los centros de tratamiento, locales, equipos, sistemas y programas.  

3. Reglamentariamente se establecerán los requisitos y condiciones que deban reunir los 

ficheros y las personas que intervengan en el tratamiento de los datos a que se refiere el 

artículo 7 de esta Ley.  
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Artículo 10. Deber de secreto  

El responsable del fichero y quienes intervengan en cualquier fase del tratamiento de los 

datos de carácter personal están obligados al secreto profesional respecto de los mismos 

y al deber de guardarlos, obligaciones que subsistirán aun después de finalizar sus 

relaciones con el titular del fichero o, en su caso, con el responsable del mismo.  

Artículo 11. Comunicación de datos  

 1. Los datos de carácter personal objeto del tratamiento sólo podrán ser 

comunicados a un tercero para el cumplimiento de fines directamente relacionados con 

las funciones legítimas del cedente y del cesionario con el previo consentimiento del 

interesado.  

 2. El consentimiento exigido en el apartado anterior no será preciso:  

a) Cuando la cesión está autorizada en una Ley.  

b) Cuando se trate de datos recogidos de fuentes accesibles al público.  

c) Cuando el tratamiento responda a la libre y legítima aceptación de una relación 

jurídica cuyo desarrollo, cumplimiento y control implique necesariamente la conexión 

de dicho tratamiento con ficheros de terceros. En este caso la comunicación sólo será 

legítima en cuanto se limite a la finalidad que la justifique.  

d) Cuando la comunicación que deba efectuarse tenga por destinatario al Defensor del 

Pueblo, el Ministerio Fiscal o los Jueces o Tribunales o el Tribunal de Cuentas, en el 

ejercicio de las funciones que tiene atribuidas. Tampoco será preciso el consentimiento 

cuando la comunicación tenga como destinatario a instituciones autonómicas con 

funciones análogas al Defensor del Pueblo o al Tribunal de Cuentas.  

e) Cuando la cesión se produzca entre Administraciones Públicas y tenga por objeto el 

tratamiento posterior de los datos con fines históricos, estadísticos o científicos.  

f) Cuando la cesión de datos de carácter personal relativos a la salud sea necesaria para 

solucionar una urgencia que requiera acceder a un fichero o para realizar los estudios 

epidemiológicos en los términos establecidos en la legislación sobre sanidad estatal o 

autonómica.  

 3. Será nulo el consentimiento para la comunicación de los datos de carácter 

personal a un tercero cuando la información que se facilite al interesado no le permita 

conocer la finalidad a que destinarán los datos cuya comunicación se autoriza o el tipo 

de actividad de aquél a quien se pretenden comunicar.  
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4. El consentimiento para la comunicación de los datos de carácter personal tiene 

también un carácter de revocable.  

5. Aquél a quien se comuniquen los datos de carácter personal se obliga, por el 

solo hecho de la comunicación, a la observancia de las disposiciones de la presente Ley. 

6. Si la comunicación se efectúa previo procedimiento de disociación, no será 

aplicable lo establecido en los apartados anteriores.  

Artículo 12. Acceso a los datos por cuenta de terceros  

1. No se considerará comunicación de datos el acceso de un tercero a los datos cuando 

dicho acceso sea necesario para la prestación de un servicio al responsable del 

tratamiento.  

2. La realización de tratamientos por cuenta de terceros deberá estar regulada en un 

contrato que deberá constar por escrito o en alguna otra forma que permita acreditar su 

celebración y contenido, estableciéndose expresamente que el encargado del tratamiento 

únicamente tratará los datos conforme a las instrucciones del responsable del 

tratamiento, que no los aplicará o utilizará con fin distinto al que figure en dicho 

contrato, ni los comunicará, ni siquiera para su conservación, a otras personas.  

En el contrato se estipularán, asimismo, las medidas de seguridad a que se refiere el 

artículo 9 de esta Ley que el encargado del tratamiento está obligado a implementar.  

3. Una vez cumplida la prestación contractual, los datos de carácter personal deberán ser 

destruidos o devueltos al responsable del tratamiento, al igual que cualquier soporte o 

documentos en que conste algún dato de carácter personal objeto del tratamiento.  

4. En el caso de que el encargado del tratamiento destine los datos a otra finalidad, los 

comunique o los utilice incumpliendo las estipulaciones del contrato, será considerado, 

también, responsable del tratamiento, respondiendo de las infracciones en que hubiera 

incurrido personalmente.  

TÍTULO III  

DERECHOS DE LAS PERSONAS  

Artículo 13. Impugnación de valoraciones  

1. Los ciudadanos tienen derecho a no verse sometidos a una decisión con efectos 

jurídicos, sobre ellos o que les afecte de manera significativa, que se base únicamente en 

un tratamiento de datos destinados a evaluar determinados aspectos de su personalidad.  
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2. El afectado podrá impugnar los actos administrativos o decisiones privadas que 

impliquen una valoración de su comportamiento, cuyo único fundamento sea un 

tratamiento de datos de carácter personal que ofrezca una definición de sus 

características o personalidad.  

3. En este caso, el afectado tendrá derecho a obtener información del responsable del 

fichero sobre los criterios de valoración y el programa utilizados en el tratamiento que 

sirvió para adoptar la decisión en que consistió el acto.  

4. La valoración sobre el comportamiento de los ciudadanos basada en un tratamiento 

de datos, únicamente podrá tener valor probatorio a petición del afectado.  

Artículo 14. Derecho de Consulta al Registro General de Protección de Datos  

Cualquier persona podrá conocer, recabando a tal fin la información oportuna 

del Registro General de Protección de Datos, la existencia de tratamientos de datos de 

carácter personal, sus finalidades y la identidad del responsable del tratamiento. El 

Registro General será de consulta pública y gratuita.  

Artículo 15. Derecho de acceso  

1. El interesado tendrá derecho a solicitar y obtener gratuitamente información 

de sus datos de carácter personal sometidos a tratamiento, el origen de dichos datos así 

como las comunicaciones realizadas o que se prevén hacer de los mismos.  

2. La información podrá obtenerse mediante la mera consulta de los datos por 

medio de su visualización, o la indicación de los datos que son objeto de tratamiento 

mediante escrito, copia, telecopia o fotocopia, certificada o no, en forma legible e 

inteligible, sin utilizar claves o códigos que requieran el uso de dispositivos mecánicos 

específicos.  

3. El derecho de acceso a que se refiere este artículo sólo podrá ser ejercitado a 

intervalos no inferiores a doce meses, salvo que el interesado acredite un interés 

legítimo al efecto, en cuyo caso podrá ejercitarlo antes.  

Artículo 16. Derecho de rectificación y cancelación  

1. El responsable del tratamiento tendrá la obligación de hacer efectivo el derecho de 

rectificación o cancelación del interesado en el plazo de diez días.  

2. Serán rectificados o cancelados, en su caso, los datos de carácter personal cuyo 

tratamiento no se ajuste a lo dispuesto en la presente Ley y, en particular, cuando tales 

datos resulten inexactos o incompletos.  
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3. La cancelación dará lugar al bloqueo de los datos, conservándose únicamente a 

disposición de las Administraciones Públicas, Jueces y Tribunales, para la atención de 

las posibles responsabilidades nacidas del tratamiento, durante el plazo de prescripción 

de éstas. Cumplido el citado plazo deberá procederse a la supresión.  

4. Si los datos rectificados o cancelados hubieran sido comunicados previamente, el 

responsable del tratamiento deberá notificar la rectificación o cancelación efectuada a 

quien se hayan comunicado, en el caso de que se mantenga el tratamiento por este 

último, que deberá también proceder a la cancelación.  

5. Los datos de carácter personal deberán ser conservados durante los plazos previstos 

en las disposiciones aplicables o, en su caso, en las relaciones contractuales entre la 

persona o entidad responsable del tratamiento y el interesado.  

Artículo 17. Procedimiento de oposición, acceso, rectificación o cancelación  

1. Los procedimientos para ejercitar el derecho de oposición, acceso, así como los de 

rectificación y cancelación serán establecidos reglamentariamente.  

2. No se exigirá contraprestación alguna por el ejercicio de los derechos de oposición, 

acceso, rectificación o cancelación.  

Artículo 18. Tutela de los derechos  

 1. Las actuaciones contrarias a lo dispuesto en la presente Ley pueden ser objeto 

de reclamación por los interesados ante la Agencia de Protección de Datos, en la forma 

que reglamentariamente se determine.  

 2. El interesado al que se deniegue, total o parcialmente, el ejercicio de los 

derechos de oposición, acceso, rectificación o cancelación, podrá ponerlo en 

conocimiento de la Agencia de Protección de Datos o, en su caso, del Organismo 

competente de cada Comunidad Autónoma, que deberá asegurarse de la procedencia o 

improcedencia de la denegación.  

3. El plazo máximo en que debe dictarse la resolución expresa de tutela de 

derechos será de seis meses.  

4. Contra las resoluciones de la Agencia de Protección de Datos procederá 

recurso contencioso-administrativo.  
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Artículo 19. Derecho a indemnización  

1. Los interesados que, como consecuencia del incumplimiento de lo dispuesto 

en la presente Ley por el responsable o el encargado del tratamiento, sufran daño o 

lesión en sus bienes o derechos tendrán derecho a ser indemnizados.  

 2. Cuando se trate de ficheros de titularidad pública, la responsabilidad se 

exigirá de acuerdo con la legislación reguladora del régimen de responsabilidad de las 

Administraciones Públicas.  

 3. En el caso de los ficheros de titularidad privada, la acción se ejercitará ante los 

órganos de la jurisdicción ordinaria.  

TÍTULO IV  

DISPOSICIONES SECTORIALES  

CAPÍTULO PRIMERO  

Ficheros de titularidad pública  

Artículo 20. Creación, modificación o supresión  

1. La creación, modificación o supresión de los ficheros de las Administraciones 

Públicas sólo podrán hacerse por medio de disposición general publicada en el “Boletín 

Oficial del Estado” o diario oficial correspondiente.  

2. Las disposiciones de creación o de modificación de ficheros deberán indicar:  

a) La finalidad del fichero y los usos previstos para el mismo.  

b) Las personas o colectivos sobre los que se pretenda obtener datos de carácter 

personal o que resulten obligados a suministrarlos.  

c) El procedimiento de recogida de los datos de carácter personal.  

d) La estructura básica del fichero y la descripción de los tipos de datos de carácter 

personal incluidos en el mismo.  

e) Las cesiones de datos de carácter personal y, en su caso, las transferencias de datos 

que se prevean a países terceros.  

f) Los órganos de las Administraciones responsables del fichero.  

g) Los servicios o unidades ante los que pudiesen ejercitarse los derechos de acceso, 

rectificación, cancelación y oposición.  

h) Las medidas de seguridad con indicación del nivel básico, medio o alto exigible.  
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3. En las disposiciones que se dicten para la supresión de los ficheros se establecerá el 

destino de los mismos o, en su caso, las previsiones que se adopten para su destrucción.  

Artículo 21. Comunicación de datos entre Administraciones Públicas  

1. Los datos de carácter personal recogidos o elaborados por las Administraciones 

Públicas para el desempeño de sus atribuciones no serán comunicados a otras 

Administraciones Públicas para el ejercicio de competencias diferentes o de 

competencias que versen sobre materias distintas, salvo cuando la comunicación tenga 

por objeto el tratamiento posterior de los datos con fines históricos, estadísticos o 

científicos. (Resultado STC 292/2000, de 30 de noviembre)  

2. Podrán, en todo caso, ser objeto de comunicación los datos de carácter personal que 

una Administración Pública obtenga o elabore con destino a otra.  

3. No obstante lo establecido en el artículo 11.2 b), la comunicación de datos recogidos 

de fuentes accesibles al público no podrá efectuarse a ficheros de titularidad privada, 

sino con el consentimiento del interesado o cuando una Ley prevea otra cosa.  

4. En los supuestos previstos en los apartados 1 y 2 del presente artículo no será 

necesario el consentimiento del afectado a que se refiere el artículo 11 de la presente 

Ley.  

Artículo 22. Ficheros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad  

1. Los ficheros creados por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que contengan datos de 

carácter personal que, por haberse recogido para fines administrativos, deban ser objeto 

de registro permanente, estarán sujetos al régimen general de la presente Ley.  

2. La recogida y tratamiento para fines policiales de datos de carácter personal por las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad sin consentimiento de las personas afectadas están 

limitados a aquellos supuestos y categorías de datos que resulten necesarios para la 

prevención de un peligro real para la seguridad pública o para la represión de 

infracciones penales, debiendo ser almacenados en ficheros específicos establecidos al 

efecto, que deberán clasificarse por categorías en función de su grado de fiabilidad.  

3. La recogida y tratamiento por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad de los datos a que 

hacen referencia los apartados 2 y 3 del artículo 7, podrán realizarse exclusivamente en 

los supuestos en que sea absolutamente necesario para los fines de una investigación 

concreta, sin perjuicio del control de legalidad de la actuación administrativa o de la 
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obligación de resolver las pretensiones formuladas en su caso por los interesados que 

corresponden a los órganos jurisdiccionales.  

4. Los datos personales registrados con fines policiales se cancelarán cuando no sean 

necesarios para las averiguaciones que motivaron su almacenamiento.  

A estos efectos, se considerará especialmente la edad del afectado y el carácter de los 

datos almacenados, la necesidad de mantener los datos hasta la conclusión de una 

investigación o procedimiento concreto, la resolución judicial firme, en especial la 

absolutoria, el indulto, la rehabilitación y la prescripción de responsabilidad.  

Artículo 23. Excepciones a los derechos de acceso, rectificación y cancelación  

1. Los responsables de los ficheros que contengan los datos a que se refieren los 

apartados 2, 3 y 4 del artículo anterior podrán denegar el acceso, la rectificación o 

cancelación en función de los peligros que pudieran derivarse para la defensa del Estado 

o la seguridad pública, la protección de los derechos y libertades de terceros o las 

necesidades de las investigaciones que se estén realizando.  

2. Los responsables de los ficheros de la Hacienda Pública podrán, igualmente, denegar 

el ejercicio de los derechos a que se refiere el apartado anterior cuando el mismo 

obstaculice las actuaciones administrativas tendentes a asegurar el cumplimiento de las 

obligaciones tributarias y, en todo caso, cuando el afectado esté siendo objeto de 

actuaciones inspectoras.  

3. El afectado al que se deniegue, total o parcialmente, el ejercicio de los derechos 

mencionados en los apartados anteriores podrá ponerlo en conocimiento del Director de 

la Agencia de Protección de Datos o del Organismo competente de cada Comunidad 

Autónoma en el caso de ficheros mantenidos por Cuerpos de Policía propios de éstas, o 

por las Administraciones Tributarias Autonómicas, quienes deberán asegurarse de la 

procedencia o improcedencia de la denegación.  

Artículo 24. Otras excepciones a los derechos de los afectados  

1. Lo dispuesto en los apartados 1 y 2 del artículo 5 no será aplicable a la recogida de 

datos cuando la información al afectado impida o dificulte gravemente el cumplimiento 

de las funciones de control y verificación de las Administraciones Públicas o cuando 

afecte a la Defensa Nacional, a la seguridad pública o a la persecución de infracciones 

penales. (Resultado STC 292/2000, de 30 de noviembre) 
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CAPÍTULO II  

Ficheros de titularidad privada  

Artículo 25. Creación  

Podrán crearse ficheros de titularidad privada que contengan datos de carácter personal 

cuando resulte necesario para el logro de la actividad u objeto legítimos de la persona, 

empresa o entidad titular y se respeten las garantías que esta Ley establece para la 

protección de las personas.  

Artículo 26. Notificación e inscripción registral  

1. Toda persona o entidad que proceda a la creación de ficheros de datos de carácter 

personal lo notificará previamente a la Agencia de Protección de Datos. 

 2. Por vía reglamentaria se procederá a la regulación detallada de los distintos extremos 

que debe contener la notificación, entre los cuales figurarán necesariamente el 

responsable del fichero, la finalidad del mismo, su ubicación, el tipo de datos de 

carácter personal que contiene, las medidas de seguridad, con indicación del nivel 

básico, medio o alto exigible y las cesiones de datos de carácter personal que se prevean 

realizar y, en su caso, las transferencias de datos que se prevean a países terceros.  

3. Deberán comunicarse a la Agencia de Protección de Datos los cambios que se 

produzcan en la finalidad del fichero automatizado, en su responsable y en la dirección 

de su ubicación.  

4. El Registro General de Protección de Datos inscribirá el fichero si la notificación se 

ajusta a los requisitos exigibles.  

En caso contrario podrá pedir que se completen los datos que falten o se proceda a su 

subsanación.  

5. Transcurrido un mes desde la presentación de la solicitud de inscripción sin que la 

Agencia de Protección de Datos hubiera resuelto sobre la misma, se entenderá inscrito 

el fichero automatizado a todos los efectos.  

Artículo 27. Comunicación de la cesión de datos  

1. El responsable del fichero, en el momento en que se efectúe la primera cesión de 

datos, deberá informar de ello a los afectados, indicando, asimismo, la finalidad del 

fichero, la naturaleza de los datos que han sido cedidos y el nombre y dirección del 

cesionario. 
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2. La obligación establecida en el apartado anterior no existirá en el supuesto previsto 

en los apartados 2, letras c), d), e) y 6 del artículo 11, ni cuando la cesión venga 

impuesta por Ley.  

Artículo 28. Datos incluidos en las fuentes de acceso público  

1. Los datos personales que figuren en el censo promocional o las listas de personas 

pertenecientes a grupos de profesionales a que se refiere el artículo 3 j) de esta Ley 

deberán limitarse a los que sean estrictamente necesarios para cumplir la finalidad a que 

se destina cada listado. La inclusión de datos adicionales por las entidades responsables 

del mantenimiento de dichas fuentes requerirá el consentimiento del interesado, que 

podrá ser revocado en cualquier momento.  

2. Los interesados tendrán derecho a que la entidad responsable del mantenimiento de 

los listados de los Colegios profesionales indique gratuitamente que sus datos 

personales no pueden utilizarse para fines de publicidad o prospección comercial.  

Los interesados tendrán derecho a exigir gratuitamente la exclusión de la totalidad de 

sus datos personales que consten en el censo promocional por las entidades encargadas 

del mantenimiento de dichas fuentes.  

La atención a la solicitud de exclusión de la información innecesaria o de inclusión de la 

objeción al uso de los datos para fines de publicidad o venta a distancia deberá 

realizarse en el plazo de diez días respecto de las informaciones que se realicen 

mediante consulta o comunicación telemática y en la siguiente edición del listado 

cualquiera que sea el soporte en que se edite.  

3. Las fuentes de acceso público que se editen en forma de libro o algún otro soporte 

físico, perderán el carácter de fuente accesible con la nueva edición que se publique.  

En el caso de que se obtenga telemáticamente una copia de la lista en formato 

electrónico, ésta perderá el carácter de fuente de acceso público en el plazo de un año, 

contado desde el momento de su obtención.  

4. Los datos que figuren en las guías de servicios de telecomunicaciones disponibles al 

público se regirán por su normativa específica.  

Artículo 29. Prestación de servicios de información sobre solvencia patrimonial y 

crédito  

1. Quienes se dediquen a la prestación de servicios de información sobre la solvencia 

patrimonial y el crédito sólo podrán tratar datos de carácter personal obtenidos de los 
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registros y las fuentes accesibles al público, establecidos al efecto o procedentes de 

informaciones facilitadas por el interesado o con su consentimiento.  

2. Podrán tratarse también datos de carácter personal relativos al cumplimiento o 

incumplimiento de obligaciones dinerarias facilitados por el creedor o por quien actúe 

por su cuenta o interés. En estos casos se notificará a los interesados respecto de los que 

hayan registrado datos de carácter personal en ficheros, en el plazo de treinta días desde 

dicho registro, una referencia de los que hubiesen sido incluidos y se les informará de su 

derecho a recabar información de la totalidad de ellos, en los términos establecidos por 

la presente Ley.  

3. En los supuestos a que se refieren los dos apartados anteriores cuando el interesado lo 

solicite, el responsable del tratamiento le comunicará los datos, así como las 

evaluaciones y apreciaciones que sobre el mismo hayan sido comunicadas durante los 

últimos seis meses y el nombre y dirección de la persona o entidad a quien se hayan 

revelado los datos.  

4. Sólo se podrán registrar y ceder los datos de carácter personal que sean determinantes 

para enjuiciar la solvencia económica de los interesados y que no se refieran, cuando 

sean adversos, a más de seis años, siempre que respondan con veracidad a la situación 

actual de aquellos.  

Artículo 30. Tratamientos con fines de publicidad y de prospección comercial  

1. Quienes se dediquen a la recopilación de direcciones, reparto de documentos, 

publicidad, venta a distancia, prospección comercial y otras actividades análogas, 

utilizarán nombres y direcciones u otros datos de carácter personal cuando los mismos 

figuren en fuentes accesibles al público o cuando hayan sido facilitados por los propios 

interesados u obtenidos con su consentimiento.  

2. Cuando los datos procedan de fuentes accesibles al público, de conformidad con lo 

establecido en el párrafo segundo del artículo 5.5 de esta Ley, en cada comunicación 

que se dirija al interesado se informará del origen de los datos y de la identidad del 

responsable del tratamiento, así como de los derechos que le asisten.  

3. En el ejercicio del derecho de acceso los interesados tendrán derecho a conocer el 

origen de sus datos de carácter personal, así como del resto de información a que se 

refiere el artículo 15.  

4. Los interesados tendrán derecho a oponerse, previa petición y sin gastos, al 

tratamiento de los datos que les conciernan, en cuyo caso serán dados de baja del 
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tratamiento, cancelándose las informaciones que sobre ellos figuren en aquél, a su 

simple solicitud.  

Artículo 31. Censo Promocional 

1. Quienes pretendan realizar permanente o esporádicamente la actividad de 

recopilación de direcciones, reparto de documentos, publicidad, venta a distancia, 

prospección comercial u otras actividades análogas, podrán solicitar del Instituto 

Nacional de Estadística o de los órganos equivalentes de las Comunidades Autónomas 

una copia del censo promocional, formado con los datos de nombre, apellidos y 

domicilio que constan en el censo electoral.  

2. El uso de cada lista de censo promocional tendrá un plazo de vigencia de un año. 

Transcurrido el plazo citado, la lista perderá su carácter de fuente de acceso público.  

3. Los procedimientos mediante los que los interesados podrán solicitar no aparecer en 

el censo promocional se regularán reglamentariamente. Entre estos procedimientos, que 

serán gratuitos para los interesados, se incluirá el documento de empadronamiento. 

Trimestralmente se editará una lista actualizada del censo promocional, excluyendo los 

nombres y domicilios de los que así lo hayan solicitado.  

4. Se podrá exigir una contraprestación por la facilitación de la citada lista en soporte 

informático.  

Artículo 32. Códigos tipo  

1. Mediante acuerdos sectoriales, convenios administrativos o decisiones de empresa, 

los responsables de tratamientos de titularidad pública y privada así como las 

organizaciones en que se agrupen, podrán formular códigos tipo que establezcan las 

condiciones de organización, régimen de funcionamiento, procedimientos aplicables, 

normas de seguridad del entorno, programas o equipos, obligaciones de los implicados 

en el tratamiento y uso de la información personal, así como las garantías, en su ámbito, 

para el ejercicio de los derechos de las personas con pleno respeto a los principios y 

disposiciones de la presente Ley y sus normas de desarrollo.  

2. Los citados códigos podrán contener o no reglas operacionales detalladas de cada 

sistema particular y estándares técnicos de aplicación.  

En el supuesto de que tales reglas o estándares no se incorporen directamente al código, 

las instrucciones u órdenes que los establecieran deberán respetar los principios fijados 

en aquél.  

3. Los códigos tipo tendrán el carácter de códigos deontológicos o de buena práctica 

profesional, debiendo ser depositados o inscritos en el Registro General de Protección 
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de Datos y, cuando corresponda, en los creados a estos efectos por las Comunidades 

Autónomas, de acuerdo con el artículo 41. El Registro General de Protección de Datos 

podrá denegar la inscripción cuando considere que no se ajusta a las disposiciones 

legales y reglamentarias sobre la materia, debiendo, en este caso, el Director de la 

Agencia de Protección de Datos requerir a los solicitantes para que efectúen las 

correcciones oportunas.  

TÍTULO V  

MOVIMIENTO INTERNACIONAL DE DATOS  

Artículo 33. Norma general  

1. No podrán realizarse transferencias temporales ni definitivas de datos de carácter 

personal que hayan sido objeto de tratamiento o hayan sido recogidos para someterlos a 

dicho tratamiento con destino a países que no proporcionen un nivel de protección 

equiparable al que presta la presente Ley, salvo que, además de haberse observado lo 

dispuesto en ésta, se obtenga autorización previa del Director de la Agencia de 

Protección de Datos, que sólo podrá otorgarla si se obtienen garantías adecuadas.  

2. El carácter adecuado del nivel de protección que ofrece el país de destino se evaluará 

por la Agencia de Protección de Datos atendiendo a todas las circunstancias que 

concurran en la transferencia o categoría de transferencia de datos. En particular, se 

tomará en consideración la naturaleza de los datos de finalidad y la duración del 

tratamiento o de los tratamientos previstos, el país de origen y el país de destino final, 

las normas de Derecho, generales o sectoriales, vigentes en el país tercero de que se 

trate, el contenido de los informes de la Comisión de la Unión Europea, así como las 

normas profesionales y las medidas de seguridad en vigor en dichos países.  

Artículo 34. Excepciones  

Lo dispuesto en el artículo anterior no será de aplicación:  

a) Cuando la transferencia internacional de datos de carácter personal resulte de la 

aplicación de tratados o convenios en los que sea parte España.  

b) Cuando la transferencia se haga a efectos de prestar o solicitar auxilio judicial 

internacional.  

c) Cuando la transferencia sea necesaria para la prevención o para el diagnóstico 

médico, la prestación de asistencia sanitaria o tratamientos médicos o la gestión de 

servicios sanitarios.  

d) Cuando se refiera a transferencias dinerarias conforme a su legislación específica.  
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e) Cuando el afectado haya dado su consentimiento inequívoco a la transferencia 

prevista.  

f) Cuando la transferencia sea necesaria para la ejecución de un contrato entre el 

afectado y el responsable del fichero o para la adopción de medidas pre-contractuales 

adoptadas a petición del afectado.  

g) Cuando la transferencia sea necesaria para la celebración o ejecución de un contrato 

celebrado o por celebrar, en interés del afectado, por el responsable del fichero y un 

tercero.  

h) Cuando la transferencia sea necesaria o legalmente exigida para la salvaguarda de un 

interés público. Tendrá esta consideración la transferencia solicitada por una 

Administración fiscal o aduanera para el cumplimiento de sus competencias.  

i) Cuando la transferencia sea precisa para el reconocimiento, ejercicio o defensa de un 

derecho en un proceso judicial.  

j) Cuando la transferencia se efectúe, a petición de persona con interés legítimo, desde 

un Registro Público y aquélla sea acorde con la finalidad del mismo.  

k) Cuando la transferencia tenga como destino un Estado miembro de la Unión 

Europea, o un Estado respecto del cual la Comisión de las Comunidades Europeas, en el 

ejercicio de sus competencias, haya declarado que garantiza un nivel de protección 

adecuado.  

TÍTULO VI  

AGENCIA DE PROTECCIÓN DE DATOS  

Artículo 35. Naturaleza y régimen jurídico.  

1. La Agencia de Protección de Datos es un Ente de Derecho público, con personalidad 

jurídica propia y plena capacidad pública y privada, que actúa con plena independencia 

de las Administraciones Públicas en el ejercicio de sus funciones. Se regirá por lo 

dispuesto en la presente Ley y en un Estatuto propio, que será aprobado por el 

Gobierno.  

2. En el ejercicio de sus funciones públicas, y en defecto de lo que disponga la presente 

Ley y sus disposiciones de desarrollo, la Agencia de Protección de Datos actuará de 

conformidad con la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. En sus 

adquisiciones patrimoniales y contratación estará sujeta al Derecho privado. 

3. Los puestos de trabajo de los órganos y servicios que integren la Agencia de 

Protección de Datos serán desempeñados por funcionarios de las Administraciones 
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Públicas y por personal contratado al efecto, según la naturaleza de las funciones 

asignadas a cada puesto de trabajo. Este personal está obligado a guardar secreto de los 

datos de carácter personal de que conozca en el desarrollo de su función.  

4. La Agencia de Protección de Datos contará, para el cumplimiento de sus fines, con 

los siguientes bienes y medios económicos:  

a) Las asignaciones que se establezcan anualmente con cargo a los Presupuestos 

Generales del Estado.  

b) Los bienes y valores que constituyan su patrimonio, así como los productos y rentas 

del mismo.  

c) Cualesquiera otros que legalmente puedan serle atribuidos.  

5. La Agencia de Protección de Datos elaborará y aprobará con carácter anual el 

correspondiente anteproyecto de presupuesto y lo remitirá al Gobierno para que sea 

integrado, con la debida independencia, en los Presupuestos Generales del Estado.  

Artículo 36. El Director  

1. El Director de la Agencia de Protección de Datos dirige la Agencia y ostenta su 

representación. Será nombrado, de entre quienes componen el Consejo Consultivo, 

mediante Real Decreto, por un período de cuatro años.  

2. Ejercerá sus funciones con plena independencia y objetividad, y no estará sujeto a 

instrucción alguna en el desempeño de aquéllas.  

En todo caso, el Director deberá oír al Consejo Consultivo en aquéllas propuestas que 

éste le realice en el ejercicio de sus funciones.  

3. El Director de la Agencia de Protección de Datos sólo cesará antes de la expiración 

del período a que se refiere el apartado 1 a petición propia o por separación acordada 

por el Gobierno, previa instrucción de expediente, en el que necesariamente serán oídos 

los restantes miembros del Consejo Consultivo, por incumplimiento grave de sus 

obligaciones, incapacidad sobrevenida para el ejercicio de su función, incompatibilidad 

o condena por delito doloso.  

4. El Director de la Agencia de Protección de Datos tendrá la consideración de alto 

cargo y quedará en la situación de servicios especiales si con anterioridad estuviera 

desempeñando una función pública. En el supuesto de que sea nombrado para el cargo 

algún miembro de la carrera judicial o fiscal, pasará asimismo a la situación 

administrativa de servicios especiales.  
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Artículo 37. Funciones  

1. Son funciones de la Agencia de Protección de Datos:  

a) Velar por el cumplimiento de la legislación sobre protección de datos y controlar su 

aplicación, en especial en lo relativo a los derechos de información, acceso, 

rectificación, oposición y cancelación de datos.  

b) Emitir las autorizaciones previstas en la Ley o en sus disposiciones reglamentarias.  

c) Dictar, en su caso y sin perjuicio de las competencias de otros órganos, las 

instrucciones precisas para adecuar los tratamientos a los principios de la presente Ley.  

d) Atender las peticiones y reclamaciones formuladas por las personas afectadas.  

e) Proporcionar información a las personas acerca de sus derechos en materia de 

tratamiento de los datos de carácter personal.  

f) Requerir a los responsables y los encargados de los tratamientos, previa audiencia de 

éstos, la adopción de las medidas necesarias para la adecuación del tratamiento de datos 

a las disposiciones de esta Ley y, en su caso, ordenar la cesación de los tratamientos y la 

cancelación de los ficheros, cuando no se ajuste a sus disposiciones.  

g) Ejercer la potestad sancionadora en los términos previstos por el Título VII de la 

presente Ley.  

h) Informar, con carácter preceptivo, los proyectos de disposiciones generales que 

desarrollen esta Ley.  

i) Recabar de los responsables de los ficheros cuanta ayuda e información estime 

necesaria para el desempeño de sus funciones.  

j) Velar por la publicidad de la existencia de los ficheros de datos con carácter personal, 

a cuyo efecto publicará periódicamente una relación de dichos ficheros con la 

información adicional que el Director de la Agencia determine.  

k) Redactar una memoria anual y remitirla al Ministerio de Justicia.  

l) Ejercer el control y adoptar las autorizaciones que procedan en relación con los 

movimientos internacionales de datos, así como desempeñar las funciones de 

cooperación internacional en materia de protección de datos personales.  

m) Velar por el cumplimiento de las disposiciones que la Ley de la Función Estadística 

Pública establece respecto a la recogida de datos estadísticos y al secreto estadístico, así 

como dictar las instrucciones precisas, dictaminar sobre las condiciones de seguridad de 

los ficheros constituidos con fines exclusivamente estadísticos y ejercer la potestad a la 

que se refiere el artículo  

n) Cuantas otras le sean atribuidas por normas legales o reglamentarias.  
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2. Las resoluciones de la Agencia de Protección de Datos se harán públicas, una vez 

hayan sido notificadas a los interesados. La publicación se realizará preferentemente a 

través de medios informáticos o telemáticos. 

Reglamentariamente podrán establecerse los términos en que se lleve a cabo la 

publicidad de las citadas resoluciones.  

Lo establecido en los párrafos anteriores no será aplicable a las resoluciones 

referentes a la inscripción de un fichero o tratamiento en el Registro General de 

Protección de Datos ni a aquéllas por las que se resuelva la inscripción en el mismo de 

los Códigos tipo, regulados por el artículo 32 de esta Ley Orgánica. (Artículo 82.1 Ley 

62/2003, de 30 de diciembre)  

Artículo 38. Consejo Consultivo  

El Director de la Agencia de Protección de Datos estará asesorado por un Consejo 

Consultivo compuesto por los siguientes miembros:  

Un Diputado, propuesto por el Congreso de los Diputados.  

Un Senador, propuesto por el Senado.  

Un representante de la Administración Central, designado por el Gobierno.  

Un representante de la Administración Local, propuesto por la Federación Española de 

Municipios y Provincias.  

Un miembro de la Real Academia de la Historia, propuesto por la misma.  

Un experto en la materia, propuesto por el Consejo Superior de Universidades.  

Un representante de los usuarios y consumidores, seleccionado del modo que se prevea 

reglamentariamente.  

Un representante de cada Comunidad Autónoma que haya creado una Agencia de 

Protección de Datos en su ámbito territorial, propuesto de acuerdo con el procedimiento 

que establezca la respectiva Comunidad Autónoma.  

Un representante del sector de ficheros privados, para cuya propuesta se seguirá 

el procedimiento que se regule reglamentariamente.  

El funcionamiento del Consejo Consultivo se regirá por las normas reglamentarias que 

al efecto se establezcan.  

Artículo 39. El Registro General de Protección de Datos  

1. El Registro General de Protección de Datos es un órgano integrado en la Agencia de 

Protección de Datos. 

2. Serán objeto de inscripción en el Registro General de Protección de Datos  

a) Los ficheros de que sean titulares las Administraciones Públicas.  



 Protección de datos en desarrollo para Internet 

 152 

b) Los ficheros de titularidad privada.  

c) Las autorizaciones a que se refiere la presente Ley.  

d) Los códigos tipo a que se refiere el artículo 32 de la presente Ley.  

e) Los datos relativos a los ficheros que sean necesarios para el ejercicio de los derechos 

de información, acceso, rectificación, cancelación y oposición.  

3. Por vía reglamentaria se regulará el procedimiento de inscripción de los ficheros, 

tanto de titularidad pública como de titularidad privada, en el Registro General de 

Protección de Datos, el contenido de la inscripción, su modificación, cancelación, 

reclamaciones y recursos contra las resoluciones correspondientes y demás extremos 

pertinentes.  

Artículo 40. Potestad de inspección  

1. Las autoridades de control podrán inspeccionar los ficheros a que hace 

referencia la presente Ley, recabando cuantas informaciones precisen para el 

cumplimiento de sus cometidos.  

A tal efecto, podrán solicitar la exhibición o el envío de documentos y datos y 

examinarlos en el lugar en que se encuentren depositados, así como inspeccionar los 

equipos físicos y lógicos utilizados para el tratamiento de los datos, accediendo a los 

locales donde se hallen instalados.  

2. Los funcionarios que ejerzan la inspección a que se refiere el apartado anterior 

tendrán la consideración de autoridad pública en el desempeño de sus cometidos.  

Estarán obligados a guardar secreto sobre las informaciones que conozcan en el 

ejercicio de las mencionadas funciones, incluso después de haber cesado en las mismas.  

Artículo 41. Órganos correspondientes de las Comunidades Autónomas  

1. Las funciones de la Agencia de Protección de Datos reguladas en el artículo 37, a 

excepción de las mencionadas en los apartados j), k) y l), y en los apartados f) y g) en lo 

que se refiere a las transferencias internacionales de datos, así como en los artículos 46 

y 49, en relación con sus específicas competencias serán ejercidas, cuando afecten a 

ficheros de datos de carácter personal creados o gestionados por las Comunidades 

Autónomas y por la Administración local de su ámbito territorial, por los órganos 

correspondientes de cada Comunidad, que tendrán la consideración de autoridades de 

control, a los que garantizarán plena independencia y objetividad en el ejercicio de su 

cometido.  

2. Las Comunidades Autónomas podrán crear y mantener sus propios registros 

de ficheros para el ejercicio de las competencias que se les reconoce sobre los mismos.  
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3. El Director de la Agencia de Protección de Datos podrá convocar 

regularmente a los órganos correspondientes de las Comunidades Autónomas a efectos 

de cooperación institucional y coordinación de criterios o procedimientos de actuación. 

El Director de la Agencia de Protección de Datos y los órganos correspondientes de las 

Comunidades Autónomas podrán solicitarse mutuamente la información necesaria para 

el cumplimiento de sus funciones.  

Artículo 42. Ficheros de las Comunidades Autónomas en materia de su exclusiva 

competencia  

1. Cuando el Director de la Agencia de Protección de Datos constate que el 

mantenimiento o uso de un determinado fichero de las Comunidades Autónomas 

contraviene algún precepto de esta Ley en materia de su exclusiva competencia podrá 

requerir a la Administración correspondiente que se adopten las medidas correctoras 

que determine en el plazo que expresamente se fije en el requerimiento.  

2. Si la Administración Pública correspondiente no cumpliera el requerimiento 

formulado, el Director de la Agencia de Protección de Datos podrá impugnar la 

resolución adoptada por aquella Administración.  

TÍTULO VII  

INFRACCIONES Y SANCIONES  

Artículo 43. Responsables  

1. Los responsables de los ficheros y los encargados de los tratamientos estarán sujetos 

al régimen sancionador establecido en la presente Ley.  

2. Cuando se trate de ficheros de los que sean responsables las Administraciones 

Públicas se estará, en cuanto al procedimiento y a las sanciones, a lo dispuesto en el 

artículo 46, apartado 2.  

Artículo 44. Tipos de infracciones 

1. Las infracciones se calificarán como leves, graves o muy graves.  

2. Son infracciones leves:  

a) No atender, por motivos formales, la solicitud del interesado de rectificación o 

cancelación de los datos personales objeto de tratamiento cuando legalmente proceda.  

b) No proporcionar la información que solicite la Agencia de Protección de Datos en el 

ejercicio de las competencias que tiene legalmente atribuidas, en relación con aspectos 

no sustantivos de la protección de datos.  

c) No solicitar la inscripción del fichero de datos de carácter personal en el Registro 

General de Protección de Datos, cuando no sea constitutivo de infracción grave.  
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d) Proceder a la recogida de datos de carácter personal de los propios afectados sin 

proporcionarles la información que señala el artículo 5 de la presente Ley.  

e) Incumplir el deber de secreto establecido en el artículo 10 de esta Ley, salvo que 

constituya infracción grave.  

3. Son infracciones graves:  

a) Proceder a la creación de ficheros de titularidad pública o iniciar la recogida de datos 

de carácter personal para los mismos, sin autorización de disposición general, publicada 

en el “Boletín Oficial del Estado” o diario oficial correspondiente.  

b) Proceder a la creación de ficheros de titularidad privada o iniciar la recogida de datos 

de carácter personal para los mismos con finalidades distintas de las que constituyen el 

objeto legítimo de la empresa o entidad.  

c) Proceder a la recogida de datos de carácter personal sin recabar el consentimiento 

expreso de las personas afectadas, en los casos en que éste sea exigible.  

d) Tratar los datos de carácter personal o usarlos posteriormente con conculcación de 

los principios y garantías establecidos en la presente Ley o con incumplimiento de los 

preceptos de protección que impongan las disposiciones reglamentarias de desarrollo, 

cuando no constituya infracción muy grave.  

e) El impedimento o la obstaculización del ejercicio de los derechos de acceso y 

oposición y la negativa a facilitar la información que sea solicitada.  

f) Mantener datos de carácter personal inexactos o no efectuar las rectificaciones o 

cancelaciones de los mismos que legalmente procedan cuando resulten afectados los 

derechos de las personas que la presente Ley ampara.  

g) La vulneración del deber de guardar secreto sobre los datos de carácter personal 

incorporados a ficheros que contengan datos relativos a la comisión de infracciones 

administrativas o penales, Hacienda Pública, servicios financieros, prestación de 

servicios de solvencia patrimonial y crédito, así como aquellos otros ficheros que 

contengan un conjunto de datos de carácter personal suficientes para obtener una 

evaluación de la personalidad del individuo.  

h) Mantener los ficheros, locales, programas o equipos que contengan datos de carácter 

personal sin las debidas condiciones de seguridad que por vía reglamentaria se 

determinen.  

i) No remitir a la Agencia de Protección de Datos las notificaciones previstas en esta 

Ley o en sus disposiciones de desarrollo, así como no proporcionar en plazo a la misma 
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cuantos documentos e informaciones deba recibir o sean requeridos por aquél a tales 

efectos.  

j) La obstrucción al ejercicio de la función inspectora.  

k) No inscribir el fichero de datos de carácter personal en el Registro General de 

Protección de Datos, cuando haya sido requerido para ello por el Director de la Agencia 

de Protección de Datos.  

l) Incumplir el deber de información que se establece en los artículos 5, 28 y 29 de esta 

Ley, cuando los datos hayan sido recabados de persona distinta del afectado.  

4. Son infracciones muy graves:  

a) La recogida de datos en forma engañosa y fraudulenta.  

b) La comunicación o cesión de los datos de carácter personal, fuera de los casos en que 

estén permitidas.  

c) Recabar y tratar los datos de carácter personal a los que se refiere el apartado 2 del 

artículo 7 cuando no medie el consentimiento expreso del afectado; recabar y tratar los 

datos referidos en el apartado 3 del artículo 7 cuando no lo disponga una Ley o el 

afectado no haya consentido expresamente, o violentar la prohibición contenida en el 

apartado 4 del artículo 7.  

d) No cesar en el uso ilegítimo de los tratamientos de datos de carácter personal cuando 

sea requerido para ello por el Director de la Agencia de Protección de Datos o por las 

personas titulares del derecho de acceso.  

e) La transferencia temporal o definitiva de datos de carácter personal que hayan sido 

objeto de tratamiento o hayan sido recogidos para someterlos ha dicho tratamiento, con 

destino a países que no proporcionen un nivel de protección equiparable sin 

autorización del Director de la Agencia de Protección de Datos.  

f) Tratar los datos de carácter personal de forma ilegítima o con menosprecio de los 

principios y garantías que les sean de aplicación, cuando con ello se impida o se atente 

contra el ejercicio de los derechos fundamentales.  

g) La vulneración del deber de guardar secreto sobre los datos de carácter personal a 

que hacen referencia los apartados 2 y 3 del artículo 7, así como los que hayan sido 

recabados para fines policiales sin consentimiento de las personas afectadas.  

h) No atender, u obstaculizar de forma sistemática el ejercicio de los derechos de 

acceso, rectificación, cancelación u oposición.  

i) No atender de forma sistemática el deber legal de notificación de la inclusión de datos 

de carácter personal en un fichero.  
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Artículo 45. Tipo de sanciones  

1. Las infracciones leves serán sancionadas con multa de 100.000 a 10.000.000 de 

pesetas.  

2. Las infracciones graves serán sancionadas con multa de 10.000.000 a 50.000.000 de 

pesetas.  

3. Las infracciones muy graves serán sancionadas con multa de 50.000.000 a 

100.000.000 de pesetas.  

4. La cuantía de las sanciones se graduará atendiendo a la naturaleza de los derechos 

personales afectados, al volumen de los tratamientos efectuados, a los beneficios 

obtenidos, al grado de intencionalidad, a la reincidencia, a los daños y perjuicios 

causados a las personas interesadas y a terceras personas, y a cualquier otra 

circunstancia que sea relevante para determinar el grado de antijuridicidad y de 

culpabilidad presentes en la concreta actuación infractora.  

5. Si, en razón de las circunstancias concurrentes, se apreciara una cualificada 

disminución de la culpabilidad del imputado o de la antijuridicidad del hecho, el órgano 

sancionador establecerá la cuantía de la sanción aplicando la escala relativa a la clase de 

infracciones que preceda inmediatamente en gravedad a aquella en que se integra la 

considerada en el caso de que se trate.  

6. En ningún caso podrá imponerse una sanción más grave que la fijada en la Ley para 

la clase de infracción en la que se integre la que se pretenda sancionar.  

7. El Gobierno actualizará periódicamente la cuantía de las sanciones de acuerdo 

con las variaciones que experimenten los índices de precios.  

Artículo 46. Infracciones de las Administraciones Públicas 

1. Cuando las infracciones a que se refiere el artículo 44 fuesen cometidas en ficheros 

de los que sean responsables las Administraciones Públicas, el Director de la Agencia 

de Protección de Datos dictará una resolución estableciendo las medidas que procede 

adoptar para que cesen o se corrijan los efectos de la infracción. Esta resolución se 

notificará al responsable del fichero, al órgano del que dependa jerárquicamente y a los 

afectados si los hubiera.  

2. El Director de la Agencia podrá proponer también la iniciación de actuaciones 

disciplinarias, si procedieran. El procedimiento y las sanciones a aplicar serán las 

establecidas en la legislación sobre régimen disciplinario de las Administraciones 

Públicas.  
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3. Se deberán comunicar a la Agencia las resoluciones que recaigan en relación con las 

medidas y actuaciones a que se refieren los apartados anteriores.  

4. El Director de la Agencia comunicará al Defensor del Pueblo las actuaciones que 

efectúe y las resoluciones que dicte al amparo de los apartados anteriores.  

Artículo 47. Prescripción  

1. Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y 

las leves al año.  

2. El plazo de prescripción comenzará a contarse desde el día en que la infracción se 

hubiera cometido.  

3. Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 

procedimiento sancionador, reanudándose el plazo de prescripción si el expediente 

sancionador estuviere paralizado durante más de seis meses por causas no imputables al 

presunto infractor.  

4. Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres años, las 

impuestas por faltas graves a los dos años y las impuestas por faltas leves al año.  

5. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente 

a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción.  

6. La prescripción se interrumpirá por la iniciación, con conocimiento del interesado, 

del procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si el mismo está 

paralizado durante más de seis meses por causa no imputable al infractor.  

Artículo 48. Procedimiento sancionador  

1. Por vía reglamentaria se establecerá el procedimiento a seguir para la determinación 

de las infracciones y la imposición de las sanciones a que hace referencia el presente 

Título.  

2. Las resoluciones de la Agencia de Protección de Datos u órgano correspondiente de 

la Comunidad Autónoma agotan la vía administrativa.  

3. Los procedimientos sancionadores tramitados por la Agencia de Protección de Datos, 

en ejercicio de las potestades que a la misma atribuyan esta u otras Leyes, salvo los 

referidos a infracciones de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de 

Telecomunicaciones, tendrán una duración máxima de seis meses. (Artículo 82.2 Ley 

62/2003, de 30 de diciembre)  

Artículo 49. Potestad de inmovilización de ficheros  

En los supuestos, constitutivos de infracción muy grave, de utilización o cesión ilícita 

de los datos de carácter personal en que se impida gravemente o se atente de igual modo 
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contra el ejercicio de los derechos de los ciudadanos y el libre desarrollo de la 

personalidad que la Constitución y las leyes garantizan, el Director de la Agencia de 

Protección de Datos podrá, además de ejercer la potestad sancionadora, requerir a los 

responsables de ficheros de datos de carácter personal, tanto de titularidad pública como 

privada, la cesación en la utilización o cesión ilícita de los datos. Si el requerimiento 

fuera desatendido, la Agencia de Protección de Datos podrá, mediante resolución 

motivada, inmovilizar tales ficheros a los solos efectos de restaurar los derechos de las 

personas afectadas.  

DISPOSICIONES ADICIONALES  

Primera. Ficheros preexistentes  

Los ficheros y tratamientos automatizados, inscritos o no en el Registro General 

de Protección de Datos deberán adecuarse a la presente Ley Orgánica dentro del plazo 

de tres años, a contar desde su entrada en vigor. En dicho plazo, los ficheros de 

titularidad privada deberán ser comunicados a la Agencia de Protección de Datos y las 

Administraciones Públicas, responsables de ficheros de titularidad pública, deberán 

aprobar la pertinente disposición de regulación del fichero o adaptar la existente.  

En el supuesto de ficheros y tratamientos no automatizados, su adecuación a la presente 

Ley Orgánica y la obligación prevista en el párrafo anterior deberá cumplimentarse en 

el plazo de doce años a contar desde el 24 de octubre de 1995, sin perjuicio del ejercicio 

de los derechos de acceso, rectificación y cancelación por parte de los afectados.  

Segunda. Ficheros y Registro de Población de las Administraciones Públicas.  

1. La Administración General del Estado y las Administraciones de las Comunidades 

Autónomas podrán solicitar al Instituto Nacional de Estadística, sin consentimiento del 

interesado, una copia actualizada del fichero formado con los datos del nombre, 

apellidos, domicilio, sexo y fecha de nacimiento que constan en los padrones 

municipales de habitantes y en el censo electoral correspondientes a los territorios 

donde ejerzan sus competencias, para la creación de ficheros o registros de población.  

2. Los ficheros o registros de población tendrán como finalidad la comunicación de los 

distintos órganos de cada administración pública con los interesados residentes en los 

respectivos territorios, respecto a las relaciones jurídico-administrativas derivadas de las 

competencias respectivas de las Administraciones Públicas.  

Tercera. Tratamiento de los expedientes de las derogadas Leyes de Vagos y Maleantes 

y de Peligrosidad y Rehabilitación Social.  
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Los expedientes específicamente instruidos al amparo de las derogadas Leyes de Vagos 

y Maleantes, y de Peligrosidad y Rehabilitación Social, que contengan datos de 

cualquier índole susceptibles de afectar a la seguridad, al honor, a la intimidad o a la 

imagen de las personas, no podrán ser consultados sin que medie consentimiento 

expreso de los afectados, o hayan transcurrido 50 años desde la fecha de aquéllos.  

En este último supuesto, la Administración General del Estado, salvo que haya 

constancia expresa del fallecimiento de los afectados, pondrá a disposición del 

solicitante la documentación, suprimiendo de la misma los datos aludidos en el párrafo 

anterior, mediante la utilización de los procedimientos técnicos pertinentes en cada 

caso.  

Cuarta. Modificación del artículo 112.4 de la Ley General Tributaria.  

El apartado cuarto del artículo 112 de la Ley General Tributaria pasa a tener la 

siguiente redacción:  

4. La cesión de aquellos datos de carácter personal, objeto de tratamiento que se 

debe efectuar a la Administración tributaria conforme a lo dispuesto en el artículo 111, 

en los apartados anteriores de este artículo o en otra norma de rango legal, no requerirá 

el consentimiento del afectado. En este ámbito tampoco será de aplicación lo que 

respecto a las Administraciones Públicas establece el apartado 1 del artículo 21 de la 

Ley Orgánica de Protección de Datos de carácter personal.  

Quinta. Competencias del Defensor del Pueblo y órganos autonómicos semejantes.  

Lo dispuesto en la presente Ley Orgánica se entiende sin perjuicio de las competencias 

del Defensor del Pueblo y de los órganos análogos de las Comunidades Autónomas.  

Sexta. Modificación del artículo 24.3 de la Ley de Ordenación y Supervisión de los 

Seguros Privados.  

Se modifica el artículo 24.3, párrafo 2º de la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de 

Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados con la siguiente redacción:  

“Las entidades aseguradoras podrán establecer ficheros comunes que contengan 

datos de carácter personal para la liquidación de siniestros y la colaboración estadístico 

actuarial con la finalidad de permitir la tarificación y selección de riesgos y la 

elaboración de estudios de técnica aseguradora. La cesión de datos a los citados ficheros 

no requerirá el consentimiento previo del afectado, pero sí la comunicación al mismo de 

la posible cesión de sus datos personales a ficheros comunes para los fines señalados 

con expresa indicación del responsable para que se puedan ejercitar los derechos de 

acceso, rectificación y cancelación previstos en la Ley.  
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También podrán establecerse ficheros comunes cuya finalidad sea prevenir el fraude en 

el seguro sin que sea necesario el consentimiento del afectado. No obstante, será 

necesaria en estos casos la comunicación al afectado, en la primera introducción de sus 

datos, de quién sea el responsable del fichero y de las formas de ejercicio de los 

derechos de acceso, rectificación y cancelación.  

En todo caso, los datos relativos a la salud sólo podrán ser objeto de tratamiento 

con el consentimiento expreso del afectado”.  

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera. Tratamientos creados por Convenios Internacionales  

 La Agencia de Protección de Datos será el organismo competente para la 

protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos de carácter 

personal respecto de los tratamientos establecidos en cualquier Convenio Internacional 

del que sea parte España que atribuya a una autoridad nacional de control esta 

competencia, mientras no se cree una autoridad diferente para este cometido en 

desarrollo del Convenio.  

Segunda. Utilización del Censo Promocional  

Reglamentariamente se desarrollarán los procedimientos de formación del Censo 

Promocional, de oposición a aparecer en el mismo, de puesta a disposición de sus 

solicitantes, y de control de las listas difundidas. El Reglamento establecerá los plazos 

para la puesta en operación del Censo Promocional.  

Tercera. Subsistencia de normas preexistentes.  

Hasta tanto se lleven a efecto las previsiones de la Disposición Final Primera de 

esta Ley, continuarán en vigor, con su propio rango, las normas reglamentarias 

existentes y, en especial, los Reales Decretos 428/1993, de 26 de marzo, 1332/1994, de 

20 de junio y 994/1999, de 11 de junio, en cuanto no se opongan a la presente Ley.  

DISPOSICIÓN DEROGATORIA  

Única  

Queda derogada la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de regulación del 

tratamiento automatizado de los datos de carácter personal.  

DISPOSICIONES FINALES  

Primera. Habilitación para el desarrollo reglamentario  

El Gobierno aprobará, o modificará, las disposiciones reglamentarias  

Segunda. Preceptos con carácter de Ley Ordinaria  
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Los títulos IV, VI excepto el último inciso del párrafo 4 del artículo 36 y VII de la 

presente Ley, la Disposición Adicional Cuarta, la Disposición Transitoria Primera y la 

Final Primera, tienen el carácter de Ley Ordinaria.  

Tercera. Entrada en vigor  

La presente Ley entrará en vigor en el plazo de un mes, contado desde su publicación en 

el Boletín Oficial del Estado.  

Palacio del Congreso de los Diputados, a 25 de noviembre de 1999.  

Federico Trillo-Figueroa Martínez-Conde  

PRESIDENTE DEL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS  
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LEY 32/2003, DE 3 DE NOVIEMBRE, GENERAL DE 

TELECOMUNICACIONES. 

 

JUAN CARLOS I 

REY DE ESPAÑA 

A todos los que la presente vieren y entendieren. 

Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I 

La Ley 11/1998, de 24 de abril, General de Telecomunicaciones, instauró un régimen 

plenamente liberalizado en la prestación de servicios y el establecimiento y explotación 

de redes de telecomunicaciones, abriendo el sector a la libre competencia entre 

operadores. El marco normativo establecido por ella ha demostrado una eficacia que ha 

permitido que en nuestro país haya surgido una multiplicidad de operadores para los 

distintos servicios, redundando en una mayor capacidad de elección por los usuarios, y 

la aparición de un importante sector de las telecomunicaciones, lo que, a su vez, ha 

proporcionado las infraestructuras y condiciones idóneas para fomentar el desarrollo de 

la sociedad de la información, mediante su convergencia con el sector audiovisual y el 

de los servicios telemáticos, en torno a la implantación de Internet. 

Consciente de los importantes logros obtenidos, la Unión Europea ha dirigido sus 

esfuerzos a consolidar el marco armonizado de libre competencia en las 

telecomunicaciones alcanzado en sus Estados miembros. 

Este esfuerzo ha desembocado en la aprobación de un nuevo marco regulador de las 

comunicaciones electrónicas, compuesto por diversas disposiciones comunitarias. 

Se trata de la Directiva 2002/21/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de 

marzo de 2002, relativa a un marco regulador común de las redes y los servicios de 

comunicaciones electrónicas; la Directiva 2002/20/CE, del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 7 de marzo de 2002, relativa a la autorización de redes y servicios de 

comunicaciones electrónicas; la Directiva 2002/22/CE, del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 7 de marzo de 2002, relativa al servicio universal y los derechos de los 

usuarios en relación con las redes y los servicios de comunicaciones electrónicas; la 

Directiva 2002/19/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de marzo de 2002, 
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relativa al acceso a las redes de comunicaciones electrónicas y recursos asociados, y a 

su interconexión; la Directiva 2002/58/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 

12 de julio de 2002, relativa al tratamiento de los datos personales y a la protección de 

la intimidad en el sector de las comunicaciones electrónicas; la Directiva 2002/77/CE, 

de la Comisión, de 16 de septiembre de 

2002, relativa a la competencia en los mercados de redes y servicios de comunicaciones 

electrónicas; y, finalmente, la Decisión n.o 676/2002/CE, del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 7 de marzo de 2002, sobre un marco regulador de la política del espectro 

radioeléctrico en la Comunidad Europea. Mediante esta ley se trasponen las citadas 

directivas. Cabe señalar que la Directiva 2002/58/CE se traspone en la medida en que 

afecta a las redes y servicios de comunicaciones electrónicas. 

La nueva regulación comunitaria supone una profundización en los principios ya 

consagrados en la normativa anterior, basados en un régimen de libre competencia, la 

introducción de mecanismos correctores que garanticen la aparición y viabilidad de 

operadores distintos a los titulares del antiguo monopolio, la protección de los derechos 

de los usuarios, la mínima intervención de la Administración en el sector, el respeto de 

la autonomía de las partes en las relaciones entre operadores y la supervisión 

administrativa de los aspectos relacionados con el servicio público, el dominio público y 

la defensa de la competencia. 

Esta ley, junto con su necesario desarrollo reglamentario, incorpora al ordenamiento 

jurídico español el contenido de la normativa comunitaria citada, respetando plenamente 

los principios recogidos en ella, aunque adaptándolo a las peculiaridades propias del 

derecho y la situación económica y social de nuestro país. Esto último, además, 

propiciado por el instrumento jurídico formal en que se plasma la regulación 

comunitaria, esto es, la directiva, que permite que los Estados miembros elijan la vía 

idónea para incorporar a cada país la regulación armonizada. 

Ha sido un criterio inspirador de este texto legal una simplificación de la regulación 

contenida en él. De este modo, se pretende la existencia de una norma legal que 

garantice los principios básicos ya expuestos, pero que, a la vez, aporte la necesaria 

flexibilidad para un texto con vocación de permanencia. 

II 

Es preciso destacar los siguientes aspectos de la nueva regulación. 

En primer lugar, se dirige a regular exclusivamente el sector de las telecomunicaciones, 

en ejercicio de la competencia exclusiva del Estado prevista en el artículo 149.1.21.a de 
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la Constitución. La ley excluye expresamente de su regulación los contenidos 

difundidos a través de medios audiovisuales, que constituyen parte del BOE núm. 264 

Martes 4 noviembre 2003 38891 régimen de los medios de comunicación social, y que 

se caracterizan por ser transmitidos en un solo sentido de forma simultánea a una 

multiplicidad de usuarios. 

Igualmente se excluye de su regulación la prestación de servicios sobre las redes de 

telecomunicaciones que no consistan principalmente en el transporte de señales a través 

de dichas redes. Estos últimos son objeto de regulación en la Ley 34/2002, de 11 de 

julio, de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico. No 

obstante, las redes utilizadas como soporte de los servicios de radiodifusión sonora y 

televisiva, las redes de televisión por cable y los recursos asociados, como parte 

integrante de las comunicaciones electrónicas, estarán sujetos a lo establecido en esta 

ley. 

El conjunto de directivas citadas tiene por objeto la regulación de las comunicaciones 

electrónicas. El concepto de «comunicaciones electrónicas» tiene un ámbito más 

restringido que el de «telecomunicaciones». En efecto, al regular las comunicaciones 

electrónicas, las directivas se refieren a ámbitos concretos de las telecomunicaciones, 

como serían, entre otros, la habilitación para actuar como operador en este sector, los 

derechos y obligaciones de los operadores, las obligaciones en materia de interconexión 

y acceso, la necesidad de garantizar unas prestaciones mínimas bajo el epígrafe del 

servicio universal y los derechos de los usuarios. 

Sin embargo, como puede fácilmente advertirse, las directivas no abordan ciertos temas 

que se encuentran dentro del régimen de las telecomunicaciones, como podrían ser los 

requisitos para la evaluación de la conformidad y puesta en el mercado de los aparatos 

de telecomunicaciones. De ahí que el término «telecomunicaciones» se mantenga en la 

rúbrica de la ley, siendo así que su articulado distingue entre los supuestos en que se 

están regulando aspectos relativos al régimen de las comunicaciones electrónicas y los 

que no se incluyen en tal epígrafe, todos ellos, eso sí, bajo el denominador común de las 

telecomunicaciones. 

Como consecuencia, toda la regulación de las comunicaciones electrónicas se entiende 

incluida en el concepto más amplio de telecomunicaciones y, por lo tanto, dictada por el 

Estado en virtud de su atribución competencial exclusiva del artículo 149.1.21.a de la 

Constitución. 
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Se avanza en la liberalización de la prestación de servicios y la instalación y explotación 

de redes de comunicaciones electrónicas. En este sentido, cumpliendo con el principio 

de intervención mínima, se entiende que la habilitación para dicha prestación y 

explotación a terceros viene concedida con carácter general e inmediato por la ley. 

Únicamente será requisito previo la notificación a la Comisión del Mercado de las 

Telecomunicaciones para iniciar la prestación del servicio. Desaparecen, pues, las 

figuras de las autorizaciones y licencias previstas en la Ley 11/1998, de 24 de abril, 

General de Telecomunicaciones, como títulos habilitantes individualizados de que era 

titular cada operador para la prestación de cada red o servicio. 

Se refuerzan las competencias y facultades de la Comisión del Mercado de las 

Telecomunicaciones en relación con la supervisión y regulación de los mercados. 

Se contempla un sistema que gana en flexibilidad, mediante el cual este organismo 

realizará análisis periódicos de los distintos mercados de referencia, detectando aquellos 

que no se estén desarrollando en un contexto de competencia efectiva e imponiendo, en 

ese caso, obligaciones específicas a los operadores con poder significativo en el 

mercado. Es novedoso también el cambio en la definición de este tipo de operadores, 

pasando de un concepto «formal», esto es, basado en la superación de una determinada 

cuota de mercado, a uno «material», más cercano al tradicional derecho de la 

competencia, es decir, basado en la posición de fuerza del operador que le permite 

actuar con independencia de sus competidores o de los consumidores que sean personas 

físicas y usuarios. 

En relación con la garantía de los derechos de los usuarios, la ley recoge la ampliación 

de las prestaciones, que, como mínimo esencial, deben garantizarse a todos los 

ciudadanos, bajo la denominación de «servicio universal». Se incluye el acceso 

funcional a Internet, ya incorporado anticipadamente por la Ley 34/2002, de 11 de julio, 

de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico, y la 

posibilidad de que se ofrezcan opciones tarifarias especiales que permitan un mayor 

control del gasto por los usuarios. Además, se amplía el catálogo de derechos de los 

consumidores que sean personas físicas y usuarios reconocidos con rango legal. 

La regulación de la ocupación del dominio público o la propiedad privada para la 

instalación de redes, pretende establecer unos criterios generales, que deberán ser 

respetados por las Administraciones públicas titulares del dominio público. De este 

modo, se reconocen derechos de ocupación a todos los operadores que practiquen la 

notificación a la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, en la medida que 
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sea necesario para la instalación de sus redes, a la vez que se detallan los principios 

básicos que garanticen el ejercicio de dicho derecho en condiciones de igualdad y 

transparencia, con independencia de la Administración o el titular del dominio público o 

la propiedad privada. 

En lo referente al dominio público radioeléctrico, se incorporan la regulación y 

tendencias comunitarias en la materia, esto es, la garantía del uso eficiente del espectro 

radioeléctrico, como principio superior que debe guiar la planificación y la asignación 

de frecuencias por la Administración y el uso de éstas por los operadores. 

Asimismo, se abre la posibilidad de la cesión de derechos de uso del espectro 

radioeléctrico, en las condiciones que se determinen reglamentariamente. En los 

supuestos en que las bandas de frecuencias asignadas a determinados servicios sean 

insuficientes para atender la demanda de los operadores, se prevé la celebración de 

procedimientos de licitación. Como requisito esencial en la prestación de servicios 

mediante tecnologías que usen el dominio público radioeléctrico, se establece el respeto 

a los límites de las emisiones radioeléctricas establecidas en la normativa vigente. 

La ley también tiene como objetivo el establecimiento de una serie de criterios que 

guíen la actuación en la imposición de tasas que afecten a los servicios de 

telecomunicaciones. 

Distingue entre aquellas tasas que respondan a la necesidad de compensar actuaciones 

administrativas, donde la cuantía se fijará en función de su coste, de aquellas impuestas 

sobre el uso de recursos asociados, como el dominio público, las frecuencias o la 

numeración. En este último caso se perseguirá garantizar su uso óptimo, teniendo en 

cuenta el valor del bien y su escasez. Como principios básicos de estas exacciones se 

establecen la transparencia, la proporcionalidad y su justificación objetiva. 

En la tipificación de infracciones y la imposición de las correspondientes sanciones se 

han reforzado las potestades administrativas, como necesario contrapunto a una mayor 

simplificación en las condiciones para obtener la habilitación para prestar servicios. Con 

ello, el control «ex ante» que suponía la obtención de una autorización individualizada 

para cada operador con la Ley 11/1998, de 24 de abril, General de Telecomunicaciones, 

viene a ser sustituido por uno «ex post», mediante la posibilidad de obtener información 

de los operadores, de imponer medidas cautelares en el procedimiento sancionador o de 

inhabilitar a las empresas que cometan infracciones muy graves. 

En sus disposiciones adicionales y transitorias, la ley aborda ciertos problemas 

derivados de su entrada en vigor o conexos con esta regulación. Entre ellos, cabe 
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destacar la adaptación automática prevista para los títulos habilitantes anteriores a esta 

ley, que será llevada a cabo por la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones. 

TÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 1. Objeto de la ley. 

1. El objeto de esta ley es la regulación de las telecomunicaciones, que comprenden la 

explotación de las redes y la prestación de los servicios de comunicaciones electrónicas 

y los recursos asociados, de conformidad con el artículo 149.1.21.a de la Constitución. 

2. Quedan excluidos del ámbito de esta ley el régimen aplicable a los contenidos de 

carácter audiovisual transmitidos a través de las redes, así como el régimen básico de 

los medios de comunicación social de naturaleza audiovisual a que se refiere el artículo 

149.1.27.a de la Constitución. 

Asimismo, se excluye del ámbito de esta ley la regulación de los servicios que 

suministren contenidos transmitidos mediante redes y servicios de comunicaciones 

electrónicas, de las actividades que consistan en el ejercicio del control editorial sobre 

dichos contenidos y los servicios de la Sociedad de la Información, regulados en la Ley 

34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio 

electrónico, que no consistan, en su totalidad o principalmente, en el transporte de 

señales a través de redes de comunicaciones electrónicas. 

Artículo 2. Las telecomunicaciones como servicios de interés general. 

1. Las telecomunicaciones son servicios de interés general que se prestan en régimen de 

libre competencia. 

2. Sólo tienen la consideración de servicio público o están sometidos a obligaciones de 

servicio público los servicios regulados en el artículo 4 y en el título III de esta ley. 

La imposición de obligaciones de servicio público perseguirá la consecución de los 

objetivos establecidos en el artículo 3 de esta ley y podrá recaer sobre los operadores 

que obtengan derechos de ocupación del dominio público o de la propiedad privada, de 

derechos de uso del dominio público radioeléctrico, o que ostenten la condición de 

operador con poder significativo en un determinado mercado de referencia. 

Artículo 3. Objetivos y principios de la ley. 

Los objetivos y principios de esta ley son los siguientes: 

a) Fomentar la competencia efectiva en los mercados de telecomunicaciones y, en 

particular, en la explotación de las redes y en la prestación de los servicios de 

comunicaciones electrónicas y en el suministro de los recursos asociados a ellos. Todo 
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ello promoviendo una inversión eficiente en materia de infraestructuras y fomentando la 

innovación. 

b) Garantizar el cumplimiento de las referidas condiciones y de las obligaciones de 

servicio público en la explotación de redes y la prestación de servicios de 

comunicaciones electrónicas, en especial las de servicio universal. 

c) Promover el desarrollo del sector de las telecomunicaciones, así como la utilización 

de los nuevos servicios y el despliegue de redes, y el acceso a éstos, en condiciones de 

igualdad, e impulsar la cohesión territorial, económica y social. 

d) Hacer posible el uso eficaz de los recursos limitados de telecomunicaciones, como la 

numeración y el espectro radioeléctrico, y la adecuada protección de este último, y el 

acceso a los derechos de ocupación de la propiedad pública y privada. 

e) Defender los intereses de los usuarios, asegurando su derecho al acceso a los 

servicios de comunicaciones electrónicas en adecuadas condiciones de elección, precio 

y calidad, y salvaguardar, en la prestación de éstos, la vigencia de los imperativos 

constitucionales, en particular, el de no discriminación, el del respeto a los derechos al 

honor, a la intimidad, a la protección de los datos personales y al secreto en las 

comunicaciones, el de la protección a la juventud y a la infancia y la satisfacción de las 

necesidades de los grupos con necesidades especiales, tales como las personas con 

discapacidad. 

A estos efectos, podrán imponerse obligaciones a los prestadores de los servicios para la 

garantía de dichos derechos. 

f) Fomentar, en la medida de lo posible, la neutralidad tecnológica en la regulación. 

g) Promover el desarrollo de la industria de productos y servicios de 

telecomunicaciones. 

h) Contribuir al desarrollo del mercado interior de servicios de comunicaciones 

electrónicas en la Unión Europea. 

Artículo 4. Servicios de telecomunicaciones para la defensa nacional y la protección 

civil. 

1. Las redes, servicios, instalaciones y equipos de telecomunicaciones que desarrollen 

actividades esenciales para la defensa nacional integran los medios destinados a ésta, se 

reservan al Estado y se rigen por su normativa específica. 

2. El Ministerio de Ciencia y Tecnología es el órgano de la Administración General del 

Estado con competencia, de conformidad con la legislación específica sobre la materia y 

lo establecido en esta ley, para ejecutar, en la medida que le afecte, la política de 
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defensa nacional en el sector de las telecomunicaciones, con la debida coordinación con 

el Ministerio de Defensa y siguiendo los criterios fijados por éste. 

En el marco de las funciones relacionadas con la defensa civil, corresponde al 

Ministerio de Ciencia y Tecnología estudiar, planear, programar, proponer y ejecutar 

cuantas medidas se relacionen con su aportación a la defensa nacional en el ámbito de 

las telecomunicaciones. 

A tales efectos, los Ministerios de Defensa y de Ciencia y Tecnología coordinarán la 

planificación del sistema de telecomunicaciones de las Fuerzas Armadas, a fin de 

asegurar, en la medida de lo posible, su compatibilidad con los servicios civiles. 

Asimismo elaborarán los programas de coordinación tecnológica precisos que faciliten 

la armonización, homologación y utilización, conjunta o indistinta, de los medios, 

sistemas y redes civiles y militares en el ámbito de las telecomunicaciones. Para el 

estudio e informe de estas materias, se constituirán los órganos interministeriales que se 

consideren adecuados, con la composición y competencia que se determinen 

reglamentariamente. 

3. En los ámbitos de la seguridad pública y de la protección civil, en su específica 

relación con el uso de las telecomunicaciones, el Ministerio de Ciencia y Tecnología 

cooperará con el Ministerio del Interior y con los órganos responsables de las 

comunidades autónomas con competencias sobre las citadas materias. 

4. Los bienes muebles o inmuebles vinculados a los centros, establecimientos y 

dependencias afectos a la explotación de las redes y a la prestación de los servicios de 

telecomunicaciones dispondrán de las medidas y sistemas de seguridad, vigilancia, 

difusión de información, prevención de riesgos y protección que se determinen por el 

Gobierno, a propuesta de los Ministerios de Defensa, del Interior o de Ciencia y 

Tecnología, dentro del ámbito de sus respectivas competencias. Estas medidas y 

sistemas deberán estar disponibles en las situaciones de normalidad o en las de crisis, 

así como en los supuestos contemplados en la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, 

reguladora de los Estados de Alarma, Excepción y Sitio, y en la Ley 2/1985, de 21 de 

enero, de Protección Civil. 

5. El Gobierno, con carácter excepcional y transitorio, podrá acordar la asunción por la 

Administración General del Estado de la gestión directa de determinados servicios o de 

la explotación de ciertas redes de comunicaciones electrónicas, de acuerdo con el texto 

refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por el 

Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, para garantizar la seguridad pública y 
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la defensa nacional. Asimismo, en el caso de incumplimiento de las obligaciones de 

servicio público a las que se refiere el título III de esta ley, el Gobierno, previo informe 

preceptivo de la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, e igualmente con 

carácter excepcional y transitorio, podrá acordar la asunción por la Administración 

General del Estado de la gestión directa de los correspondientes servicios o de la 

explotación de las correspondientes redes. En este último caso, podrá, con las mismas 

condiciones, intervenir la prestación de los servicios de comunicaciones electrónicas. 

Los acuerdos de asunción de la gestión directa del servicio y de intervención de éste o 

los de intervenir o explotar las redes a los que se refiere el párrafo anterior se adoptarán 

por el Gobierno por propia iniciativa o a instancia de una Administración pública 

territorial. En este último caso será preciso que la Administración pública territorial 

tenga competencias en materia de seguridad o para la prestación de los servicios 

públicos afectados por el anormal funcionamiento del servicio o de la red de 

comunicaciones electrónicas. En el supuesto de que el procedimiento se inicie a 

instancia de una Administración distinta de la del Estado, aquélla tendrá la 

consideración de interesada y podrá evacuar informe con carácter previo a la resolución 

final. 

6. La regulación contenida en esta ley se entiende sin perjuicio de lo previsto en la 

normativa específica sobre telecomunicaciones relacionadas con la seguridad pública y 

la defensa nacional. 

TÍTULO II 

Explotación de redes y prestación de servicios de comunicaciones electrónicas en 

régimen de libre competencia  

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 5. Principios aplicables. 

1. La explotación de las redes y la prestación de los servicios de comunicaciones 

electrónicas se realizará en régimen de libre competencia sin más limitaciones que las 

establecidas en esta ley y su normativa de desarrollo. 

2. La adquisición de los derechos de uso de dominio público radioeléctrico, de 

ocupación del dominio público o de la propiedad privada y de los recursos de 

numeración necesarios para la explotación de redes y para la prestación de servicios de 

comunicaciones electrónicas deberá realizarse conforme a lo dispuesto en su normativa 

específica. 
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Artículo 6. Requisitos exigibles para la explotación de las redes y la prestación de los 

servicios de comunicaciones electrónicas. 

1. Podrán explotar redes y prestar servicios de comunicaciones electrónicas a terceros 

las personas físicas o jurídicas nacionales de un Estado miembro de la Unión Europea o 

con otra nacionalidad, cuando, en el segundo caso, así esté previsto en los acuerdos 

internacionales que vinculen al Reino de España. Para el resto de personas físicas o 

jurídicas, el Gobierno podrá autorizar excepciones de carácter general o particular a la 

regla anterior. 

En todo caso, las personas físicas o jurídicas que exploten redes o presten servicios de 

comunicaciones electrónicas a terceros deberán designar una persona responsable a 

efecto de notificaciones domiciliada en España, sin perjuicio de lo que puedan prever 

los acuerdos internacionales. 

2. Los interesados en la explotación de una determinada red o en la prestación de un 

determinado servicio de comunicaciones electrónicas deberán, con anterioridad al inicio 

de la actividad, notificarlo fehacientemente a la Comisión del Mercado de las 

Telecomunicaciones en los términos que se determinen mediante real decreto, 

sometiéndose a las condiciones previstas para el ejercicio de la actividad que pretendan 

realizar. Quedan exentos de esta obligación quienes exploten redes y se presten 

servicios de comunicaciones electrónicas en régimen de autoprestación. 

3. Cuando la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones constate que la 

notificación no reúne los requisitos establecidos en el apartado anterior, dictará 

resolución motivada en un plazo máximo de 15 días, no teniendo por realizada aquélla. 

Artículo 7. Registro de operadores. 

Se crea, dependiente de la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, el 

Registro de operadores. 

Dicho registro será de carácter público y su regulación se hará por real decreto. En él 

deberán inscribirse los datos relativos a las personas físicas o jurídicas que hayan 

notificado su intención de explotar redes o prestar servicios de comunicaciones 

electrónicas, las condiciones para desarrollar la actividad y sus modificaciones. 

Artículo 8. Condiciones para la prestación de servicios o la explotación de redes de 

comunicaciones electrónicas. 

1. La explotación de las redes y la prestación de los servicios de comunicaciones 

electrónicas se sujetarán a las condiciones previstas en esta ley y su normativa de 
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desarrollo, entre las cuales se incluirán las de salvaguarda de los derechos de los 

usuarios finales. 

2. Con arreglo a los principios de objetividad y de proporcionalidad, el Gobierno podrá 

modificar las condiciones impuestas previa audiencia de los interesados, del Consejo de 

Consumidores y Usuarios y, en su caso, de las asociaciones más representativas de los 

restantes usuarios, e informe de la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones. 

La modificación se realizará mediante real decreto, que establecerá un plazo para que 

los operadores se adapten a aquélla. 

3. Las entidades públicas o privadas que, de acuerdo con la legislación vigente, tengan 

derechos especiales o exclusivos para la prestación de servicios en otro sector 

económico y que exploten redes públicas o presten servicios de comunicaciones 

electrónicas disponibles al público deberán llevar cuentas separadas y auditadas para sus 

actividades de comunicaciones electrónicas, o establecer una separación estructural para 

las actividades asociadas con la explotación de redes o la prestación de servicios de 

comunicaciones electrónicas. Mediante real decreto podrá establecerse la exención de 

esta obligación para las entidades cuyo volumen de negocios anual en actividades 

asociadas con las redes o servicios de comunicaciones electrónicas sea inferior a 50 

millones de euros. 

4. La explotación de redes o la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas 

por las Administraciones públicas, directamente o a través de sociedades en cuyo capital 

participen mayoritariamente, se ajustará a lo dispuesto en esta ley y sus normas de 

desarrollo y se realizará con la debida separación de cuentas y con arreglo a los 

principios de neutralidad, transparencia y no discriminación. La Comisión del Mercado 

de las Telecomunicaciones podrá imponer condiciones especiales que garanticen la no 

distorsión de la libre competencia. 

Artículo 9. Obligaciones de suministro de información.  

1. Las Autoridades Nacionales de Reglamentación podrán, en el ámbito de su actuación, 

requerir a las personas físicas o jurídicas que exploten redes o presten servicios de 

comunicaciones electrónicas, la información necesaria para el cumplimiento de alguna 

de las siguientes finalidades: 

a) Comprobar el cumplimiento de las obligaciones que resulten de los derechos de uso 

del dominio público radioeléctrico, de la numeración o de la ocupación del dominio 

público o de la propiedad privada. 

b) Satisfacer necesidades estadísticas o de análisis. 



 Protección de datos en desarrollo para Internet 

 173 

c) Evaluar la procedencia de las solicitudes de derechos de uso del dominio público 

radioeléctrico y de la numeración. 

d) La publicación de síntesis comparativas sobre precios y calidad de los servicios, en 

interés de los usuarios. 

e) Elaborar análisis que permitan la definición de los mercados de referencia, la 

determinación de los operadores encargados de prestar el servicio universal y el 

establecimiento de condiciones específicas a los operadores con poder significativo de 

mercado en aquéllos. 

f) Cumplir los requerimientos que vengan impuestos en el ordenamiento jurídico. 

g) Comprobar el cumplimiento del resto de obligaciones nacidas de esta ley. 

Esta información, excepto aquella a la que se refiere el párrafo c), no podrá exigirse 

antes del inicio de la actividad y se suministrará en el plazo que se  establezca en cada 

requerimiento, atendidas las circunstancias del caso. Las Autoridades Nacionales de 

Reglamentación garantizarán la confidencialidad de la información suministrada que 

pueda afectar al secreto comercial o industrial. 

2. Las solicitudes de información que se realicen de conformidad con el apartado 

anterior habrán de ser motivadas y proporcionadas al fin perseguido. 

CAPÍTULO II 

Mercados de referencia y operadores con poder significativo en el mercado 

Artículo 10. Mercados de referencia y operadores con poder significativo en el mercado. 

1. La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, teniendo en cuenta las 

Directrices de la Comisión Europea para el análisis de mercados y determinación de 

operadores con peso significativo en el mercado, así como la Recomendación de 

Mercados Relevantes, definirá, mediante resolución publicada en el «Boletín Oficial del 

Estado», los mercados de referencia relativos a redes y servicios de comunicaciones 

electrónicas, entre los que se incluirán los correspondientes mercados de referencia al 

por mayor y al por menor, y el ámbito geográfico de los mismos, cuyas características 

pueden justificar la imposición de obligaciones específicas. 

2. Asimismo, la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones llevará a cabo, como 

mínimo cada dos años, un análisis de los citados mercados, teniendo en cuenta las 

directrices establecidas por la Comisión Europea. 

Dicho análisis se realizará previo informe del Servicio de Defensa de la Competencia. 

3. El análisis a que se refiere el apartado anterior tendrá como finalidad determinar si los 

distintos mercados de referencia se desarrollan en un entorno de competencia efectiva. 
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En caso contrario, la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones identificará y 

hará públicos el operador u operadores que poseen un poder significativo en cada 

mercado considerado. 

Cuando un operador u operadores tengan, individual o conjuntamente, poder 

significativo en un mercado de referencia, la Comisión del Mercado de las 

Telecomunicaciones podrá declarar que lo tienen también en otro mercado de referencia 

estrechamente relacionado con el anterior cuando los vínculos entre ambos sean tales 

que resulte posible hacer que el poder que se tiene en un mercado produzca 

repercusiones en el otro, reforzando de esta manera el poder en el mercado del operador. 

4. En aquellos mercados en que se constate la inexistencia de un entorno de 

competencia efectiva, la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones podrá 

imponer, mantener o modificar determinadas obligaciones específicas a los operadores 

que, de conformidad con el apartado anterior, hayan sido identificados como operadores 

con poder significativo en dichos mercados. 

En la imposición de dichas obligaciones se otorgará preferencia a las medidas en 

materia de acceso, interconexión, selección y preselección frente a otras con mayor 

incidencia en la libre competencia. 

Las obligaciones específicas a que se refieren los párrafos anteriores se basarán en la 

naturaleza del problema identificado, serán proporcionadas y estarán justificadas en el 

cumplimiento de los objetivos del artículo 3 de esta ley. Dichas obligaciones se 

mantendrán en vigor durante el tiempo estrictamente imprescindible. 

A la hora de imponer obligaciones específicas, se tomarán en consideración, en su caso, 

las condiciones peculiares presentes en nuevos mercados en expansión, esto es, aquellos 

con perspectivas de crecimiento elevadas y niveles reducidos de contratación por los 

usuarios y en los que todavía no se ha alcanzado una estructura estable, para evitar que 

se limite o retrase su desarrollo. 

5. En los mercados en los que se constate la existencia de competencia efectiva, la 

Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones suprimirá las obligaciones 

específicas que, en su caso, tuvieran impuestas los operadores por haber sido declarados 

con poder significativo en dichos mercados. 

6. Reglamentariamente, el Gobierno establecerá las obligaciones específicas para los 

mercados de referencia previstas en este artículo, entre las que se incluirán las recogidas 

en el artículo 13 de esta ley y las relativas a los mercados al por menor, así como las 

condiciones para su imposición, modificación o supresión. 
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CAPÍTULO III 

Acceso a las redes y recursos asociados e interconexión 

Artículo 11. Principios generales aplicables al acceso a las redes y recursos asociados y 

a su interconexión. 

1. Este capítulo y su desarrollo reglamentario serán aplicables a la interconexión y a los 

accesos a redes públicas de comunicaciones electrónicas y a sus recursos asociados, 

salvo que el beneficiario del acceso sea un usuario final. 

2. Los operadores de redes públicas de comunicaciones electrónicas tendrán el derecho 

y, cuando se solicite por otros operadores de redes públicas de comunicaciones 

electrónicas, la obligación de negociar la interconexión mutua con el fin de prestar 

servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público, con el objeto de 

garantizar así la prestación de servicios y su interoperabilidad. 

3. No existirán restricciones que impidan que los operadores negocien entre sí acuerdos 

de acceso o interconexión. La persona física o jurídica habilitada para explotar redes o 

prestar servicios en otro Estado miembro de la Unión Europea que solicite acceso o 

interconexión en España no necesitará llevar a cabo la notificación a la que se refiere el 

artículo 6 de la ley, cuando no explote redes ni preste servicios de comunicaciones 

electrónicas en el territorio nacional. 

4. La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones podrá intervenir en las 

relaciones entre operadores, a petición de cualquiera de las partes implicadas, o de 

oficio cuando esté justificado, con objeto de fomentar y, en su caso, garantizar la 

adecuación del acceso, la interconexión y la interoperabilidad de los servicios, así como 

la consecución de los objetivos establecidos en el artículo 3. Asimismo, el Ministerio de 

Ciencia y Tecnología podrá actuar, en el ámbito de sus competencias, para conseguir los 

citados objetivos. 

5. Las obligaciones y condiciones que se impongan de conformidad con este capítulo 

serán objetivas, transparentes, proporcionadas y no discriminatorias. 

6. Los operadores que obtengan información de otros, en el proceso de negociación de 

acuerdos de acceso o interconexión, destinarán dicha información exclusivamente a los 

fines para los que les fue facilitada y respetarán en todo momento la confidencialidad de 

la información transmitida o almacenada, en especial respecto de terceros, incluidos 

otros departamentos de la propia empresa, filiales o asociados. 

Artículo 12. Condiciones aplicables al acceso a las redes y recursos asociados y a su 

interconexión. 
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1. Cuando se impongan obligaciones a un operador de redes públicas de 

comunicaciones electrónicas para que facilite acceso, la Comisión del Mercado de las 

Telecomunicaciones podrá establecer determinadas condiciones técnicas u operativas al 

citado operador o a los beneficiarios de dicho acceso cuando ello sea necesario para 

garantizar el funcionamiento normal de la red, conforme se establezca 

reglamentariamente. 

2. La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, en la medida en que sea 

necesario garantizar la posibilidad de conexión de extremo a extremo, podrá imponer 

obligaciones a los operadores que controlen el acceso a los usuarios finales, incluida, en 

casos justificados, la obligación de interconectar sus redes cuando no lo hayan hecho. 

Artículo 13. Obligaciones aplicables a los operadores con poder significativo en 

mercados de referencia. 

1. La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, en la forma y en las 

condiciones que se determinen en desarrollo del apartado 6 del artículo 10, podrá 

imponer a los operadores que, de conformidad con dicho artículo, hayan sido declarados 

con poder significativo en el mercado obligaciones en materia de: 

a) Transparencia, en relación con la interconexión y el acceso, conforme a las cuales los 

operadores deberán hacer público determinado tipo de información, como la relativa a 

contabilidad, especificaciones técnicas, características de las redes, condiciones de 

suministro y utilización, y precios. En particular, cuando se impongan obligaciones de 

no discriminación a un operador, se le podrá exigir que publique una oferta de 

referencia. 

b) No discriminación, que garantizarán, en particular, que el operador aplique 

condiciones equivalentes en circunstancias semejantes a otros operadores que presten 

servicios equivalentes y proporcione a terceros servicios e información de la misma 

calidad que los que proporcione para sus propios servicios o los de sus filiales o 

asociados y en las mismas condiciones. 

c) Separación de cuentas, en el formato y con la metodología que, en su caso, se 

especifiquen. 

d) Acceso a recursos específicos de las redes y a su utilización. 

e) Control de precios, tales como la orientación de los precios en función de los costes, 

y contabilidad de costes, para evitar precios excesivos o la compresión de los precios en 

detrimento de los usuarios finales. 
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2. En circunstancias excepcionales y debidamente justificadas, la Comisión del Mercado 

de las Telecomunicaciones, previo sometimiento al mecanismo de consulta previsto en 

la disposición adicional octava, podrá imponer obligaciones relativas al acceso o a la 

interconexión que no se limiten a las materias enumeradas en el apartado anterior, así 

como a operadores que no hayan sido declarados con poder significativo en el mercado. 

Artículo 14. Resolución de conflictos. 

1. De los conflictos en materia de obligaciones de interconexión y acceso derivadas de 

esta ley y de sus normas de desarrollo conocerá la Comisión del Mercado de las 

Telecomunicaciones. Ésta, previa audiencia de las partes, dictará resolución vinculante 

sobre los extremos objeto del conflicto, en el plazo máximo de cuatro meses a partir del 

momento en que se pida su intervención, sin perjuicio de que puedan adoptarse medidas 

provisionales hasta el momento en que se dicte la resolución definitiva. 

2. En caso de producirse un conflicto transfronterizo en el que una de las partes esté 

radicada en otro Estado miembro de la Unión Europea, la Comisión del Mercado de las 

Telecomunicaciones, en caso de que cualquiera de las partes así lo solicite, coordinará, 

en los términos que se establezcan mediante real decreto, sus esfuerzos para encontrar 

una solución al conflicto con la otra u otras autoridades nacionales de reglamentación 

afectadas. 

Artículo 15. Normas técnicas. 

La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, en los acuerdos de acceso e 

interconexión, fomentará el uso de las normas o especificaciones técnicas identificadas 

en la relación que la Comisión Europea elabore a tal efecto, que se publicarán en el 

«Boletín Oficial del Estado» cuando hayan sido declaradas de uso obligatorio, para 

garantizar la interoperabilidad de los servicios y para potenciar la libertad de elección de 

los usuarios. 

En defecto de dichas normas, la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones 

fomentará la aplicación de las normas, especificaciones o recomendaciones que se 

aprueben por los organismos europeos o, en ausencia de éstas, por los organismos 

internacionales de normalización. 

CAPÍTULO IV 

Numeración, direccionamiento y denominación 

Artículo 16. Principios generales. 

1. Para los servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público se 

proporcionarán los números y direcciones que se necesiten para permitir su efectiva 



 Protección de datos en desarrollo para Internet 

 178 

prestación, tomándose esta circunstancia en consideración en los planes nacionales de 

numeración y direccionamiento, respectivamente. 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, la regulación de los nombres de 

dominio de Internet bajo el indicativo del país correspondiente a España («.es») se 

regirá por su normativa específica. 

3. Corresponde al Gobierno la aprobación de los planes nacionales de numeración y, en 

su caso, de direccionamiento y nombres, teniendo en cuenta las decisiones aplicables 

que se adopten en el seno de las organizaciones y los foros internacionales. El 

procedimiento y los plazos para la asignación de números, así como las condiciones 

asociadas al uso de los números, que serán no discriminatorias, proporcionadas y 

transparentes, se establecerán reglamentariamente. Transcurrido el plazo máximo sin 

haberse notificado la resolución expresa, se podrá entender desestimada la solicitud por 

silencio administrativo. 

4. Corresponde a la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones la gestión y 

control de los planes nacionales de numeración y de códigos de  puntos de señalización. 

Mediante real decreto se determinarán las entidades encargadas de la gestión y control 

de otros planes nacionales de direccionamiento y, en su caso, de nombres. 

5. Los operadores a los que se haya asignado una serie de números no podrán 

discriminar a otros operadores en lo que se refiere a las secuencias de números 

utilizadas para dar acceso a los servicios de éstos. 

6. Los operadores que exploten redes públicas telefónicas o presten servicios telefónicos 

disponibles al público deberán cursar las llamadas que se efectúen a los rangos de 

numeración telefónica nacional, al espacio europeo de numeración telefónica y a otros 

rangos de numeración internacional, en los términos que se especifiquen en los planes 

nacionales de numeración o en sus disposiciones de desarrollo. 

7. La asignación de recursos públicos de numeración no supondrá el otorgamiento de 

más derechos que el de su uso conforme a lo que se establece en esta ley. Todos los 

operadores y, en su caso, los fabricantes y los comerciantes estarán obligados a tomar 

las medidas necesarias para el cumplimiento de las decisiones que se adopten por el 

Ministerio de Ciencia y Tecnología o por la Comisión del Mercado de las 

Telecomunicaciones, en el ámbito de sus respectivas competencias sobre numeración, 

direcciones y nombres. 

Los usuarios finales tendrán, en los términos que determine la normativa de desarrollo 

de la ley, acceso a la numeración. Esta normativa podrá prever, cuando esté justificado, 
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el acceso por los usuarios finales a los números de forma directa e independiente de los 

operadores para determinados rangos que se definan en los planes nacionales de 

numeración o en sus disposiciones de desarrollo. 

Artículo 17. Planes nacionales. 

1. Los planes nacionales y sus disposiciones de desarrollo designarán los servicios para 

los que puedan utilizarse los números y, en su caso, direcciones y nombres 

correspondientes, incluido cualquier requisito relacionado con la prestación de tales 

servicios. 

2. El contenido de los citados planes y el de los actos derivados de su desarrollo y 

gestión serán públicos, salvo en lo relativo a materias que puedan afectar a la seguridad 

nacional. 

3. A fin de cumplir con las obligaciones y recomendaciones internacionales o para 

garantizar la disponibilidad suficiente de números, direcciones y nombres, el Ministerio 

de Ciencia y Tecnología, de oficio o a instancia de la entidad encargada de la gestión y 

control del plan nacional correspondiente y mediante orden ministerial publicada en el 

«Boletín Oficial del Estado», podrá modificar la estructura y la organización de los 

planes nacionales o, en ausencia de éstos o de planes específicos para cada servicio, 

establecer medidas sobre la utilización de los recursos numéricos y alfanuméricos 

necesarios para la prestación de los servicios. Se habrán de tener en cuenta, a tales 

efectos, los intereses de los afectados y los gastos de adaptación que, de todo ello, se 

deriven para los operadores y para los usuarios. Las modificaciones que se pretendan 

realizar deberán ser publicadas antes de su entrada en vigor y con una antelación 

suficiente. 

4. Los planes nacionales y sus disposiciones de desarrollo podrán establecer 

procedimientos de selección competitiva o comparativa para la asignación de números y 

nombres con valor económico excepcional. 

Artículo 18. Conservación de los números telefónicos por los abonados. 

Los operadores que exploten redes públicas telefónicas o presten servicios telefónicos 

disponibles al público garantizarán que los abonados a dichos servicios puedan 

conservar, previa solicitud, los números que les hayan sido asignados, con 

independencia del operador que preste el servicio. Mediante real decreto se fijarán los 

supuestos a los que sea de aplicación la conservación de números, así como los aspectos 

técnicos y administrativos necesarios para que ésta se lleve a cabo. 
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Los costes derivados de la actualización de los elementos de la red y de los sistemas 

necesarios para hacer posible la conservación de los números deberán ser sufragados 

por cada operador sin que, por ello, tengan derecho a percibir indemnización alguna. 

Los demás costes que produzca la conservación de los números telefónicos se 

repartirán, a través del oportuno acuerdo, entre los operadores afectados por el cambio. 

A falta de acuerdo, resolverá la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones. Los 

precios de interconexión para la aplicación de las facilidades de conservación de los 

números habrán de estar orientados en función de los costes y, en caso de imponerse 

cuotas directas a los abonados, no deberán tener, en ningún caso, efectos disuasorios 

para el uso de dichas facilidades. 

Artículo 19. Selección de operador. 

Los operadores que, de conformidad con el artículo 10, hayan sido declarados con poder 

significativo en el suministro de conexión a la red telefónica pública y utilización de 

ésta desde una ubicación fija, permitirán a sus abonados, en los términos que 

reglamentariamente se determinen por el Gobierno, el acceso a los servicios de 

cualquier proveedor interconectado de servicios telefónicos disponibles al público en 

cada llamada, mediante la marcación de un código de selección de operador, y por 

preselección, con posibilidad de anularla llamada a llamada mediante marcación de un 

código de selección de operador. Los precios de interconexión relacionados con las 

facilidades arriba mencionadas se establecerán en función de los costes. 

Asimismo, mediante real decreto se podrán establecer obligaciones de selección y 

preselección de operador en redes distintas de las mencionadas en el párrafo anterior. 

La obligación de confidencialidad contemplada en el apartado 6 del artículo 11 es 

aplicable a los operadores respecto de los procesos de negociación de acuerdos de 

preselección. 

TÍTULO III 

Obligaciones de servicio público y derechos y obligaciones de carácter público en la 

explotación de redes y en la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas 

CAPÍTULO I 

Obligaciones de servicio público 

SECCIÓN 1.a DELIMITACIÓN 

Artículo 20. Delimitación de las obligaciones de servicio público. 

1. Este capítulo tiene por objeto garantizar la existencia de servicios de comunicaciones 

electrónicas disponibles al público, de adecuada calidad en todo el territorio nacional a 
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través de una competencia y una libertad de  elección reales, y tratar las circunstancias 

en que las necesidades de los usuarios finales no se vean atendidas de manera 

satisfactoria por el mercado. 

2. Los operadores se sujetarán al régimen de obligaciones de servicio público y de 

carácter público, de acuerdo con lo establecido en este título. Cuando se impongan 

obligaciones de servicio público, conforme a lo dispuesto en este capítulo, se aplicará 

con carácter supletorio el régimen establecido para la concesión de servicio público 

determinado por el texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones 

Públicas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio. 

3. El cumplimiento de las obligaciones de servicio público en la explotación de redes 

públicas y en la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas para los que 

aquéllas sean exigibles se efectuará con respeto a los principios de igualdad, 

transparencia, no discriminación, continuidad, adaptabilidad, disponibilidad y 

permanencia y conforme a los términos y condiciones que reglamentariamente se 

determinen. 

4. Corresponde al Ministerio de Ciencia y Tecnología el control y el ejercicio de las 

facultades de la Administración relativas a las obligaciones de servicio público y de 

carácter público a que se refiere este artículo. 

Artículo 21. Categorías de obligaciones de servicio público. 

Los operadores están sometidos a las siguientes categorías de obligaciones de servicio 

público: 

a) El servicio universal en los términos contenidos en la sección 2.a de este capítulo. 

b) Otras obligaciones de servicio público impuestas por razones de interés general, en la 

forma y con las condiciones establecidas en la sección 3.a de este capítulo. 

SECCIÓN 2.a EL SERVICIO UNIVERSAL 

Artículo 22. Concepto y ámbito de aplicación. 

1. Se entiende por servicio universal el conjunto definido de servicios cuya prestación 

se garantiza para todos los usuarios finales con independencia de su localización 

geográfica, con una calidad determinada y a un precio asequible. 

Bajo el mencionado concepto de servicio universal se deberá garantizar, en los términos 

y condiciones que reglamentariamente se determinen por el Gobierno: 

a) Que todos los usuarios finales puedan obtener una conexión a la red telefónica 

pública desde una ubicación fija y acceder a la prestación del servicio telefónico 

disponible al público, siempre que sus solicitudes se consideren razonables en los 
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términos que reglamentariamente se determinen. La conexión debe ofrecer al usuario 

final la posibilidad de efectuar y recibir llamadas telefónicas y permitir comunicaciones 

de fax y datos a velocidad suficiente para acceder de forma funcional a Internet. 

b) Que se ponga a disposición de los abonados al servicio telefónico disponible al 

público una guía general de números de abonados, ya sea impresa o electrónica, o 

ambas, y se actualice, como mínimo, una vez al año. 

Asimismo, que se ponga a disposición de todos los usuarios finales de dicho servicio, 

incluidos los usuarios de teléfonos públicos de pago, al menos un  servicio de 

información general sobre números de abonados. Todos los abonados al servicio 

telefónico disponible al público tendrán derecho a figurar en la mencionada guía 

general, sin perjuicio, en todo caso, del respeto a las normas que regulen la protección 

de los datos personales y el derecho a la intimidad. 

c) Que exista una oferta suficiente de teléfonos públicos de pago, en todo el territorio 

nacional, que satisfaga razonablemente las necesidades de los usuarios finales, en 

cobertura geográfica, en número de aparatos, accesibilidad de estos teléfonos por los 

usuarios con discapacidades y calidad de los servicios, y que sea posible efectuar 

gratuitamente llamadas de emergencia desde los teléfonos públicos de pago sin tener 

que utilizar ninguna forma de pago, utilizando el número único de llamadas de 

emergencia 112 y otros números de emergencia españoles. 

d) Que los usuarios finales con discapacidad tengan acceso al servicio telefónico 

disponible al público desde una ubicación fija y a los demás elementos del servicio 

universal citados en este artículo en condiciones equiparables a las que se ofrecen al 

resto de usuarios finales. 

e) Que, cuando así se establezca reglamentariamente, se ofrezcan a los consumidores 

que sean personas físicas, de acuerdo con condiciones transparentes, públicas y no 

discriminatorias, opciones o paquetes de tarifas que difieran de las aplicadas en 

condiciones normales de explotación comercial, con objeto de garantizar, en particular, 

que las personas con necesidades sociales especiales puedan tener acceso al servicio 

telefónico disponible al público o hacer uso de éste. 

f) Que se apliquen, cuando proceda, opciones tarifarias especiales o limitaciones de 

precios, tarifas comunes, equiparación geográfica u otros regímenes similares, de 

acuerdo con condiciones transparentes, públicas y no discriminatorias. 

2. Reglamentariamente se podrán adoptar medidas a fin de garantizar que los usuarios 

finales con discapacidad también puedan beneficiarse de la capacidad de elección de 
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operadores de que disfruta la mayoría de los usuarios finales. Asimismo, podrán 

establecerse sistemas de ayuda directa a los consumidores que sean personas físicas con 

rentas bajas o con necesidades sociales especiales. 

3. Todas las obligaciones que se incluyen en el servicio universal estarán sujetas a los 

mecanismos de financiación que se establecen en el artículo 24. 

4. El Gobierno, de conformidad con la normativa comunitaria, podrá revisar el alcance 

de las obligaciones de servicio universal. 

Artículo 23. Prestación del servicio universal. 

1. El Ministerio de Ciencia y Tecnología podrá designar uno o más operadores para que 

garanticen la prestación del servicio universal a que se refiere el artículo anterior, de 

manera que quede cubierta la totalidad del territorio nacional. A estos efectos podrán 

designarse operadores diferentes para la prestación de diversos elementos del servicio 

universal y abarcar distintas zonas del territorio nacional. 

2. El sistema de designación de operadores encargados de garantizar la prestación de los 

servicios, prestaciones y ofertas del servicio universal se establecerá mediante real 

decreto, con sujeción a los principios de eficacia, objetividad, transparencia y no 

discriminación. 

En todo caso, contemplará un mecanismo de licitación pública para todos o algunos de 

dichos servicios, prestaciones y ofertas, que, con pleno respeto de los derechos 

anteriormente señalados, deberá utilizarse cuando de un proceso de consulta pública 

resulte que varios operadores están interesados en ser designados para garantizar la 

prestación del servicio universal en una zona geográfica determinada, con carácter 

exclusivo o en competencia con otros operadores. Estos procedimientos de designación 

se podrán utilizar como medio para determinar el coste neto derivado de las 

obligaciones asignadas, a los efectos de lo dispuesto en el artículo 24.1. 

Artículo 24. Coste y financiación del servicio universal. 

1. La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones determinará si la obligación de 

la prestación del servicio universal puede implicar una carga injustificada para los 

operadores obligados a su prestación. En caso de que se considere que puede existir 

dicha carga injustificada, el coste neto de prestación del servicio universal será 

determinado periódicamente de acuerdo con los procedimientos de designación 

previstos en el artículo 23.2, o en  función del ahorro neto que el operador conseguiría si 

no tuviera la obligación de prestar el servicio universal. Este ahorro neto se calculará de 

acuerdo con el procedimiento que se establezca reglamentariamente. 



 Protección de datos en desarrollo para Internet 

 184 

2. El coste neto de la obligación de prestación del servicio universal será financiado por 

un mecanismo de compensación, en condiciones de transparencia, por todas o 

determinadas categorías de operadores en las condiciones fijadas en los apartados 

siguientes de este artículo. Mediante real decreto se fijarán los términos y condiciones 

en los que se harán efectivas las aportaciones al citado mecanismo de compensación. 

3. En caso de aplicarse total o parcialmente un mecanismo de reparto entre los  

operadores referidos en el apartado anterior y una vez fijado este coste, la Comisión del 

Mercado de las Telecomunicaciones determinará las aportaciones que correspondan a 

cada uno de los operadores con obligaciones de contribución a la financiación del 

servicio universal. 

Dichas aportaciones, así como, en su caso, las deducciones y exenciones aplicables, se 

fijarán en las condiciones que se establezcan en el reglamento citado en el apartado 

anterior. 

Las aportaciones recibidas se depositarán en el Fondo nacional del servicio universal, 

que se crea por esta ley.  

4. El Fondo nacional del servicio universal tiene por finalidad garantizar la financiación 

del servicio universal. 

Los activos en metálico procedentes de los operadores con obligaciones de contribuir a 

la financiación del servicio universal se depositarán en este fondo, en una cuenta 

específica designada a tal efecto. Los gastos de gestión de esta cuenta serán deducidos 

de su saldo, y los rendimientos que éste genere, si los hubiere, minorarán la 

contribución de los aportantes. 

En la cuenta podrán depositarse aquellas aportaciones que sean realizadas por cualquier 

persona física o jurídica que desee contribuir, desinteresadamente, a la financiación de 

cualquier prestación propia del servicio universal. 

Los operadores sujetos a obligaciones de prestación del servicio universal recibirán de 

este fondo la cantidad correspondiente al coste neto que les supone dicha obligación, 

calculado según el procedimiento establecido en este artículo. 

La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones se encargará de la gestión del 

Fondo nacional del servicio universal. Mediante real decreto se determinará su 

estructura, organización, mecanismos de control y la forma y plazos en los que se 

realizarán las aportaciones. 

Asimismo podrá prever la existencia de un mecanismo de compensación directa entre 

operadores cuando la magnitud del coste no justifique los costes de gestión del fondo. 
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SECCIÓN 3.a OTRAS OBLIGACIONES DE SERVICIO PÚBLICO 

Artículo 25. Otras obligaciones de servicio público. 

1. El Gobierno podrá, por necesidades de la defensa nacional, de la seguridad pública o 

de los servicios que afecten a la seguridad de las personas o a la protección civil, 

imponer otras obligaciones de servicio público distintas de las de servicio universal a 

los operadores. 

2. El Gobierno podrá, asimismo, imponer otras obligaciones de servicio público, previo 

informe de la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, motivadas por: 

a) Razones de cohesión territorial. 

b) Razones de extensión del uso de nuevos servicios y tecnologías, en especial a la 

sanidad, a la educación, a la acción social y a la cultura. 

c) Razones de facilitar la comunicación entre determinados colectivos que se encuentren 

en circunstancias especiales y estén insuficientemente atendidos con la finalidad de 

garantizar la suficiencia de su oferta. 

d) Por necesidad de facilitar la disponibilidad de servicios que comporten la 

acreditación de fehaciencia del contenido del mensaje remitido o de su remisión o 

recepción. 

3. Mediante real decreto se regulará el procedimiento de imposición de las obligaciones 

a las que se refiere el apartado anterior y su forma de financiación. 

4. En cualquier caso, la obligación de encaminar las llamadas a los servicios de 

emergencia sin derecho a contraprestación económica de ningún tipo deberá ser 

asumida tanto por los operadores que presten servicios telefónicos disponibles al 

público como por los que exploten redes telefónicas públicas. Esta obligación se 

impondrá a dichos operadores respecto de las llamadas dirigidas al número telefónico 

112 de atención a emergencias y a otros que se determinen mediante real decreto, 

incluidas aquellas que se efectúen desde teléfonos públicos de pago, sin que sea 

necesario utilizar ninguna forma de pago en estos casos. Asimismo, se establecerán las 

condiciones para que pongan a disposición de las autoridades receptoras de dichas 

llamadas la información relativa a la ubicación de su procedencia, en la medida en que 

ello sea técnicamente viable. 

En todo caso, el servicio de llamadas de emergencia será gratuito para los usuarios, 

cualquiera que sea la Administración pública responsable de su prestación y con 

independencia del tipo de terminal que se utilice. 

CAPÍTULO II 
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Derechos de los operadores a la ocupación del dominio público, a ser beneficiarios en el 

procedimiento de expropiación forzosa y al establecimiento a su favor de servidumbres 

y de limitaciones a la propiedad Artículo 26. Derecho de ocupación del dominio 

público. 

1. Los operadores tendrán derecho, en los términos de este capítulo, a la ocupación del 

dominio público en la medida en que ello sea necesario para el establecimiento de la red 

pública de comunicaciones electrónicas de que se trate. 

2. Los órganos encargados de la redacción de los distintos instrumentos de planificación 

territorial o urbanística deberán recabar de la Administración General del Estado el 

oportuno informe sobre las necesidades de redes públicas de comunicaciones 

electrónicas en el ámbito territorial a que se refieran. 

Los instrumentos de planificación territorial o urbanística deberán recoger las 

necesidades de redes públicas de comunicaciones electrónicas contenidas en los 

informes emitidos por el Ministerio de Ciencia y Tecnología y garantizarán la no 

discriminación entre los operadores y el mantenimiento de condiciones de competencia 

efectiva en el sector. 

Artículo 27. Derecho de ocupación de la propiedad privada. 

1. Los operadores también tendrán derecho, en los términos de este capítulo, a la 

ocupación de la propiedad privada cuando resulte estrictamente necesario para la 

instalación de la red en la medida prevista en el proyecto técnico presentado y siempre 

que no existan otras alternativas económicamente viables, ya sea a través de su 

expropiación forzosa o mediante la declaración de servidumbre forzosa de paso para la 

instalación de infraestructura de redes públicas de comunicaciones electrónicas. 

En ambos casos tendrán la condición de beneficiarios en los expedientes que se 

tramiten, conforme a lo dispuesto en la legislación sobre expropiación forzosa. 

2. La aprobación del proyecto técnico por el órgano competente de la Administración 

General del Estado llevará implícita, en cada caso concreto, la declaración de utilidad 

pública y la necesidad de ocupación para la instalación de redes públicas de 

comunicaciones electrónicas, a efectos de lo previsto en la legislación de expropiación 

forzosa. 

3. Con carácter previo a la aprobación del proyecto técnico, se recabará informe de la 

comunidad autónoma competente en materia de ordenación del territorio, que habrá de 

ser emitido en el plazo máximo de 15 días desde su solicitud. No obstante, previa 
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solicitud de la comunidad autónoma, este plazo será ampliado hasta dos meses si el 

proyecto afecta a un área geográfica relevante. 

4. En las expropiaciones que se lleven a cabo para la instalación de redes públicas de 

comunicaciones electrónicas cuyos titulares tengan impuestas obligaciones de servicio 

público indicadas en el artículo 22 o en los apartados 1 y 2 del artículo 25, se seguirá el 

procedimiento especial de urgencia establecido en la Ley de Expropiación Forzosa, 

cuando así se haga constar en la resolución del órgano competente de la Administración 

General del Estado que apruebe el oportuno proyecto técnico. 

Artículo 28. Normativa aplicable a la ocupación del dominio público y la propiedad 

privada. 

1. En la autorización de ocupación del dominio público será de aplicación, además de lo 

previsto en esta ley, la normativa específica relativa a la gestión del dominio público 

concreto de que se trate y la regulación dictada por su titular en aspectos relativos a su 

protección y gestión. 

2. Asimismo será de aplicación en la ocupación del dominio público y la propiedad 

privada para la instalación de redes públicas de comunicaciones electrónicas la 

normativa específica dictada por las Administraciones públicas con competencias en 

medio ambiente, salud pública, seguridad pública, defensa nacional, ordenación urbana 

o territorial y tributación por ocupación del dominio público, en los términos que se 

establecen en el artículo siguiente. 

Artículo 29. Límites de la normativa a que se refiere el artículo anterior. 

1. La normativa a que se refiere el artículo anterior deberá, en todo caso, reconocer el 

derecho de ocupación del dominio público o la propiedad privada para el despliegue de 

las redes públicas de comunicaciones electrónicas de conformidad con lo dispuesto en 

este título. 

En cumplimiento de la normativa de la Unión Europea, se podrán imponer condiciones 

al ejercicio de este derecho de ocupación por los operadores, que estarán justificadas por 

razones de protección del medio ambiente, la salud pública, la seguridad pública, la 

defensa nacional o la ordenación urbana y territorial. La entidad de la limitación que 

entrañen para el ejercicio de ese derecho deberá resultar proporcionada en relación con 

el concreto interés público que se trata de salvaguardar. 

Estas condiciones o límites no podrán implicar restricciones absolutas al derecho de 

ocupación del dominio público y privado de los operadores. En este sentido, cuando una 

condición pudiera implicar la imposibilidad, por falta de alternativas, de llevar a cabo la 
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ocupación del dominio público o la propiedad privada, el establecimiento de dicha 

condición deberá ir acompañado de las medidas necesarias, entre ellas el uso 

compartido de infraestructuras, para garantizar el derecho de ocupación de los 

operadores y su ejercicio en igualdad de condiciones. 

2. Las normas que se dicten por las correspondientes Administraciones, de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo anterior, deberán cumplir, al menos, los siguientes 

requisitos: 

a) Ser publicadas en un diario oficial del ámbito correspondiente a la Administración 

competente. De dicha publicación y de un resumen de ésta, ajustado al modelo que se 

establezca mediante orden del Ministro de Ciencia y Tecnología, así como del texto de 

las ordenanzas fiscales municipales que impongan las tasas por utilización privativa o 

aprovechamientos especiales constituidos en el suelo, subsuelo o vuelo de las vías 

públicas municipales contempladas en el artículo 24.1.c) de la Ley 39/1988, de 2 8 de 

diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, y del de cuantas disposiciones de 

naturaleza tributaria afecten a la utilización de bienes de dominio público de otra 

titularidad se deberán dar traslado a la Comisión del Mercado de las 

Telecomunicaciones a fin de que ésta publique una sinopsis en Internet. 

b) Incluir un procedimiento rápido y no discriminatorio de resolución de las solicitudes 

de ocupación. 

c) Garantizar la transparencia de los procedimientos y que las normas aplicables 

fomenten una competencia leal y efectiva entre los operadores. 

d) Garantizar el respeto de los límites impuestos a la intervención administrativa en esta 

ley en protección de los derechos de los operadores. En particular, las solicitudes de 

información que se realicen a los operadores deberán ser motivadas, tener una 

justificación objetiva, ser proporcionadas al fin perseguido y limitarse a lo estrictamente 

necesario. 

3. Si las Administraciones públicas reguladoras o titulares del dominio público a que se 

refiere este artículo ostentan la propiedad o ejercen el control directo o indirecto de 

operadores que explotan redes de comunicaciones electrónicas, deberán mantener una 

separación estructural entre dichos operadores y los órganos encargados de la 

regulación y gestión de estos derechos. 

Artículo 30. Ubicación compartida y uso compartido de la propiedad pública o privada. 
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1. Las Administraciones públicas fomentarán la celebración de acuerdos voluntarios 

entre operadores para la ubicación compartida y el uso compartido de infraestructuras 

situadas en bienes de titularidad pública o privada. 

2. Cuando los operadores tengan derecho a la ocupación de la propiedad pública o 

privada y no puedan ejercitar por separado dichos derechos, por no existir alternativas 

por motivos justificados en razones de medio ambiente, salud pública, seguridad pública 

u ordenación urbana y territorial, la Administración competente en dichas materias, 

previo trámite de información pública, acordará la utilización compartida del dominio 

público o la propiedad privada en que se van a establecer las redes públicas de 

comunicaciones electrónicas o el uso compartido de las infraestructuras en que se vayan 

a apoyar tales redes, según resulte necesario. 

3. El uso compartido se articulará mediante acuerdos entre los operadores interesados. A 

falta de acuerdo, las condiciones del uso compartido se establecerán, previo informe 

preceptivo de la citada Administración competente, mediante Resolución de la 

Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones. Dicha resolución deberá incorporar, 

en su caso, los contenidos del informe emitido por la Administración competente 

interesada que ésta califique como esenciales para la salvaguarda de los intereses 

públicos cuya tutela tenga encomendados. 

4. Cuando en aplicación de lo dispuesto en este artículo se imponga el uso compartido 

de instalaciones radioeléctricas emisoras pertenecientes a redes públicas de 

comunicaciones electrónicas y de ello se derive la obligación de reducir los niveles de 

potencia de emisión, deberán autorizarse más emplazamientos si son necesarios para 

garantizar la cobertura de la zona de servicio. 

Artículo 31. Información pública y acreditación de los derechos de ocupación. 

1. La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones publicará en Internet un 

resumen de las normas que cada Administración le haya comunicado en cumplimiento 

de lo establecido en el artículo 29.2. 

2. Los operadores podrán dirigirse a la Comisión del Mercado de las 

Telecomunicaciones para que ésta les emita en el plazo de seis días una certificación 

registral acreditativa de su inscripción en el Registro de operadores y de su consiguiente 

derecho a obtener derechos de ocupación del dominio público o de la propiedad privada. 

Artículo 32. Otras servidumbres y limitaciones a la propiedad. 
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1. La protección del dominio público radioeléctrico tiene como finalidades su  

aprovechamiento óptimo, evitar su degradación y el mantenimiento de un adecuado 

nivel de calidad en el funcionamiento de los distintos servicios de radiocomunicaciones. 

Podrán establecerse las limitaciones a la propiedad y a la intensidad de campo eléctrico 

y las servidumbres que resulten necesarias para la protección radioeléctrica de 

determinadas instalaciones o para asegurar el adecuado funcionamiento de estaciones o 

instalaciones radioeléctricas utilizadas para la prestación de servicios públicos, por 

motivos de seguridad pública o cuando así sea necesario en virtud de acuerdos 

internacionales, en los términos de la disposición adicional primera y las normas de 

desarrollo de esta ley. 

2. Asimismo podrán imponerse límites a los derechos de uso del dominio público 

radioeléctrico para la protección de otros bienes jurídicamente protegidos prevalentes o 

de servicios públicos que puedan verse afectados por la utilización de dicho dominio 

público, en los términos que mediante real decreto se determinen, que deberán regirse, 

en cualquier caso, por los principios de contradicción, transparencia y publicidad. 

CAPÍTULO III 

Secreto de las comunicaciones y protección de los datos personales y derechos y 

obligaciones de carácter público vinculados con las redes y servicios de comunicaciones 

electrónicas 

Artículo 33. Secreto de las comunicaciones. 

Los operadores que exploten redes públicas de comunicaciones electrónicas o que 

presten servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público deberán 

garantizar el secreto de las comunicaciones de conformidad con los artículos 18.3 y 55.2 

de la Constitución, debiendo adoptar las medidas técnicas necesarias. 

Asimismo, los operadores deberán adoptar a su costa las medidas que se establezcan 

reglamentariamente para la ejecución de las interceptaciones dispuestas conforme a lo 

establecido en el artículo 579 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y en la Ley 

Orgánica 2/2002, de 6 de mayo, reguladora del control judicial previo del Centro 

Nacional de Inteligencia. 

Artículo 34. Protección de los datos de carácter personal. 

Sin perjuicio de lo previsto en el apartado 6 del artículo 4 y en el segundo párrafo del 

artículo anterior, así como en la restante normativa específica aplicable, los operadores 

que exploten redes públicas de comunicaciones electrónicas o que presten servicios de 

comunicaciones electrónicas disponibles al público deberán garantizar, en el ejercicio 
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de su actividad, la protección de los datos de carácter personal conforme a la legislación 

vigente. 

Los operadores a los que se refiere el párrafo anterior deberán adoptar las medidas 

técnicas y de gestión adecuadas para preservar la seguridad en la explotación de su red o 

en la prestación de sus servicios, con el fin de garantizar los niveles de protección de los 

datos de carácter personal que sean exigidos por la normativa de desarrollo de esta ley 

en esta materia. En caso de que exista un riesgo particular de violación de la seguridad 

de la red pública de comunicaciones electrónicas, el operador que explote dicha red o 

preste el servicio de comunicaciones electrónicas informará a los abonados sobre dicho 

riesgo y sobre las medidas a adoptar. 

Artículo 35. Interceptación de las comunicaciones electrónicas por los servicios 

técnicos. 

1. Con pleno respeto al derecho al secreto de las comunicaciones y a la exigencia, 

conforme a lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, de autorización 

judicial para la interceptación de contenidos, cuando para la realización de las tareas de 

control para la eficaz utilización del dominio público radioeléctrico sea necesaria la 

utilización de equipos, infraestructuras e instalaciones técnicas de interceptación de 

señales no dirigidas al público en general, será de aplicación lo siguiente: 

a) La Administración de las telecomunicaciones deberá diseñar y establecer sus 

sistemas técnicos de interceptación de señales en forma tal que se reduzca al mínimo el 

riesgo de afectar a los contenidos de las comunicaciones. 

b) Cuando, como consecuencia de las interceptaciones técnicas efectuadas, quede 

constancia de los contenidos, los soportes en los que éstos aparezcan no podrán ser ni 

almacenados ni divulgados y serán inmediatamente destruidos. 

2. Las mismas reglas se aplicarán para la vigilancia del adecuado empleo de las redes y 

la correcta prestación de los servicios de comunicaciones electrónicas. 

3. Lo establecido en este artículo se entiende sin perjuicio de las facultades que a la 

Administración atribuye el artículo 43.2. 

Artículo 36. Cifrado en las redes y servicios de comunicaciones electrónicas. 

1. Cualquier tipo de información que se transmita por redes de comunicaciones 

electrónicas podrá ser protegida mediante procedimientos de cifrado. 

2. El cifrado es un instrumento de seguridad de la información. Entre sus condiciones de 

uso, cuando se utilice para proteger la confidencialidad de la información, se podrá 

imponer la obligación de facilitar a un órgano de la Administración General del Estado 
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o a un organismo público, los algoritmos o cualquier procedimiento de cifrado utilizado, 

así como la obligación de facilitar sin coste alguno los aparatos de cifra a efectos de su 

control de acuerdo con la normativa vigente. 

Artículo 37. Redes de comunicaciones electrónicas en el interior de los edificios. 

1. Mediante real decreto se desarrollará la normativa legal en materia de infraestructuras 

comunes de comunicaciones electrónicas. Dicho reglamento determinará, tanto el punto 

de interconexión de la red interior con las redes públicas, como las condiciones 

aplicables a la propia red interior. Asimismo regulará las garantías aplicables al acceso a 

los servicios de comunicaciones electrónicas a través de sistemas individuales en 

defecto de infraestructuras comunes de comunicaciones electrónicas y el régimen de 

instalación de las redes de comunicaciones electrónicas en los edificios ya existentes o 

futuros, en todos aquellos aspectos no previstos en las disposiciones con rango legal 

reguladoras de la materia. 

2. La normativa técnica básica de edificación que regule la infraestructura de obra civil 

en el interior de los edificios deberá tomar en consideración las necesidades de soporte 

de los sistemas y redes de comunicaciones electrónicas fijadas de conformidad con la 

normativa a que se refiere el apartado anterior, previendo que la infraestructura de obra 

civil disponga de capacidad suficiente para permitir el paso de las redes de los distintos 

operadores, de forma que se facilite la posibilidad de uso compartido de estas 

infraestructuras por aquéllos. 

Artículo 38. Derechos de los consumidores y usuarios finales. 

1. Los operadores que exploten redes o que presten servicios de comunicaciones 

electrónicas y los consumidores que sean personas físicas y otros usuarios finales 

podrán someter las controversias que les enfrenten al conocimiento de las juntas 

arbitrales de consumo, de acuerdo con la legislación vigente sobre defensa de los 

consumidores y usuarios. 

Para el supuesto de que no se sometan a las juntas arbitrales de consumo o que éstas no 

resulten competentes para la resolución del conflicto, el Ministerio de 

Ciencia y Tecnología establecerá reglamentariamente un procedimiento conforme al 

cual los usuarios finales podrán someterle dichas controversias. En cualquier caso, los 

procedimientos que se adopten deberán ser rápidos y gratuitos y establecerán el plazo 

máximo en el que deberá notificarse la resolución expresa, transcurrido el cual se podrá 

entender desestimada la reclamación por silencio administrativo. La resolución que se 

dicte podrá impugnarse ante la jurisdicción contencioso-administrativa. 
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2. Las normas básicas de utilización de los servicios de comunicaciones electrónicas 

disponibles al público en general que determinarán los derechos de los consumidores 

que sean personas físicas y otros usuarios finales se aprobarán por real decreto que, 

entre otros extremos, regulará: 

a) La responsabilidad por los daños que se les produzcan. 

b) Los derechos de información de los consumidores que sean personas físicas y 

usuarios finales, que deberá ser veraz, eficaz, suficiente, transparente y actualizada. 

c) Los plazos para la modificación de las ofertas. 

d) Los derechos de desconexión de determinados servicios, previa solicitud del usuario. 

e) El derecho a obtener una compensación por la interrupción del servicio. 

f) El derecho a celebrar contratos por parte de los consumidores que sean personas 

físicas y usuarios finales con los operadores que faciliten la conexión o el acceso a la 

red de telefonía pública, así como el contenido mínimo de dichos contratos. 

g) Los supuestos en que serán exigibles y el contenido mínimo de los contratos 

celebrados entre consumidores que sean personas físicas u otros usuarios finales y 

prestadores de servicios de comunicaciones electrónicas que no sean los que facilitan 

conexión o acceso a la red telefónica pública. 

h) El derecho a resolver anticipadamente y sin penalización el contrato, en los supuestos 

de propuestas de modificación de las condiciones contractuales por motivos válidos 

especificados en aquél y sin perjuicio de otras causas de resolución unilateral. 

i) Los supuestos de aprobación por parte del Ministerio de Ciencia y Tecnología de 

contratos tipo entre consumidores que sean personas físicas u otros tipos de usuarios 

finales y operadores que exploten redes o presten servicios de comunicaciones 

electrónicas con obligaciones de servicio público o con poder significativo en los 

mercados de referencia específicos correspondientes. 

j) El derecho a recibir información comparable, pertinente y actualizada sobre la calidad 

de los servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público. 

k) El derecho a elegir un medio de pago para el abono de los correspondientes servicios 

entre los comúnmente utilizados en el tráfico comercial. 

En el citado reglamento podrá ampliarse la aplicación del régimen de protección de 

consumidores y usuarios finales a otras categorías de usuarios. 

3. En particular, los abonados a los servicios de comunicaciones electrónicas tendrán los 

siguientes derechos: 
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a) A que se hagan anónimos o se cancelen sus datos de tráfico cuando ya no sean 

necesarios a los efectos de la transmisión de una comunicación. Los datos de tráfico 

necesarios a efectos de la facturación de los abonados y los pagos de las interconexiones 

podrán ser tratados únicamente hasta que haya expirado el plazo para la impugnación de 

la factura del servicio o para que el operador pueda exigir su pago. 

b) A que sus datos de tráfico sean utilizados con fines comerciales o para la prestación 

de servicios de valor añadido únicamente cuando hubieran prestado su consentimiento 

informado para ello. 

c) A recibir facturas no desglosadas cuando así lo solicitasen. 

d) A que sólo se proceda al tratamiento de sus datos de localización distintos a los datos 

de tráfico cuando se hayan hecho anónimos o previo su consentimiento informado y 

únicamente en la medida y por el tiempo necesarios para la prestación, en su caso, de 

servicios de valor añadido, con conocimiento inequívoco de los datos que vayan a ser 

sometidos a tratamiento, la finalidad y duración del mismo y el servicio de valor 

añadido que vaya a ser prestado. 

e) A detener el desvío automático de llamadas efectuado a su terminal por parte de un 

tercero. 

f) A impedir, mediante un procedimiento sencillo y gratuito, la presentación de la 

identificación de su línea en las llamadas que genere o la presentación de la 

identificación de su línea al usuario que le realice una llamada. 

g) A impedir, mediante un procedimiento sencillo y gratuito, la presentación de la 

identificación de la línea de origen en las llamadas entrantes y a rechazar las llamadas 

entrantes en que dicha línea no aparezca identificada. 

h) A no recibir llamadas automáticas sin intervención humana o mensajes de fax, con 

fines de venta directa sin haber prestado su consentimiento previo e informado para ello. 

4. Los usuarios de los servicios de comunicaciones electrónicas que no tengan la 

condición de abonados tendrán asimismo los derechos reconocidos en los párrafos a), 

b), d) y en el primer inciso del párrafo f) del apartado anterior. 

5. Los usuarios finales no podrán ejercer los derechos reconocidos en los párrafos d) y f) 

del apartado 3 cuando se trate de llamadas efectuadas a entidades que presten servicios 

de llamadas de urgencia que se determinen reglamentariamente, en especial a través del 

número 112. 

Del mismo modo, y por un período de tiempo limitado, los usuarios finales no podrán 

ejercer el derecho reconocido en el párrafo f) del apartado 3 cuando el abonado a la 
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línea de destino haya solicitado la identificación de las llamadas maliciosas o molestas 

realizadas a su línea. 

Lo dispuesto en el párrafo a) del apartado 3 se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en 

el artículo 12 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la Sociedad de la 

Información y de Comercio Electrónico. 

6. La elaboración y comercialización de las guías de abonados a los servicios de 

comunicaciones electrónicas y la prestación de los servicios de información sobre ellos 

se realizará en régimen de libre competencia, garantizándose, en todo caso, a los 

abonados el derecho a la protección de sus datos personales, incluyendo el de no figurar 

en dichas guías. A tal efecto, las empresas que asignen números de teléfono a los 

abonados habrán de dar curso a todas las solicitudes razonables de suministro de 

información pertinente para la prestación de los servicios de información sobre números 

de abonados y guías accesibles al público, en un formato aprobado y en unas 

condiciones equitativas, objetivas, orientadas en función de los costes y no 

discriminatorias, estando sometido el suministro de la citada información y su posterior 

utilización a la normativa en materia de protección de datos vigente en cada momento. 

7. El Ministerio de Ciencia y Tecnología podrá introducir cláusulas de modificación de 

los contratos celebrados entre los operadores y los consumidores que sean personas 

físicas y usuarios finales, para evitar el trato abusivo a éstos. 

8. Lo establecido en este artículo se entiende sin perjuicio de la aplicación de la Ley 

26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios. 

TÍTULO IV 

Evaluación de la conformidad de equipos y aparatos 

Artículo 39. Normalización técnica. 

1. El Ministerio de Ciencia y Tecnología velará por que los operadores de redes 

públicas de comunicaciones electrónicas publiquen las especificaciones técnicas 

precisas y adecuadas de las interfaces de red ofrecidas en España, con anterioridad a la 

posibilidad de acceso público a los servicios prestados a través de dichas interfaces y 

por que publiquen las especificaciones técnicas actualizadas cuando se produzca alguna 

modificación en aquéllas. 

Estas especificaciones serán lo suficientemente detalladas como para permitir el diseño 

de equipos terminales de telecomunicaciones capaces de utilizar todos los servicios 

prestados a través de la interfaz correspondiente, e incluirán una descripción completa 
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de las pruebas necesarias para que los fabricantes de los equipos que se conectan a las 

interfaces puedan garantizar su compatibilidad con ellas. 

2. Reglamentariamente se determinarán las formas de elaboración, en su caso, de las 

especificaciones técnicas aplicables a los equipos y aparatos de telecomunicaciones, a 

efectos de garantizar el cumplimiento de los requisitos esenciales en los procedimientos 

de evaluación de conformidad y se fijarán los equipos y aparatos exceptuados de la 

aplicación de dicha evaluación. 

En los supuestos en que la normativa lo prevea, el Ministerio de Ciencia y Tecnología 

podrá aprobar especificaciones técnicas distintas de las anteriores para aparatos de 

telecomunicación, previo informe de la Comisión del Mercado de las 

Telecomunicaciones. 

Artículo 40. Evaluación de la conformidad. 

1. Los aparatos de telecomunicación, entendiendo por tales cualquier dispositivo no 

excluido expresamente del reglamento que desarrolle este título que sea equipo 

radioeléctrico o equipo terminal de telecomunicación, o ambas cosas a la vez, deberán 

evaluar su conformidad con los requisitos esenciales recogidos en las disposiciones que 

lo determinen, ser conformes con todas las disposiciones que se establezcan e 

incorporar el marcado correspondiente como consecuencia de la evaluación realizada. 

Podrá exceptuarse de la aplicación de lo dispuesto en este título el uso de determinados 

equipos de radioaficionados construidos por el propio usuario y no disponibles para 

venta en el mercado, conforme a lo dispuesto en su regulación específica. 

2. Para la importación desde terceros países no pertenecientes a la Unión Europea, la 

puesta en el mercado, la puesta en servicio y la utilización de un aparato de 

telecomunicaciones de los indicados en el apartado anterior será requisito 

imprescindible que el fabricante establecido en la Unión Europea o su representante 

establecido en ella, caso de que el fabricante no lo estuviese, o el importador, o la 

persona responsable de la puesta en el mercado del aparato o el usuario de éste, haya 

verificado previamente la conformidad de los aparatos con los requisitos esenciales que 

les sean aplicables mediante los procedimientos que se determinen en el reglamento que 

se establezca al efecto. 

3. El cumplimiento de todos los requisitos que se establezcan en el reglamento indicado 

incluye la habilitación para la conexión de los aparatos destinados a conectarse a los 

puntos de terminación de una red pública de comunicaciones electrónicas. Dicho 

cumplimiento no supone autorización de uso para los equipos radioeléctricos sujetos a 
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la obtención de autorización o concesión de dominio público radioeléctrico en los 

términos establecidos en esta ley. 

4. El Ministerio de Ciencia y Tecnología podrá promover procedimientos 

complementarios de certificación voluntaria para los aparatos de telecomunicación que 

incluirán, al menos, la evaluación de la conformidad indicada en los capítulos 

anteriores. 

5. El Ministerio de Ciencia y Tecnología realizará los controles adecuados para asegurar 

que los equipos puestos en el mercado han evaluado su conformidad de acuerdo con lo 

dispuesto en este título. Los costes ocasionados con ocasión de la realización de dichos 

controles correrán a cargo de la persona física o jurídica responsable de los equipos 

puestos en el mercado objeto de control. 

Mediante real decreto se establecerá el procedimiento aplicable a la retirada del 

mercado de productos que incumplan lo dispuesto en este título. 

Artículo 41. Reconocimiento mutuo. 

1. Los aparatos de telecomunicación que hayan evaluado su conformidad con los 

requisitos esenciales en otro Estado miembro de la Unión Europea o en virtud de los 

acuerdos de reconocimiento mutuo celebrados por ella con terceros países, y cumplan 

con las demás disposiciones aplicables en la materia, tendrán la misma consideración, 

en lo que se refiere a lo dispuesto en este título IV, que los aparatos cuya conformidad 

se ha verificado en España y cumplan, asimismo, las demás disposiciones legales en la 

materia. 

2. El Ministerio de Ciencia y Tecnología establecerá los procedimientos para el 

reconocimiento de la conformidad de los aparatos de telecomunicación afectos a los 

acuerdos de reconocimiento mutuo que establezca la Unión Europea con terceros países.  

3. Los aparatos de telecomunicación que utilicen el espectro radioeléctrico con 

parámetros de radio no armonizados en la Unión Europea no podrán ser puestos en el 

mercado mientras no hayan sido autorizados por el Ministerio de Ciencia y Tecnología, 

además de haber evaluado la conformidad con las normas aplicables a aquéllos y ser 

conformes con el resto de disposiciones que les sean aplicables. 

Artículo 42. Condiciones que deben cumplir las instalaciones e instaladores. 

La instalación de los aparatos de telecomunicación deberá ser realizada siguiendo las 

instrucciones proporcionadas por su fabricante y manteniendo, en cualquier caso, 

inalteradas las condiciones bajo las cuales se ha verificado su conformidad con los 
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requisitos esenciales, en los términos establecidos en los artículos anteriores de este 

título. 

Reglamentariamente por el Gobierno se establecerán, previa audiencia de los colegios 

profesionales afectados y de las asociaciones representativas de las empresas de 

construcción e instalación, las condiciones aplicables a los operadores e instaladores de 

equipos, aparatos y sistemas de telecomunicaciones, a fin de que, acreditando su 

competencia profesional, se garantice su puesta en servicio. 

TÍTULO V 

Dominio público radioeléctrico 

Artículo 43. Gestión del dominio público radioeléctrico. 

1. El espectro radioeléctrico es un bien de dominio público, cuya titularidad, gestión, 

planificación, administración y control corresponden al Estado. Dicha gestión se 

ejercerá de conformidad con lo dispuesto en este título y en los tratados y acuerdos 

internacionales en los que España sea parte, atendiendo a la normativa aplicable en la 

Unión Europea y a las resoluciones y recomendaciones de la Unión Internacional de 

Telecomunicaciones y de otros organismos internacionales. 

2. La administración, gestión, planificación y control del espectro radioeléctrico 

incluyen, entre otras funciones, la elaboración y aprobación de los planes generales de 

utilización, el establecimiento de las condiciones para el otorgamiento del derecho a su 

uso, la atribución de ese derecho y la comprobación técnica de las emisiones 

radioeléctricas. Asimismo, se integra dentro de la administración, gestión, planificación 

y control del referido espectro la inspección, detección, localización, identificación y 

eliminación de las interferencias perjudiciales, irregularidades y perturbaciones en los 

sistemas de telecomunicaciones, iniciándose, en su caso, el oportuno procedimiento 

sancionador. 

3. La utilización del dominio público radioeléctrico mediante redes de satélites se 

incluye dentro de la gestión, administración y control del espectro de frecuencias. 

Asimismo, la utilización del dominio público radioeléctrico necesaria para la utilización 

de los recursos órbita-espectro en el ámbito de la soberanía española y mediante 

satélites de comunicaciones queda reservada al Estado. Su explotación estará sometida 

al derecho internacional y se realizará, en la forma que reglamentariamente se 

determine, mediante su gestión directa por el Estado o mediante concesión. En todo 

caso, la gestión podrá también llevarse a cabo mediante conciertos con organismos 

internacionales. 



 Protección de datos en desarrollo para Internet 

 199 

4. La gestión del dominio público radioeléctrico tiene por objetivo el establecimiento de 

un marco jurídico que asegure unas condiciones armonizadas para su uso y que permita 

su disponibilidad y uso eficiente. A tales efectos: 

a) Los derechos de uso privativo del dominio público radioeléctrico se otorgarán por 

plazos que se fijarán reglamentariamente, renovables en función de las disponibilidades 

y previsiones de la planificación de dicho dominio público. Los derechos de uso 

privativo sin limitación de número se otorgarán por un período que finalizará el 31 de 

diciembre del año natural en que cumplan su quinto año de vigencia, prorrogable por 

períodos de cinco años. Por su parte, los derechos de uso privativo con limitación de 

número tendrán la duración prevista en los correspondientes procedimientos de 

licitación que en todo caso será de un máximo de veinte años renovables. 

b) En las concesiones el solicitante deberá acreditar su condición de operador y, en los 

términos que se fijen reglamentariamente, el uso efectivo del dominio público reservado 

una vez otorgado el derecho de uso. 

Artículo 44. Facultades del Gobierno para la gestión del dominio público radioeléctrico. 

1. El Gobierno desarrollará reglamentariamente las condiciones de gestión del dominio 

público radioeléctrico, la elaboración de los planes para su utilización y los 

procedimientos de otorgamiento de los derechos de uso de dicho dominio. En dicho 

reglamento se regulará, como mínimo, lo siguiente: 

a) El procedimiento de determinación, control e inspección de los niveles de emisión 

radioeléctrica tolerable y que no supongan un peligro para la salud pública, en 

concordancia con lo dispuesto por las recomendaciones de la Comisión Europea. Tales 

límites deberán ser respetados, en todo caso, por el resto de Administraciones públicas, 

tanto autonómicas como locales. 

b) El procedimiento para la elaboración de los planes de utilización del espectro 

radioeléctrico, que incluyen el cuadro nacional de atribución de frecuencias, los planes 

técnicos nacionales de radiodifusión y televisión, cuya aprobación corresponderá al 

Gobierno, y las necesidades de espectro radioeléctrico para la defensa nacional. 

Los datos relativos a esta última materia tendrán el carácter de reservados. 

c) Los procedimientos de otorgamiento de derechos de uso del dominio público 

radioeléctrico. Los procedimientos de otorgamiento de derechos de uso del dominio 

público radioeléctrico tendrán en cuenta, entre otras circunstancias, la tecnología 

utilizada, el interés de los servicios, las bandas y su grado de aprovechamiento. 



 Protección de datos en desarrollo para Internet 

 200 

También tendrán en consideración la valoración económica, para el interesado, del uso 

del dominio público, que éste es un recurso escaso y, en su caso, las ofertas presentadas 

por los licitadores. 

d) La habilitación para el ejercicio de los derechos de uso del dominio público 

radioeléctrico revestirá la forma de afectación, concesión o autorización administrativa. 

El plazo para el otorgamiento de las autorizaciones y concesiones de dominio público 

radioeléctrico será de seis semanas desde la entrada de la solicitud en cualquiera de los 

registros del órgano administrativo competente, sin perjuicio de lo dispuesto en el 

apartado siguiente. Dicho plazo no será de aplicación cuando sea necesaria la 

coordinación internacional de frecuencias o afecte a reservas de posiciones orbitales. 

e) La adecuada utilización del espectro radioeléctrico mediante el empleo de equipos y 

aparatos. 

2. Cuando sea preciso para garantizar el uso eficaz del espectro radioeléctrico, el 

Ministerio de Ciencia y Tecnología podrá, previa audiencia a las partes interesadas, 

incluidas las asociaciones de consumidores y usuarios, limitar el número de concesiones 

demaniales a otorgar sobre dicho dominio para la explotación de redes públicas y la 

prestación de servicios de comunicaciones electrónicas. Esta limitación será revisable 

por el propio ministerio, de oficio o a instancia de parte, en la medida en que 

desaparezcan las causas que la motivaron. 

Cuando, de conformidad con lo previsto en el párrafo anterior, el Ministerio de Ciencia 

y Tecnología limite el número de concesiones demaniales, se tramitará un 

procedimiento de licitación para el otorgamiento de las mismas que respetará en todo 

caso los principios de publicidad, concurrencia y no discriminación para todas las partes 

interesadas. Para ello se aprobará, mediante orden del Ministerio de Ciencia y 

Tecnología, el pliego de bases y la convocatoria de licitación correspondiente a la 

concesión del segmento de dominio público radioeléctrico que se sujeta a limitación. En 

este caso el Ministerio de Ciencia y Tecnología deberá resolver sobre el otorgamiento 

de la concesión demanial en un plazo máximo de ocho meses desde la convocatoria de 

la licitación. 

Teniendo en cuenta los principios establecidos en la legislación patrimonial y de 

contratos de las Administraciones públicas, se establecerán reglamentariamente las 

normas aplicables respecto de la concesión demanial en lo relativo a la convocatoria de 

la licitación, al pliego de bases que deba aprobarse y a la adjudicación de la concesión. 

Artículo 45. Títulos habilitantes para el uso del dominio público radioeléctrico. 
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1. El derecho de uso del dominio público radioeléctrico se otorgará por la Agencia 

Estatal de Radiocomunicaciones, a través de la afectación demanial o de la concesión o 

autorización administrativa, salvo en los supuestos contemplados en el apartado 2 del 

artículo anterior. El uso común del dominio público radioeléctrico será libre. 

2. El otorgamiento del derecho al uso del dominio público radioeléctrico revestirá la 

forma de autorización administrativa en los siguientes supuestos: 

a) Si se trata de una reserva del derecho de uso especial no privativo del dominio 

público. Tendrán la consideración de uso especial del dominio público el del espectro 

radioeléctrico por radioaficionados y otros sin contenido económico, como los de banda 

ciudadana, estableciéndose mediante reglamento el plazo de su duración y las 

condiciones asociadas exigibles. 

b) Si se otorga el derecho de uso privativo para auto prestación por el solicitante, salvo 

en el caso de Administraciones públicas que requerirán de afectación demanial. No se 

otorgarán derechos de uso privativo del dominio público radioeléctrico para su uso en 

auto prestación en los supuestos en que la demanda supere a la oferta y se aplique el 

procedimiento previsto en el apartado 2 del artículo anterior. En los restantes supuestos, 

el derecho al uso privativo del dominio público radioeléctrico requerirá concesión 

administrativa. Para el otorgamiento de dicha concesión demanial, será requisito previo 

que los solicitantes acrediten su condición de operador. Las resoluciones mediante las 

cuales se otorguen las concesiones de dominio público radioeléctrico se dictarán y 

publicarán en la forma y plazos que se establezcan mediante real decreto. 

Reglamentariamente, el Gobierno podrá fijar condiciones para que se autorice por la 

Administración de telecomunicaciones la transmisión de determinados derechos de uso 

del dominio público radioeléctrico. 

Dichas transmisiones en ningún caso eximirán al titular del derecho de uso cedente, de 

las obligaciones asumidas frente a la Administración, y deberán en todo caso respetar 

las condiciones técnicas de uso establecidas en el cuadro nacional de atribución de 

frecuencias o en los planes técnicos o las que, en su caso, estén fijadas en las medidas 

técnicas de aplicación de la Unión Europea. 

Asimismo, en dicho reglamento se podrán fijar los supuestos en que sean transferibles 

las autorizaciones de uso del dominio público radioeléctrico en los casos en que se 

produzca una subrogación en los derechos y obligaciones del operador. 

3. Reglamentariamente, el Gobierno establecerá las condiciones no discriminatorias, 

proporcionadas y transparentes asociadas a los títulos habilitantes para el uso del 
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dominio público radioeléctrico, entre las que se incluirán las necesarias para garantizar 

el uso efectivo y eficiente de las frecuencias y los compromisos contraídos por los 

operadores en los procesos de licitación previstos en el apartado 2 del artículo anterior, 

que se puedan imponer en cada caso asociadas al uso de la frecuencia, así como las 

condiciones de otorgamiento de títulos habilitantes para el uso del dominio público 

radioeléctrico para fines experimentales o eventos de corta duración. 

4. Con carácter previo a la utilización del dominio público radioeléctrico, se exigirá, 

preceptivamente, la inspección o el reconocimiento de las instalaciones, con el fin de 

comprobar que se ajustan a las condiciones previamente autorizadas. En función de la 

naturaleza del servicio, de la banda de frecuencias empleada, de la importancia técnica 

de las instalaciones que se utilicen o por razones de eficacia en la gestión del espectro 

podrá sustituirse la inspección previa por una certificación expedida por técnico 

competente. 

5. Con arreglo a los principios de objetividad y de proporcionalidad, atendiendo 

principalmente a las necesidades de la planificación y del uso eficiente y la 

disponibilidad del espectro radioeléctrico en los términos establecidos 

reglamentariamente, el Ministerio de Ciencia y Tecnología podrá modificar los títulos 

habilitantes para el uso del dominio público radioeléctrico previa audiencia de los 

interesados, del Consejo de Consumidores y Usuarios y, en su caso, de las asociaciones 

más representativas de los restantes usuarios, e informe de la Comisión del Mercado de 

las Telecomunicaciones. La modificación se realizará mediante orden ministerial, que 

establecerá un plazo para que los titulares se adapten a aquélla. 

TÍTULO VI 

La administración de las telecomunicaciones 

Artículo 46. Competencias de la Administración General del Estado y de sus 

organismos públicos. 

1. Tendrán la consideración de Autoridad Nacional de Reglamentación de 

Telecomunicaciones: 

a) El Gobierno. 

b) Los órganos superiores y directivos del Ministerio de Ciencia y Tecnología que, de 

conformidad con la estructura orgánica del departamento, asuman las competencias de 

esta ley. 

c) Los órganos superiores y directivos del Ministerio de Economía en materia de 

regulación de precios. 
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d) La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones. 

e) La Agencia Estatal de Radiocomunicaciones.  

Reglamentariamente, el Gobierno desarrollará las competencias que esta ley 

encomienda al Ministerio de Ciencia y Tecnología, al Ministerio de Economía, a la 

Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones y a la Agencia Estatal de 

Radiocomunicaciones, así como las funciones, responsabilidades y los recursos 

materiales, de personal y financieros que para el cumplimiento de los fines se les 

asignen. Entre los recursos financieros, se podrá incluir la afectación de las tasas en los 

términos que se regulan en el título siguiente de esta ley. 

2. El Ministro de Ciencia y Tecnología, sin perjuicio de las competencias atribuidas a 

otros órganos por esta ley, propondrá al Gobierno la política a seguir para facilitar el 

desarrollo y la evolución de las obligaciones de servicio público a las que se hace 

referencia en el título III y la desarrollará asumiendo la competencia de control y 

seguimiento de las obligaciones de servicio público que correspondan a los distintos 

operadores en la explotación de redes o la prestación de servicios de comunicaciones 

electrónicas, sin perjuicio de las competencias que esta ley otorga a la Comisión del 

Mercado de las Telecomunicaciones en relación con el servicio universal. 

También corresponden al Ministerio de Ciencia y Tecnología, en los términos de esta 

ley, las competencias no atribuidas a la Comisión del Mercado de las 

Telecomunicaciones de acuerdo con lo dispuesto en el título II de esta ley, así como las 

competencias en materia de la evaluación de la conformidad de equipos y aparatos y de 

gestión del dominio público radioeléctrico, sin perjuicio de las expresamente atribuidas 

a la Agencia Estatal de Radiocomunicaciones. 

Artículo 47. La Agencia Estatal de Radiocomunicaciones. 

1. Se crea, con la denominación de Agencia Estatal de Radiocomunicaciones, un 

organismo público con carácter de organismo autónomo, de acuerdo con lo previsto en 

el artículo 43.1.a) de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento 

de la Administración General del Estado, con personalidad jurídico-pública diferenciada 

y plena capacidad de obrar, que se regirá por esta ley y las demás normas de aplicación.  

2. Dicha Agencia se adscribe, a través de la Secretaría de Estado de 

Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información, al Ministerio de Ciencia y 

Tecnología, al que corresponde su dirección estratégica, la evaluación y el control de los 

resultados de su actividad. 
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3. A la Agencia, dentro de la esfera de sus competencias, le corresponden las potestades 

administrativas para el cumplimiento de sus fines, en los términos que prevea su 

Estatuto y de acuerdo con la legislación aplicable. 

4. En el ejercicio de sus funciones públicas, la Agencia actuará de acuerdo con lo 

previsto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

5. La Agencia tendrá por objeto la ejecución de la gestión del dominio público 

radioeléctrico en el marco de las directrices fijadas por el Gobierno, el Ministerio de 

Ciencia y Tecnología y la Secretaría de Estado de Telecomunicaciones y para la 

Sociedad de la Información, así como en la normativa correspondiente. 

6. Para el cumplimiento del objeto fijado en el apartado anterior, la Agencia desarrollará 

las siguientes funciones en los términos que reglamentariamente se determinen: 

a) La propuesta de planificación, la gestión y la administración del dominio público 

radioeléctrico, así como la tramitación y el otorgamiento de los títulos habilitantes para 

su utilización, salvo cuando se limite su número de acuerdo con lo previsto en el 

apartado 2 del artículo 44. 

b) El ejercicio de las funciones atribuidas a la Administración General del Estado en 

materia de autorización e inspección de instalaciones radioeléctricas en relación con los 

niveles de emisión radioeléctrica permitidos a que se refiere el artículo 44 de esta ley, en 

el ámbito de la competencia exclusiva que corresponde al Estado sobre las 

telecomunicaciones, de acuerdo con el artículo 149.1.21.a de la Constitución. 

c) La gestión de un registro público de radiofrecuencias, accesible a través de Internet, 

en el que constarán los titulares de concesiones administrativas para el uso privativo del 

dominio público radioeléctrico. 

d) La elaboración de proyectos y desarrollo de los planes técnicos nacionales de 

radiodifusión y televisión.  

e) La comprobación técnica de emisiones radioeléctricas para la identificación, 

localización y eliminación de interferencias perjudiciales, infracciones, irregularidades y 

perturbaciones de los sistemas de radiocomunicación. 

f) El control y la inspección de las telecomunicaciones, así como la propuesta de 

incoación de expedientes sancionadores en la materia, sin perjuicio de las competencias 

establecidas en este ámbito por esta ley. 
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En materias de competencia del Ministerio de Ciencia y Tecnología o de la Comisión 

del Mercado de Telecomunicaciones, y a su solicitud, la Agencia Estatal de 

Radiocomunicaciones realizará las funciones de inspección que le sean requeridas. 

g) La gestión de la asignación de los recursos órbita-espectro para comunicaciones por 

satélite. 

h) La gestión en período voluntario de la tasa por reserva del dominio público 

radioeléctrico establecida en el apartado 3 del anexo I de esta ley, y la gestión y 

recaudación en período voluntario de las tasas de telecomunicaciones establecidas en el 

apartado 4 del citado anexo I, que se recauden por la prestación de servicios que tenga 

encomendada la Agencia de acuerdo con lo previsto en esta ley, sin perjuicio de los 

convenios que pudiera establecer la Agencia Estatal de Radiocomunicaciones con otras 

entidades y de la facultad ejecutiva de recaudación que corresponda a otros órganos del 

Estado en materia de ingresos públicos. 

i) La elaboración de estudios e informes y, en general, el asesoramiento de la 

Administración General del Estado en todo lo relativo a la gestión del dominio público 

radioeléctrico. 

j) La colaboración con la Secretaría de Estado de Telecomunicaciones y para la 

Sociedad de la Información en la participación en los organismos internacionales 

relacionados con la planificación del espectro radioeléctrico. 

k) La elaboración y elevación al Ministerio de Ciencia y Tecnología de un informe 

anual sobre su actuación. 

7. El régimen de personal de la Agencia se ajustará a lo dispuesto en el artículo 47.1 de 

la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración 

General del Estado. 

En los términos en que se establezca en su Estatuto, la Agencia podrá igualmente 

contratar personal laboral para la provisión de puestos de especial contenido técnico. 

La tramitación de las correspondientes convocatorias de selección y provisión de 

puestos de trabajo se realizará por la Agencia, en los mismos términos establecidos para 

la Administración General del Estado. 

8. Los recursos económicos de la Agencia podrán provenir de cualquiera de los 

enumerados en el apartado 1 del artículo 65 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de 

Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado. Entre los 

recursos económicos de la Agencia se incluirá, además, el remanente que, de 

conformidad con lo previsto en el apartado 5 del anexo I de esta ley, le ingrese la 
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Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, así como lo recaudado en concepto 

de la tasa del apartado 4 del anexo I por la prestación de servicios que tenga 

encomendada la Agencia de acuerdo con lo previsto en esta ley. 

9. El régimen de contratación, de adquisición y de enajenación de la Agencia se rige por 

las normas generales de contratación de las Administraciones públicas. 

10. El régimen patrimonial de la Agencia Estatal de Radiocomunicaciones se ajustará a 

las previsiones del artículo 48 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y 

Funcionamiento de la Administración General del Estado. 

11. La Agencia elaborará anualmente un anteproyecto de presupuesto con la estructura 

que señale el Ministerio de Hacienda, y lo remitirá al Ministerio de 

Ciencia y Tecnología para su elevación al Gobierno y posterior remisión a las Cortes 

Generales, como parte de los Presupuestos Generales del Estado. El régimen 

presupuestario, el económico-financiero, el de contabilidad, el de intervención y el de 

control financiero de la Agencia Estatal de Radiocomunicaciones será el establecido en 

la Ley General Presupuestaria, de acuerdo con lo previsto en el artículo 50 de la Ley 

6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General 

del Estado. 

12. Corresponde al Gobierno aprobar el Estatuto de la Agencia Estatal de 

Radiocomunicaciones, mediante real decreto, a iniciativa del Ministro de Ciencia y 

Tecnología y a propuesta conjunta de los Ministros de Hacienda y de Administraciones 

Públicas. 

13. La constitución efectiva de la Agencia tendrá lugar en el momento y con los plazos 

que señale el real decreto de aprobación de su Estatuto. Dicho real decreto deberá 

someterse a la aprobación del Consejo de Ministros en un plazo no superior a un año 

desde la entrada en vigor de la presente disposición. En el citado real decreto se 

determinarán los órganos, centros y servicios que quedarán integrados en la Agencia 

con las modificaciones que sean precisas. 

Artículo 48. La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones. 

1. La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones es un organismo público de los 

previstos por el apartado 1 de la disposición adicional décima de la Ley 6/1997, de 14 

de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, 

dotado de personalidad jurídica y plena capacidad pública y privada. Está adscrita al 

Ministerio de Ciencia y Tecnología, a través de la Secretaría de Estado de 

Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información, que ejercerá las funciones de 



 Protección de datos en desarrollo para Internet 

 207 

coordinación entre la Comisión y el Ministerio. Se regirá por lo dispuesto en esta ley y 

disposiciones que la desarrollen, así como por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 

Común, en el ejercicio de las funciones públicas que esta ley le atribuye y, 

supletoriamente, por la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento 

de la Administración General del Estado, de acuerdo con lo previsto por el apartado 1 

de su disposición adicional décima. El personal que preste servicio en la Comisión 

quedará vinculado a ella por una relación de carácter laboral. 

2. La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones tendrá por objeto el 

establecimiento y supervisión de las obligaciones específicas que hayan de cumplir los 

operadores en los mercados de telecomunicaciones y el fomento de la competencia en 

los mercados de los servicios audiovisuales, conforme a lo previsto por su normativa 

reguladora, la resolución de los conflictos entre los operadores y, en su caso, el ejercicio 

como órgano arbitral de las controversias entre los mismos. 

3. En las materias de telecomunicaciones reguladas en esta ley la Comisión del Mercado 

de las Telecomunicaciones ejercerá las siguientes funciones: 

a) Arbitrar en los conflictos que puedan surgir entre los operadores del sector de las 

comunicaciones electrónicas, así como en aquellos otros casos que puedan establecerse 

por vía reglamentaria, cuando los interesados lo acuerden. 

El ejercicio de esta función arbitral no tendrá carácter público. El procedimiento arbitral 

se establecerá mediante real decreto y se ajustará a los principios esenciales de 

audiencia, libertad de prueba, contradicción e igualdad, y será indisponible para las 

partes. 

b) Asignar la numeración a los operadores, para lo que dictará las resoluciones 

oportunas, en condiciones objetivas, transparentes y no discriminatorias, de acuerdo con 

lo que reglamentariamente se determine. La Comisión velará por la correcta utilización 

de los recursos públicos de numeración asignados. Asimismo, autorizará la transmisión 

de dichos recursos, estableciendo, mediante resolución, las condiciones de aquélla. 

c) Ejercer las funciones que en relación con el servicio universal y su financiación le 

encomienda el título III de esta ley. 

d) La resolución vinculante de los conflictos que se susciten entre los operadores en 

materia de acceso e interconexión de redes, en los términos que se establecen en el título 

II de esta ley, así como en materias relacionadas con las guías telefónicas, la 

financiación del servicio universal y el uso compartido de infraestructuras. Asimismo, 
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ejercerá las restantes competencias que en materia de interconexión se le atribuyen en 

esta ley. 

e) Adoptar las medidas necesarias para salvaguardar la pluralidad de oferta del servicio, 

el acceso a las redes de comunicaciones electrónicas por los operadores, la 

interconexión de las redes y la explotación de red en condiciones de red abierta, y la 

política de precios y comercialización por los prestadores de los servicios. 

A estos efectos, sin perjuicio de las funciones encomendadas en el capítulo III del título 

II de esta ley y en su normativa de desarrollo, la Comisión ejercerá las siguientes 

funciones: 

1. a Podrá dictar, sobre las materias indicadas, instrucciones dirigidas a los 

operadores que actúen en el sector de comunicaciones electrónicas. Estas 

instrucciones serán vinculantes una vez notificadas o, en su caso, publicadas en 

el «Boletín Oficial del Estado». 

2. a Pondrá en conocimiento del Servicio de Defensa de la Competencia los 

actos, acuerdos, prácticas o conductas de los que pudiera tener noticia en el 

ejercicio de sus atribuciones y que presenten indicios de ser contrarios a la Ley 

16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia. A tal fin, la Comisión 

del Mercado de las Telecomunicaciones comunicará al Servicio de 

Defensa de la Competencia todos los elementos de hecho a su alcance y, en su 

caso, remitirá dictamen no vinculante de la calificación que le merecen dichos 

hechos. 

3. a Ejercer la competencia de la Administración General de Estado para 

interpretar la información que en aplicación del artículo 9 de esta ley le 

suministren los operadores en el ejercicio de la protección de la libre 

competencia en el mercado de las comunicaciones electrónicas. 

f) Informar preceptivamente en los procedimientos iniciados para la autorización de las 

operaciones de concentración de operadores o de toma de control de uno o varios 

operadores del sector de las comunicaciones electrónicas, cuando dichas operaciones 

hayan de ser sometidas al Gobierno para su decisión, de acuerdo con la legislación 

vigente en materia de defensa de la competencia. 

g) Definir los mercados pertinentes para establecer obligaciones específicas conforme a 

lo previsto en el capítulo II del título II y en el artículo 13 de esta ley. 

h) Asesorar al Gobierno y al Ministro de Ciencia y Tecnología, a solicitud de éstos o 

por propia iniciativa, en los asuntos concernientes al mercado y a la regulación de las 
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comunicaciones, particularmente en aquellas materias que puedan afectar al desarrollo 

libre y competitivo del mercado. Igualmente podrá asesorar a las comunidades 

autónomas y a las corporaciones locales, a petición de los órganos competentes de cada 

una de ellas, en relación con el ejercicio de competencias propias de dichas 

Administraciones públicas que entren en relación con la competencia estatal en materia 

de telecomunicaciones. 

En particular, informará preceptivamente en los procedimientos tramitados por la 

Administración General del Estado para la elaboración de disposiciones normativas, en 

materia de comunicaciones electrónicas, especificaciones técnicas de equipos, aparatos, 

dispositivos y sistemas de telecomunicación; planificación y atribución de frecuencias 

del espectro radioeléctrico, así como pliegos de cláusulas administrativas generales que, 

en su caso, hayan de regir los procedimientos de licitación para el otorgamiento de 

concesiones de dominio público radioeléctrico. 

i) Ejercer las funciones inspectoras en aquellos asuntos sobre los que tenga atribuida la 

potestad sancionadora de acuerdo con el artículo 50.1 y solicitar la intervención de la 

Agencia Estatal de Radiocomunicaciones para la inspección técnica de las redes y 

servicios de comunicaciones electrónicas en aquellos supuestos en que la Comisión lo 

estime necesario para el desempeño de sus funciones. 

j) El ejercicio de la potestad sancionadora en los términos previstos por esta ley. En los 

procedimientos que se inicien como resultado de denuncia por parte del Ministerio de 

Ciencia y Tecnología el órgano instructor, antes de formular la oportuna propuesta de 

resolución, someterá el expediente a informe de dicho ministerio. La propuesta de 

resolución deberá ser motivada si se separa de dicho informe.  

k) Denunciar, ante los servicios de inspección de telecomunicaciones de la Agencia 

Estatal de Radiocomunicaciones, las conductas contrarias a la legislación general de las 

telecomunicaciones cuando no le corresponda el ejercicio de la potestad sancionadora. 

En los procedimientos que se inicien como resultado de las denuncias a que se refiere el 

párrafo anterior, el órgano instructor, antes de formular la oportuna propuesta de 

resolución, someterá el expediente a informe de la Comisión del Mercado de las 

Telecomunicaciones. La propuesta de resolución deberá ser motivada si se separa de 

dicho informe. 

l) La llevanza de un registro de operadores, en el que se inscribirán todas aquellas cuya 

actividad requiera la notificación a la que se refiere el artículo 6 de esta ley. 
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El registro contendrá los datos necesarios para que la Comisión pueda ejercer las 

funciones que tenga atribuidas. 

m) Cualesquiera otras que legal o reglamentariamente se le atribuyan o que le 

encomienden el Gobierno o el Ministerio de Ciencia y Tecnología. 

4. La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones estará regida por un Consejo, al 

que corresponderá el ejercicio de todas las funciones establecidas en el apartado 

anterior. 

5. Dicho Consejo estará compuesto por un Presidente, un Vicepresidente y siete 

consejeros, que serán nombrados por el Gobierno, mediante real decreto adoptado a 

propuesta conjunta de los Ministros de Ciencia y Tecnología y Economía, entre 

personas de reconocida competencia profesional relacionada con el sector de las 

telecomunicaciones y la regulación de los mercados, previa comparecencia ante la 

Comisión competente del Congreso de los Diputados, para informar sobre las personas 

a quienes pretende proponer. 

6. El Consejo designará un Secretario no Consejero, que actuará con voz, pero sin voto. 

7. Los cargos de Presidente, Vicepresidente y consejeros se renovarán cada seis años, 

pudiendo los inicialmente designados ser reelegidos por una sola vez. 

8. El Presidente, el Vicepresidente y los consejeros cesarán en su cargo por renuncia 

aceptada por el Gobierno, expiración del término de su mandato o por separación 

acordada por el Gobierno, previa instrucción de expediente por el Ministro de Ciencia y 

Tecnología, por incapacidad permanente para el ejercicio del cargo, incumplimiento 

grave de sus obligaciones, condena por delito doloso o incompatibilidad sobrevenida. 

9. Todos los miembros del Consejo estarán sujetos al régimen de incompatibilidades de 

los altos cargos de la Administración. 

10. El Consejo de la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones aprobará el 

reglamento de régimen interior de la Comisión, en el que se regulará la actuación de los 

órganos de ésta, el procedimiento a seguir para la adopción de acuerdos y la 

organización del personal. 

El acuerdo de aprobación del reglamento de régimen interior deberá ser adoptado con el 

visto favorable de dos tercios de los miembros que componen el Consejo de la 

Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones. 

11. La Comisión elaborará anualmente un informe al Gobierno sobre el desarrollo del 

mercado de las telecomunicaciones y de los servicios audiovisuales, que será elevado a 

las Cortes Generales. Este informe reflejará todas las actuaciones de la Comisión, sus 
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observaciones y sugerencias sobre la evolución del mercado, el cumplimiento de las 

condiciones de la libre competencia, las medidas para corregir las deficiencias 

advertidas y para facilitar el desarrollo de las telecomunicaciones. 

12. En el ejercicio de sus funciones, y en los términos que reglamentariamente se 

determinen, la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, una vez iniciado el 

procedimiento correspondiente, podrá en cualquier momento, de oficio o a instancia de 

los interesados, adoptar las medidas cautelares que estime oportunas para asegurar la 

eficacia del laudo o de la resolución que pudiera recaer, si existiesen elementos de juicio 

suficientes para ello. 

13. La Comisión tendrá patrimonio propio, independiente del patrimonio del Estado.  

14. Los recursos de la Comisión estarán integrados por: 

a) Los bienes y valores que constituyan su patrimonio y los productos y rentas del 

mismo. 

b) Los ingresos obtenidos por la liquidación de tasas devengadas por la realización de 

actividades de prestación de servicios y los derivados del ejercicio de las competencias 

y funciones a que se refiere el apartado 3 de este artículo. No obstante, la recaudación 

procedente de la actividad sancionadora de la Comisión del Mercado de las 

Telecomunicaciones se ingresará en el Tesoro Público. 

En particular, constituirán ingresos de la Comisión las tasas que se regulan en el 

apartado 1 del anexo I de esta ley en los términos fijados en aquél. 

La gestión y recaudación en período voluntario de las tasas de los apartados 1 y 2 del 

anexo I de esta ley, así como de las tasas de telecomunicaciones establecidas en el 

apartado 4 del citado anexo I que se recauden por la prestación de servicios que tenga 

encomendada la Comisión, de acuerdo con lo previsto en esta ley, corresponderá a la 

Comisión en los términos que se fijan en el apartado 5 de dicho anexo, sin perjuicio de 

los convenios que pudiera ésta establecer con otras entidades y de la facultad ejecutiva 

que corresponda a otros órganos del Estado en materia de ingresos públicos, o de su 

obligación de ingreso en el Tesoro Público, en su caso, en los supuestos previstos en el 

anexo I de esta ley. 

c) Las transferencias que, en su caso, efectúe el Ministerio de Ciencia y Tecnología con 

cargo a los Presupuestos Generales del Estado. 

15. La Comisión elaborará anualmente un anteproyecto de presupuesto con la estructura 

que determine el Ministerio de Hacienda, y lo remitirá a dicho departamento para su 

elevación al Gobierno. Este último, previa su aprobación, lo enviará a las Cortes 
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Generales, integrado en los Presupuestos Generales del Estado. El presupuesto tendrá 

carácter estimativo y sus variaciones serán autorizadas de acuerdo con lo establecido en 

la Ley General Presupuestaria. 

16. El control económico y financiero de la Comisión se efectuará con arreglo a lo 

dispuesto en la Ley General Presupuestaria. 

17. Las disposiciones y resoluciones que dicte la Comisión en el ejercicio de sus 

funciones públicas pondrán fin a la vía administrativa y serán recurribles ante la 

jurisdicción contencioso-administrativa en los términos establecidos en la ley 

reguladora de dicha jurisdicción. 

Los laudos que dicte la Comisión en el ejercicio de su función arbitral tendrán los 

efectos establecidos en la Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje; su revisión, 

anulación y ejecución forzosa se acomodarán a lo dispuesto en la citada ley. 

TÍTULO VII 

Tasas en materia de telecomunicaciones 

Artículo 49. Principios aplicables a las tasas en materia de telecomunicaciones. 

1. Los operadores y los titulares de derechos de uso del dominio público radioeléctrico o 

de recursos de numeración estarán sujetos al pago de las tasas establecidas en el 

ordenamiento jurídico. 

2. Dichas tasas tendrán como finalidad: 

a) Cubrir los gastos administrativos que ocasione el trabajo de regulación relativo a la 

preparación y puesta en práctica del derecho comunitario derivado y actos 

administrativos, como las relativas a la interconexión y acceso. 

b) Los que ocasionen la gestión, control y ejecución del régimen establecido en esta ley. 

c) Los que ocasione la gestión, control y ejecución de los derechos de ocupación del 

dominio público, los derechos de uso del dominio público radioeléctrico y la 

numeración. 

d) La gestión de las notificaciones reguladas en el artículo 6 de esta ley. 

e) Los gastos de cooperación internacional, armonización y normalización y el análisis 

de mercado. 

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2, las tasas establecidas por el uso del 

dominio público radioeléctrico, la numeración y el dominio público necesario para la 

instalación de redes de comunicaciones electrónicas tendrán como finalidad la 

necesidad de garantizar el uso óptimo de estos recursos, teniendo en cuenta el valor del 

bien cuyo uso se otorga y su escasez. 
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Dichas tasas deberán ser no discriminatorias, transparentes, justificadas objetivamente y 

ser proporcionadas a su fin. Asimismo, deberán fomentar el cumplimiento de los 

objetivos y principios establecidos en el artículo 3, en los términos que se establezcan 

reglamentariamente. 

4. Las tasas a que se refieren los apartados anteriores serán impuestas de manera 

objetiva, transparente y proporcional, de manera que se minimicen los costes 

administrativos adicionales y las cargas que se derivan de ellos. 

5. El Ministerio de Ciencia y Tecnología, la Comisión del Mercado de las 

Telecomunicaciones y la Agencia Estatal de Radiocomunicaciones, así como las 

Administraciones territoriales que gestionen y liquiden tasas subsumibles en el apartado 

2 de este artículo, publicarán un resumen anual de los gastos administrativos que 

justifican su imposición y del importe total de la recaudación. 

6. Las tasas en materia de telecomunicaciones gestionadas por la Administración 

General del Estado y sus organismos públicos serán las recogidas en el anexo I de esta 

ley. 

TÍTULO VIII 

Inspección y régimen sancionador 

Artículo 50. Funciones inspectora y sancionadora. 

1. La función inspectora en materia de telecomunicaciones corresponde a: 

a) La Agencia Estatal de Radiocomunicaciones. 

b) La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones. 

c) El Ministerio de Ciencia y Tecnología. 

2. Será competencia del Ministerio de Ciencia y Tecnología la inspección de los 

servicios y de las redes de telecomunicaciones, de sus condiciones de prestación, de los 

equipos, de los aparatos, de las instalaciones y de los sistemas civiles, que contará con 

un servicio central de inspección técnica de telecomunicaciones. 

3. Corresponderá a la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones la inspección 

de las actividades de los operadores de telecomunicaciones respecto de las cuales tenga 

competencia sancionadora de conformidad con esta ley. 

4. Corresponderá a la Agencia Estatal de Radiocomunicaciones la competencia de 

control e inspección del dominio público radioeléctrico, así como la realización de 

actividades de inspección conforme a lo establecido en el apartado siguiente. 

5. Para la realización de determinadas actividades de inspección técnica, el Ministerio 

de Ciencia y Tecnología o la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, en 
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materias de su competencia, podrán solicitar la actuación de la Agencia Estatal de 

Radiocomunicaciones. 

6. Los funcionarios de la Agencia Estatal de Radiocomunicaciones, del Ministerio de 

Ciencia y Tecnología y el personal de la Comisión del Mercado de las 

Telecomunicaciones específicamente designado para ello tendrán, en el ejercicio de sus 

funciones inspectoras, la consideración de autoridad pública y podrán solicitar, a través 

de la autoridad gubernativa correspondiente, el apoyo necesario de los Cuerpos y 

Fuerzas de Seguridad. 

Los operadores o quienes realicen las actividades a las que se refiere esta ley vendrán 

obligados a facilitar al personal de inspección, en el ejercicio de sus funciones, el acceso 

a sus instalaciones. También deberán permitir que dicho personal lleve a cabo el control 

de los elementos afectos a los servicios o actividades que realicen, de las redes que 

instalen o exploten y de cuantos documentos están obligados a poseer o conservar. 

Las personas físicas y jurídicas comprendidas en este párrafo quedan obligadas a poner 

a disposición del personal de inspección cuantos libros, registros y documentos,  sea 

cual fuere su soporte, éste considere precisos, incluidos los programas informáticos y 

los archivos magnéticos, ópticos o de cualquier otra clase. 

Las actuaciones de comprobación o investigación llevadas a cabo por la Agencia Estatal 

de Radiocomunicaciones, el Ministerio de Ciencia y Tecnología y la Comisión del 

Mercado de las Telecomunicaciones en el ámbito de sus competencias podrán 

desarrollarse, a elección de sus servicios: 

a) En cualquier despacho, oficina o dependencia de la persona o entidad inspeccionada 

o de quien las represente. 

b) En los propios locales de la Agencia Estatal de Radiocomunicaciones, del Ministerio 

de Ciencia y Tecnología o de la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones. 

Cuando las actuaciones de comprobación o investigación se desarrollen en los lugares 

señalados en el párrafo a) anterior, se observará la jornada laboral de los mismos, sin 

perjuicio de que pueda actuarse de común acuerdo en otras horas o días. 

Las obligaciones establecidas en los párrafos anteriores serán también exigibles a 

quienes, careciendo de título habilitante, aparezcan como responsables de la prestación 

del servicio, de la instalación o de la explotación de la red o del ejercicio de la actividad. 

7. La aplicación del régimen sancionador, corresponde al Ministerio de Ciencia y 

Tecnología y a la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones de conformidad 

con lo establecido en el artículo 58 de esta ley. 
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Artículo 51. Responsabilidad por las infracciones en materia de telecomunicaciones. 

La responsabilidad administrativa por las infracciones de las normas reguladoras de las 

telecomunicaciones será exigible: 

a) En el caso de incumplimiento de las condiciones establecidas para la explotación de 

redes o la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas, a la persona física o 

jurídica que desarrolle la actividad. 

b) En las cometidas con motivo de la explotación de redes o la prestación de servicios 

sin haber efectuado la notificación a que se refiere el artículo 6 de esta ley, a la persona 

física o jurídica que realice la actividad o, subsidiariamente, a la que tenga la 

disponibilidad de los equipos e instalaciones por cualquier título jurídico válido en 

derecho o careciendo de éste. 

c) En las cometidas por los usuarios o por otras personas que, sin estar comprendidas en 

los párrafos anteriores, realicen actividades reguladas en la normativa sobre 

telecomunicaciones, a la persona física o jurídica cuya actuación se halle tipificada por 

el precepto infringido o a la que las normas correspondientes atribuyen específicamente 

la responsabilidad. 

Artículo 52. Clasificación de las infracciones. 

Las infracciones de las normas reguladoras de las telecomunicaciones se clasifican en 

muy graves, graves y leves. 

Artículo 53. Infracciones muy graves. 

Se consideran infracciones muy graves: 

a) La realización de actividades sin título habilitante cuando sea legalmente necesario o 

utilizando parámetros técnicos diferentes de los propios del título y la utilización de 

potencias de emisión notoriamente superiores a las permitidas o de frecuencias 

radioeléctricas sin autorización o distintas de las autorizadas, siempre que, en estos dos 

últimos casos, se produzcan daños graves a las redes o a la prestación de los servicios de 

comunicaciones electrónicas. 

b) El uso, en condiciones distintas a las autorizadas, del espectro radioeléctrico que 

provoque alteraciones que impidan la correcta prestación de otros servicios por otros 

operadores. 

c) El incumplimiento grave o reiterado por los titulares de concesiones, afectaciones 

demaniales o autorizaciones para el uso del dominio público radioeléctrico de las 

condiciones esenciales que se les impongan por el Ministerio de Ciencia y Tecnología. 
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d) La transmisión total o parcial de concesiones o autorizaciones para el uso privativo 

del dominio público radioeléctrico, sin cumplir con los requisitos establecidos a tal 

efecto por la normativa de desarrollo de esta ley. 

e) La producción deliberada de interferencias definidas como perjudiciales en esta ley, 

incluidas las causadas por estaciones radioeléctricas que estén instaladas o en 

funcionamiento a bordo de un buque, de una aeronave o de cualquier otro objeto 

flotante o aerotransportado que transmita emisiones desde fuera del territorio español 

para su posible recepción total o parcial en éste. 

f) Efectuar emisiones radioeléctricas que incumplan gravemente los límites de 

exposición establecidos en la normativa de desarrollo del artículo 44 de esta ley e 

incumplir gravemente las demás medidas de seguridad establecidas en dicha normativa, 

incluidas las obligaciones de señalización o vallado de las instalaciones radioeléctricas. 

g) Permitir el empleo de enlaces procedentes del exterior del territorio nacional que se 

faciliten a través de satélites cuyo uso no haya sido previamente autorizado. 

h) La instalación, puesta en servicio o utilización de terminales o de equipos conectados 

a las redes públicas de comunicaciones electrónicas que no hayan  evaluado su 

conformidad, conforme al título IV de esta ley, si se producen daños muy graves a 

aquéllas. 

i) La importación o la venta al por mayor de equipos o aparatos cuya conformidad no 

haya sido evaluada de acuerdo con lo dispuesto en el título IV de esta ley, o con los 

acuerdos o convenios internacionales celebrados por el Estado español. 

j) El incumplimiento grave y reiterado por los titulares de los laboratorios designados o 

por las entidades colaboradoras de la Administración de las obligaciones que 

reglamentariamente se establezcan para su funcionamiento o de las derivadas de su 

acreditación o concierto, en el proceso de evaluación de los aparatos de 

telecomunicaciones, de conformidad con las especificaciones técnicas que les sean de 

aplicación. 

k) La negativa o la obstrucción a ser inspeccionado, y la no colaboración con la 

inspección cuando ésta sea requerida. 

l) El incumplimiento grave o reiterado de las obligaciones de servicio público, según lo 

establecido en el título III. 

m) El incumplimiento reiterado de la obligación de mantener los niveles de calidad 

establecidos para la prestación de los servicios. 
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n) La interceptación, sin autorización, de telecomunicaciones no destinadas al público 

en general. 

ñ) La divulgación del contenido, o de la simple existencia, de mensajes no destinados al 

público en general emitidos o recibidos a través de servicios de telecomunicaciones, a 

los que se acceda mediante la interceptación voluntaria o involuntaria, su publicación o 

cualquier otro uso de ellos sin la debida autorización. 

o) El incumplimiento deliberado, por parte de los operadores, de las obligaciones en 

materia de interceptación legal de las comunicaciones impuestas en desarrollo del 

artículo 33 de esta ley. 

p) El incumplimiento reiterado de los requerimientos de información formulados por el 

órgano competente de la Administración del Estado en el ejercicio de sus funciones. 

q) El incumplimiento de las instrucciones dictadas por la Comisión del Mercado de las 

Telecomunicaciones, en el ejercicio de las competencias que en materia de mercados de 

referencia y operadores con poder significativo le atribuye esta ley. 

r) El incumplimiento de las resoluciones adoptadas por la Comisión del Mercado de las 

Telecomunicaciones en el ejercicio de sus funciones en materia de comunicaciones 

electrónicas, con excepción de las que lleve a cabo en el procedimiento arbitral previo 

sometimiento voluntario de las partes. 

s) El incumplimiento grave o reiterado por los operadores de las condiciones para la 

prestación de servicios o la explotación de redes de comunicaciones electrónicas. 

t) La explotación de redes o la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas 

sin cumplir los requisitos exigibles, para realizar tales actividades, establecidos en esta 

ley y su normativa de desarrollo. 

u) El incumplimiento de lo establecido en el artículo 6.1. 

v) El incumplimiento, por parte de las personas físicas o jurídicas habilitadas para la 

explotación de redes o la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas 

accesibles al público, de las obligaciones en materia de acceso e interconexión a las que 

estén sometidas por la vigente legislación. 

w) El incumplimiento de las condiciones determinantes de la adjudicación y asignación 

de los recursos de numeración incluidos en los planes de numeración debidamente 

aprobados. 

x) El incumplimiento reiterado de los requerimientos de información formulados por la 

Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones en el ejercicio de sus funciones. 
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y) La falta de notificación a la Administración por el titular de una red de 

comunicaciones electrónicas de los servicios que se estén prestando a través de ella 

cuando esta información sea exigible de acuerdo con la normativa aplicable. 

z) La vulneración grave o reiterada de los derechos previstos por el artículo 38.3, salvo 

el previsto por el párrafo h), cuya infracción se regirá por el régimen sancionador 

previsto por la Ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la Sociedad de la 

Información y Comercio Electrónico. 

Artículo 54. Infracciones graves. 

Se consideran infracciones graves: 

a) La realización de actividades sin título habilitante cuando sea legalmente necesario o 

utilizando parámetros técnicos diferentes de los propios del título y la utilización de 

potencias de emisión notoriamente superiores a las permitidas o de frecuencias 

radioeléctricas sin autorización o distintas de las autorizadas, siempre que las referidas 

conductas no constituyan infracción muy grave. 

b) La instalación de estaciones radioeléctricas sin autorización, cuando, de acuerdo con 

lo dispuesto en la normativa reguladora de las telecomunicaciones, sea necesaria, o de 

estaciones radioeléctricas a bordo de un buque, de una aeronave o de cualquier otro 

objeto flotante o aerotransportado, que, en el mar o fuera de él, posibilite la transmisión 

de emisiones desde el exterior para su posible recepción total o parcial en territorio 

nacional. 

c) La mera producción de interferencias definidas como perjudiciales en esta ley que no 

se encuentren comprendidas en el artículo anterior. 

d) La emisión de señales de identificación falsa o engañosa. 

e) El uso, en condiciones distintas de las autorizadas, del espectro radioeléctrico que 

provoque alteraciones que dificulten la correcta prestación de otros servicios por otros 

operadores. 

f) No atender el requerimiento hecho por la autoridad competente para el cese de las 

emisiones radioeléctricas, en los supuestos de producción de interferencias. 

g) El establecimiento de comunicaciones con estaciones no autorizadas. 

h) Efectuar emisiones radioeléctricas que incumplan los límites de exposición 

establecidos en la normativa de desarrollo del artículo 44 de esta ley e incumplir las 

demás medidas de seguridad establecidas en ella, incluidas las obligaciones de 

señalización o vallado de las instalaciones radioeléctricas. 
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i) La instalación, puesta en servicio o utilización de terminales o de equipos conectados 

a las redes públicas de comunicaciones electrónicas que no hayan evaluado su 

conformidad, conforme al título IV de esta ley, salvo que deba ser considerado como 

infracción muy grave.  

j) La distribución, venta o exposición para la venta de equipos o aparatos cuya 

conformidad con los requisitos esenciales aplicables no haya sido evaluada de acuerdo 

con lo dispuesto en el título IV de esta ley o con los acuerdos o convenios 

internacionales celebrados por el Estado español. 

k) La realización de la actividad de instalación de aparatos y sistemas de 

telecomunicación sin disponer del correspondiente título habilitante, así como el 

incumplimiento de los requisitos aplicables al acceso a los servicios de 

telecomunicaciones en el interior de los edificios y a la instalación en ellos de las 

infraestructuras de telecomunicaciones. 

l) La alteración, la manipulación o la omisión de las características técnicas, de las 

marcas, de las etiquetas, de los signos de identificación o de la documentación de los 

equipos o de los aparatos de telecomunicaciones. 

m) El incumplimiento por las entidades colaboradoras de la Administración para la 

normalización y la homologación de las prescripciones técnicas y del contenido de las 

autorizaciones o de los conciertos que les afecten, con arreglo a lo que 

reglamentariamente se determine. 

n) Los siguientes actos de colaboración con los usuarios de buques o aeronaves, ya sean 

nacionales o de bandera extranjera, efectuados deliberadamente y que posibiliten la 

producción de las infracciones previstas en el párrafo h) del artículo 53 y en el párrafo 

b) de este artículo: 

1. o El suministro, el mantenimiento o la reparación del material que incorpore 

el buque o la aeronave. 

2. o Su aprovisionamiento o abastecimiento. 

3. o El suministro de medios de transporte o el transporte de personas o de 

material al buque o a la aeronave. 

4. o El encargo o la realización de producciones de todo tipo desde buques o 

aeronaves, incluida la publicidad destinada a su difusión por radio. 

5. o La prestación de servicios relativos a la publicidad de las estaciones 

instaladas en los buques o en las aeronaves. 



 Protección de datos en desarrollo para Internet 

 220 

6. o Cualesquiera otros actos de colaboración para la comisión de una infracción 

en materia de telecomunicaciones mediante el uso de buques o aeronaves. 

ñ) El incumplimiento por parte de los operadores de las obligaciones en materia de 

interceptación legal de las comunicaciones impuestas en desarrollo del artículo 33 de 

esta ley, salvo que deba ser considerado como infracción muy grave, conforme a lo 

dispuesto en el artículo anterior. 

o) El incumplimiento de las obligaciones de servicio público, según lo establecido en el 

título III, salvo que deba considerarse como infracción muy grave, conforme a lo 

previsto en el artículo anterior. 

p) El incumplimiento por los operadores de las condiciones para la prestación de 

servicios o la explotación de redes de comunicaciones electrónicas. 

q) Cualquier otro incumplimiento grave de las obligaciones de los operadores 

explotadores de redes o prestadores de servicios de comunicaciones electrónicas o de 

sus usuarios, previsto en las leyes vigentes, salvo que deba ser considerado como 

infracción muy grave, conforme a lo dispuesto en el artículo anterior. 

r) La vulneración de los derechos previstos por el artículo 38.3, salvo que deba ser 

reconocida como infracción muy grave. Queda exceptuado el derecho previsto por el 

párrafo h), cuya infracción se regirá por el régimen sancionador previsto por la Ley 

34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la Sociedad de la Información y Comercio 

Electrónico. 

Artículo 55. Infracciones leves. 

Se consideran infracciones leves: 

a) La producción de cualquier tipo de emisión radioeléctrica no autorizada, salvo que 

deba ser considerada como infracción grave o muy grave. 

b) La mera producción de interferencias cuando no deba ser considerada como 

infracción grave o muy grave. 

c) Carecer de los preceptivos cuadros de tarifas o de precios cuando su exhibición se 

exija por la normativa vigente. 

d) No facilitar los datos requeridos por la Administración o retrasar injustificadamente 

su aportación cuando resulte exigible conforme a lo  revisto por la normativa reguladora 

de las comunicaciones electrónicas. 

e) Cualquier otro incumplimiento de las obligaciones impuestas a operadores de redes o 

de servicios de comunicaciones electrónicas o de sus usuarios, previsto en las leyes 
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vigentes, salvo que deba ser considerado como infracción grave o muy grave, conforme 

a lo dispuesto en los artículos anteriores. 

Artículo 56. Sanciones. 

1. El Ministerio de Ciencia y Tecnología o la Comisión del Mercado de las 

Telecomunicaciones impondrán, en el ámbito de sus respectivas competencias, las 

siguientes sanciones: 

a) Por la comisión de infracciones muy graves tipificadas en los párrafos q) y r) del 

artículo 53 se impondrá al infractor multa por importe no inferior al tanto, ni superior al 

quíntuplo, del beneficio bruto obtenido como consecuencia de los actos u omisiones en 

que consista la infracción. En caso de que no resulte posible aplicar este criterio o que 

de su aplicación resultara una cantidad inferior a la mayor de las que a continuación se 

indican, esta última constituirá el límite del importe de la sanción pecuniaria. A estos 

efectos, se considerarán las siguientes cantidades: el uno por ciento de los ingresos 

brutos anuales obtenidos por la entidad infractora en el último ejercicio en la rama de 

actividad afectada o, en caso de inexistencia de éstos, en el ejercicio actual: el cinco por 

ciento de los fondos totales, propios o ajenos, utilizados en la infracción, o 20 millones 

de euros. 

b) Por la comisión de las demás infracciones muy graves se impondrá al infractor multa 

por importe no inferior al tanto, ni superior al quíntuplo, del beneficio bruto obtenido 

como consecuencia de los actos u omisiones en que consista la infracción. En caso de 

que no resulte posible aplicar este criterio, el límite máximo de la sanción será de dos 

millones de euros. 

Las infracciones muy graves, en función de sus circunstancias, podrán dar lugar a la 

inhabilitación hasta de cinco años del operador para la explotación de redes o la 

prestación de servicios de comunicaciones electrónicas. 

c) Por la comisión de infracciones graves se impondrá al infractor multa por importe de 

hasta el duplo del beneficio bruto obtenido como consecuencia de los actos u omisiones 

que constituyan aquéllas o, en caso de que no resulte aplicable este criterio, el límite 

máximo de la sanción será de 500.000 euros. 

Las infracciones graves, en función de sus circunstancias, podrán llevar aparejada 

amonestación pública, con publicación en el «Boletín Oficial del Estado» y en dos 

periódicos de difusión nacional, una vez que la resolución sancionadora tenga carácter 

firme. 
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d) Por la comisión de infracciones leves se impondrá al infractor una multa por importe 

de hasta 30.000 euros. Las infracciones leves, en función de sus circunstancias, podrán 

llevar aparejada una amonestación privada.  

2. En todo caso, la cuantía de la sanción que se imponga, dentro de los límites 

indicados, se graduará teniendo en cuenta, además de lo previsto en el artículo 

131.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, lo siguiente: 

a) La gravedad de las infracciones cometidas anteriormente por el sujeto al que se 

sanciona. 

b) La repercusión social de las infracciones. 

c) El beneficio que haya reportado al infractor el hecho objeto de la infracción. 

d) El daño causado. 

Además, para la fijación de la sanción se tendrá en cuenta la situación económica del 

infractor, derivada de su patrimonio, de sus ingresos, de sus cargas familiares y de las 

demás circunstancias personales que acredite que le afectan. 

El infractor vendrá obligado, en su caso, al pago de las tasas que hubiera debido 

satisfacer en el supuesto de haber realizado la notificación a que se refiere el artículo 6 o 

de haber disfrutado de título para la utilización del dominio público radioeléctrico. 

3. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 1 de este artículo, el Ministerio de 

Ciencia y Tecnología o la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, en el 

ámbito de sus respectivas competencias, podrán adoptar las siguientes medidas: 

a) Las infracciones a las que se refieren los artículos 53 y 54 podrán dar lugar a la 

adopción de medidas cautelares, que de conformidad con el artículo 136 de la Ley 

30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 

del Procedimiento Administrativo Común, podrán consistir en el precintado y, en su 

caso, la retirada del mercado de los equipos o instalaciones que hubiera empleado el 

infractor por un plazo máximo de seis meses, y en la orden de cese inmediato de la 

actividad presuntamente infractora, siendo, en su caso, aplicable el régimen de 

ejecución subsidiaria previsto en el artículo 98 de dicha ley. 

b) Cuando el infractor carezca de título habilitante para la ocupación del dominio 

público o su equipo no haya evaluado su conformidad, se mantendrán las medidas 

cautelares previstas en el párrafo anterior hasta la resolución del procedimiento o hasta 

la evaluación de la conformidad. 
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c) Las sanciones impuestas por cualquiera de las infracciones comprendidas en los 

artículos 53 y 54, cuando se requiera título habilitante para el ejercicio de la actividad 

realizada por el infractor, podrán llevar aparejada, como sanción accesoria, el precintado 

o la incautación de los equipos o aparatos o la clausura de las instalaciones en tanto no 

se disponga del referido título. 

d) Asimismo, podrá acordarse, como medida de aseguramiento de la eficacia de la 

resolución definitiva que se dicte, la suspensión provisional de la eficacia del título y la 

clausura provisional de las instalaciones, por un plazo máximo de seis meses. 

4. Además de la sanción que corresponda imponer a los infractores, cuando se trate de 

una persona jurídica, se podrá imponer una multa de hasta 60.000 euros a sus 

representantes legales o a las personas que integran los órganos directivos que hayan 

intervenido en el acuerdo o decisión. 

Quedan excluidas de la sanción aquellas personas que, formando parte de órganos 

colegiados de administración, no hubieran asistido a las reuniones o hubieran votado en 

contra o salvando su voto. 

5. Las cuantías señaladas en este artículo podrán ser actualizadas por el Gobierno, 

teniendo en cuenta la variación de los índices de precios de consumo. 

Artículo 57. Prescripción. 

1. Las infracciones reguladas en esta ley prescribirán, las muy graves, a los tres años; las 

graves, a los dos años, y las leves, a los seis meses. 

El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a computarse desde el día en que 

se hubieran cometido. Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del 

interesado, del procedimiento sancionador. 

El plazo de prescripción volverá a correr si el expediente sancionador estuviera 

paralizado durante más de un mes por causa no imputable al presunto responsable. 

En el supuesto de infracción continuada, la fecha inicial del cómputo será aquélla en 

que deje de realizarse la actividad infractora o la del último acto con que la infracción se 

consume. No obstante, se entenderá que persiste la infracción en tanto los equipos, 

aparatos o instalaciones objeto del expediente no se encuentren a disposición de la 

Administración o quede constancia fehaciente de su imposibilidad de uso.  

2. Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres años; las 

impuestas por faltas graves, a los dos años, y las impuestas por faltas leves, al año. El 

plazo de prescripción de las sanciones comenzará a computarse desde el día siguiente a 

aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción. 
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Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 

procedimiento de ejecución, volviendo a correr el plazo si aquél está paralizado durante 

más de un mes por causa no imputable al infractor. 

Artículo 58. Competencias sancionadoras. 

La competencia sancionadora corresponderá: 

a) A la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, cuando se trate de 

infracciones muy graves tipificadas en los párrafos q) a x) del artículo 53, infracciones 

graves tipificadas en el párrafo p) y, en el ámbito material de su actuación, en el párrafo 

q) del artículo 54, e infracciones leves tipificadas en el párrafo d) del artículo 55, 

respecto de los requerimientos por ella formulados. Dentro de la Comisión del Mercado 

de las Telecomunicaciones, la imposición de sanciones corresponderá: 

1. o Al Consejo, respecto de las infracciones muy graves y graves. 

2. o Al Presidente, en cuanto a las leves. 

b) A la Agencia de Protección de Datos, cuando se trate de las infracciones muy graves 

comprendidas en el párrafo z) del artículo 53 y de las infracciones graves previstas por 

el párrafo r) del artículo 54. 

c) Cuando se trate de infracciones no incluidas en los párrafos anteriores, y en el ámbito 

de competencias de la Administración General del Estado, la imposición de sanciones 

corresponderá al Secretario de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la 

Información. 

El ejercicio de la potestad sancionadora se sujetará al procedimiento aplicable, con 

carácter general, a la actuación de las Administraciones públicas. No obstante, el plazo 

máximo de duración del procedimiento será de un año y el plazo de alegaciones no 

tendrá una duración inferior a un mes. 

Disposición adicional primera. Limitaciones y servidumbres. 

1. Las limitaciones a la propiedad y las servidumbres a las que hace referencia el 

apartado 1 del artículo 32 de esta ley podrán afectar: 

a) A la altura máxima de los edificios. 

b) A la distancia mínima a la que podrán ubicarse industrias e instalaciones eléctricas de 

alta tensión y líneas férreas electrificadas. 

c) A la distancia mínima a la que podrán instalarse transmisores radioeléctricos. 

2. Con la excepción de la normativa legal vigente aplicable a la defensa nacional y a la 

navegación aérea, no podrán establecerse, por vía reglamentaria, limitaciones a la 

propiedad ni servidumbres que contengan condiciones más gravosas que las siguientes: 
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a) Para distancias inferiores a 1.000 metros, el ángulo sobre la horizontal con el que se 

observe, desde la parte superior de las antenas receptoras de menor altura de la estación, 

el punto más elevado de un edificio será como máximo de tres grados. 

b) La máxima limitación exigible de separación entre una industria o una línea de 

tendido eléctrico de alta tensión o de ferrocarril y cualquiera de las antenas receptoras 

de la estación será de 1.000 metros. 

La instalación de transmisores radioeléctricos en las proximidades de la estación se 

realizará con las siguientes limitaciones: 

Máxima limitación exigible de separación entre instalaciones a proteger y antena del 

transmisor  

— 

Kilómetros 

Gama de frecuencias 

Potencia radiada aparente del transmisor en dirección a la instalación a proteger 

— 

Kilovatios 

0,01 R P R1 2 

f R 30 MHz 1 R P R 10 10 

P T 10 20 

0,01 R P R1 1 

f T 30 MHz 1 R P R 10 2 

P T 10 5 

3. Las limitaciones de intensidad de campo eléctrico se exigirán para aquellas 

instalaciones cuyos equipos tengan una alta sensibilidad. Se entiende que utilizan 

equipos de alta sensibilidad las instalaciones dedicadas a la investigación. 

Para las instalaciones de radioastronomía y astrofísica, estas limitaciones serán las 

siguientes: 

a) Las estaciones dedicadas a la observación radioastronómica, en cada una de las 

bandas de frecuencia que se encuentran atribuidas al servicio de radioastronomía de 

conformidad con el cuadro nacional de atribución de frecuencias, estarán protegidas 

contra la interferencia perjudicial por los niveles de intensidad de campo que se indican 

a continuación: 

—34,2 dB (lV/m) en la banda 1400 a 1427 MHz. 

—35,2 dB (lV/m) en la banda 1610,6 a 1613,8 MHz. 
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—35,2 dB (lV/m) en la banda 1660 a 1670 MHz. 

—31,2 dB (lV/m) en la banda 2690 a 2700 MHz. 

—25,2 dB (lV/m) en la banda 4990 a 5000 MHz. 

—14,2 dB (lV/m) en la banda 10,6 a 10,7 GHz. 

—10,2 dB (lV/m) en la banda 15,35 a 15,4 GHz. 

—2,2 dB (lV/m) en la banda 22,21 a 22,5 GHz. 

—1,2 dB (lV/m) en la banda 23,6 a 24 GHz. 

4,8 dB (lV/m) en la banda 31,3 a 31,8 GHz. 

8,8 dB (lV/m) en la banda 42,5 a 43,5 GHz. 

20,8 dB (lV/m) en la banda 86 a 92 GHz. 

b) Para la protección de las instalaciones de observatorios de astrofísica, la limitación de 

la intensidad de campo eléctrico, en cualquier frecuencia, será de 88,8 dB (lV/m) en la 

ubicación del observatorio. 

4. Para un mejor aprovechamiento del espectro radioeléctrico, la Administración podrá 

imponer, en las instalaciones, la utilización de aquellos elementos técnicos que mejoren 

la compatibilidad radioeléctrica entre estaciones. 

Disposición adicional segunda. Significado de los términos empleados por esta ley. 

A los efectos de esta ley, los términos definidos en el anexo II tendrán el significado que 

allí se les asigna. 

Disposición adicional tercera. Aplicación de la legislación reguladora de las 

infraestructuras comunes en los edificios, y de la disposición adicional cuadragésima 

cuarta de la Ley 66/1997, de 30 de diciembre. La legislación que regule las 

infraestructuras comunes en los edificios para el acceso a los servicios de 

telecomunicación mantendrá su vigencia y no quedará afectada por la entrada en vigor 

de esta ley. 

Lo mismo ocurrirá con la disposición adicional cuadragésima cuarta de la Ley 66/1997, 

de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y de orden social. 

Disposición adicional cuarta. Información confidencial. 

Las entidades que aporten a alguna Autoridad Nacional de Reglamentación datos o 

informaciones de cualquier tipo con ocasión del desempeño de sus funciones podrán 

indicar, de forma justificada, qué parte de lo aportado consideran de trascendencia 

comercial o industrial, cuya difusión podría perjudicarles, a los efectos de que sea 

declarada su confidencialidad respecto de cualesquiera personas o entidades que no sean 

parte de alguna Autoridad Nacional de Reglamentación. Cada Autoridad Nacional de 
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Reglamentación decidirá, de forma motivada y a través de las resoluciones oportunas, 

sobre la información que, según la legislación vigente, esté exceptuada del secreto 

comercial o industrial y sobre la amparada por la confidencialidad. 

Disposición adicional quinta. El Consejo Asesor de las Telecomunicaciones y de la 

Sociedad de la Información. 

1. El Consejo Asesor de las Telecomunicaciones y de la Sociedad de la Información, 

presidido por el Ministro de Ciencia y Tecnología o por la persona en quien delegue, es 

un órgano asesor del Gobierno en materia de telecomunicaciones y sociedad de la 

información.  

2. Las funciones del Consejo serán de estudio, deliberación y propuesta en materias 

relativas a las telecomunicaciones y a la sociedad de la información, sin perjuicio de las 

competencias que correspondan a los órganos colegiados interministeriales con 

competencias de informe al Gobierno en materia de política informática. 

Le corresponderá, igualmente, informar sobre los asuntos que el Gobierno determine o 

sobre los que, por propia iniciativa, juzgue conveniente. El informe del Consejo Asesor 

de las Telecomunicaciones y de la Sociedad de la Información equivaldrá a la audiencia 

a la que se refiere el artículo 24.1.c) de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del 

Gobierno. 

El Gobierno, mediante real decreto, establecerá la composición y el régimen de 

funcionamiento del Consejo Asesor de las Telecomunicaciones y de la Sociedad de la 

Información, cuyos miembros representarán a la Administración General del Estado, a 

las Administraciones autonómicas, a la Administración local a través de sus 

asociaciones o federaciones más representativas, a los usuarios, incluyendo en todo caso 

a los discapacitados a través de sus organizaciones más representativas, a los operadores 

que presten servicios o exploten redes públicas de comunicaciones electrónicas, a los 

prestadores de servicios de la sociedad de la información, a las industrias fabricantes de 

equipos de telecomunicaciones y de la sociedad de la información y a los sindicatos más 

representativos del sector. 

Disposición adicional sexta. Multas coercitivas. 

Para asegurar el cumplimiento de las resoluciones que dicten, la Administración 

General del Estado o la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones podrán 

imponer multas coercitivas por importe diario de 100 hasta 10.000 euros, en los 

términos previstos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
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Las multas coercitivas serán independientes de las sanciones que puedan imponerse con 

tal carácter y compatibles con ellas. 

El importe de las multas coercitivas previstas en esta disposición se ingresará en el 

Tesoro Público. 

Disposición adicional séptima. Obligaciones en materia de acceso condicional, acceso 

a determinados servicios de radiodifusión y televisión, televisión de formato ancho y 

obligaciones de transmisión. 

1. Mediante reglamento se regularán las condiciones aplicables a los operadores de 

redes públicas de comunicaciones electrónicas en materia de acceso condicional a los 

servicios de televisión y radio digitales difundidos a los telespectadores y oyentes, con 

independencia del medio de transmisión utilizado. Asimismo, se regulará mediante real 

decreto el procedimiento de revisión de dichas condiciones por la Comisión del 

Mercado de las Telecomunicaciones, en el supuesto de que el operador obligado ya no 

tuviera poder significativo en el mercado en cuestión.  

2. En la medida que sea necesario para garantizar el acceso de los usuarios finales a 

determinados servicios digitales de radiodifusión y televisión, la Comisión del Mercado 

de las Telecomunicaciones podrá imponer, en la forma y para los servicios que se 

determine reglamentariamente por el Gobierno,  obligaciones a los operadores que 

dispongan de interfaces de programa de aplicaciones (API) y guías electrónicas de 

programación (EPG) para que faciliten el acceso a estos recursos en condiciones 

razonables, justas y no discriminatorias. 

3. Las redes públicas de comunicaciones electrónicas utilizadas para la distribución de 

servicios de televisión digital deberán disponer de capacidad para distribuir programas y 

servicios de televisión de formato ancho. Los operadores de dichas redes que reciban 

programas o servicios de televisión de formato ancho para su posterior distribución 

estarán obligados a mantener dicho formato. 

4. Mediante reglamento aprobado por el Gobierno podrán imponerse, como 

obligaciones de servicio público, exigencias razonables de transmisión de determinados 

canales y servicios de programas de radio y televisión a los operadores que exploten 

redes de comunicaciones electrónicas utilizadas para la distribución de programas de 

radio o televisión al público, si un número significativo de usuarios finales de dichas 

redes las utiliza como medio principal de recepción de programas de radio y televisión, 

cuando resulte necesario para alcanzar objetivos de interés general claramente definidos 

y de forma proporcionada, transparente y periódicamente revisable. 
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Disposición adicional octava. Mecanismo de consulta. 

Las medidas adoptadas por una Autoridad Nacional de Reglamentación de acuerdo con 

los artículos 10, 13, 19 y de la disposición adicional séptima de esta ley y de su 

normativa de desarrollo se someterán al mecanismo de consulta establecido en el 

artículo 7 de la Directiva 2002/21/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de 

marzo de 2002, relativa a un marco regulador común de las redes y de los servicios de 

comunicaciones electrónicas (Directiva marco) y las normas dictadas al efecto en 

desarrollo del mismo por la Comisión Europea. 

Disposición adicional novena. Protección de datos personales. 

No será preciso el consentimiento del interesado para la comunicación de datos 

personales necesaria para el cumplimiento de lo previsto en los artículos 7 y 38.6 de esta 

ley. 

Disposición adicional décima. Servicios de difusión por cable. 

Los servicios de difusión de radio y televisión por cable se prestarán en régimen de libre 

competencia, en las condiciones que se establezcan por el Gobierno mediante 

reglamento. Para su prestación en un ámbito territorial superior al de una comunidad 

autónoma será preceptiva la previa obtención de una autorización administrativa estatal 

y su inscripción en el registro que a tal efecto se llevará en la Comisión del Mercado de 

las Telecomunicaciones. 

Los operadores cuyo ámbito territorial de actuación no exceda del correspondiente al de 

una comunidad autónoma deberán solicitar la autorización al órgano competente de la 

misma. Dichas autorizaciones se inscribirán en los registros establecidos al efecto por 

cada comunidad autónoma. Tales inscripciones deberán comunicarse al registro de la 

Comisión  del Mercado de las Telecomunicaciones a efectos meramente informativos.  

El reglamento de los servicios de difusión de radio y televisión establecerá las 

obligaciones de los titulares de las autorizaciones y, en particular, las relativas a: 

a) Distribución de programas de titularidad de programadores independientes. 

b) Cumplimiento de la legislación aplicable en materia de contenidos de los servicios de 

radio y televisión. 

Disposición adicional undécima. 

El Ministerio de Ciencia y Tecnología podrá requerir a los solicitantes de los informes a 

que se refiere el apartado 4 del artículo 33 de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del 

Impuesto sobre Sociedades, la aportación de informe de calificación de las actividades e 

identificación de los gastos e inversiones asociados en investigación y desarrollo o 
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innovación realizados por entidades debidamente acreditadas en los términos que se 

establezcan reglamentariamente. 

Disposición adicional duodécima. Despliegue de infraestructuras de 

radiocomunicación. 

En el marco de lo previsto en el apartado 7 del artículo 5 de la Ley 30/1992, de 26 de 

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 

Administrativo Común, se creará un órgano de cooperación con participación de las 

comunidades autónomas para impulsar, salvaguardando las competencias de todas las 

administraciones implicadas, el despliegue de las infraestructuras de 

radiocomunicación, en especial las redes de telefonía móvil y fija inalámbrica, de 

acuerdo con los principios de seguridad de las instalaciones, de los usuarios y del 

público en general, la máxima calidad del servicio, la protección del medio ambiente y 

la disciplina urbanística. A estos efectos, y de acuerdo con lo previsto por el apartado 8 

del citado artículo 5 de la Ley 30/1992, la asociación de las entidades locales de ámbito 

estatal con mayor implantación podrá ser invitada a asistir a las reuniones del citado 

órgano de cooperación. 

Disposición transitoria primera. Derechos reconocidos y títulos otorgados antes de la 

entrada en vigor de esta ley. 

Respecto de las normas en vigor en el momento de aprobación de esta ley y de los 

derechos reconocidos y los títulos otorgados al amparo de aquéllas, será de aplicación lo 

siguiente: 

1. Las normas dictadas en desarrollo del título II de la Ley General de 

Telecomunicaciones en relación con las autorizaciones y licencias individuales 

continuarán vigentes en lo que no se opongan a esta ley, hasta que se apruebe la 

normativa de desarrollo prevista en el artículo 8. 

2 Respecto de los títulos actualmente existentes se aplicarán las siguientes normas: 

a) Quedan extinguidos desde la entrada en vigor de la esta ley todos los títulos 

habilitantes otorgados para la explotación de redes y la prestación de servicios de 

telecomunicaciones, quedando sus titulares habilitados para la prestación de servicios o 

la explotación de redes de comunicaciones electrónicas, siempre que reúnan los 

requisitos establecidos en el párrafo primero del artículo 6.1 de esta ley. 

La extinción del título no implicará la de otros que estuvieran vinculados a él, entre 

otros, aquellos que le otorguen derechos de uso del dominio público radioeléctrico, de 

numeración o de ocupación de la propiedad pública o privada. 
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En particular, quedan extinguidos los siguientes títulos: 

Las autorizaciones generales y provisionales. 

Las licencias individuales. 

Las concesiones administrativas para la prestación de servicios de telecomunicaciones 

pendientes de transformación a la entrada en vigor de esta ley. 

No obstante lo anterior, seguirán siendo exigibles las condiciones aplicables conforme a 

sus antiguos títulos y normativa anterior vigente hasta que se desarrolle el reglamento a 

que se refiere el artículo 8 de la ley cuando no sean incompatibles con las condiciones 

que, según la Directiva 2002/20/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de 

marzo de 2002, relativa a la autorización de redes y servicios de comunicaciones 

electrónicas, pueden asociarse a una autorización general. 

En el caso de licencias individuales otorgadas con limitación de número, las 

condiciones ligadas a la licencia extinta se entenderán afectas a la concesión demanial 

resultante de la transformación prevista en el apartado 8.d) de esta disposición 

transitoria. 

En tanto que no se desarrolle reglamentariamente el título II de esta ley, aquellas 

personas físicas o jurídicas que, reuniendo los requisitos establecidos en el artículo 6 de 

esta ley, notifiquen a la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones su intención 

de prestar servicios o explotar redes de comunicaciones electrónicas, o hayan solicitado 

una autorización o licencia  conforme al régimen anterior sin haber obtenido aún el 

correspondiente título, podrán iniciar la prestación de la actividad en los términos 

establecidos en la normativa anterior, en lo que no se oponga a esta ley. 

b) Los actuales registros especiales de titulares de autorizaciones generales y de titulares 

de licencias individuales y, en general, cuantos contengan inscripciones de cualquier 

otro título o titulares de habilitaciones para prestar servicios de telecomunicaciones que 

se extingan como consecuencia de la entrada en vigor de esta ley se seguirán llevando 

en los términos que se indican en el párrafo siguiente en tanto no se desarrolle 

reglamentariamente el Registro de operadores a que se refiere el artículo 7 de esta ley. 

A los efectos previstos en el párrafo anterior, todas las inscripciones contenidas en los 

actuales registros se considerarán inscripciones de personas físicas o jurídicas 

habilitadas para explotar redes o prestar servicios de comunicaciones electrónicas, 

siempre que éstas reúnan los requisitos establecidos en el artículo 6 de esta ley. 

El Registro de titulares de autorizaciones generales seguirá vigente para la inscripción 

de las personas físicas o jurídicas que presenten notificaciones al   amparo del artículo 6 
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de esta ley hasta la puesta en funcionamiento del nuevo registro, e incorporará, además, 

la inscripción de las personas físicas o jurídicas que exploten redes o presten servicios 

de comunicaciones electrónicas que, conforme a la normativa anterior, no fueran 

susceptibles de inscripción. 

c) Las licencias para auto prestación con concesión demanial aneja de dominio público 

radioeléctrico se transformarán en una autorización administrativa de  uso privativo de 

dominio público radioeléctrico, manteniendo el plazo de duración que les 

correspondiese hasta la finalización del título que se transforma. Los órganos 

competentes en gestión del espectro radioeléctrico procederán de oficio a efectuar las 

correspondientes modificaciones en los títulos anulando la licencia para auto prestación. 

A las concesiones de servicios portadores y finales de telecomunicaciones o de 

telecomunicaciones móviles pendientes de transformar de las previstas en la disposición 

transitoria primera, apartado 6, de la Ley 11/1998, de 24 de abril, General de 

Telecomunicaciones, les será de aplicación lo previsto  respecto de las licencias 

individuales de tipo B y C que mantengan derechos de ocupación de dominio público y 

de la propiedad privada y obligaciones de servicio público. 

3. Los mercados de referencia actualmente existentes, los operadores dominantes en 

dichos mercados y las obligaciones que tienen impuestas dichos operadores continuarán 

en vigor hasta que, en los términos fijados en el título II, se fijen los nuevos mercados 

de referencia, las empresas con poder significativo en dichos mercados y sus 

obligaciones. 

El Reglamento de desarrollo de la Ley General de Telecomunicaciones actualmente en 

vigor en lo relativo a interconexión y acceso a las redes públicas y numeración 

continuará en vigor hasta tanto se aprueben las nuevas normas que desarrollen el título 

II de esta ley. 

Asimismo, las normas legales y reglamentarias, así como los acuerdos de la  Comisión 

Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos en materia de regulación y fijación de 

precios de los servicios de telecomunicaciones, continuarán en vigor hasta que se fijen, 

en los términos establecidos en el párrafo primero, los mercados de referencia, los 

operadores con poder significativo en dichos mercados y las obligaciones que sean de 

aplicación en cada uno de dichos mercados a los operadores con poder significativo en 

ellos. 
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4. Tanto el Plan Nacional de Numeración para los Servicios de Telecomunicaciones, 

aprobado por Acuerdo del Consejo de Ministros de 14 de noviembre de 1997, como el 

Real Decreto 225/1998, de 16 de febrero, por 

el que se aprueba el Reglamento de procedimiento de asignación y reserva de 

numeración de la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, así como las 

demás normas vigentes en materia de numeración, continuarán en vigor en tanto no se 

dicten otras nuevas que las sustituyan. 

5. Hasta que se apruebe el reglamento que sustituya al actualmente en vigor en lo 

relativo al servicio universal y a las demás obligaciones de servicio público, continuará 

en vigor en lo que no se oponga a esta ley tanto lo previsto en el artículo 37.a) de la Ley 

11/1998, de 24 de abril, General de Telecomunicaciones, como lo dispuesto en dicho 

reglamento. 

En especial, el reglamento que sustituya el anteriormente citado deberá regular la forma 

en que se efectuará la transición en: 

La designación del operador u operadores para la prestación del servicio universal en 

aplicación de los nuevos procedimientos previstos en el artículo 23. 

El paso de la aplicación del concepto de servicio universal de la Ley General de 

Telecomunicaciones al nuevo concepto del artículo 22. 

En todo caso, seguirán en vigor hasta la aprobación del nuevo reglamento las normas 

dictadas al amparo de la Ley General de Telecomunicaciones que regulan los derechos 

de los consumidores y usuarios, las infraestructuras comunes de telecomunicaciones, así 

como el resto de disposiciones reglamentarias en desarrollo del título III de dicha ley. 

6 En relación con los derechos de ocupación de la propiedad pública o privada, desde la 

entrada en vigor de esta ley será de plena aplicación lo dispuesto en ella y, a dichos 

efectos, las Administraciones a que se refiere el capítulo II del título III no podrán 

fundar la denegación de derechos de ocupación del dominio público o privado, sino en 

la aplicación de las normas  a que se hace referencia en dicho capítulo que hubiesen 

aprobado. Asimismo, la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones deberá haber 

puesto en funcionamiento en dicho plazo el sistema previsto en el artículo 31. 

7. Las normas actualmente vigentes en las materias que desarrollan el título IV de esta 

ley continuarán en vigor. 

8. En relación con la normativa vigente antes de la entrada en vigor de esta ley sobre el 

uso del dominio público radioeléctrico, será de aplicación lo siguiente: 
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a) Las normas en vigor sobre el dominio público radioeléctrico en el momento de 

aprobación de esta ley, tanto los reglamentos como los planes de atribución de 

frecuencias, continuarán en vigor, con las salvedades que se establecen en los párrafos 

siguientes. 

b) El uso especial del dominio público radioeléctrico continuará rigiéndose por la 

normativa vigente en el momento de la publicación de esta ley en todo lo que no se 

oponga a ella. En particular, en lo que se refiere al uso del espectro radioeléctrico 

correspondiente a las bandas asignadas a los radioaficionados y a la banda ciudadana, 

mantendrán su validez los títulos habilitantes anteriormente existentes, pudiendo 

otorgarse, en las mismas condiciones, nuevos títulos en tanto no se dicte la normativa 

que sustituya a la actualmente en vigor. 

Las autorizaciones de uso especial del dominio público radioeléctrico, una vez finalice 

el período de validez de las otorgadas antes de la entrada en vigor de esta ley, se 

transformarán en el título que corresponda en las condiciones previstas en el título V. 

c) El derecho al uso privativo del dominio público radioeléctrico sin limitación de 

número se transformará de la forma siguiente: 

El derecho de uso privativo de dominio público radioeléctrico para auto prestación se 

transformará en autorización administrativa de derecho de uso privativo manteniendo 

validez, a estos efectos, la concesión demanial otorgada afecta a una licencia individual 

hasta la finalización del plazo por el que fue otorgada, con los mismos derechos y 

obligaciones, en lo que no se oponga a esta ley. A dichos efectos, se considerará dicha 

concesión demanial independiente de cualquier licencia individual. Las concesiones de 

uso privativo del dominio público radioeléctrico sin limitación de número para 

prestación de servicios a terceros continuarán manteniendo su validez en los términos en 

que se encuentren otorgadas en la actualidad. 

d) Los títulos habilitantes para el ejercicio del derecho de uso privativo de dominio 

público radioeléctrico con limitación de número continuarán manteniendo su validez en 

los términos en que se encuentren otorgados en la actualidad, hasta tanto se apruebe el 

reglamento a que se refiere el artículo 44, debiendo con posterioridad transformarse en 

una concesión demanial en los términos que se establezcan en el citado reglamento. 

9. En relación con las tasas de telecomunicaciones, y hasta tanto se aprueben y entren en 

vigor las normas de desarrollo del título VII, seguirán siendo de aplicación las 

disposiciones vigentes que establecen tanto las tasas como sus procedimientos de 
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recaudación en materia de telecomunicaciones, sin perjuicio de lo establecido en la 

disposición transitoria quinta de esta ley y en su anexo I. 

No obstante lo establecido en el párrafo anterior, hasta que se aprueben y entren en 

vigor las normas de desarrollo del título VII, continuarán vigentes las siguientes tasas: 

a) La tasa por el uso especial del dominio público radioeléctrico, prevista en el artículo 

73.4 de la Ley 11/1998, de 24 de abril, General de Telecomunicaciones. 

b) El concepto de la tasa del artículo 74 de la Ley 11/1998, de 24 de abril, General de 

Telecomunicaciones, establecido por la tramitación y otorgamiento de licencias 

individuales para uso de redes y servicios en régimen de auto prestación. 

Por el contrario, hasta que se aprueben y entren en vigor las normas de desarrollo del 

título VII, no resultarán exigibles los siguientes conceptos de las tasas previstas en el 

apartado 4 del anexo I de esta ley: 

a) El concepto relativo a la tasa por la tramitación de autorizaciones de uso especial del 

dominio público radioeléctrico, y 

b) El concepto relativo a la tasa por la tramitación de autorizaciones o concesiones 

demaniales para el uso privativo del dominio público radioeléctrico. 

Las competencias de gestión y recaudación en período voluntario atribuidas por esta ley 

a la Agencia Estatal de Radiocomunicaciones se ejercitarán por los órganos actualmente 

competentes del Ministerio de Ciencia y Tecnología hasta tanto no se produzca la 

efectiva constitución de la Agencia Estatal de Radiocomunicaciones, conforme a lo 

dispuesto en el apartado 13 del artículo 47 de esta ley, y se aprueben y entren en vigor 

las normas de desarrollo del título VII relativas a las tasas afectadas. 

Las referencias hechas en la normativa de desarrollo de la Ley 11/1998, de 24 de abril, 

General de Telecomunicaciones, a los tipos de infracciones previstas en dicha ley se 

entenderán hechas a sus equivalentes de esta ley. 

10. Los procedimientos iniciados antes de la entrada en vigor de esta ley continuarán 

tramitándose de conformidad con la normativa anteriormente vigente hasta la 

aprobación de las disposiciones reglamentarias correspondientes; a partir de dicha fecha 

deben continuarse los procedimientos  en curso, de conformidad con lo dispuesto en 

esta ley y en especial de lo dispuesto en los apartados anteriores, convalidándose, en su 

caso, las actuaciones ya realizadas. 

Disposición transitoria segunda. Prestación del servicio universal. 

Durante el período transitorio previsto en el apartado cinco de la disposición transitoria 

primera, la prestación del servicio universal en el ámbito definido por la Ley 11/1998, 
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de 24 de abril, General de Telecomunicaciones, seguirá correspondiendo a Telefónica 

de España, S.A.U. Una vez aprobado el reglamento previsto en dicho apartado, se estará 

a lo dispuesto en él. 

Disposición transitoria tercera. Fijación de precios. 

Durante el período transitorio previsto en el apartado tres de la disposición transitoria 

primera, la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, previo informe 

de la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, podrá fijar, transitoriamente, 

precios fijos, máximos y mínimos, o los criterios para su fijación y los mecanismos para 

su control, en función de los costes reales de la prestación del servicio y del grado de 

concurrencia de operadores en el mercado. Para determinar el citado grado de 

concurrencia, se analizará la situación propia de cada uno de los distintos servicios, de 

forma tal que se garantice la concurrencia, el control de las situaciones de abuso de 

posición dominante y el acceso a aquéllos de todos los ciudadanos a precios asequibles. 

A estos efectos, los operadores que exploten redes o presten servicios estarán  obligados 

a suministrar información pormenorizada sobre sus costes, atendiendo a los criterios y 

condiciones que se fijan reglamentariamente. 

En todo caso, dicha información deberá ser relevante a los fines de la  regulación de los 

precios y, asimismo, deberá suministrarse acompañada de un informe de conformidad 

emitido por una empresa auditora independiente. 

Disposición transitoria cuarta. Prestación de determinados servicios a los que se 

refiere el artículo 25. 

En tanto no se proceda al desarrollo de lo dispuesto en el artículo 25 de esta ley, la 

Sociedad Estatal Correos y Telégrafos, S. A., prestará directamente los servicios de 

télex, telegráficos y otros de características similares, a los que se refiere el artículo 25.2 

de esta ley, ajustándose, en su caso, a lo que prevea el reglamento previsto en el 

apartado 3 de dicho artículo. 

Asimismo, se encomienda a la Dirección General de la Marina Mercante la prestación 

de los servicios de seguridad de la vida humana en el mar subsumibles bajo el artículo 

25.1. 

Disposición transitoria quinta. Régimen transitorio para la fijación de las tasas 

establecidas en el anexo I de esta ley. 

Hasta que se fijen, de conformidad con lo que se establece en la legislación específica 

sobre tasas y prestaciones patrimoniales de carácter público, los valores a los que se 

refieren los apartados 1, 2, 3 y 4 del anexo I de esta ley, será de aplicación lo siguiente:  
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El importe de la tasa anual que, conforme al apartado 1, los operadores deben satisfacer 

por la prestación de servicios a terceros será el resultado de aplicar el tipo del 1,5 por 

mil a la cifra de los ingresos brutos de explotación que obtengan aquéllos. 

El valor de cada número para la fijación de la tasa por numeración, a que se refiere el 

apartado 2, será de 0,03 euros. Hasta que se fije el importe de la tasa por reserva del 

dominio público radioeléctrico, a la que se refiere el apartado 3, seguirá siendo de 

aplicación lo establecido en la correspondiente Ley de Presupuestos Generales del 

Estado. 

El importe mínimo a ingresar en concepto de tasa por reserva del dominio público 

radioeléctrico, previsto en el apartado 3.3 del anexo I, se fija inicialmente en 100 euros. 

Las autorizaciones para el uso especial del dominio público radioeléctrico 

transformadas conforme al apartado 8.b) de la disposición transitoria primera no estarán 

sujetas al pago de la tasa por reserva de dicho dominio. 

Hasta que se fijen las cuantías de la tasa prevista en el apartado 4, se aplicarán las 

siguientes: 

a) Por la expedición de certificaciones registrales y de presentación de proyecto técnico 

y del certificado o boletín de instalación, 37 euros. 

b) Por la expedición de certificaciones de cumplimiento de especificaciones técnicas, 

292 euros. 

c) Por cada acto de inspección o comprobación técnica efectuado, 307 euros. 

d) Por la tramitación de la autorización o concesión demanial para el uso privativo del 

dominio público radioeléctrico, 62 euros. 

e) Por la tramitación de la autorización de uso especial del dominio público 

radioeléctrico, 180 euros por estación de aficionado, y 100 euros por estación de banda 

ciudadana. 

f) Por la presentación a los exámenes para la obtención del diploma de operador de 

estaciones de aficionado, 20 euros. 

g) Por la expedición del diploma de operador de estaciones de aficionado, 12 euros. 

h) Por inscripción en el registro de instaladores, 91 euros. 

i) Por la solicitud y emisión del dictamen técnico de evaluación de la  conformidad de 

equipos y aparatos de telecomunicación, 301 euros. 

A partir de la entrada en vigor de esta ley, la reserva para uso privativo de cualquier 

frecuencia del dominio público radioeléctrico estará sujeta a la tasa por reserva del 

dominio público radioeléctrico conforme a la regulación establecida en ella, con 
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independencia del momento en que se otorgaran los títulos habilitantes que dieron 

derecho a dicha reserva y de la duración de los mismos. 

Disposición transitoria sexta. Régimen transitorio de las obligaciones en materia de 

televisión.  

1. Seguirán siendo aplicables las disposiciones sobre el sistema de garantía de cobertura 

de los servicios soporte de los servicios de televisión, establecido actualmente en la 

Orden de 9 de marzo de 2000, por la que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la 

Ley 11/1998, de 24 de abril, General de Telecomunicaciones, en lo relativo al uso del 

dominio público radioeléctrico, hasta tanto no se mantengan, modifiquen o eliminen a 

través del procedimiento de fijación de mercados de referencia y poder significativo en 

el mercado con obligaciones a los operadores que se designen establecido en esta ley o 

se impongan, en su caso, las correspondientes obligaciones de servicio público. 

2. Igualmente seguirán siendo aplicables las obligaciones contenidas en la Ley 17/1997, 

de 3 de mayo, por la que se incorpora al derecho español la Directiva 

95/47/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, sobre el 

uso de normas para la transmisión de señales de televisión y se aprueban medidas 

adicionales para la liberalización del sector, modificada por el Real Decreto Ley 

16/1997, de 13 de septiembre, hasta tanto no se  desarrollen reglamentariamente los 

apartados 1 y 2 de la disposición adicional séptima de esta ley. 

Lo dispuesto en los dos apartados anteriores no perjudica la posibilidad de transformar 

las obligaciones referidas en ellos en otras obligaciones de servicio público conforme al 

artículo 25 de esta ley. 

3. Asimismo, seguirán siendo aplicables las obligaciones de transmisión establecidas en 

los párrafos e), f) y g) del apartado 1 del artículo 11 de la Ley 42/1995, de 22 de 

diciembre, de las Telecomunicaciones por Cable, hasta tanto no se supriman, 

modifiquen o sustituyan conforme a lo dispuesto en el apartado 4 de la disposición 

adicional séptima de esta ley. 

Disposición transitoria séptima. Presentación de la contabilidad de costes. 

Durante el período transitorio previsto en el apartado 3 de la disposición transitoria 

primera será de aplicación lo siguiente: 

a) Los operadores que presten el servicio telefónico disponible al público fijo o de líneas 

susceptibles de arrendamiento, que tengan la consideración de operador con poder 

significativo en el mercado, presentarán a los Ministerios de Economía y de Ciencia y 

Tecnología y a la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, antes del 31 de 
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julio de cada año, los resultados del sistema de contabilidad de costes del último 

ejercicio cerrado y del inmediatamente anterior, correspondientes a las áreas de negocio 

de los servicios telefónico fijo, de líneas susceptibles de arrendamiento y de acceso de 

interconexión, prestados en el territorio español, así como los de prestación del servicio 

universal de telecomunicaciones, con el grado de detalle que permita conocer los costes 

totales y unitarios de cada uno de los servicios, de acuerdo con los principios, criterios y 

condiciones para el desarrollo del sistema de contabilidad de costes aprobados por dicha 

Comisión. 

b) Asimismo, los operadores que, no teniendo la consideración de operadores con poder 

significativo en el mercado, tengan obligaciones de prestación del servicio universal de 

comunicaciones electrónicas presentarán los resultados del sistema de contabilidad de 

costes por la prestación de este servicio, en las mismas condiciones y fechas referidas en 

el párrafo anterior. 

c) Los operadores de telefonía móvil automática que tengan la condición de operadores 

con poder significativo en el mercado nacional de acceso e interconexión presentarán a 

los Ministerios de Economía y de Ciencia y Tecnología y a la Comisión del Mercado de 

las Telecomunicaciones, antes del 31 de julio de cada año, los estados de costes que 

justifiquen los precios de acceso e interconexión de acuerdo con los principios, criterios 

y condiciones para el desarrollo del sistema de contabilidad de costes aprobados por 

dicha Comisión. Estos estados de costes serán los correspondientes al último ejercicio 

cerrado y al inmediatamente anterior y deberán presentarse auditados externamente. 

El análisis de los citados costes a efectos de los párrafos anteriores, así como su 

incidencia sobre la estructura sectorial, se llevará a cabo por los Ministerios de 

Economía y de Ciencia y Tecnología, con la asistencia de la Comisión del Mercado de 

las Telecomunicaciones.  

Disposición transitoria octava. Competencias de la Comisión del Mercado de las 

Telecomunicaciones en materia de fomento de la competencia en los mercados de los 

servicios audiovisuales. 

La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones seguirá ejerciendo las funciones 

en materia de fomento de la competencia en los mercados de los servicios audiovisuales 

que le atribuye la Ley 12/1997, de 24 de abril, de Liberalización de las 

Telecomunicaciones, en los términos previstos en la misma, en tanto no entre en vigor 

la nueva legislación del sector audiovisual. 
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Disposición transitoria novena. Resolución de procedimientos sancionadores por el 

envío no autorizado de comunicaciones comerciales por correo electrónico iniciados 

antes de la entrada en vigor de esta ley. 

La Secretaría de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información 

del Ministerio de Ciencia y Tecnología podrá resolver conforme a la regulación vigente 

de la Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico a la 

entrada en vigor de esta ley, los procedimientos sancionadores por el envío no 

autorizado de comunicaciones comerciales por correo electrónico o medios de 

comunicación electrónica equivalentes iniciados al amparo de dicha ley, que no 

hubieran concluido a la entrada en vigor de esta ley. 

Disposición transitoria décima. Régimen de los servicios de difusión por cable. 

Los títulos habilitantes otorgados para los servicios de difusión de radio y televisión por 

cable y los que se encuentren en proceso de otorgamiento al amparo de la Ley 42/1995, 

de 22 de diciembre, de Telecomunicaciones por  Cable, se transformarán de manera 

inmediata por la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones en la 

correspondiente autorización administrativa. 

Si el ámbito territorial de actuación del servicio no excediera del correspondiente a una 

comunidad autónoma, la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones comunicará 

al órgano competente de la comunidad autónoma la transformación en autorización 

administrativa. 

Hasta que se apruebe el reglamento a que se refiere la disposición adicional décima de 

esta ley, a las autorizaciones que resulten de la transformación prevista en el párrafo 

anterior les serán de aplicación los artículos 10.1, 10.2 y 12 de la Ley 42/1995, de 22 de 

diciembre, de Telecomunicaciones por Cable. 

No obstante lo dispuesto en la disposición adicional décima, no se otorgarán nuevas 

autorizaciones para la prestación de los servicios de difusión por cable antes del 31 de 

diciembre de 2009, salvo que el Gobierno a partir del 31 de diciembre de 2005, previo 

dictamen razonado de la Comisión de Mercado de las Telecomunicaciones relativo a la 

situación global de extensión de las redes de cable considere conveniente la 

modificación de dicho término. 

Vencido el término a que se refiere el artículo anterior, el otorgamiento de las 

autorizaciones se realizará conforme a lo que se establezca por reglamento. En el mismo 

se establecerán las condiciones de prestación del servicio, que serán aplicables tanto a 
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los titulares previstos en el párrafo anterior como a los que obtengan las autorizaciones 

mencionadas en éste. 

Sin perjuicio de lo establecido en los párrafos anteriores, podrán otorgarse nuevas 

autorizaciones para la prestación de los servicios de difusión por cable antes de la fecha 

mencionada, una vez que haya entrado en vigor el reglamento previsto por la 

disposición adicional décima, dentro del ámbito de las demarcaciones territoriales 

constituidas conforme a la Ley 42/1995, de 22 de diciembre, de Telecomunicaciones 

por Cable, en las que hubieran quedado desiertos los concursos convocados a su 

amparo. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en las disposiciones transitorias de esta ley, quedan 

derogadas las siguientes disposiciones: 

a) La Ley 12/1997, de 24 de abril, de Liberalización de las Telecomunicaciones. 

b) La Ley 11/1998, de 24 de abril, General de Telecomunicaciones, excepto sus 

disposiciones adicionales quinta, sexta y séptima, y sus disposiciones transitorias sexta, 

séptima y duodécima. 

c) La Ley 17/1997, de 3 de mayo, por la que se incorpora al derecho español la 

Directiva 95/47/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, 

sobre el uso de normas para la transmisión de señales de televisión y se aprueban 

medidas adicionales para la liberalización del sector, modificada por el Real Decreto 

Ley 16/1997, de 13 de septiembre. 

d) El Real Decreto Ley 16/1999, de 15 de octubre, por el que se adoptan medidas para 

combatir la inflación y facilitar un mayor grado de competencia en las 

telecomunicaciones, con excepción de su artículo 6. 

e) El capítulo I del Real Decreto Ley 7/2000, de 23 de junio, de Medidas Urgentes en el 

Sector de las Telecomunicaciones.  

f) La disposición adicional vigésima tercera de la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de 

medidas fiscales, administrativas y de orden social. 

g) La Ley 42/1995, de 22 de diciembre, de las Telecomunicaciones por Cable, sin 

perjuicio de lo previsto en las disposiciones transitorias sexta y décima de esta ley. 

h) Igualmente, quedan derogadas cuantas otras disposiciones de igual o  inferior rango 

se opongan a lo dispuesto en esta ley. 

Disposición final primera. Modificación de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de 

Servicios de la Sociedad de la Información y Comercio Electrónico. 
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Uno. Se modifica el artículo 21 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la 

Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico, que queda redactado en los 

siguientes términos: 

«Artículo 21. Prohibición de comunicaciones comerciales realizadas a través de correo 

electrónico o medios de comunicación electrónica equivalentes. 

1. Queda prohibido el envío de comunicaciones publicitarias o promocionales por 

correo electrónico u otro medio de comunicación electrónica equivalente que 

previamente no hubieran sido solicitadas o expresamente autorizadas por los 

destinatarios de las mismas. 

2. Lo dispuesto en el apartado anterior no será de aplicación cuando exista una relación 

contractual previa, siempre que el prestador hubiera obtenido de forma lícita los datos 

de contacto del destinatario y los empleara para el envío de comunicaciones comerciales 

referentes a productos o servicios de su propia empresa que sean similares a los que 

inicialmente fueron objeto de contratación con el cliente. En todo caso, el prestador 

deberá ofrecer al destinatario la posibilidad de oponerse al tratamiento de sus datos con 

fines promocionales mediante un procedimiento sencillo y gratuito, tanto en el 

momento de recogida de los datos como en cada una de las comunicaciones comerciales 

que le dirija.» 

Dos. Se modifica el artículo 22 de la Ley de Servicios de la Sociedad de la Información 

y de Comercio Electrónico, con la siguiente redacción: 

«Artículo 22. Derechos de los destinatarios de servicios. 

1. El destinatario podrá revocar en cualquier momento el consentimiento prestado a la 

recepción de comunicaciones comerciales con la simple notificación de su voluntad al 

remitente. 

A tal efecto, los prestadores de servicios deberán habilitar procedimientos sencillos y 

gratuitos para que los destinatarios de servicios puedan revocar el consentimiento que 

hubieran prestado. Asimismo, deberán facilitar información accesible por medios 

electrónicos sobre dichos procedimientos.  

2. Cuando los prestadores de servicios empleen dispositivos de almacenamiento y 

recuperación de datos en equipos terminales, informarán a los destinatarios de manera 

clara y completa sobre su utilización y finalidad, ofreciéndoles la posibilidad de 

rechazar el tratamiento de los datos mediante un procedimiento sencillo y gratuito. 

Lo anterior no impedirá el posible almacenamiento o acceso a datos con el fin de 

efectuar o facilitar técnicamente la transmisión de una comunicación por una red de 
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comunicaciones electrónicas o, en la medida que resulte estrictamente necesario, para la 

prestación de un servicio de la sociedad de la información expresamente solicitado por 

el destinatario.» 

Tres. Se modifica el artículo 38.3.b) de la Ley de Servicios de la Sociedad de la 

Información y de Comercio Electrónico, que queda redactado de la siguiente manera: 

«b) El envío masivo de comunicaciones comerciales por correo electrónico u otro medio 

de comunicación electrónica equivalente, a destinatarios que no hayan autorizado su 

remisión o se hayan opuesto a ella o el envío, en el plazo de un año, de más de tres 

comunicaciones comerciales por los medios aludidos a un mismo destinatario, cuando 

éste no hubiera solicitado o autorizado su remisión o se hubiera opuesto a ella.» 

Cuatro. Se modifica el artículo 38.4.d) de la Ley de Servicios de la Sociedad de la 

Información y de Comercio Electrónico, que queda redactado de la siguiente manera: 

«d) El envío de comunicaciones comerciales por correo electrónico u otro medio de 

comunicación electrónica equivalente a los destinatarios que no hayan autorizado su 

remisión o se hayan opuesto a ella, cuando no constituya infracción grave.» 

Cinco. Se modifica el artículo 43.1 de la Ley de Servicios de la Sociedad de la 

Información y de Comercio Electrónico, que quedará redactado como sigue: 

«1. La imposición de sanciones por el incumplimiento de lo previsto en esta ley 

corresponderá, en el caso de infracciones muy graves, al Ministro de Ciencia y 

Tecnología y en el de infracciones graves y leves, al Secretario de Estado de 

Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información. 

No obstante lo anterior, la imposición de sanciones por incumplimiento de las 

resoluciones dictadas por los órganos competentes en función de la materia o entidad de 

que se trate a que se refieren los párrafos a) y b) del artículo 38.2 de esta ley 

corresponderá al órgano que dictó la resolución incumplida. Igualmente, corresponderá 

a la Agencia de Protección de Datos la imposición de sanciones por la comisión de las 

infracciones tipificadas en los artículos 38.3.b) y 38.4.d) de esta ley.» 

Seis. Se añade una disposición adicional sexta a la Ley de Servicios de la Sociedad de la 

Información y de Comercio Electrónico, con la siguiente redacción: 

«Disposición adicional sexta. Fomento de la Sociedad de la Información. 

El Ministerio de Ciencia y Tecnología como Departamento de la Administración 

General del Estado responsable de la propuesta al Gobierno y de la ejecución de las 

políticas tendentes a promover el desarrollo en España de la Sociedad de la 

Información, la generación de valor añadido nacional y la consolidación de una 
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industria nacional sólida y eficiente de productos, servicios y contenidos de la Sociedad 

de la Información, presentará al Gobierno para su aprobación y a las Cortes Generales 

un plan cuatrienal para el desarrollo de la Sociedad de la Información y de convergencia 

con Europa con objetivos mensurables, estructurado en torno a acciones concretas, con 

mecanismos de seguimiento efectivos, que aborde de forma equilibrada todos los 

frentes de actuación, contemplando diversos horizontes de maduración de las iniciativas 

y asegurando la cooperación y la coordinación del conjunto de las Administraciones 

públicas. 

Este plan establecerá, asimismo, los objetivos, las acciones, los recursos y la 

periodificación del proceso de convergencia con los países de nuestro entorno 

comunitario en línea con las decisiones y recomendaciones de la Unión Europea. 

En este sentido, el plan deberá: 

Potenciar decididamente las iniciativas de formación y educación en las tecnologías de 

la información para extender su uso; especialmente, en el ámbito de la educación, la 

cultura, la gestión de las empresas, el comercio electrónico y la sanidad. 

Profundizar en la implantación del gobierno y la administración electrónica 

incrementando el nivel de participación ciudadana y mejorando el grado de  eficiencia 

de las Administraciones públicas.» 

Disposición final segunda. Fundamento constitucional. 

Esta ley se dicta al amparo de la competencia exclusiva estatal en materia de 

telecomunicaciones, prevista en el artículo 149.1.21.a de la Constitución, salvo la 

disposición adicional décima y las disposiciones transitorias octava y décima, que se 

dictan al amparo de la competencia estatal en materia de medios de comunicación 

social, prevista por el artículo 149.1.27.a de la Constitución. 

Disposición final tercera. Competencias de desarrollo. 

El Gobierno y el Ministro de Ciencia y Tecnología, de acuerdo con lo previsto en esta 

ley y en el ámbito de sus respectivas competencias, podrán dictar las normas 

reglamentarias que requieran el desarrollo y la aplicación de esta ley. 

Disposición final cuarta. Entrada en vigor. 

La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado». 

Por tanto, Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan 

guardar esta ley. 

Madrid, 3 de noviembre de 2003. 
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JUAN CARLOS R. 

El Presidente del Gobierno, 

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ 

ANEXO I 

Tasas en materia de telecomunicaciones 

1. Tasa general de operadores 

Sin perjuicio de la contribución económica que pueda imponerse a los operadores para 

la financiación del servicio universal, de acuerdo con lo establecido en el artículo 24 y 

en el título III, todo operador estará obligado a satisfacer a la Administración General 

del Estado y sus organismos públicos una tasa anual que no podrá exceder el dos por 

mil de sus ingresos brutos de explotación y que estará destinada a sufragar los gastos 

que se generen, incluidos los de gestión, control y ejecución, por la aplicación del 

régimen jurídico establecido en esta ley, por las autoridades nacionales de 

reglamentación a que se refiere el artículo 46. 

A efectos de lo señalado en el párrafo anterior, se entiende por ingresos brutos el 

conjunto de ingresos, que obtenga el operador, derivados de la explotación de las redes 

y la prestación de los servicios de comunicaciones electrónicas incluidos en el ámbito 

de aplicación de esta ley. A tales efectos, no se considerarán como ingresos brutos los 

correspondientes a servicios prestados por un operador cuyo importe recaude de los 

usuarios con el fin de remunerar los servicios de operadores que exploten redes o 

presten servicios de comunicaciones electrónicas. 

La tasa se devengará el 31 de diciembre de cada año. No obstante, si por causa 

imputable al operador, éste perdiera la habilitación para actuar como tal en fecha 

anterior al 31 de diciembre, la tasa se devengará en la fecha en que esta circunstancia se 

produzca. 

A efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, la Ley de Presupuestos Generales del 

Estado establecerá anualmente el porcentaje a aplicar sobre los ingresos brutos de 

explotación que obtenga el operador, con el límite determinado en este apartado para la 

fijación del importe de la tasa, tomando en consideración la relación entre los ingresos 

del cobro de la tasa y los gastos ocasionados por el funcionamiento de la Comisión del 

Mercado de las Telecomunicaciones. 

La diferencia entre los ingresos presupuestados por este concepto y los realmente 

obtenidos será tenida en cuenta a efectos de reducir o incrementar el porcentaje a fijar 

en la Ley de Presupuestos Generales del Estado del año siguiente. Se tomará como 
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objetivo conseguir el equilibrio entre los ingresos  por la tasa y los gastos derivados de 

la citada actividad realizada por la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones. 

No obstante, en caso de ser reducido el porcentaje en la Ley de Presupuestos Generales 

del Estado al límite del 1,5 por mil del ingreso bruto, el superávit entre ingresos 

obtenidos y gastos, si lo hubiera, se ingresará por la Comisión del Mercado de las 

Telecomunicaciones en la Agencia Estatal de Radiocomunicaciones, en los plazos y 

condiciones que se establezcan reglamentariamente, teniendo en cuenta sus necesidades 

de financiación. 

2. Tasas por numeración telefónica  

1. Constituye el hecho imponible de la tasa la asignación por la Comisión del 

Mercado de las Telecomunicaciones de bloques de numeración o de números a 

favor de una o varias personas o entidades. 

Serán sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas a las que se 

asignen los bloques de numeración o los números. 

La tasa se devengará el 1 de enero de cada año, excepto la del período inicial, 

que se devengará en la fecha que se produzca la asignación de bloques de 

numeración o de números. 

El procedimiento para su exacción se establecerá por reglamento. El importe de 

dicha exacción será el resultado de multiplicar la cantidad de números asignados 

por el valor otorgado a cada número. 

El valor de cada número podrá ser diferente, en función del número de dígitos y 

de los distintos servicios a los que afecte y se fijará anualmente en la Ley de 

Presupuestos Generales del Estado. 

A los efectos de esta tasa, se entiende que todos los números están formados por 

nueve dígitos. Cuando se asignen números con menos dígitos, a los efectos del 

cálculo de la cuantía a pagar en el concepto de tasa, se considerará que se están 

asignando la totalidad de los números de nueve dígitos que se puedan formar 

manteniendo como parte inicial de éstos el número asignado. 

2. No obstante lo dispuesto en el epígrafe anterior, en la fijación del importe a 

satisfacer por esta tasa se podrá tomar en consideración el valor de mercado del 

uso del número asignado y la rentabilidad que de él pudiera obtener la persona o 

entidad beneficiaria, conforme a lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 17. 

En este caso, en los supuestos de carácter excepcional en que así esté previsto en 

el plan nacional de numeración telefónica o sus disposiciones de desarrollo y en 
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los términos que en aquél se fijen, con base en el especial valor de mercado del 

uso de determinados números, la cuantía anual podrá sustituirse por la que 

resulte de un procedimiento de licitación en el que se fijará un valor inicial de 

referencia y el tiempo de duración de la asignación. Si el valor de adjudicación 

de la licitación resultase superior a dicho valor de referencia, aquél constituirá el 

importe de la tasa. 

3. Procederá la devolución del importe de la tasa por numeración que 

proporcionalmente corresponda, cuando se produzca la cancelación de la 

asignación de recursos de numeración a petición del interesado, durante el 

ejercicio anual que corresponda. Para ello, se seguirá el procedimiento 

reglamentariamente establecido. 

4. El importe de los ingresos obtenidos por esta tasa se ingresará en el Tesoro 

Público y se destinará a la financiación de los gastos que soporte la 

Administración General del Estado en la gestión, control y ejecución del 

régimen jurídico establecido en esta ley. 

3. Tasa por reserva del dominio público radioeléctrico 

1. La reserva para uso privativo de cualquier frecuencia del dominio público 

radioeléctrico a favor de una o varias personas o entidades se gravará con una 

tasa anual, en los términos que se establecen en este apartado. 

Para la fijación del importe a satisfacer en concepto de esta tasa por los sujetos 

obligados, se tendrá en cuenta el valor de mercado del uso de la frecuencia 

reservada y la rentabilidad que de él pudiera obtener el beneficiario. 

Para la determinación del citado valor de mercado y de la posible rentabilidad 

obtenida por el beneficiario de la reserva se tomarán en consideración, entre 

otros, los siguientes parámetros: 

a) El grado de utilización y congestión de las distintas bandas y en las 

distintas zonas geográficas. 

b) El tipo de servicio para el que se pretende utilizar la reserva y, en 

particular, si éste lleva aparejadas las obligaciones de servicio público 

recogidas en el título III. 

c) La banda o sub-banda del espectro que se reserve. 

d) Los equipos y tecnología que se empleen. 

e) El valor económico derivado del uso o aprovechamiento del dominio 

público reservado. 
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2. El importe a satisfacer en concepto de esta tasa será el resultado de dividir por 

el tipo de conversión contemplado en la Ley 46/1998, de 17 de diciembre, sobre 

introducción del euro, el resultado de multiplicar la cantidad de unidades de 

reserva radioeléctrica del dominio público reservado por el valor que se asigne a 

la unidad. En los territorios insulares, la superficie a aplicar para el cálculo de las 

unidades radioeléctricas que se utilicen para la determinación de la tasa 

correspondiente se calculará excluyendo la cobertura no solicitada que se 

extienda sobre la zona marítima. A los efectos de lo dispuesto en este apartado, 

se entiende por unidad de reserva radioeléctrica un patrón convencional de 

medida, referido a la ocupación potencial o real, durante el período de un año, de 

un ancho de banda de un kilohercio sobre un territorio de un kilómetro cuadrado. 

3. La cuantificación de los parámetros anteriores se determinará por Ley de 

Presupuestos Generales del Estado. La reducción del parámetro indicado en el 

párrafo b) del epígrafe 1 de este apartado de la tasa por reserva de dominio 

público radioeléctrico será de 75 por ciento del valor de dicho coeficiente para 

las redes y servicios de comunicaciones electrónicas que lleven aparejadas 

obligaciones de servicio público de los artículos 22 y 25, apartados 1 y 2, de esta 

ley, o para el dominio público destinado a la prestación de servicios públicos en 

gestión directa o indirecta mediante concesión administrativa. 

Asimismo, en la ley a que se refiere el párrafo anterior se fijará: 

a) La fórmula para el cálculo del número de unidades de reserva 

radioeléctrica de los distintos servicios radioeléctricos. 

b) Los tipos de servicios radioeléctricos. 

c) El importe mínimo a ingresar en concepto de tasa por reserva del 

dominio público radioeléctrico. 

4. El pago de la tasa deberá realizarse por el titular de la reserva de dominio 

público radioeléctrico. Las estaciones meramente receptoras que no dispongan 

de reserva radioeléctrica estarán excluidas del pago de la tasa. El importe de la 

exacción será ingresado en el Tesoro Público. 

5. El importe de la tasa habrá de ser satisfecho anualmente. Se devengará 

inicialmente el día del otorgamiento del título habilitante para el uso de demanio 

y, posteriormente, el día 1 de enero de cada año.  
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6. El procedimiento de exacción se establecerá por norma reglamentaria. El 

impago del importe de la tasa podrá motivar la suspensión o la pérdida del 

derecho a la ocupación del dominio público radioeléctrico. 

7. Las Administraciones públicas estarán exentas del pago de esta tasa en los 

supuestos de reserva de frecuencia del dominio público radioeléctrico para la 

prestación de servicios obligatorios de interés general sin contrapartida 

económica directa o indirecta, como tasas, precios públicos o privados, ni otros 

ingresos derivados de dicha prestación, tales como los ingresos en concepto de 

publicidad. A tal efecto, deberán solicitar, fundadamente, dicha exención al 

Ministerio de Ciencia y Tecnología. Asimismo, no estarán sujetos al pago los 

enlaces descendentes de radiodifusión por satélite, tanto sonora como de 

televisión. 

4. Tasas de telecomunicaciones 

1. La gestión precisa para la emisión de certificaciones registrales y de la 

presentación de proyecto técnico y del certificado o boletín de instalación que 

ampara las infraestructuras comunes de telecomunicaciones en el interior de 

edificios, de cumplimiento de las especificaciones técnicas de equipos y aparatos 

de telecomunicaciones, así como la emisión de dictámenes técnicos de 

evaluación de la conformidad de estos equipos y aparatos, las inscripciones en el 

registro de instaladores de telecomunicación, las actuaciones inspectoras o de 

comprobación técnica que, con carácter obligatorio, vengan establecidas en esta 

ley o en otras disposiciones con rango legal, la tramitación de autorizaciones o 

concesiones demaniales para el uso privativo del dominio público radioeléctrico 

y la tramitación de autorizaciones de uso especial de dicho dominio darán 

derecho a la exacción de las tasas compensatorias del coste de los trámites y 

actuaciones necesarias, con arreglo a lo que se dispone en los párrafos 

siguientes. 

Asimismo, dará derecho a la exacción de las correspondientes tasas 

compensatorias, con arreglo a lo dispuesto en los párrafos siguientes, la 

realización de los exámenes para la obtención del diploma de operador de 

estaciones de radioaficionados y la expedición de éste. 

2. Constituye el hecho imponible de la tasa la prestación por la Administración 

de los servicios necesarios para el otorgamiento de las certificaciones 

correspondientes, de la emisión de dictámenes técnicos, las inscripciones en el 
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registro de instaladores de telecomunicación y la realización de las actuaciones 

inspectoras o de comprobación técnica señaladas en el número anterior, así 

como la tramitación de autorizaciones o concesiones demaniales para el uso 

privativo del dominio público radioeléctrico y la tramitación de autorizaciones 

de uso especial del dominio público radioeléctrico la realización de los 

exámenes de operador de estaciones de aficionado y la expedición de los 

diplomas correspondientes. 

3. Serán sujetos pasivos de la tasa, según los supuestos, la persona natural o 

jurídica que solicite la correspondiente certificación o dictamen técnico de 

evaluación, la correspondiente inscripción en el registro de instaladores de 

telecomunicación, aquélla a la que proceda practicar las actuaciones inspectoras 

de carácter obligatorio o solicite la tramitación de autorizaciones o concesiones 

demaniales para el uso privativo del dominio público radioeléctrico o la 

tramitación de autorizaciones de uso especial del dominio público radioeléctrico, 

y la que se presente a los exámenes para la obtención del título de operador de 

estaciones de aficionado a la que se le expida el correspondiente diploma. 

4. La cuantía de la tasa se establecerá en la Ley de Presupuestos Generales del 

Estado. La tasa se devengará en el momento de la solicitud correspondiente. El 

rendimiento de la tasa se ingresará en el Tesoro Público o, en su caso, en las 

cuentas bancarias habilitadas al efecto respectivamente por la Comisión del 

Mercado de las Telecomunicaciones o por la Agencia Estatal de 

Radiocomunicaciones en los términos previstos en los artículos 47 y 48 de esta 

ley, en la forma que reglamentariamente se determine. Asimismo, 

reglamentariamente se establecerá la forma de liquidación de la tasa. 

La realización de pruebas o ensayos para comprobar el cumplimiento de 

especificaciones técnicas tendrá la consideración de precio público cuando 

aquéllas puedan efectuarse por el interesado, opcionalmente, en centros 

dependientes de la Administración de cualquier Estado miembro de la Unión 

Europea, de la Administración española o en centros privados o ajenos a 

aquéllas, cuando dichas pruebas sean solicitadas por el interesado 

voluntariamente sin que venga obligado a ello por la normativa en vigor. 

5. Fines de las tasas, su gestión y recaudación en período voluntario, por la Comisión 

del Mercado de las Telecomunicaciones, por la Agencia Estatal de 

Radiocomunicaciones y por el Ministerio de Ciencia y Tecnología. 
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1. A los efectos de lo dispuesto en el apartado 5 del artículo 49, la Comisión del 

Mercado de las Telecomunicaciones y la Agencia Estatal de 

Radiocomunicaciones deberán presentar, en los términos que se establezcan 

reglamentariamente, una cuenta anual de los ingresos generados por las tasas 

que recaudan, al amparo de la competencia de gestión recaudatoria que les 

otorgan los párrafos siguientes de este apartado. La diferencia, en su caso, entre 

los ingresos obtenidos por la tasa general de operadores y los gastos ocasionados 

por el ejercicio de sus actividades será ingresado por la Comisión del Mercado 

de las Telecomunicaciones en la Agencia Estatal de Radiocomunicaciones, de 

conformidad con lo dispuesto en el apartado 1 del anexo I de esta ley. 

2. La Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones gestionará y recaudará 

las tasas en período voluntario, que se regulan en los apartados 1 y 2 de este 

anexo, así como las del apartado 4 del citado anexo I que se recauden por la 

prestación de servicios que tenga encomendados la Comisión, de acuerdo con lo 

previsto en esta ley. 

La Agencia Estatal de Radiocomunicaciones gestionará en período voluntario la 

tasa que regula en el apartado 3, y gestionará y recaudará en período voluntario 

las tasas previstas en el apartado 4 cuando se recauden por la prestación de 

servicios que tenga encomendados la Agencia, de acuerdo con lo previsto en esta 

ley. 

3. En los supuestos no incluidos en el párrafo anterior, corresponderá la gestión 

en período voluntario de estas tasas al órgano competente del Ministerio de 

Ciencia y Tecnología. 

ANEXO II 

Definiciones 

1. Abonado: cualquier persona física o jurídica que haya celebrado un contrato con un 

proveedor de servicios de comunicaciones electrónicas disponibles para el público para 

la prestación de dichos servicios. 

2. Acceso: la puesta a disposición de otro operador, en condiciones definidas y sobre 

una base exclusiva o no exclusiva, de recursos o servicios con fines de prestación de 

servicios de comunicaciones electrónicas. Este término abarca, entre otros aspectos, los 

siguientes: el acceso a elementos de redes y recursos asociados que pueden requerir la 

conexión de equipos por medios fijos y no fijos (en particular, esto incluye el acceso al 

bucle local y a recursos y servicios necesarios para facilitar servicios a través del bucle 
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local); el acceso a infraestructuras físicas, como edificios, conductos y mástiles; el 

acceso a sistemas informáticos pertinentes, incluidos los sistemas de apoyo operativos; 

el acceso a la conversión del número de llamada o a sistemas con una funcionalidad 

equivalente; el acceso a redes fijas y móviles, en particular con fines de itinerancia; el 

acceso a sistemas de acceso condicional para servicios de televisión digital; el acceso a 

servicios de red privada virtual. 

3. Bucle local o bucle de abonado de la red pública telefónica fija: el circuito físico que 

conecta el punto de terminación de la red en las dependencias del abonado a la red de 

distribución principal o instalación equivalente de la red pública de telefonía fija. 

4. Consumidor: cualquier persona física o jurídica que utilice o solicite un servicio de 

comunicaciones electrónicas disponible para el público para fines no profesionales. 

5. Derechos exclusivos: los derechos concedidos a una empresa por medio de un 

instrumento legal, reglamentario o administrativo que le reserve el derecho a prestar un 

servicio o a emprender una actividad determinada en una zona geográfica específica. 

6. Derechos especiales: los derechos concedidos a un número limitado de empresas por 

medio de un instrumento legal, reglamentario o administrativo que, en una zona 

geográfica específica: 

a) Designen o limiten, con arreglo a criterios que no sean objetivos, proporcionales y no 

discriminatorios, a dos o más el número de tales empresas autorizadas a prestar un 

servicio o emprender una actividad determinada, o 

b) Confiera a una empresa o empresas, con arreglo a tales criterios, ventajas legales o 

reglamentarias que dificulten gravemente la capacidad de otra empresa de prestar el 

mismo servicio o emprender la misma actividad en la misma zona geográfica y en unas 

condiciones básicamente similares. 

7. Dirección: cadena o combinación de cifras y símbolos que identifica los puntos de 

terminación específicos de una conexión y que se utiliza para encaminamiento.  

8. Operador con poder significativo en el mercado: operador que, individual o 

conjuntamente con otros, disfruta de una posición equivalente a una posición 

dominante, esto es, una posición de fuerza económica que permite que su 

comportamiento sea, en medida apreciable, independiente de los competidores, los 

clientes y, en última instancia, los consumidores que sean personas físicas. 

9. Equipo avanzado de televisión digital: decodificadores para la conexión a televisores 

o televisores digitales integrados capaces de recibir servicios de televisión digital 

interactiva. 
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10. Equipo terminal: equipo destinado a ser conectado a una red pública de 

comunicaciones electrónicas, esto es, a estar conectado directamente a los puntos de 

terminación de aquélla o interfuncionar, a su través, con objeto de enviar, procesar o 

recibir información.  

11. Especificación técnica: la especificación que figura en un documento que define las 

características necesarias de un producto, tales como los niveles de calidad o las 

propiedades de su uso, la seguridad, las dimensiones, los símbolos, las pruebas y los 

métodos de prueba, el empaquetado, el marcado y el etiquetado. 

Se incluyen dentro de la citada categoría las normas aplicables al producto en lo que se 

refiere a la terminología. 

12. Espectro radioeléctrico: las ondas radioeléctricas en las frecuencias comprendidas 

entre 9 KHz y 3000 GHz; las ondas radioeléctricas son ondas electromagnéticas 

propagadas por el espacio sin guía artificial. 

13. Explotación de una red de comunicación electrónica: la creación, el 

aprovechamiento, el control o la puesta a disposición de dicha red. 

14. Interconexión: la conexión física y lógica de las redes públicas de comunicaciones 

utilizadas por un mismo operador o por otro distinto, de manera que los usuarios de un 

operador puedan comunicarse con los usuarios del mismo operador o de otro distinto, o 

acceder a los servicios prestados por otro operador. Los servicios podrán ser prestados 

por las partes interesadas o por terceros que tengan acceso a la red. La interconexión 

constituye un tipo particular de acceso entre operadores de redes públicas. 

15. Interfaz de programa de aplicación (API): la interfaz de software entre las 

aplicaciones externas, puesta a disposición por los operadores de radiodifusión o 

prestadores de servicios, y los recursos del equipo avanzado de televisión digital para 

los servicios de radio y televisión digital. 

16. Interferencia perjudicial: toda interferencia que suponga un riesgo para el 

funcionamiento de un servicio de radionavegación o de otros servicios de seguridad o 

que degrade u obstruya gravemente o interrumpa de forma repetida un servicio de 

radiocomunicación que funcione de conformidad con la reglamentación comunitaria o 

nacional aplicable. 

17. Nombre: combinación de caracteres (números, letras o símbolos). 

18. Número: cadena de cifras decimales. 

19. Número geográfico: el número identificado en el plan nacional de numeración que 

contiene en parte de su estructura un significado geográfico utilizado para el 
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encaminamiento de las llamadas hacia la ubicación física del punto de terminación de la 

red. 

20. Números no geográficos: los números identificados en el plan nacional de 

numeración que no son números geográficos. Incluirán, entre otros, los números de 

teléfonos móviles, los de llamada gratuita y los de tarificación adicional. 

21. Operador: persona física o jurídica que explota redes públicas de comunicaciones 

electrónicas o presta servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público y 

ha notificado a la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones el inicio de su 

actividad. 

22. Punto de terminación de la red: el punto físico en el que el abonado accede a una red 

pública de comunicaciones. 

Cuando se trate de redes en las que se produzcan operaciones de conmutación o 

encaminamiento, el punto de terminación de la red estará identificado mediante una 

dirección de red específica, la cual podrá estar vinculada al número o al nombre de un 

abonado. 

El punto de terminación de red es aquel en el que terminan las obligaciones de los 

operadores de redes y servicios y al que, en su caso, pueden conectarse los equipos 

terminales. 

23. Radiocomunicación: toda telecomunicación transmitida por medio de ondas 

radioeléctricas. 

24. Recursos asociados: aquellos sistemas, dispositivos u otros recursos asociados con 

una red de comunicaciones electrónicas o con un servicio de comunicaciones 

electrónicas que permitan o apoyen la prestación de servicios a través de dicha red o 

servicio; incluyen los sistemas de acceso condicional y las guías electrónicas de 

programas. 

25. Red de comunicaciones electrónicas: los sistemas de transmisión y, cuando proceda, 

los equipos de conmutación o encaminamiento y demás recursos que permitan el 

transporte de señales mediante cables, ondas hertzianas, medios ópticos u otros medios 

electromagnéticos con inclusión de las redes de satélites, redes terrestres fijas (de 

conmutación de circuitos y de paquetes, incluida Internet) y móviles, sistemas de 

tendido eléctrico, en la medida en que se utilicen para la transmisión de señales, redes 

utilizadas para la radiodifusión sonora y televisiva y redes de televisión por cable, con 

independencia del tipo de información transportada.  
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26. Red pública de comunicaciones: una red de comunicaciones electrónicas que se 

utiliza, en su totalidad o principalmente, para la prestación de servicios de 

comunicaciones electrónicas disponibles para el público. 

27. Red telefónica pública: una red de comunicación electrónica utilizada para la 

prestación de servicios telefónicos disponibles al público. Sirve de soporte a la 

transferencia, entre puntos de terminación de la red, de comunicaciones vocales, así 

como de otros tipos de comunicaciones, como el fax y la transmisión de datos.  

28. Servicio de comunicaciones electrónicas: el prestado por lo general a cambio de una 

remuneración que consiste, en su totalidad o principalmente, en el transporte de señales 

a través de redes de comunicaciones electrónicas, con inclusión de los servicios de 

telecomunicaciones y servicios de transmisión en las redes utilizadas para la 

radiodifusión, pero no de los servicios que suministren contenidos transmitidos 

mediante redes y servicios de comunicaciones electrónicas o de las actividades que 

consistan en el ejercicio del control editorial sobre dichos contenidos; quedan excluidos, 

asimismo, los servicios de la sociedad de la información definidos en el artículo 1 de la 

Directiva 98/34/CE que no consistan, en su totalidad o principalmente, en el transporte 

de señales a través de redes de comunicaciones electrónicas. 

29. Servicio de televisión de formato ancho: el servicio de televisión constituido, total o 

parcialmente, por programas producidos y editados para su presentación en formato 

ancho completo. La relación de dimensiones 16:9 constituye el formato de referencia 

para los servicios de televisión de este tipo. 

30. Servicio telefónico disponible al público: el servicio disponible al público a través 

de uno o más números de un plan nacional o internacional de  numeración telefónica, 

para efectuar y recibir llamadas nacionales e internacionales y tener acceso a los 

servicios de emergencia, pudiendo incluir adicionalmente, cuando sea pertinente, la 

prestación de asistencia mediante operador, los servicios de información sobre números 

de abonados, guías, la oferta de teléfonos públicos de pago, la prestación de servicios en 

condiciones especiales, la oferta de facilidades especiales a los clientes con 

discapacidad o  con necesidades sociales especiales y la prestación de servicios no 

geográficos. 

31. Sistema de acceso condicional: toda medida técnica o mecanismo técnico que 

condicione el acceso en forma inteligible a un servicio protegido de radiodifusión 

sonora o televisiva al pago de una cuota u otra forma de autorización individual previa. 
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32. Telecomunicaciones: toda transmisión, emisión o recepción de signos, señales, 

escritos, imágenes, sonidos o informaciones de cualquier naturaleza por hilo, 

radioelectricidad, medios ópticos u otros sistemas electromagnéticos. 

33. Teléfono público de pago: un teléfono accesible al público en general y para cuya 

utilización pueden emplearse como medios de pago monedas, tarjetas de crédito/débito 

o tarjetas de prepago, incluidas las tarjetas que utilizan códigos de marcación. 

34. Usuario: una persona física o jurídica que utiliza o solicita un servicio de 

comunicaciones electrónicas disponible para el público. 

35. Usuario final: el usuario que no explota redes públicas de comunicaciones ni presta 

servicios de comunicaciones electrónicas disponibles para el público ni tampoco los 

revende. 

36. Autoridad Nacional de Reglamentación: el Gobierno, los departamentos 

ministeriales, órganos superiores y directivos y organismos públicos, que de 

conformidad con esta ley ejercen las competencias que en la misma se prevén. 
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DIRECTIVA 2000/31/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 8 de junio de 

2000 relativa a determinados aspectos jurídicos de los servicios de la sociedad de la 

información, en particular el comercio electrónico en el mercado interior 

(Directiva sobre el comercio electrónico) 

EL PARLAMENTO EUROPEO Y EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA, 

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea y, en particular, el apartado 2 de 

su artículo 47, y sus artículos 55 y 95, 

Vista la propuesta de la Comisión (1), 

Visto el dictamen del Comité Económico y Social (2), 

De conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 251 del Tratado (3), 

Considerando lo siguiente: 

(1) La Unión Europea tiene como objetivo crear una unión cada vez más estrecha entre 

los Estados y los pueblos europeos, así como asegurar el progreso económico y social. 

De conformidad con el apartado 2 del artículo 14 del Tratado, el mercado interior 

supone un espacio sin fronteras interiores, en el que la libre circulación de mercancías y 

servicios y la libertad de establecimiento están garantizadas. El desarrollo de los 

servicios de la sociedad de la información en el espacio sin fronteras interiores es un 

medio esencial para eliminar las barreras que dividen a los pueblos europeos. 

(2) El desarrollo del comercio electrónico en la sociedad de la información ofrece 

importantes oportunidades para el empleo en la Comunidad, especialmente para las 

pequeñas y medianas empresas, que facilitará el crecimiento de las empresas europeas, 

así como las inversiones en innovación, y también puede incrementar la competitividad 

de la industria europea, siempre y cuando Internet sea accesible para todos. 

(3) El Derecho comunitario y las características del ordenamiento jurídico comunitario 

constituyen una baza fundamental para que los ciudadanos y los agentes europeos 

puedan disfrutar plenamente, y sin tener en cuenta las fronteras, de las oportunidades 

que ofrece el comercio electrónico. La presente Directiva tiene, por consiguiente, como 
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finalidad garantizar un elevado nivel de integración jurídica comunitaria con objeto de 

establecer un auténtico espacio sin fronteras interiores en el ámbito de los servicios de la 

sociedad de la información. 

(4) Es importante que el comercio electrónico pueda beneficiarse plenamente del 

mercado interior y que se alcance un alto grado de integración comunitaria, como en el 

caso de la Directiva 89/552/CEE del Consejo, de 3 de octubre de 1989, sobre la 

coordinación de determinadas disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de 

los Estados miembros relativas al ejercicio de actividades de radiodifusión televisiva 

(4). 

(5) El desarrollo de los servicios de la sociedad de la información en la Comunidad se 

ve entorpecido por cierto número de obstáculos jurídicos que se oponen al buen 

funcionamiento del mercado interior y que hacen menos atractivo el ejercicio de la 

libertad de establecimiento y de la libre circulación de servicios. 

Dichos obstáculos tienen su origen en la disparidad de legislaciones, así como en la 

inseguridad jurídica de los regímenes nacionales aplicables a estos servicios; a falta de 

coordinación y ajuste de las legislaciones en los ámbitos en cuestión, hay obstáculos 

que pueden estar justificados con arreglo a la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de 

las Comunidades Europeas y existe una inseguridad jurídica sobre el alcance del control 

que los Estados miembros pueden realizar sobre los servicios procedentes de otro 

Estado miembro. 

(6) Atendiendo a los objetivos comunitarios, a lo dispuesto en los artículos 43 y 49 del 

Tratado y al Derecho derivado comunitario, conviene suprimir dichos obstáculos 

coordinando determinadas legislaciones nacionales y aclarando conceptos jurídicos a 

nivel comunitario, en la medida en que sea necesario para el buen funcionamiento del 

mercado interior. La presente Directiva, al no tratar sino algunos puntos específicos que 

plantean problemas para el mercado interior, es plenamente coherente con la necesidad 

de respetar el principio de subsidiariedad de conformidad con el artículo 5 del Tratado. 

(7) Es fundamental para garantizar la seguridad jurídica y la confianza de los 

consumidores que la presente Directiva establezca un marco claro y de carácter general 

para determinados aspectos jurídicos del comercio electrónico en el mercado interior. 
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(8) El objetivo de la presente Directiva es crear un marco jurídico que garantice la libre 

circulación de los servicios de la sociedad de la información entre Estados miembros y 

no armonizar el campo de la legislación penal en sí. 

 

(9) La libre circulación de los servicios de la sociedad de la información puede 

constituir, en muchos casos, un reflejo específico en el Derecho comunitario de un 

principio más general, esto es, de la libertad de expresión consagrada en el apartado 1 

del artículo 10 del Convenio para la protección de los derechos humanos y de las 

libertades fundamentales, ratificado por todos los Estados miembros; por esta razón, las 

Directivas que tratan de la prestación de servicios de la sociedad de la información 

deben garantizar que se pueda desempeñar esta actividad libremente en virtud de dicho 

artículo, quedando condicionada únicamente a las restricciones establecidas en al 

apartado 2 de dicho artículo y en el apartado 1 del artículo 46 del Tratado. La presente 

Directiva no está destinada a influir en las normas y principios nacionales 

fundamentales relativos a la libertad de expresión. 

(10) De conformidad con el principio de proporcionalidad, las medidas previstas en la 

presente Directiva se limitan al mínimo necesario para conseguir el objetivo del correcto 

funcionamiento del mercado interior. En aquellos casos en que sea necesaria una 

intervención comunitaria y con el fin de garantizar que realmente dicho espacio interior 

no presente fronteras interiores para el comercio electrónico, la Directiva debe 

garantizar un alto nivel de protección de los objetivos de interés general y, en especial, 

la protección de los menores y la dignidad humana, la protección del consumidor y de la 

salud pública. A tenor de lo dispuesto en el artículo 152 del Tratado, la protección de la 

salud es un componente esencial de las demás políticas comunitarias. 

(11) La presente Directiva no afecta al nivel de protección, en particular, de la salud 

pública y de los intereses de los consumidores fijados en los instrumentos comunitarios; 

entre otras, la Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre las 

cláusulas abusivas en los contratos celebrados con consumidores(5) y la Directiva 

97/7/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 1997, relativa a la 

protección de los consumidores en materia de contratos a distancia(6), constituyen un 

instrumento esencial para la protección del consumidor en materia contractual. Dichas 
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Directivas se seguirán aplicando en su integridad a los servicios de la sociedad de la 

información; también forman parte de este acervo comunitario, plenamente aplicable a 

los servicios de la sociedad de la información, en particular, la Directiva 84/450/CEE 

del Consejo, de 10 de septiembre de 1984, sobre publicidad engañosa y publicidad 

comparativa(7), la Directiva 87/102/CEE del Consejo, de 22 de diciembre de 1986, 

relativa a la aproximación de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas 

de los Estados miembros en materia de crédito al consumo(8), la Directiva 93/22/CEE 

del Consejo, de 10 de mayo de 1993, relativa a los servicios de inversión en el ámbito 

de los valores negociables(9), la Directiva 90/314/CEE del Consejo, de 13 de junio de 

1990, relativa a los viajes combinados, las vacaciones combinadas y los circuitos 

combinados(10), la Directiva 98/6/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de 

febrero de 1998, relativa a la protección de los consumidores en materia de indicación 

de los precios de los productos ofrecidos a los consumidores(11), la Directiva 

92/59/CEE del Consejo, de 29 de junio de 1992, relativa a la seguridad general de los 

productos(12), la Directiva 94/47/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de 

octubre de 1994, sobre el derecho de utilización de inmuebles en régimen de tiempo 

compartido(13), la Directiva 98/27/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de 

mayo de 1998, relativa a las acciones de cesación en materia de protección de los 

intereses de los consumidores(14), la Directiva 85/374/CEE del Consejo, de 25 de julio 

de 1985, relativa a la aproximación de las disposiciones legales, reglamentarias y 

administrativas de los Estados miembros en materia de responsabilidad por los daños 

causados por productos defectuosos(15), la Directiva 1999/44/CE del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 25 de abril de 1999, sobre determinados aspectos de la venta 

y las garantías de los bienes de consumo(16), la futura Directiva del Parlamento 

Europeo y del Consejo relativa a la comercialización a distancia de servicios financieros 

destinados a los consumidores y la Directiva 92/28/CEE del Consejo, de 31 de marzo de 

1992, relativa a la publicidad de los medicamentos para uso humano(17). La presente 

Directiva no debe afectar a la Directiva 98/43/CE del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 6 de julio de 1998, relativa a la aproximación de las disposiciones legales, 

reglamentarias y administrativas de los Estados miembros en materia de publicidad y de 

patrocinio de los productos del tabaco (18), adoptadas en el marco del mercado interior 

ni a otras Directivas sobre protección de la salud pública. La presente Directiva 

completa los requisitos de información establecidos en las Directivas mencionadas y, en 

particular, en la Directiva 97/7/CE. 
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(12) Es necesario excluir del ámbito de aplicación de la presente Directiva algunas 

actividades habida cuenta de que, en el momento presente, la libre circulación de 

servicios no puede quedar garantizar con arreglo al Tratado o al actual Derecho 

comunitario derivado. Esta exclusión no va en perjuicio de los posibles instrumentos 

que puedan resultar necesarios para el buen funcionamiento del mercado interior; las 

cuestiones fiscales y, concretamente, el impuesto sobre el valor añadido -que grava gran 

número de los servicios objeto de la presente Directiva- deben excluirse del ámbito de 

aplicación de la presente Directiva. 

(13) La presente Directiva no tiene la finalidad de establecer normas sobre obligaciones 

fiscales; tampoco prejuzga la elaboración de instrumentos comunitarios relativos a 

aspectos fiscales del comercio electrónico. 

(14) La protección de las personas con respecto al tratamiento de datos de carácter 

personal se rige únicamente por la Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las personas físicas en lo 

que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos(19) 

y la Directiva 97/66/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de diciembre de 

1997, relativa al tratamiento de los datos personales y a la protección de la intimidad en 

el sector de las telecomunicaciones(20), que son enteramente aplicables a los servicios 

de la sociedad de la información. Dichas Directivas establecen ya un marco jurídico 

comunitario en materia de datos personales y, por tanto, no es necesario abordar este 

aspecto en la presente Directiva para garantizar el correcto funcionamiento del mercado 

interior, en particular la libre circulación de datos personales entre Estados miembros. 

La aplicación y ejecución de la presente Directiva debe respetar plenamente los 

principios relativos a la protección de datos personales, en particular en lo que se refiere 

a las comunicaciones comerciales no solicitadas y a la responsabilidad de los 

intermediarios, la presente Directiva no puede evitar el uso anónimo de redes abiertas 

como Internet. 

(15) La confidencialidad de las comunicaciones queda garantizada por el artículo 5 de la 

Directiva 97/66/CE; basándose en dicha Directiva, los Estados miembros deben prohibir 

cualquier forma de interceptar o vigilar esas comunicaciones por parte de cualquier 

persona que no sea su remitente o su destinatario salvo que esté legalmente autorizada. 
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(16) La exclusión de las actividades relacionadas con los juegos de azar del ámbito de 

aplicación de la presente Directiva se refiere sólo a juegos de azar, loterías y apuestas, 

que impliquen una participación con valor monetario; ésta no se refiere a los concursos 

o juegos promocionales en que el objetivo sea fomentar la venta de bienes o servicios y 

en los que los pagos, si los hay, sólo sirven para adquirir los bienes o servicios 

publicitados. 

(17) La definición de servicios de la sociedad de la información ya existe en el Derecho 

comunitario, y se recoge en la Directiva 98/34/CE del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 22 de junio de 1998, por la que se establece un procedimiento de 

información en materia de las normas y reglamentaciones técnicas y de las reglas 

relativas a los servicios de la sociedad de la información(21) y en la Directiva 98/84/CE 

del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de noviembre de 1998, relativa a la 

protección jurídica de los servicios de acceso condicional o basados en dicho 

acceso(22). Dicha definición se refiere a cualquier servicio prestado normalmente a 

título oneroso, a distancia, mediante un equipo electrónico para el tratamiento (incluida 

la compresión digital) y el almacenamiento de datos, y a petición individual de un 

receptor de un servicio; estos servicios a los que se hace referencia en la lista indicativa 

del anexo V de la Directiva 98/34/CE que no implica tratamiento y almacenamiento de 

datos no están incluidos en la presente definición. 

(18) Los servicios de la sociedad de la información cubren una amplia variedad de 

actividades económicas que se desarrollan en línea; dichas actividades en particular 

consisten en la venta de mercancías en línea.  

 

Las actividades como la entrega de mercancías en sí misma o la prestación de servicios 

fuera de la línea no están cubiertas. Los servicios de la sociedad de la información no se 

limitan únicamente a servicios que dan lugar a la contratación en línea, sino también, en 

la medida en que representan una actividad económica, son extensivos a servicios no 

remunerados por sus destinatarios, como aquéllos que consisten en ofrecer información 

en línea o comunicaciones comerciales, o los que ofrecen instrumentos de búsqueda, 

acceso y recopilación de datos. Los servicios de la sociedad de la información cubren 

también servicios consistentes en transmitir información a través de una red de 
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comunicación, o albergar información facilitada por el destinatario del servicio. La 

radiodifusión televisiva según se define en la Directiva 89/552/CEE y la radiodifusión 

radiofónica no son servicios de la sociedad de la información, ya que no se prestan a 

petición individual; por el contrario, los servicios que se transmiten entre dos puntos, 

como el vídeo a la carta o el envío de comunicaciones comerciales por correo 

electrónico son servicios de la sociedad de la información. El uso del correo electrónico 

o, por ejemplo, de sistemas equivalentes de comunicación entre individuos, por parte de 

personas físicas que actúan fuera de su profesión, negocio o actividad profesional, 

incluso cuando los usan para celebrar contratos entre sí, no constituyen un servicio de la 

sociedad de la información. La relación contractual entre un empleado y su empresario 

no es un servicio de la sociedad de la información; las actividades que por su propia 

naturaleza no pueden realizarse a distancia ni por medios electrónicos, tales como el 

control legal de la contabilidad de las empresas o el asesoramiento médico que requiere 

el reconocimiento físico de un paciente, no constituyen servicios de la sociedad de la 

información. 

(19) Se debe determinar el lugar de establecimiento del prestador de servicios a tenor de 

lo dispuesto en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, según la cual el concepto de 

establecimiento implica la realización efectiva de una actividad económica a través de 

un establecimiento fijo durante un período indefinido. Este requisito se cumple también 

cuando se constituye una sociedad durante un período determinado; cuando se trata de 

una sociedad que proporciona servicios mediante un sitio Internet, dicho lugar de 

establecimiento no se encuentra allí donde está la tecnología que mantiene el sitio ni allí 

donde se puede acceder al sitio, sino el lugar donde se desarrolla la actividad 

económica. En el supuesto de que existan varios establecimientos de un mismo 

prestador de servicios es importante determinar desde qué lugar de establecimiento se 

presta un servicio concreto; en caso de especial dificultad para determinar a partir de 

cual de los distintos lugares de establecimiento se presta un servicio dado, será el lugar 

en que el prestador tenga su centro de actividades en relación con ese servicio en 

particular. 

(20) La definición del "destinatario de un servicio" abarca todos los tipos de utilización 

de los servicios de la sociedad de la información, tanto por personas que suministran 
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información en redes abiertas tales como Internet, como las que buscan información en 

Internet por razones profesionales o privadas. 

(21) El ámbito de aplicación del ámbito coordinado no prejuzga la futura armonización 

comunitaria en relación con los servicios de la sociedad de la información, ni la futura 

legislación nacional adoptada con arreglo al Derecho comunitario. 

El ámbito coordinado se refiere sólo a los requisitos relacionados con las actividades en 

línea, como la información en línea, la publicidad en línea, las compras en línea o la 

contratación en línea, y no se refiere a los requisitos legales del Estado miembro 

relativos a las mercancías, tales como las normas de seguridad, las obligaciones de 

etiquetado o la responsabilidad de las mercancías, ni a los requisitos del Estado 

miembro relativos a la entrega o transporte de mercancías, incluida la distribución de 

medicamentos. El ámbito coordinado no afecta al ejercicio del derecho preferente de las 

autoridades públicas en relación con determinados bienes, tales como las obras de arte. 

(22) El control de los servicios de la sociedad de la información debe hacerse en el 

origen de la actividad para garantizar que se protegen de forma eficaz los intereses 

generales y que, para ello, es necesario garantizar que la autoridad competente garantice 

dicha protección no sólo en el caso de los ciudadanos de su país, sino en el de todos los 

ciudadanos de la Comunidad. Es indispensable precisar con claridad esta 

responsabilidad del Estado miembro de origen de los servicios para mejorar la confianza 

mutua entre los Estados miembros; además y con el fin de garantizar de forma eficaz la 

libre circulación de servicios y la seguridad jurídica para los prestadores de servicios y 

sus destinatarios, en principio estos servicios deben estar sujetos al régimen jurídico del 

Estado miembro en que está establecido el prestador de servicios. 

(23) No es objetivo de la presente Directiva fijar normas adicionales de Derecho 

internacional privado relativas a conflictos entre legislaciones y no afecta a la 

jurisdicción de los tribunales de justicia. Las disposiciones de la legislación aplicable 

determinada por las normas del Derecho internacional privado no podrán restringir la 

libre prestación de servicios de la sociedad de la información tal como se enuncia en la 

presente Directiva. 
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(24) En el contexto de la presente Directiva, pese a la regla del control en el origen de 

los servicios de la sociedad de la información, resulta legítimo que, en las condiciones 

establecidas en la presente Directiva, los Estados miembros puedan tomar medidas 

dirigidas a restringir la libre circulación de los servicios de la sociedad de la 

información. 

(25) Los tribunales nacionales, incluidos los tribunales civiles, que conocen de 

controversias de Derecho privado pueden adoptar medidas que establecen excepciones a 

la libertad de prestar servicios en el marco de la sociedad de la información de 

conformidad con las condiciones establecidas en la presente Directiva. 

(26) Los Estados miembros, de conformidad con las condiciones establecidas en la 

presente Directiva, pueden aplicar sus normas nacionales sobre Derecho penal y 

enjuiciamiento criminal con vistas a adoptar todas las medidas de investigación y otras, 

necesarias para la averiguación y persecución de delitos, sin que sea necesario notificar 

dichas medidas a la Comisión. 

(27) La presente Directiva, junto con la futura Directiva del Parlamento Europeo y del 

Consejo relativa a la comercialización a distancia de servicios financieros destinados a 

los consumidores, contribuye a la creación de un marco jurídico para la provisión en 

línea de servicios financieros. La presente Directiva no impide futuras iniciativas en el 

campo de los servicios financieros, en particular en relación con la armonización de 

normas de conducta en este terreno. La posibilidad, establecida por la presente 

Directiva, de que los Estados miembros restrinjan, en determinadas circunstancias, la 

libre provisión de servicios de la sociedad de la información a fin de proteger a los 

consumidores comprende también medidas en el ámbito de los servicios financieros, en 

particular medidas destinadas a proteger a los inversores. 

(28) La obligación de los Estados miembros de no someter el acceso al ejercicio de la 

actividad de prestador de servicios de la sociedad de la información a autorización 

previa no se refiere a los servicios postales recogidos en la Directiva 97/67/CE del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de diciembre de 1997, relativa a las normas 

comunes para el desarrollo del mercado interior de los servicios postales de la 

Comunidad y la mejora de la calidad del servicio(23), consistentes en el reparto físico 

de mensajes impresos de correo electrónico y que no afecta a los regímenes de 
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acreditación voluntaria, en particular para los prestadores de servicios de certificación 

de firma electrónica. 

(29) Las comunicaciones comerciales son esenciales para financiar los servicios de la 

sociedad de la información y el desarrollo de una amplia variedad de servicios nuevos y 

gratuitos. En interés de los consumidores y en beneficio de la lealtad de las 

transacciones, las comunicaciones comerciales -incluidas las rebajas, ofertas y 

concursos o juegos promocionales- deben respetar algunas obligaciones en cuanto a su 

transparencia; dichas obligaciones se entenderán sin perjuicio de lo dispuesto en la 

Directiva 97/7/CE. Lo dispuesto en la presente Directiva deberá entenderse sin perjuicio 

de las Directivas existentes sobre comunicaciones comerciales y, especialmente, la 

Directiva 98/43/CE. 

(30) El envío por correo electrónico de comunicaciones comerciales no solicitadas 

puede no resultar deseable para los consumidores y los prestadores de servicios de la 

sociedad de la información y trastornar el buen funcionamiento de las redes interactivas. 

La cuestión del consentimiento del destinatario en determinados casos de 

comunicaciones comerciales no solicitadas no se regula en la presente Directiva sino 

que ya está regulada, en particular, por las Directivas 97/7/CE y 97/66/CE. En los 

Estados miembros que autoricen las comunicaciones comerciales por correo electrónico 

no solicitadas, deberá fomentarse y facilitarse la creación por el sector competente de 

dispositivos de filtro; además, las comunicaciones comerciales no solicitadas han de ser 

en todos los casos claramente identificables como tales con el fin de mejorar la 

transparencia y facilitar el funcionamiento de los dispositivos creados por la industria. 

Las comunicaciones comerciales por correo electrónico no solicitadas no deberán 

redundar en gastos suplementarios para el destinatario. 

(31) Los Estados miembros que permiten el envío de comunicación comercial no 

solicitada por parte de prestadores de servicios establecidos en su territorio por correo 

electrónico sin consentimiento previo del receptor, deben garantizar que los prestadores 

de servicios consultan periódicamente las listas de exclusión voluntaria en las que se 

podrán inscribir las personas físicas que no deseen recibir dichas comunicaciones 

comerciales, y las respeten. 
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(32) Para suprimir los obstáculos que impiden el desarrollo en la Comunidad de los 

servicios transfronterizos que las personas que ejercen las profesiones reguladas puedan 

ofrecer en Internet, es necesario que se respeten las normas profesionales, previstas para 

proteger especialmente a los consumidores o la salud pública, y que dicho respeto quede 

garantizado a nivel comunitario. Los códigos de conducta a nivel comunitario 

constituyen un instrumento privilegiado para determinar las normas deontológicas 

aplicables a la comunicación comercial; conviene impulsar en primer lugar su 

elaboración o, si procede, su adaptación, sin perjuicio de la autonomía de los colegios y 

asociaciones profesionales. 

(33) La presente Directiva complementa el Derecho comunitario y nacional en lo que 

respecta a las profesiones reguladas manteniendo un conjunto coherente de normas 

aplicables en la materia. 

(34) Todo Estado miembro debe ajustar su legislación en cuanto a los requisitos -y, 

especialmente, los requisitos formales- que puedan entorpecer la celebración de 

contratos por vía electrónica. Se debe examinar de forma sistemática qué legislaciones 

necesitan proceder a dicho ajuste y este examen debe versar sobre todas las fases y actos 

necesarios para realizar el proceso contractual, incluyendo el registro del contrato. El 

resultado de dicho ajuste debería hacer posibles la celebración de contratos por vía 

electrónica. El efecto jurídico de la firma electrónica es objeto de la Directiva 

1999/93/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre de 1999, por la 

que se establece un marco común para la firma electrónica (24). El acuse de recibo 

expedido por un prestador de servicios puede consistir en suministrar en línea un 

servicio pagado. 

(35) La presente Directiva no afecta a la posibilidad que tienen los Estados miembros de 

mantener o establecer regímenes jurídicos específicos o generales en materia de 

contratos que pueden cumplirse por vía electrónica, en particular los requisitos en 

relación con la seguridad de las firmas electrónicas. 

(36) Los Estados miembros pueden mantener restricciones para el uso de los contratos 

electrónicos en lo que se refiere a los contratos que requieran, por ley, la intervención de 

los tribunales, las autoridades públicas o las profesiones que ejerzan una función 

pública. 
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Esta posibilidad se aplica también a los contratos que requieren la intervención de los 

tribunales, autoridades públicas o profesiones que ejerzan una función pública para 

surtir efectos frente a terceros, así como también a los contratos que requieran, por ley, 

la certificación o la fe pública notarial. 

(37) La obligación de los Estados miembros de suprimir los obstáculos por la 

celebración de los contratos electrónicos se refiere sólo a los obstáculos derivados del 

régimen jurídico y no a los obstáculos prácticos derivados de la imposibilidad de utilizar 

la vía electrónica en determinados casos. 

(38) La obligación de los Estados miembros de suprimir obstáculos para la celebración 

de contratos por la vía electrónica debe realizarse con arreglo al régimen jurídico 

relativo a los contratos consagrado en el Derecho comunitario. 

(39) Las excepciones a las disposiciones relativas a los contratos celebrados 

exclusivamente por correo electrónico o mediante comunicaciones individuales 

equivalentes previstas en la presente Directiva, en relación con la información exigida y 

la realización de un pedido, no deben tener como resultado permitir la elusión de dichas 

disposiciones por parte de los prestadores de servicios de la sociedad de la información. 

(40) La divergencia de las normativas y jurisprudencias nacionales actuales o futuras en 

el ámbito de la responsabilidad de los prestadores de servicios que actúan como 

intermediarios entorpece el correcto funcionamiento del mercado interior al 

obstaculizar, en especial, el desarrollo de servicios transfronterizos y producir 

distorsiones de la competencia. En algunos casos, los prestadores de servicios tienen el 

deber de actuar para evitar o poner fin a actividades ilegales. 

Lo dispuesto en la presente Directiva deberá constituir una base adecuada para elaborar 

mecanismos rápidos y fiables que permitan retirar información ilícita y hacer que sea 

imposible acceder a ella; convendría que estos mecanismos se elaborasen tomando 

como base acuerdos voluntarios negociados entre todas las partes implicadas y 

fomentados por los Estados miembros. Todas las partes que participan en el suministro 

de servicios de la sociedad de la información tienen interés en que este tipo de 

mecanismos se apruebe y se aplique. Lo dispuesto en la presente Directiva sobre 

responsabilidad no supone un obstáculo para que las distintas partes interesadas 
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desarrollen y apliquen de forma efectiva sistemas técnicos de protección e identificación 

y de supervisión que permite la tecnología digital dentro de los límites trazados por las 

Directivas 95/46/CE y 97/66/CE. 

(41) La presente Directiva logra un justo equilibrio entre los diferentes intereses en 

presencia y establece principios sobre los que pueden basarse acuerdos y normas 

industriales. 

(42) Las exenciones de responsabilidad establecidas en la presente Directiva sólo se 

aplican a aquellos casos en que la actividad del prestador de servicios de la sociedad de 

la información se limita al proceso técnico de explotar y facilitar el acceso a una red de 

comunicación mediante la cual la información facilitada por terceros es transmitida o 

almacenada temporalmente, con el fin de hacer que la transmisión sea más eficiente. 

Esa actividad es de naturaleza meramente técnica, automática y pasiva, lo que implica 

que el prestador de servicios de la sociedad de la información no tiene conocimiento ni 

control de la información transmitida o almacenada. 

 

(43) Un prestador de servicios puede beneficiarse de las exenciones por mera 

transmisión (mere conduit) y por la forma de almacenamiento automático, provisional y 

temporal, denominada "memoria tampón" (caching) cuando no tenga participación 

alguna en el contenido de los datos transmitidos; esto requiere, entre otras cosas, que no 

modifique los datos que transmite. Este requisito no abarca las manipulaciones de 

carácter técnico que tienen lugar en el transcurso de la transmisión, puesto que no 

alteran la integridad de los datos contenidos en la misma. 

(44) Un prestador de servicios que colabore deliberadamente con uno de los 

destinatarios de su servicio a fin de cometer actos ilegales rebasa las actividades de 

mero transporte (mere conduit) o la forma de almacenamiento automático, provisional y 

temporal, denominada "memoria tampón" (caching) y no puede beneficiarse, por 

consiguiente, de las exenciones de responsabilidad establecidas para dichas actividades. 

(45) Las limitaciones de la responsabilidad de los prestadores de servicios 

intermediarios establecida en la presente Directiva no afecta a la posibilidad de entablar 

acciones de cesación de distintos tipos. Dichas acciones de cesación pueden consistir, en 
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particular, en órdenes de los tribunales o de las autoridades administrativas por los que 

se exija poner fin a cualquier infracción o impedir que se cometa, incluso retirando la 

información ilícita o haciendo imposible el acceso a ella. 

(46) Para beneficiarse de una limitación de responsabilidad, el prestador de un servicio 

de la sociedad de la información consistente en el almacenamiento de datos habrá de 

actuar con prontitud para retirar los datos de que se trate o impedir el acceso a ellos en 

cuanto tenga conocimiento efectivo de actividades ilícitas. 

La retirada de datos o la actuación encaminada a impedir el acceso a los mismos habrán 

de llevarse a cabo respetando el principio de libertad de expresión y los procedimientos 

establecidos a tal fin a nivel nacional. La presente Directiva no afecta a la posibilidad de 

que los Estados miembros establezcan requisitos específicos que deberán cumplirse con 

prontitud antes de que retiren los datos de que se trate o se impida el acceso a los 

mismos. 

(47) Los Estados miembros no pueden imponer a los prestadores de servicios una 

obligación de supervisión exclusivamente con respecto a obligaciones de carácter 

general. Esto no se refiere a las obligaciones de supervisión en casos específicos y, en 

particular, no afecta a las órdenes de las autoridades nacionales formuladas de 

conformidad con la legislación nacional. 

(48) La presente Directiva no afecta a la posibilidad de que los Estados miembros exijan 

a los prestadores de servicios, que proporcionan alojamiento de datos suministrados por 

destinatarios de su servicio, que apliquen un deber de diligencia, que cabe esperar 

razonablemente de ellos y que esté especificado en el Derecho nacional, a fin de 

detectar y prevenir determinados tipos de actividades ilegales. 

(49) Los Estados miembros y la Comisión fomentarán la elaboración de códigos de 

conducta; ello no irá en perjuicio del carácter voluntario de dichos códigos ni de la 

posibilidad de que las partes interesadas decidan libremente la adhesión a los mismos. 

(50) Es importante que la propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo 

relativa a la armonización de ciertos aspectos de los derechos de autor y derechos 

conexos en la sociedad de la información y la presente Directiva entren en vigor más o 

menos al mismo tiempo, para garantizar el establecimiento de un marco normativo claro 
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relativo a la cuestión de la responsabilidad de los intermediarios por infracciones de los 

derechos de autor y los derechos conexos a escala comunitaria. 

(51) Corresponderá a cada Estado miembro, llegado el caso, ajustar aquellas 

disposiciones de su legislación que puedan entorpecer la utilización de los mecanismos 

de solución extrajudicial de conflictos por vías electrónicas adecuadas. El resultado de 

dicho ajuste debe hacer posible el funcionamiento de tales mecanismos de forma real y 

efectiva, tanto de derecho como de hecho, incluso en situaciones transfronterizas. 

(52) El ejercicio efectivo de las libertades del mercado interior hace necesario que se 

garantice a las víctimas un acceso eficaz a los medios de resolución de litigios. Los 

daños y perjuicios que se pueden producir en el marco de los servicios de la sociedad de 

la información se caracterizan por su rapidez y por su extensión geográfica. Debido a 

esta característica y a la necesidad de velar por que las autoridades nacionales eviten 

que se ponga en duda la confianza mutua que se deben conceder, la presente Directiva 

requiere de los Estados miembros que establezcan las condiciones para que se puedan 

emprender los recursos judiciales pertinentes. Los Estados miembros estudiarán la 

necesidad de ofrecer acceso a los procedimientos judiciales por los medios electrónicos 

adecuados. 

(53) La Directiva 98/27/CE, aplicable a los servicios de la sociedad de la información, 

establece un mecanismo relativo a las acciones de cesación en materia de protección de 

los intereses colectivos de los consumidores; este mecanismo contribuirá a la libre 

circulación de los servicios de la sociedad de la información al garantizar un alto nivel 

de protección de los consumidores. 

(54) Las sanciones establecidas en virtud de la presente Directiva se entenderán sin 

perjuicio de cualquier otra sanción o reparación establecidas en virtud de la legislación 

nacional. Los Estados miembros no están obligados a establecer sanciones penales por 

infracción de las disposiciones nacionales adoptadas en aplicación de la presente 

Directiva. 

(55) La presente Directiva no afecta a la legislación aplicable a las obligaciones 

contractuales relativas a los contratos celebrados por los consumidores; por lo tanto, la 

presente Directiva no podré tener como efecto el privar al consumidor de la protección 
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que le confieren las normas obligatorias relativas a las obligaciones contractuales que 

impone la legislación del Estado miembro en que tiene su residencia habitual. 

(56) Por lo que se refiere a la excepción prevista en la presente Directiva, se deberá 

interpretar que las obligaciones contractuales en los contratos celebrados por los 

consumidores incluyen la información sobre elementos esenciales del contenido del 

contrato, incluidos los derechos del consumidor, que tengan una influencia determinante 

sobre la decisión de celebrarlo. 

(57) El Tribunal de Justicia siempre ha sostenido que un Estado miembro conserva el 

derecho de adoptar medidas contra un prestador de servicios establecido en otro Estado 

miembro, cuya actividad se dirige principalmente o en su totalidad hacia el territorio del 

primer Estado miembro, cuando dicho establecimiento se haya realizado con la 

intención de evadir la legislación que se hubiera aplicado al prestador de servicios en 

caso de que se hubiera establecido en el territorio del primer Estado miembro. 

(58) La presente Directiva no será aplicable a los servicios procedentes de prestadores 

establecidos en un tercer país; habida cuenta de la dimensión global del comercio 

electrónico, conviene garantizar, no obstante, la coherencia del marco comunitario con 

el marco internacional. La Directiva se entenderá sin perjuicio de los resultados a que se 

llegue en los debates en curso sobre los aspectos jurídicos en las organizaciones 

internacionales (entre otras, la Organización Mundial del Comercio, la Organización de 

Cooperación y Desarrollo Económico y la CNUDMI). 

(59) Pese a la naturaleza global de las comunicaciones electrónicas, es necesario 

coordinar las medidas reguladoras nacionales a escala de la Unión Europea, con el fin 

de evitar la fragmentación del mercado interior y establecer el adecuado marco 

regulador europeo. Dicha coordinación deberá contribuir también al establecimiento de 

una posición común firme en las negociaciones en los foros internacionales. 

(60) Para lograr un desarrollo sin trabas del comercio electrónico, es esencial que dicho 

marco jurídico sea sencillo, claro y seguro y compatible con las normas vigentes a 

escala internacional, de modo que no se vea afectada la competitividad de la industria 

europea y no se obstaculice la realización de acciones innovadoras en dicho ámbito. 
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(61) Para el correcto funcionamiento del mercado por vía electrónica en un contexto 

mundializado, es precisa una concertación entre la Unión Europea y los grandes 

espacios no europeos con el fin de compatibilizar las legislaciones y los procedimientos. 

(62) Debe reforzarse la cooperación con terceros países en el sector del comercio 

electrónico, en particular con los países candidatos, los países en vías de desarrollo y los 

principales socios comerciales de la Unión Europea. 

(63) La adopción de la presente Directiva no impide a los Estados miembros tener en 

cuenta las diferentes repercusiones sociales y socioculturales inherentes a la aparición 

de la sociedad de la información y, en particular, no impide que los Estados miembros 

adopten medidas políticas de conformidad con la legislación comunitaria con el 

propósito de alcanzar objetivos sociales, culturales y democráticas en atención a su 

diversidad lingüística, sus peculiaridades nacionales y regionales y su legado cultural, 

así como con el fin de proporcionar y garantizar el acceso público a un abanico lo más 

amplio posible de servicios de la sociedad de la información. El desarrollo de la 

sociedad de la información debe garantizar en todos los casos que los ciudadanos 

europeos puedan acceder al patrimonio cultural europeo en un entorno digital. 

(64) La comunicaciones electrónicas brindan a los Estados miembros una excelente vía 

para prestar servicios públicos en los ámbitos cultural, educativo y lingüístico. 

(65) El Consejo de Ministros, en su Resolución de 19 de enero de 1999 sobre la 

dimensión relativa a los consumidores de la sociedad de la información (25), ha 

destacado que la protección de los consumidores merecía especial atención en el marco 

de dicha sociedad. La Comisión examinará en qué medida las actuales normas de 

protección del consumidor no proporcionan la protección adecuada en relación con la 

sociedad de la información y, si procede, señalará las posibles lagunas de esta 

legislación y los aspectos en los que podría resultar necesario tomar medidas 

adicionales; llegado el caso, la Comisión debería hacer propuestas específicas 

adicionales para colmar las lagunas que haya detectado. 

HAN ADOPTADO LA PRESENTE DIRECTIVA: 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 
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Artículo 1 Objetivo y ámbito de aplicación 

1. El objetivo de la presente Directiva es contribuir al correcto funcionamiento del 

mercado interior garantizando la libre circulación de los servicios de la sociedad de la 

información entre los Estados miembros. 

2. En la medida en que resulte necesario para alcanzar el objetivo enunciado en el 

apartado 1 mediante la presente Directiva, se aproximarán entre sí determinadas 

disposiciones nacionales aplicables a los servicios de la sociedad de la información 

relativas al mercado interior, el establecimiento de los prestadores de servicios, las 

comunicaciones comerciales, los contratos por vía electrónica, la responsabilidad de los 

intermediarios, los códigos de conducta, los acuerdos extrajudiciales para la solución de 

litigios, los recursos judiciales y la cooperación entre Estados miembros. 

3. La presente Directiva completará el ordenamiento jurídico comunitario aplicable a los 

servicios de la sociedad de la información, sin perjuicio del nivel de protección, en 

particular, de la salud pública y de los intereses del consumidor, fijados tanto en los 

instrumentos comunitarios como en las legislaciones nacionales que los desarrollan, en 

la medida en que nos restrinjan la libertad de prestar servicios de la sociedad de la 

información. 

4. La presente Directiva no establece normas adicionales de Derecho internacional 

privado ni afecta a la jurisdicción de los tribunales de justicia. 

5. La presente Directiva no se aplicará: 

a) en materia de fiscalidad; 

b) a cuestiones relacionadas con servicios de la sociedad de la información 

incluidas en las Directivas 95/46/CE y 97/66/CE; 

c) a cuestiones relacionadas con acuerdos o prácticas que se rijan por la 

legislación sobre carteles; 

d) a las siguientes actividades de los servicios de la sociedad de la información; 
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- las actividades de los notarios o profesiones equivalentes, en la medida 

en que impliquen una conexión directa y específica con el ejercicio de la 

autoridad pública, 

- la representación de un cliente y la defensa de sus intereses ante los 

tribunales, 

- las actividades de juegos de azar que impliquen apuestas de valor 

monetario incluidas loterías y apuestas. 

6. La presente Directiva no afectará a las medidas adoptadas en el plano comunitario ni 

nacional, dentro del respeto del Derecho comunitario, para fomentar la diversidad 

cultural y lingüística y garantizar la defensa del pluralismo. 

 

 

 

Artículo 2 Definiciones 

A efectos de la presente Directiva, se entenderá por: 

a) "servicios de la sociedad de la información": servicios en el sentido del 

apartado 2 del artículo 1 de la Directiva 98/34/CE, modificada por la Directiva 

98/48/CE; 

b) "prestador de servicios": cualquier persona física o jurídica que suministre un 

servicio de la sociedad de la información; 

c) "prestador de servicios establecido": prestador que ejerce de manera efectiva 

una actividad económica a través de una instalación estable y por un período de 

tiempo indeterminado. La presencia y utilización de los medios técnicos y de las 

tecnologías utilizadas para prestar el servicio no constituyen en sí mismos el 

establecimiento del prestador de servicios; 
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d) "destinatario del servicio": cualquier persona física o jurídica que utilice un 

servicio de la sociedad de la información por motivos profesionales o de otro 

tipo y, especialmente, para buscar información o para hacerla accesible; 

e) "consumidor": cualquier persona física que actúa con un propósito ajeno a su 

actividad económica, negocio o profesión; 

f) "comunicación comercial": todas las formas de comunicación destinadas a 

proporcionar directa o indirectamente bienes, servicios o la imagen de una 

empresa, organización o persona con una actividad comercial, industrial, 

artesanal o de profesiones reguladas. No se consideran comunicaciones 

comerciales en sí mismas las siguientes: 

- los datos que permiten acceder directamente a la actividad de dicha 

empresa, organización o persona y, concretamente el nombre de dominio 

o la dirección de correo electrónico, 

- las comunicaciones relativas a los bienes, servicios o a la imagen de 

dicha empresa, organización o persona, elaboradas de forma 

independiente de ella, en particular cuando estos se realizan sin 

contrapartida económica; 

g) "profesión regulada": cualquier profesión en el sentido o bien de la letra d) del 

artículo 1 de la Directiva 89/48/CE del Consejo, de 21 de diciembre de 1988, 

relativa a un sistema general de reconocimiento de títulos de enseñanza superior 

que sancionen formaciones profesionales de una duración mínima de tres 

años(26), o de la letra f) del artículo 1 de la Directiva 92/51/CE del Consejo, de 

18 de junio de 1992, relativa a un segundo sistema general de reconocimiento de 

formaciones profesionales que completa la Directiva 89/48/CE(27); 

h) "ámbito coordinado": los requisitos exigibles a los prestadores de servicios en 

los regímenes jurídicos de los Estados miembros aplicables a los prestadores de 

servicios de la sociedad de la información a los servicios de la sociedad de la 

información, independientemente de si son de tipo general o destinados 

específicamente a los mismos. 
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i) El ámbito coordinado se refiere a los requisitos que debe cumplir el prestador 

de servicios en relación con: 

- el inicio de la actividad de un servicio de la sociedad de la información, 

como los requisitos relativos a cualificaciones, autorizaciones o 

notificaciones, 

- el ejercicio de la actividad de un servicio de la sociedad de la 

información, como los requisitos relativos al comportamiento del 

prestador de servicios, los requisitos en relación con la calidad o el 

contenido del servicio, incluidos los aplicables a publicidad y contratos, o 

los requisitos relativos a la responsabilidad del prestador de servicios. 

ii) El ámbito coordinado no se refiere a los requisitos siguientes: 

- requisitos aplicables a las mercancías en sí, 

- requisitos aplicables a la entrega de las mercancías, 

- requisitos aplicables a los servicios no prestados por medios 

electrónicos. 

Artículo 3 Mercado interior 

1. Todo Estado miembro velará por que los servicios de la sociedad de la información 

facilitados por un prestador de servicios establecido en su territorio respeten las 

disposiciones nacionales aplicables en dicho Estado miembro que formen parte del 

ámbito coordinado. 

2. Los Estados miembros no podrán restringir la libertad de prestación de servicios de la 

sociedad de la información de otro Estado miembro por razones inherentes al ámbito 

coordinado. 

3. No se aplicarán los apartados 1 y 2 a los ámbitos a que se hace referencia en el anexo. 
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4. Los Estados miembros podrán tomar medidas que constituyen excepciones al 

apartado 2 respecto de un determinado servicio de la sociedad de la información si se 

cumplen las condiciones siguientes: 

a) Las medidas deberán ser: 

i) necesarias por uno de los motivos siguientes: 

- orden público, en particular la prevención, investigación, 

descubrimiento y procesamiento del delito, incluidas la protección 

de menores y la lucha contra la instigación al odio por motivos de 

raza, sexo, religión o nacionalidad, así como las violaciones de la 

dignidad humana de personas individuales, 

- protección de la salud pública, 

- seguridad pública, incluidas la salvaguarda de la seguridad y la 

defensa nacionales, 

- protección de los consumidores, incluidos los inversores; 

ii) tomadas en contra de un servicio de la sociedad de la información que 

vaya en detrimento de los objetivos enunciados en el inciso i) o que 

presente un riesgo serio y grave de ir en detrimento de dichos objetivos; 

iii) proporcionadas a dichos objetivos. 

b) Antes de adoptar dichas medidas y sin perjuicio de los procesos judiciales, 

incluidas las actuaciones preliminares y los actos realizados en el marco de una 

investigación criminal, el Estado miembro deberá: 

- haber pedido al Estado miembro que figura en el apartado 1 que tome 

medidas y este último no haberlas tomado, o no haber resultado 

suficientes, 

- haber notificado a la Comisión y al Estado miembro mencionado en el 

apartado 1 su intención de adoptar dichas medidas. 
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5. En caso de urgencia, los Estados miembros podrán establecer excepciones a las 

condiciones estipuladas en la letra b) del apartado 4. Cuando así ocurra, las medidas se 

notificarán con la mayor brevedad a la Comisión y al Estado miembro a que hace 

referencia el apartado 1, indicando las razones de la urgencia según el Estado miembro. 

6. Sin perjuicio de la posibilidad de un Estado miembro de tomar las medidas en 

cuestión, la Comisión deberá examinar la compatibilidad de las medidas notificadas con 

el Derecho comunitario en el más breve plazo; en caso de que llegue a la conclusión de 

que dichas medidas son incompatibles con el Derecho comunitario, la Comisión 

solicitará a dicho Estado miembro que se abstenga de tomar ninguna de las medidas 

propuestas o que ponga fin lo antes posible a las mismas. 

 

CAPÍTULO II 

PRINCIPIOS 

Sección 1: Régimen de establecimiento y de información 

Artículo 4 Principio de no autorización previa 

1. Los Estados miembros dispondrán que el acceso a la actividad de prestador de 

servicios de la sociedad de la información no pueda someterse a autorización previa ni a 

ningún otro requisito con efectos equivalentes. 

2. Lo dispuesto en el apartado 1 no irá en perjuicio de los regímenes de autorización que 

no tengan por objeto específico y exclusivo los servicios de la sociedad de la 

información, ni de los regímenes cubiertos por la Directiva 97/13/CE del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 10 de abril de 1997, relativa a un marco común en materia de 

autorizaciones generales y licencias individuales en el ámbito de los servicios de 

telecomunicaciones (28). 

Artículo 5 Información general exigida 

1. Además de otros requisitos en materia de información contemplados en el Derecho 

comunitario, los Estados miembros garantizarán que el prestador de servicios permita a 
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los destinatarios del servicio y a las autoridades competentes acceder con facilidad y de 

forma directa y permanente como mínimo a los datos siguientes: 

a) nombre del prestador de servicios; 

b) dirección geográfica donde está establecido el prestador de servicios 

c) señas que permitan ponerse en contacto rápidamente con el prestador de 

servicios y establecer una comunicación directa y efectiva con él, incluyendo su 

dirección de correo electrónico; 

d) si el prestador de servicios está inscrito en un registro mercantil u otro registro 

público similar, nombre de dicho registro y número de inscripción asignado en él 

al prestador de servicios, u otros medios equivalentes de identificación en el 

registro; 

e) si una determinada actividad está sujeta a un régimen de autorización, los 

datos de la autoridad de supervisión correspondiente; 

f) en lo que se refiere a las profesiones reguladas: 

- si el prestador de servicios pertenece a un colegio profesional o 

institución similar, datos de dicho colegio o institución, 

- título profesional expedido y el Estado miembro en que se expidió, 

- referencia a las normas profesionales aplicables en el Estado miembro 

de establecimiento y los medios de acceder a las mismas; 

g) si el prestador de servicios ejerce una actividad gravada por el impuesto sobre 

el valor añadido (IVA), el número de identificación a que hace referencia el 

apartado 1 del artículo 22 de la Sexta Directiva 77/388/CEE del Consejo, de 17 

de mayo de 1977, en materia de armonización de las legislaciones de los Estados 

miembros relativas a los impuestos sobre el volumen de negocios - Sistema 

común del Impuesto sobre el Valor Añadido: base imponible uniforme (29). 
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2. Además de otros requisitos en materia de información establecidos en el Derecho 

comunitario, los Estados miembros garantizarán que cuando los servicios de la sociedad 

de la información hagan referencia a precios, éstos se indiquen claramente y sin 

ambigüedades, y se haga constar en particular, si están incluidos los impuestos y los 

gastos de envío. 

Sección 2: Comunicaciones comerciales 

Artículo 6 Información exigida 

Además de otros requisitos en materia de información establecidos en el Derecho 

comunitario, los Estados miembros garantizarán que las comunicaciones comerciales 

que forman parte o constituyen un servicio de la sociedad de la información cumplan al 

menos las condiciones siguientes: 

a) las comunicaciones comerciales serán claramente identificables como tales; 

b) será claramente identificable la persona física o jurídica en nombre de la cual 

se hagan dichas comunicaciones comerciales; 

c) las ofertas promocionales, como los descuentos, premios y regalos, cuando 

estén permitidos en el Estado miembro de establecimiento del prestador de 

servicios, deberán ser claramente identificables como tales, y serán fácilmente 

accesibles y presentadas de manera clara e inequívoca las condiciones que deban 

cumplirse para acceder a ellos; 

d) los concursos o juegos promocionales, cuando estén permitidos en el Estado 

miembro de establecimiento del prestador de servicios, serán claramente 

identificables como tales las condiciones de participación; serán fácilmente 

accesibles y se presentarán de manera clara e inequívoca. 

 

Artículo 7 Comunicación comercial no solicitada 

1. Además de otros requisitos establecidos en el Derecho comunitario, los Estados 

miembros que permitan la comunicación comercial no solicitada por correo electrónico 
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garantizarán que dicha comunicación comercial facilitada por un prestador de servicios 

establecido en su territorio sea identificable de manera clara e inequívoca como tal en el 

mismo momento de su recepción. 

2. Sin perjuicio de los dispuesto en las Directivas 97/7/CE y 97/66/CE, los Estados 

miembros deberán adoptar medidas para garantizar que los prestadores de servicios que 

realicen comunicaciones comerciales no solicitadas por correo electrónico consulten 

regularmente las listas de exclusión voluntaria ("opt-out") en las que se podrán inscribir 

las personas físicas que no deseen recibir dichas comunicaciones comerciales, y las 

respeten. 

Artículo 8 Profesiones reguladas 

1. Los Estados miembros garantizarán que esté permitido el uso de comunicaciones 

comerciales que en todo o en parte constituyan un servicio de la sociedad de la 

información facilitado por un miembro de una profesión regulada, condicionado al 

cumplimiento de normas profesionales relativas, en particular, a la independencia, 

dignidad y honor de la profesión, el secreto profesional y la lealtad hacia clientes y 

colegas. 

2. Sin perjuicio de la autonomía de los colegios y asociaciones profesionales, los 

Estados miembros y la Comisión fomentarán que las asociaciones y colegios 

profesionales establezcan códigos de conducta comunitarios para determinar los tipos de 

información que puedan facilitarse a efectos de comunicación comercial, con arreglo a 

las normas a que se hace referencia en el apartado 1. 

3. A la hora de elaborar propuestas de iniciativas comunitarias que puedan resultar 

necesarias para garantizar el funcionamiento adecuado del mercado interior en los que 

se refiere a la información a la que hace referencia el apartado 2, la Comisión tendrá 

debidamente en cuenta los códigos de conducta aplicables en el plano comunitario y 

actuará en estrecha cooperación con las asociaciones y colegios profesionales 

correspondientes. 

4. La presente Directiva se aplicará además de las Directivas comunitarias relativas al 

acceso a las actividades de las profesiones reguladas y a su ejercicio. 
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Sección 3: Contratos por vía electrónica 

Artículo 9 

Tratamiento de los contratos por vía electrónica 

1. Los Estados miembros velarán por que su legislación permita la celebración de 

contratos por vía electrónica. Los Estados miembros garantizarán en particular que el 

régimen jurídico aplicable al proceso contractual no entorpezca la utilización real de los 

contratos por vía electrónica, ni conduzca a privar de efecto y de validez jurídica a este 

tipo de contratos en razón de su celebración por vía electrónica. 

2. Los Estados miembros podrán disponer que el apartado 1 no se aplique a contratos 

incluidos en una de las categorías siguientes: 

a) los contratos de creación o transferencia de derechos en materia inmobiliaria, 

con la excepción de los derechos de arrendamiento; 

b) los contratos que requieran por ley la intervención de los tribunales, las 

autoridades públicas o profesionales que ejerzan una función pública; 

c) los contratos de crédito y caución y las garantías presentadas por personas que 

actúan por motivos ajenos a su actividad económica, negocio o profesión; 

d) los contratos en materia de Derecho de familia o de sucesiones. 

3. Los Estados miembros comunicarán a la Comisión las categorías a que hace 

referencia el apartado 2 a las que no se aplicará el apartado 1. Los Estados miembros 

enviarán a la Comisión cada cinco años un informe sobre la aplicación del apartado 2, 

explicando los motivos por los que consideran necesario mantener las categorías a que 

hace referencia la letra b) del apartado 2, a las que no aplicará el apartado 1. 

Artículo 10 Información exigida 

1. Además de otros requisitos en materia de información contemplados en el Derecho 

comunitario, los Estados miembros garantizarán, excepto cuando las partes que no son 

consumidores así los acuerden, que el prestador de servicios facilite al menos la 
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siguiente información de manera clara, comprensible e inequívoca y antes de que el 

destinatario del servicio efectúe un pedido: 

a) los diferentes pasos técnicos que deben darse para celebrar el contrato; 

b) si el prestador de servicios va a registrar o no el contrato celebrado, y si éste 

va a ser accesible; 

c) los medios técnicos para identificar y corregir los errores de introducción de 

datos antes de efectuar el pedido; 

d) las lenguas ofrecidas para la celebración del contrato. 

2. Los Estados miembros garantizarán que, excepto cuando las partes que no son 

consumidores así lo acuerden, el prestador de servicios indique los códigos de conducta 

correspondientes a los que se acoja y facilite información sobre la manera de consultar 

electrónicamente dichos códigos. 

3. Las condiciones generales de los contratos facilitadas al destinatario deben estar 

disponibles de tal manera que éste pueda almacenarlas y reproducirlas. 

4. Los apartados 1 y 2 no son aplicables a los contratos celebrados exclusivamente 

mediante intercambio de correo electrónico u otra comunicación individual equivalente. 

Artículo 11 Realización de un pedido 

1. Los Estados miembros garantizarán que, excepto cuando las partes que no son 

consumidores así lo acuerden, en los casos en que el destinatario de un servicio efectúe 

su pedido por vía electrónica, se aplicarán los principios siguientes: 

- el prestador de servicios debe acusar recibo del pedido del destinatario sin 

demora indebida y por vía electrónica, 

- se considerará que se han recibido el pedido y el acuse de recibo cuando las 

partes a las que se dirigen puedan tener acceso a los mismos. 

2. Los Estados miembros garantizarán que, excepto cuando así lo acuerden las partes 

que no son consumidores, el prestador de servicios ponga a disposición del destinatario 
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del servicio los medios técnicos adecuados, eficaces, accesibles que le permitan 

identificar y corregir los errores de introducción de datos, antes de realizar el pedido. 

3. El primer guión del apartado 1 y el apartado 2 del artículo 11 no se aplicarán a los 

contratos celebrados exclusivamente por intercambio de correo electrónico u otra 

comunicación individual equivalente. 

 

Sección 4: Responsabilidad de los prestadores de servicios intermediarios 

Artículo 12 Mera transmisión 

1. Los Estados miembros garantizarán que, en el caso de un servicio de la sociedad de la 

información que consista en transmitir en una red de comunicaciones, datos facilitados 

por el destinatario del servicio o en facilitar acceso a una red de comunicaciones, no se 

pueda considerar al prestador de servicios de este tipo responsable de los datos 

transmitidos, a condición de que el prestador de servicios: 

a) no haya originado él mismo la transmisión; 

b) no seleccione al destinatario de la transmisión; y 

c) no seleccione ni modifique los datos transmitidos. 

 

2. Las actividades de transmisión y concesión de acceso enumeradas en el apartado 1 

engloban el almacenamiento automático, provisional y transitorio de los datos 

transmitidos siempre que dicho almacenamiento sirva exclusivamente para ejecutar la 

transmisión en la red de comunicaciones y que su duración no supere el tiempo 

razonablemente necesario para dicha transmisión. 

3. El presente artículo no afectará a la posibilidad de que un tribunal o una autoridad 

administrativa, de conformidad con los sistemas jurídicos de los Estados miembros, 

exija al prestador de servicios que ponga fin a una infracción o que la impida. 

Artículo 13 Memoria tampón (Caching) 
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1. Los Estados miembros garantizarán que, cuando se preste un servicio de la sociedad 

de la información consistente en transmitir por una red de comunicaciones datos 

facilitados por el destinatario del servicio, el prestador del servicio no pueda ser 

considerado responsable del almacenamiento automático, provisional y temporal de esta 

información, realizado con la única finalidad de hacer más eficaz la transmisión ulterior 

de la información a otros destinatarios del servicio, a petición de éstos, a condición de 

que: 

a) el prestador de servicios no modifique la información; 

b) el prestador de servicios cumpla las condiciones de acceso a la información; 

c) el prestador de servicios cumpla las normas relativas a la actualización de la 

información, especificadas de manera ampliamente reconocida y utilizada por el 

sector; 

d) el prestador de servicios no interfiera en la utilización lícita de tecnología 

ampliamente reconocida y utilizada por el sector, con el fin de obtener datos 

sobre la utilización de la información; y 

e) el prestador de servicios actúe con prontitud para retirar la información que 

haya almacenado, o hacer que el acceso a ella será imposible, en cuanto tenga 

conocimiento efectivo del hecho de que la información ha sido retirada del lugar 

de la red en que se encontraba inicialmente, de que se ha imposibilitado el 

acceso a dicha información o de que un tribunal o una autoridad administrativa 

ha ordenado retirarla o impedir que se acceda a ella. 

2. El presente artículo no afectará a la posibilidad de que un tribunal o una autoridad 

administrativa, de conformidad con los sistemas jurídicos de los Estados miembros, 

exija al prestador de servicios poner fin a una infracción o impedirla. 

Artículo 14 Alojamiento de datos 

1. Los Estados miembros garantizarán que, cuando se preste un servicio de la sociedad 

de la información consistente en almacenar datos facilitados por el destinatario del 
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servicio, el prestador de servicios no pueda ser considerado responsable de los datos 

almacenados a petición del destinatario, a condición de que: 

a) el prestador de servicios no tenga conocimiento efectivo de que la actividad a 

la información es ilícita y, en lo que se refiere a una acción por daños y 

perjuicios, no tenga conocimiento de hechos o circunstancias por los que la 

actividad o la información revele su carácter ilícito, o de que, 

b) en cuanto tenga conocimiento de estos puntos, el prestador de servicios actúe 

con prontitud para retirar los datos o hacer que el acceso a ellos sea imposible. 

2. El apartado 1 no se aplicará cuando el destinatario del servicio actúe bajo la autoridad 

o control del prestador de servicios. 

3. El presente artículo no afectará la posibilidad de que un tribunal o una autoridad 

administrativa, de conformidad con los sistemas jurídicos de los Estados miembros, 

exijan al prestador de servicios de poner fin a una infracción o impedirla, ni a la 

posibilidad de que los Estados miembros establezcan procedimientos por los que se rija 

la retirada de datos o impida el acceso a ellos. 

Artículo 15 Inexistencia de obligación general de supervisión 

1. Los Estados miembros no impondrán a los prestadores de servicios una obligación 

general de supervisar los datos que transmitan o almacenen, ni una obligación general 

de realizar búsquedas activas de hechos o circunstancias que indiquen actividades 

ilícitas, respecto de los servicios contemplados en los artículos 12, 13 y 14. 

2. Los Estados miembros podrán establecer obligaciones tendentes a que los prestadores 

de servicios de la sociedad de la información comuniquen con prontitud a las 

autoridades públicas competentes los presuntos datos ilícitos o las actividades ilícitas 

llevadas a cabo por destinatarios de su servicio o la obligación de comunicar a las 

autoridades competentes, a solicitud de éstas, información que les permita identificar a 

los destinatarios de su servicio con los que hayan celebrado acuerdos de 

almacenamiento. 
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CAPÍTULO III APLICACIÓN 

Artículo 16 Códigos de conducta 

1. Los Estados miembros y la Comisión fomentarán: 

a) la elaboración de códigos de conducta a nivel comunitario, a través de 

asociaciones u organizaciones comerciales, profesionales o de consumidores, 

con el fin de contribuir a que se apliquen correctamente los artículos 5 a 15; 

b) el envío voluntario a la Comisión de los proyectos de códigos de conducta a 

nivel nacional o comunitario; 

c) la posibilidad de acceder a los códigos de conducta por vía electrónica en las 

lenguas comunitarias; 

d) la comunicación a los Estados miembros y a la Comisión, por parte de las 

asociaciones u organizaciones profesionales y de consumidores, de la evaluación 

que éstas hagan de la aplicación de sus códigos de conducta y su repercusión en 

las prácticas, usos o costumbres relacionados con el comercio electrónico; 

e) la elaboración de códigos de conducta en materia de protección de los 

menores y de la dignidad humana. 

2. Los Estados miembros y la Comisión fomentarán la participación de asociaciones u 

organizaciones que representen a los consumidores en la redacción y aplicación de los 

códigos de conducta que afecten a sus intereses, y que se elaborarán de conformidad 

con lo dispuesto en la letra a) del apartado1. 

Cuando resulte adecuado, a fin de tener en cuenta sus necesidades específicas, deberá 

consultarse a las asociaciones que representen a los discapacitados y a los malvidentes. 

Artículo 17 Solución extrajudicial de litigios 

1. Los Estados miembros velarán por que, en caso de desacuerdo entre un prestador de 

servicios de la sociedad de la información y el destinatario del servicio, su legislación 

no obstaculice la utilización de los mecanismos de solución extrajudicial, existentes con 
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arreglo a la legislación nacional para la solución de litigios, incluso utilizando vías 

electrónicas adecuadas. 

2. Los Estados miembros alentarán a los órganos responsables de la solución 

extrajudicial de litigios, en particular de litigios en materia de productos de consumo, a 

que actúen de modo tal que proporcionen garantías de procedimiento adecuadas a las 

partes afectadas. 

3. Los Estados miembros incitarán a los órganos responsables de la solución 

extrajudicial de litigios a que informen a la Comisión de las decisiones relevantes que 

tomen en relación con los servicios de la sociedad de la información, y a que le 

transmitan todos los demás datos sobre prácticas, usos o costumbres relacionados con el 

comercio electrónico. 

Artículo 18 Recursos judiciales 

1. Los Estados miembros velarán por que los recursos judiciales existentes en virtud de 

la legislación nacional en relación con las actividades de servicios de la sociedad de la 

información permitan adoptar rápidamente medidas, incluso medidas provisionales, 

destinadas a poner término a cualquier presunta infracción y a evitar que se produzcan 

nuevos perjuicios contra los intereses afectados. 

2. En el anexo de la Directiva 98/27/CE se añadirá el punto siguiente: 

"11. Directiva 2000/31/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 

2000, relativa a determinados aspectos jurídicos de los servicios de la sociedad de la 

información, en particular el comercio electrónico, en el mercado interior ('Directiva 

sobre el comercio electrónico') (DO L 178 de 17.7.2000, p.1)." 

Artículo 19 Cooperación 

1. Los Estados miembros dispondrán de los medios de control e investigación 

necesarios para aplicar de forma eficaz la presente Directiva y garantizarán que los 

prestadores de servicios comuniquen la información requerida. 
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2. Los Estados miembros cooperarán con los demás Estados miembros y, a tal efecto, 

designarán uno o más puntos de contacto cuyas señas comunicarán a los demás Estados 

miembros y a la Comisión. 

3. Los Estados miembros facilitarán, a la mayor brevedad y de conformidad con la 

legislación nacional, la ayuda y la información que les soliciten otros Estados miembros 

o la Comisión, incluso utilizando las vías electrónicas adecuadas. 

4. Los Estados miembros crearán puntos de contacto accesibles, como mínimo, por vía 

electrónica y a los que los destinatarios de un servicio y los prestadores de servicios 

podrán dirigirse para: 

a) conseguir información general sobre sus derechos y obligaciones 

contractuales así como los mecanismos de reclamación y recurso disponibles en 

caso de litigio, incluidos los aspectos prácticos relativos a la utilización de tales 

mecanismos; 

b) obtener los datos de las autoridades, asociaciones u organizaciones de las que 

pueden obtener información adicional o asistencia práctica. 

5. Los Estados miembros velarán por que se comunique a la Comisión toda decisión 

administrativa o resolución judicial de carácter relevante que se adopte en sus 

respectivos territorios sobre litigios relativos a los servicios de la sociedad de la 

información y a las prácticas, usos y costumbres relacionados con el comercio 

electrónico. La Comisión comunicará dichas decisiones o resoluciones a los demás 

Estados miembros. 

Artículo 20 Sanciones 

Los Estados miembros determinarán las sanciones aplicables a las infracciones de las 

disposiciones nacionales que se adopten en aplicación de la presente Directiva y 

tomarán todas las medidas necesarias para garantizar su aplicación. Las sanciones que 

establezcan deberán ser efectivas, proporcionadas y disuasorias. 

CAPÍTULO IV DISPOSICIONES FINALES 

Artículo 21 Reexamen 
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1. Antes del 17 de julio de 2003 y, a continuación, cada dos años, la Comisión 

presentará al Parlamento Europeo, al Consejo y al Comité Económico y Social un 

informe sobre su aplicación, que irá acompañado, en su caso, de propuestas para 

adaptarla a la evolución jurídica, técnica y económica en el ámbito de los servicios de la 

sociedad de la información, en particular por lo que respecta a la prevención del delito, 

protección de menores, de los consumidores y al buen funcionamiento del mercado 

interior. 

2. Al examinar la necesidad de adaptar la presente Directiva, el informe analizará 

especialmente la necesidad de presentar propuestas relativas a la responsabilidad de los 

proveedores de hipervínculos y servicios de instrumentos de localización, a los 

procedimientos de "detección y retirada" y a la imputación de responsabilidad tras la 

retirada del contenido. El informe analizará asimismo la necesidad de establecer 

condiciones suplementarias para la exención de responsabilidad, dispuesta de los 

artículos 12 y 13, en función del desarrollo tecnológico, así como la posibilidad de 

aplicar los principios del mercado interior a las comunicaciones comerciales por correo 

electrónico no solicitadas. 

Artículo 22 Transposición 

1. Los Estados miembros adoptarán las disposiciones legales, reglamentarias y 

administrativas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en la presente 

Directiva antes del 17 de enero de 2002. Las comunicarán inmediatamente a la 

Comisión. 

2. Cuando los Estados miembros adopten las disposiciones contempladas en el apartado 

1, éstas incluirán una referencia a la presente Directiva o irán acompañadas de dicha 

referencia en su publicación oficial. Los Estados miembros establecerán las 

modalidades de la mencionada referencia. 

Artículo 23 Entrada en vigor 

La presente Directiva entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de las 

Comunidades Europeas. 

Artículo 24 Destinatarios 
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Los destinatarios de la presente Directiva serán los Estados miembros. 

Hecho en Luxemburgo, el 8 de junio de 2000. 

Por el Parlamento Europeo 

La Presidenta 

N. Fontaine 

Por el Consejo 

El Presidente 

G. d'Oliveira Martins 
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ANEXO 

EXCEPCIONES AL ARTÍCULO 3 

Tal como se establece en el apartado 3 del artículo 3, los apartados 1 y 2 del artículo 3 

no se aplicarán a los ámbitos siguientes: 

- derechos de autor, derechos afines y derechos mencionados en la Directiva 

87/54/CEE(1) y en la Directiva 96/9/CE(2), así como a los derechos de propiedad 

industrial, 

- emisión de moneda electrónica por parte de instituciones a las que los Estados 

miembros hayan aplicado una de las excepciones previstas en el apartado 1 del artículo 

8 de la Directiva 2000/46/CE(3), 

- apartado 2 del artículo 44 de la Directiva 85/611/CEE(4), 

- artículo 30 y título IV de la Directiva 92/49/CEE(5), título IV de la Directiva 

92/96/CEE(6), artículos 7 y 8 de la Directiva 88/357/CEE(7) y artículo 4 de la Directiva 

90/619/CEE(8), 

- libertad de las partes de elegir la legislación aplicable a su contrato, 

- obligaciones contractuales relativas a contratos celebrados por los consumidores, 
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- validez formal de los contratos por los que se crean o transfieren derechos en materia 

de propiedad inmobiliaria, en caso de que dichos contratos estén sujetos a requisitos 

formales obligatorios en virtud de la legislación del Estado miembro en el que esté 

situada la propiedad inmobiliaria, 

- licitud de las comunicaciones comerciales no solicitadas por correo electrónico. 

(1) DO L 24 de 27.1.1987, p. 36. 

(2) DO L 77 de 27.3.1996, p. 20. 

(3) No publicada aún en el Diario Oficial. 

(4) DO L 375 de 31.12.1985, p. 3; Directiva cuya última modificación la constituye la 

Directiva 95/26/CE (DO L 168 de 18.7.1995, p. 7). 

(5) DO L 228 de 11.8.1992, p. 1; Directiva cuya última modificación la constituye la 

Directiva 92/26/CE. 

(6) DO L 360 de 9.12.1992, p. 1; Directiva cuya última modificación la constituye la 

Directiva 95/26/CE. 

(7) DO L 172 de 4.7.1988, p. 1; Directiva cuya última modificación la constituye la 

Directiva 92/49/CE. 

(8) DO L 330 de 29.11.1990, p. 50; Directiva cuya última modificación la constituye la 

Directiva 92/96/CE. 
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Directiva 2002/58/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 

de 12 de julio, relativa al tratamiento de los datos personales y 

a la protección de la intimidad en el sector de las 

comunicaciones electrónicas (Directiva sobre la privacidad y 

las comunicaciones electrónicas) 

 

(DO L 201, 31.7.2002) 

EL PARLAMENTO EUROPEO Y EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA, 

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea y, en particular, su artículo 95, 

Vista la propuesta de la Comisión (1), 

Visto el dictamen del Comité Económico y Social (2), 

Previa consulta al Comité de las Regiones, 

De conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 251 del Tratado (3), 

 

Considerando lo siguiente: 

(1) La Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 

1995, relativa a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de 

los datos personales y a la libre circulación de estos datos (4), insta a los Estados 

miembros a garantizar los derechos y libertades de las personas físicas en lo que 

respecta al tratamiento de los datos personales y, en especial, su derecho a la intimidad, 

de forma que los datos personales puedan circular libremente en la Comunidad. 

(2) La presente Directiva pretende garantizar el respeto de los derechos fundamentales y 

observa los principios consagrados, en particular, en la Carta de los Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea. Señaladamente, la presente Directiva pretende 

garantizar el pleno respeto de los derechos enunciados en los artículos 7 y 8 de dicha 

Carta. 

(3) La confidencialidad de las comunicaciones está garantizada de conformidad con los 

instrumentos internacionales relativos a los derechos humanos, especialmente el 

Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 

Fundamentales y las constituciones de los Estados miembros. 

(4) La Directiva 97/66/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de diciembre 

de 1997, relativa al tratamiento de los datos personales y a la protección de la intimidad 
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en el sector de las telecomunicaciones (5), tradujo los principios establecidos en la 

Directiva 95/46/CE en normas concretas para el sector de las telecomunicaciones. La 

Directiva 97/66/CE debe ser adaptada al desarrollo de los mercados y de las tecnologías 

de los servicios de comunicaciones electrónicas para que el nivel de protección de los 

datos personales y de la intimidad ofrecido a los usuarios de los servicios de 

comunicaciones electrónicas disponibles al público sea el mismo, con independencia de 

las tecnologías utilizadas. Procede, pues, derogar dicha Directiva y sustituirla por la 

presente. 

(5) Actualmente se están introduciendo en las redes públicas de comunicación de la 

Comunidad nuevas tecnologías digitales avanzadas que crean necesidades específicas 

en materia de protección de datos personales y de la intimidad de los usuarios. El 

desarrollo de la sociedad de la información se caracteriza por la introducción de nuevos 

servicios de comunicaciones electrónicas. 

El acceso a las redes móviles digitales está ya disponible y resulta asequible para un 

público muy amplio. Estas redes digitales poseen gran capacidad y muchas 

posibilidades en materia de tratamiento de los datos personales. El éxito del desarrollo 

transfronterizo de estos servicios depende en parte de la confianza de los usuarios en 

que no se pondrá en peligro su intimidad. 

(6) Internet está revolucionando las estructuras tradicionales del mercado al aportar una 

infraestructura común mundial para la prestación de una amplia gama de servicios de 

comunicaciones electrónicas. Los servicios de comunicaciones electrónicas disponibles 

al público a través de Internet introducen nuevas posibilidades para los usuarios, pero 

también nuevos riesgos para sus datos personales y su intimidad. 

(7) En el caso de las redes públicas de comunicación, deben elaborarse disposiciones 

legales, reglamentarias y técnicas específicas con objeto de proteger los derechos y 

libertades fundamentales de las personas físicas y los intereses legítimos de las personas 

jurídicas, en particular frente a la creciente capacidad de almacenamiento y tratamiento 

informático de datos relativos a abonados y usuarios. 

(8) Deben armonizarse las disposiciones legales, reglamentarias y técnicas adoptadas 

por los Estados miembros para proteger los datos personales, la intimidad y los intereses 

legítimos de las personas jurídicas en el sector de las comunicaciones electrónicas, a fin 

de evitar obstáculos para el mercado interior de las comunicaciones electrónicas de 

conformidad con el artículo 14 del Tratado. La armonización debe limitarse a los 

requisitos necesarios para garantizar que no se vean obstaculizados el fomento y el 
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desarrollo de los nuevos servicios y redes de comunicaciones electrónicas entre Estados 

miembros. 

(9) Los Estados miembros, los proveedores y usuarios afectados y las instancias 

comunitarias competentes deben cooperar para el establecimiento y el desarrollo de las 

tecnologías pertinentes cuando sea necesario para aplicar las garantías previstas en la 

presente Directiva y teniendo especialmente en cuenta el objetivo de reducir al mínimo 

el tratamiento de los datos personales y de tratar la información de forma anónima o 

mediante seudónimos cuando sea posible. 

(10) En el sector de las comunicaciones electrónicas es de aplicación la Directiva 

95/46/CE, en particular para todas las cuestiones relativas a la protección de los 

derechos y las libertades fundamentales que no están cubiertas de forma específica por 

las disposiciones de la presente Directiva, incluidas las obligaciones del responsable del 

tratamiento de los datos y los derechos de las personas. La Directiva 95/46/CE se aplica 

a los servicios de comunicaciones electrónicas que no sean de carácter público. 

(11) Al igual que la Directiva 95/46/CE, la presente Directiva no aborda la protección 

de los derechos y las libertades fundamentales en relación con las actividades no regidas 

por el Derecho comunitario. Por lo tanto, no altera el equilibrio actual entre el derecho 

de las personas a la intimidad y la posibilidad de que disponen los Estados miembros, 

según se indica en el apartado 1 del artículo 15 de la presente Directiva, de tomar las 

medidas necesarias para la protección de la seguridad pública, la defensa, la seguridad 

del Estado (incluido el bienestar económico del Estado cuando las actividades tengan 

relación con asuntos de seguridad del Estado) y la aplicación del Derecho penal. En 

consecuencia, la presente Directiva no afecta a la capacidad de los Estados miembros 

para interceptar legalmente las comunicaciones electrónicas o tomar otras medidas, 

cuando sea necesario, para cualquiera de estos fines y de conformidad con el Convenio 

Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 

Fundamentales, según la interpretación que se hace de éste en las sentencias del 

Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Dichas medidas deberán ser necesarias en una 

sociedad democrática y rigurosamente proporcionales al fin que se pretende alcanzar y 

deben estar sujetas, además, a salvaguardias adecuadas, de conformidad con el 

Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 

Fundamentales.  

(12) Los abonados de un servicio de comunicaciones electrónicas disponible para el 

público pueden ser personas físicas o jurídicas. Al complementar la Directiva 95/46/CE, 
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la presente Directiva pretende proteger los derechos fundamentales de las personas 

físicas y, en particular, su derecho a la intimidad, así como los intereses legítimos de las 

personas jurídicas. La presente Directiva no supone obligación alguna por parte de los 

Estados miembros de hacer extensiva la aplicación de la Directiva 95/46/CE a la 

protección de los intereses legítimos de las personas jurídicas, que está garantizada en el 

marco de la legislación comunitaria y nacional. 

(13) La relación contractual entre un abonado y un proveedor de servicios puede 

implicar un pago periódico o único por el servicio prestado o por prestar. Las tarjetas de 

prepago se consideran asimismo un contrato. 

(14) Los datos de localización pueden referirse a la latitud, la longitud y la altitud del 

equipo terminal del usuario, a la dirección de la marcha, al nivel de precisión de la 

información de la localización, a la identificación de la célula de red en la que está 

localizado el equipo terminal en un determinado momento o a la hora en que la 

información de localización ha sido registrada. 

(15) Una comunicación puede incluir cualquier dato relativo a nombres, números o 

direcciones facilitado por el remitente de una comunicación o el usuario de una 

conexión para llevar a cabo la comunicación. Los datos de tráfico pueden incluir 

cualquier conversión de dicha información efectuada por la red a través de la cual se 

transmita la comunicación a efectos de llevar a cabo la transmisión. 

 

 Los datos de tráfico pueden referirse, entre otras cosas, al encaminamiento, la duración, 

la hora o el volumen de una comunicación, al protocolo utilizado, a la localización del 

equipo terminal del remitente o destinatario, a la red en que se origina o concluye la 

transmisión, al principio, fin o duración de una conexión. También pueden referirse al 

formato en que la red conduce la comunicación. 

 (16) La información que forma parte de un servicio de radiodifusión suministrado en 

una red pública de comunicaciones y está dirigida a una audiencia potencialmente 

ilimitada no constituye una comunicación con arreglo a la presente Directiva. No 

obstante, en casos en que se pueda identificar al abonado o usuario individual que recibe 

dicha información, por ejemplo con servicios de vídeo a la carta, la información 

conducida queda incluida en el significado del término «comunicación» a efectos de la 

presente Directiva. 

(17) A efectos de la presente Directiva, el consentimiento de un usuario o abonado, 

independientemente de que se trate de una persona física o jurídica, debe tener el mismo 
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significado que el consentimiento de la persona afectada por los datos tal como se 

define y se especifica en la Directiva 95/46/CE. El consentimiento podrá darse por 

cualquier medio apropiado que permita la manifestación libre, inequívoca y fundada de 

la voluntad del usuario, por ejemplo mediante la selección de una casilla de un sitio 

Web en Internet. 

(18) Los servicios con valor añadido pueden consistir, por ejemplo, en recomendaciones 

sobre las tarifas menos costosas, orientación vial, información sobre tráfico, previsiones 

meteorológicas o información turística. 

 

 

(19) La aplicación de determinados requisitos relativos a la presentación y a 

restricciones en la identificación de la línea de origen y de la línea conectada y al desvío 

automático de las llamadas a las líneas de abonado conectadas a centrales analógicas no 

debe ser obligatoria en aquellos casos particulares en los que dicha aplicación resulte 

imposible técnicamente, o en los que requiera un esfuerzo económico 

desproporcionado. Es importante que las partes interesadas sean informadas de dichos 

casos, y por consiguiente los Estados miembros deben notificarlos a la Comisión. 

(20) Los proveedores de servicios deben tomar las medidas adecuadas para salvaguardar 

la seguridad de sus servicios, de ser necesario en conjunción con el suministrador de la 

red, e informar a los abonados de todo riesgo especial relativo a la seguridad de la red. 

Tales riesgos pueden presentarse especialmente en el caso de los servicios de 

comunicaciones electrónicas a través de una red abierta como Internet o de una red de 

telefonía móvil analógica. Resulta particularmente importante que los abonados y 

usuarios de tales servicios sean plenamente informados por su proveedor de servicios de 

los riesgos para la seguridad que escapan a posibles soluciones adoptadas por dicho 

proveedor de servicios. Los proveedores de servicios que ofrecen servicios de 

comunicaciones electrónicas disponibles al público a través de Internet deben informar 

a usuarios y abonados de las medidas que pueden adoptar para proteger la seguridad de 

sus comunicaciones, por ejemplo utilizando determinados tipos de soporte lógico o 

tecnologías de cifrado. La exigencia de informar a los abonados de riesgos de seguridad 

particulares no exime al proveedor del servicio de la obligación de tomar a sus expensas 

medidas inmediatas y adecuadas para solucionar cualesquiera riesgos nuevos e 

imprevistos de seguridad y restablecer el nivel normal de seguridad del servicio. 



 Protección de datos en desarrollo para Internet 

 301 

El suministro de información sobre riesgos de seguridad al abonado debe ser gratuito, 

salvo los costes nominales en que pueda incurrir el abonado al recibir o recoger la 

información, por ejemplo al cargar un mensaje de correo electrónico. La seguridad se 

valora a la luz del artículo 17 de la Directiva 95/46/CE. 

(21) Deben adoptarse medidas para evitar el acceso no autorizado a las comunicaciones 

a fin de proteger la confidencialidad de las mismas, incluidos tanto sus contenidos como 

cualquier dato relacionado con ellas, por medio de las redes públicas de comunicaciones 

y los servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público. La legislación 

nacional de algunos Estados miembros prohíbe solamente el acceso intencionado no 

autorizado a las comunicaciones. 

(22) Al prohibirse el almacenamiento de comunicaciones, o de los datos de tráfico 

relativos a éstas, por terceros distintos de los usuarios o sin su consentimiento no se 

pretende prohibir el almacenamiento automático, intermedio y transitorio de esta 

información, en la medida en que sólo tiene lugar para llevar a cabo la transmisión en la 

red de comunicaciones electrónicas, y siempre que la información no se almacene 

durante un período mayor que el necesario para la transmisión y para los fines de la 

gestión del tráfico, y que durante el período de almacenamiento se garantice la 

confidencialidad. Cuando resulte necesario para hacer más eficaz la transmisión de toda 

información públicamente asequible a otros destinatarios del servicio a solicitud de los 

mismos, la presente Directiva no debe evitar que dicha información siga almacenada 

más tiempo, siempre que la misma sea, en cualquier caso, asequible al público sin 

restricciones y que se eliminen todos los datos relativos a los abonados o usuarios 

individuales que pidan tal información. 

(23) La confidencialidad de las comunicaciones debe garantizarse también en el curso 

de las prácticas comerciales lícitas. Cuando sea necesario y esté legalmente autorizado, 

las comunicaciones podrán grabarse al objeto de proporcionar la prueba de una 

transacción comercial. La Directiva 95/46/CE es de aplicación a este tipo de 

tratamiento. Los interlocutores en las comunicaciones deben ser informados con 

anterioridad a la grabación sobre la misma, su objeto y la duración de su 

almacenamiento. La comunicación grabada debe ser eliminada en cuanto sea posible y 

en cualquier caso a más tardar al concluir el plazo durante el cual dicha transacción 

puede ser impugnada jurídicamente. 

(24) Los equipos terminales de los usuarios de redes de comunicaciones electrónicas, 

así como toda información almacenada en dichos equipos, forman parte de la esfera 
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privada de los usuarios que debe ser protegida de conformidad con el Convenio 

Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 

Fundamentales. Los denominados «programas espía» (spyware), Web bugs, 

identificadores ocultos y otros dispositivos similares pueden introducirse en el terminal 

del usuario sin su conocimiento para acceder a información, archivar información oculta 

o rastrear las actividades del usuario, lo que puede suponer una grave intrusión en la 

intimidad de dichos usuarios. Sólo debe permitirse la utilización de tales dispositivos 

con fines legítimos y con el conocimiento de los usuarios afectados. 

(25) No obstante, los dispositivos de este tipo, por ejemplo los denominados «chivatos» 

(cookies), pueden constituir un instrumento legítimo y de gran utilidad, por ejemplo, 

para analizar la efectividad del diseño y de la publicidad de un sitio Web y para verificar 

la identidad de usuarios partícipes en una transacción en línea. 

En los casos en que estos dispositivos, por ejemplo los denominados «chivatos» 

(cookies), tengan un propósito legítimo, como el de facilitar el suministro de servicios 

de la sociedad de la información, debe autorizarse su uso a condición de que se facilite a 

los usuarios información clara y precisa al respecto, de conformidad con la Directiva 

95/46/CE, para garantizar que los usuarios están al corriente de la información que se 

introduce en el equipo terminal que están utilizando. Los usuarios deben tener la 

posibilidad de impedir que se almacene en su equipo terminal un «chivato» (cookie) o 

dispositivo semejante. Esto es particularmente importante cuando otros usuarios 

distintos al usuario original tienen acceso al equipo terminal y, a través de éste, a 

cualquier dato sensible de carácter privado almacenado en dicho equipo. La información 

sobre la utilización de distintos dispositivos que se vayan a instalar en el equipo 

terminal del usuario en la misma conexión y el derecho a impedir la instalación de tales 

dispositivos se pueden ofrecer en una sola vez durante una misma conexión y abarcar 

asimismo cualquier posible utilización futura de dichos dispositivos en conexiones 

posteriores. La presentación de la información y del pedido de consentimiento o 

posibilidad de negativa debe ser tan asequible para el usuario como sea posible. No 

obstante, se podrá supeditar el acceso a determinados contenidos de un sitio Web a la 

aceptación fundada de un «chivato» (cookie) o dispositivo similar, en caso de que éste 

tenga un propósito legítimo. 

(26) Los datos relativos a los abonados que son tratados en las redes de comunicaciones 

electrónicas para el establecimiento de conexiones y la transmisión de información 

contienen información sobre la vida privada de las personas físicas, y afectan al derecho 
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de éstas al respeto de su correspondencia, o se refieren a los intereses legítimos de las 

personas jurídicas. 

Dichos datos sólo deben poder almacenarse en la medida en que resulten necesarios 

para la prestación del servicio, para fines de facturación y para los pagos de 

interconexión, y durante un tiempo limitado. Cualquier otro tratamiento de dichos datos 

que el proveedor de servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público 

pretenda llevar a cabo para la comercialización de servicios de comunicaciones 

electrónicas o para la prestación de servicios de valor añadido sólo puede permitirse si 

el abonado ha manifestado su consentimiento fundado en una información plena y 

exacta facilitada por el proveedor de servicios de comunicaciones electrónicas 

disponibles al público acerca del tipo de tratamiento que pretende llevar a cabo y sobre 

el derecho del abonado a denegar o a retirar su consentimiento a dicho tratamiento. Los 

datos sobre tráfico utilizados para la comercialización de los servicios de 

comunicaciones o para la prestación de servicios de valor añadido deben también 

eliminarse o hacerse anónimos tras la prestación del  servicio. Los proveedores de 

servicios deben mantener siempre informados a los abonados de los tipos de dato que 

están tratando y de la finalidad y duración del tratamiento. 

(27) El momento exacto en que finaliza la transmisión de una comunicación, tras el cual 

los datos de tráfico deberán eliminarse salvo a efectos de facturación, puede depender 

del tipo de servicio de comunicaciones electrónicas que se suministre. Por ejemplo, para 

una llamada de telefonía vocal la transmisión finalizará en cuanto uno de los usuarios 

interrumpa la conexión; para el correo electrónico la transmisión finaliza en cuanto el 

destinatario recoge el mensaje, en general del servidor de su proveedor de servicios. 

 

 

(28) La obligación de eliminar datos de tráfico o de hacerlos anónimos cuando ya no se 

necesiten para la transmisión de una comunicación no entra en conflicto con 

procedimientos existentes en Internet como la prelectura en soporte rápido (caching), en 

el sistema de nombres de dominio, de direcciones IP o el caching de una dirección 

vinculada a una dirección física, o la utilización de información relativa al usuario para 

controlar el derecho de acceso a redes o servicios. 

(29) De ser necesario, el proveedor del servicio puede tratar, en casos concretos, los 

datos de tráfico relacionados con los abonados y usuarios, a fin de detectar fallos o 

errores técnicos en la transmisión de las comunicaciones. El proveedor también puede 
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tratar los datos de tráfico necesarios a efectos de facturación a fin de detectar y frenar el 

fraude consistente en la utilización sin pago de servicios de comunicaciones 

electrónicas. 

(30) Los sistemas para el suministro de redes y servicios de comunicaciones 

electrónicas deben diseñarse de modo que se limite la cantidad de datos personales al 

mínimo estrictamente necesario. Cualesquiera actividades relacionadas con el 

suministro del servicio de comunicaciones electrónicas que vayan más allá de la 

transmisión de una comunicación y su facturación debe basarse en datos de tráfico 

acumulados que no puedan referirse a abonados o usuarios. Cuando dichas actividades 

no puedan basarse en datos acumulados, deben considerarse servicios con valor añadido 

para los cuales se requiere el consentimiento del abonado. 

(31) El consentimiento que deberá obtenerse para el tratamiento de datos personales a 

efectos de proporcionar un particular servicio con valor añadido debe ser el del abonado 

o el del usuario, en función de los datos que deban tratarse y el tipo de servicio que se 

suministre y de que sea posible desde el punto de vista técnico, de procedimiento y del 

contrato distinguir la persona que utiliza un servicio de comunicaciones electrónicas de 

la persona física o jurídica que ha suscrito el mismo. 

(32) Si el proveedor de un servicio de comunicaciones electrónicas o de un servicio con 

valor añadido subcontrata el tratamiento de datos personales necesario para la 

prestación de dichos servicios a otra entidad, dicha subcontratación y el tratamiento de 

datos subsiguiente deben cumplir plenamente los requisitos relativos a los responsables 

y a los encargados del tratamiento de datos personales que establece la Directiva 

95/46/CE. Si la prestación de un servicio con valor añadido requiere que los datos de 

tráfico o de localización sean transmitidos por un proveedor de servicios de 

comunicaciones electrónicas hacia un proveedor de servicios con valor añadido, los 

abonados o usuarios a los que se refieran dichos datos deben asimismo estar plenamente 

informados sobre dicha transmisión antes de dar su consentimiento al tratamiento de los 

datos. 

(33) La introducción de facturas desglosadas ha aumentado la posibilidad de que el 

abonado pueda comprobar que las tarifas aplicadas por el proveedor del servicio son 

correctas, pero, al mismo tiempo, puede poner en peligro la intimidad de los usuarios de 

servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público. Por consiguiente, a fin 

de proteger la intimidad de los usuarios, los Estados miembros deben fomentar el 

desarrollo de opciones de servicios de comunicaciones electrónicas tales como 
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posibilidades de pago alternativas que permitan el acceso anónimo o estrictamente 

privado a los servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público, por 

ejemplo tarjetas de llamada y posibilidad de pago con tarjetas de crédito. Con idéntico 

propósito, los Estados miembros podrán pedir a los operadores que ofrezcan a sus 

abonados otro tipo de factura detallada en la que se omita cierto número de cifras del 

número llamado. 

(34) Es necesario, por lo que respecta a la identificación de la línea de origen, proteger 

el derecho del interlocutor que efectúa la llamada a reservarse la identificación de la 

línea desde la que realiza dicha llamada y el derecho del interlocutor llamado a rechazar 

llamadas procedentes de líneas no identificadas. Está justificado anular la eliminación 

de la presentación de la identificación de la línea de origen en casos particulares. 

Determinados abonados, en particular las líneas de ayuda y otras organizaciones 

similares, tienen interés en garantizar el anonimato de sus interlocutores. Es necesario, 

por lo que respecta a la identificación de la línea conectada, proteger el derecho y el 

interés legítimo del interlocutor llamado a impedir la presentación de la identificación 

de la línea a la que está conectado realmente el interlocutor llamante, en particular en el 

caso de las llamadas que han sido desviadas. 

Los proveedores de servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público 

deben informar a sus abonados de la existencia de la identificación de líneas llamantes y 

conectadas en la red y de todos los servicios ofrecidos a partir de la identificación de las 

líneas llamantes y conectadas, así como sobre las opciones de confidencialidad 

disponibles. 

Esto permitirá a los abonados decidir con conocimiento de causa las posibilidades de 

confidencialidad que deseen utilizar. Las opciones de confidencialidad ofrecidas caso 

por caso no tienen que estar disponibles necesariamente como servicio de la red 

automática, pero sí obtenerse mediante simple solicitud al proveedor del servicio de 

comunicaciones electrónicas disponibles al público. 

 

 

(35) En las redes móviles digitales se tratan los datos sobre localización que 

proporcionan la posición geográfica del equipo terminal del usuario móvil para hacer 

posible la transmisión de las comunicaciones. Tales datos constituyen datos sobre 

tráfico a los que es aplicable el artículo 6 de la presente Directiva. Sin embargo, además, 

las redes móviles digitales pueden tener la capacidad de tratar datos sobre localización 
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más precisos de lo necesario para la transmisión de comunicaciones y que se utilizan 

para la prestación de servicios de valor añadido tales como los servicios que facilitan 

información sobre tráfico y orientaciones individualizadas a los conductores. El 

tratamiento de tales datos para la prestación de servicios de valor añadido sólo debe 

permitirse cuando los abonados hayan dado su consentimiento. Incluso en los casos en 

que los abonados hayan dado su consentimiento, éstos deben contar con un 

procedimiento sencillo y gratuito de impedir temporalmente el tratamiento de los datos 

sobre localización. 

(36) Los Estados miembros podrán restringir el derecho a la intimidad de los usuarios y 

abonados por lo que se refiere a la identificación de la línea de origen en los casos en 

que ello sea necesario para rastrear llamadas malevolentes, y en lo tocante a la 

identificación y localización de dicha línea cuando sea preciso para que los servicios de 

socorro cumplan su cometido con la máxima eficacia posible. Para ello, los Estados 

miembros podrán adoptar disposiciones específicas que permitan a los proveedores de 

servicios de comunicaciones electrónicas ofrecer el acceso a la identificación y 

localización de la línea de origen sin el consentimiento previo de los usuarios o 

abonados de que se trate. 

(37) Deben ofrecerse garantías a los abonados contra las molestias que puedan causar 

las llamadas desviadas automáticamente por otros. Además en tales casos, los abonados 

deben poder detener las llamadas desviadas hacia sus terminales mediante simple 

solicitud al proveedor de servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al 

público. 

(38) Las guías de abonados a los servicios de comunicaciones electrónicas alcanzan 

gran difusión y tienen carácter público. El derecho a la intimidad de las personas físicas 

y el interés legítimo de las personas jurídicas exigen que los abonados puedan decidir si 

se hacen públicos sus datos personales en dichas guías y, caso de hacerse públicos, 

cuáles de ellos. Los suministradores de guías públicas deben informar a los abonados 

que vayan a incluirse en tales guías acerca de la finalidad de las mismas y de cualquier 

uso particular que pueda hacerse de las versiones electrónicas de las guías públicas,  

especialmente a través de funciones de búsqueda incorporadas al soporte lógico, tales 

como las funciones de búsqueda inversa que permiten al usuario de la guía averiguar el 

nombre y la dirección del abonado a partir exclusivamente de un número de teléfono. 

(39) Debe imponerse a quien recoja datos para ser incluidos en las guías públicas en las 

que figuren los datos personales de los abonados la obligación de informar a estos 
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últimos acerca de los objetivos de dichas guías. Cuando los datos puedan ser 

transmitidos a una o más terceras partes, debe informarse al abonado de esta 

posibilidad, así como acerca del destinatario o de las categorías de posibles 

destinatarios. Cualquier transmisión debe estar sujeta a la condición de que los datos no 

puedan utilizarse para otros fines más que aquéllos para los que se recojan. Si quien 

recoge datos del usuario o cualquier tercero a quien se hayan transmitido los datos desea 

utilizarlos con un fin suplementario, la renovación del consentimiento del abonado 

deberá obtenerla ya sea quien recogió inicialmente los datos o el tercero a quien se 

hayan transmitido. 

(40) Deben ofrecerse garantías a los abonados contra la intrusión en su intimidad 

mediante comunicaciones no solicitadas con fines de venta directa, especialmente a 

través de llamadores automáticos, faxes y mensajes de correo electrónico, incluidos los 

de SMS. Por una parte, el envío de estas formas de comunicaciones comerciales no 

solicitadas puede resultar relativamente sencillo y económico, y por otra, puede 

conllevar una molestia e incluso un coste para el receptor. Además, en algunos casos su 

volumen puede dar lugar a dificultades en las redes de comunicaciones electrónicas y en 

los equipos terminales. Se justifica, para este tipo de comunicaciones no solicitadas con 

fines de venta directa, la exigencia de obtener el consentimiento expreso previo de los 

receptores antes de que puedan dirigírseles comunicaciones de esta índole. 

El mercado único requiere un planteamiento armonizado que garantice la existencia de 

normas sencillas aplicadas a escala comunitaria, tanto para las empresas como para los 

usuarios. 

(41) En el contexto de una relación preexistente con el cliente, es razonable admitir el 

uso de las señas electrónicas del cliente con objeto de ofrecer productos o servicios 

similares, pero exclusivamente por parte de la misma empresa que haya obtenido las 

señas electrónicas de conformidad con la Directiva 95/46/CE. En el momento de 

recabarse las señas electrónicas, debe informarse al cliente de manera clara e inequívoca 

sobre su uso ulterior con fines de venta directa, y debe dársele la posibilidad de negarse 

a dicho uso. 

Debe seguir ofreciéndose al cliente esta posibilidad cada vez que reciba un mensaje 

ulterior de venta directa, sin cargo alguno salvo los posibles costes de transmisión de 

esta negativa. 
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(42) El caso de otras formas de venta directa que resultan más onerosas para el 

remitente y no implican costes financieros para los abonados y usuarios, como las 

llamadas personales de telefonía vocal, se puede justificar el mantenimiento de un 

sistema que dé a los abonados o usuarios la posibilidad de indicar que no desean recibir 

llamadas de ese tipo. 

Sin embargo, a fin de no disminuir los niveles actuales de protección de la intimidad, 

debe facultarse a los Estados miembros para mantener sus sistemas nacionales que 

únicamente autoricen ese tipo de llamadas cuando los abonados y usuarios hayan dado 

su consentimiento previo. 

(43) Para facilitar la aplicación efectiva de las normas comunitarias en materia de 

mensajes no solicitados con fines de venta directa, es preciso prohibir el uso de 

identidades falsas y de domicilios y números de contacto falsos cuando se envían 

mensajes no solicitados con fines de venta directa. 

(44) Determinados sistemas de correo electrónico ofrecen al usuario la posibilidad de 

ver la identidad del remitente y el asunto del mensaje, así como borrar el mensaje, sin 

tener que descargar el resto del contenido ni los ficheros anexos, reduciendo con ello los 

costes que podrían derivarse de descargar mensajes o ficheros no solicitados.  

Estas modalidades de funcionamiento pueden seguir siendo útiles en determinados 

casos, como instrumento añadido a las obligaciones generales que se establecen en la 

presente Directiva. 

(45) La presente Directiva no afecta a las disposiciones tomadas por los Estados 

miembros para proteger los intereses legítimos de las personas jurídicas en lo que se 

refiere a las comunicaciones no solicitadas con fines de venta directa. 

 

En caso de que los Estados miembros establezcan un registro de autoexclusión de dicho 

tipo de comunicaciones con destino a las personas jurídicas, en su mayor parte usuarios 

comerciales, serán de plena aplicación las disposiciones del artículo 7 de la Directiva 

2000/31/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2000,relativa a 

determinados aspectos jurídicos de los servicios de la sociedad de la información, en 

particular el comercio electrónico en el mercado interior (Directiva sobre el comercio 

electrónico) (6). 

(46) Las funcionalidades para la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas 

pueden estar integradas en la red o en cualquier parte del equipo terminal del usuario, 

incluido el soporte lógico. La protección de los datos personales y la intimidad del 
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usuario de los servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público debe ser 

independiente de la configuración de los distintos componentes necesarios para prestar 

el servicio y de la distribución de las funcionalidades necesarias entre dichos 

componentes. La Directiva 95/46/CE cubre cualquier forma de tratamiento de datos 

personales con independencia de la tecnología utilizada. La existencia de normas 

específicas para los servicios de comunicaciones electrónicas, junto a las normas 

generales para los demás componentes necesarios para la prestación de tales servicios, 

podría no facilitar la protección de los datos personales y la intimidad de modo 

tecnológicamente neutro. Por consiguiente, puede resultar necesario adoptar medidas 

que exijan a los fabricantes de determinados tipos de equipos utilizados en los servicios 

de comunicaciones electrónicas que fabriquen sus productos de manera que incorporen 

salvaguardias para garantizar la protección de los datos personales y la intimidad del 

usuario y el abonado. 

La adopción de dichas medidas de conformidad con la Directiva 1999/5/CE del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de marzo de 1999, sobre equipos 

radioeléctricos y equipos terminales de telecomunicación y reconocimiento mutuo de su 

conformidad (7), garantizará que la introducción de características técnicas en los 

equipos de comunicaciones electrónicas, incluido el soporte lógico, para fines de 

protección de datos esté armonizada a fin de que sea compatible con la realización del 

mercado interior. 

(47) En los casos en que no se respeten los derechos de los usuarios y abonados, el 

Derecho nacional debe prever vías de recurso judiciales. Deben imponerse sanciones a 

aquellas personas, ya sean de Derecho público o privado, que incumplan las medidas 

nacionales adoptadas en virtud de la presente Directiva. 

(48) Resulta útil en el ámbito de aplicación de la presente Directiva aprovechar las 

experiencias del Grupo de protección de las personas en lo que respecta al tratamiento 

de datos personales, compuesto por representantes de las autoridades de control de los 

Estados miembros y creado por el artículo 29 de la Directiva 95/46/CE. 

(49) Para facilitar el cumplimiento de lo dispuesto en la presente Directiva, son 

necesarias determinadas disposiciones particulares para el tratamiento de datos ya en 

curso el día en que entre en vigor la legislación nacional de aplicación de la presente 

Directiva. 
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HAN ADOPTADO LA PRESENTE DIRECTIVA: 

 

Artículo 1. Ámbito de aplicación y objetivo 

1. La presente Directiva armoniza las disposiciones de los Estados miembros necesarias 

para garantizar un nivel equivalente de protección de las libertades y los derechos 

fundamentales y, en particular, del derecho a la intimidad, en lo que respecta al 

tratamiento de los datos personales en el sector de las comunicaciones electrónicas, así 

como la libre circulación de tales datos y de los equipos y servicios de comunicaciones 

electrónicas en la Comunidad. 

2. Las disposiciones de la presente Directiva especifican y completan la Directiva 

95/46/CE a los efectos mencionados en el apartado 1. Además, protegen los intereses 

legítimos de los abonados que sean personas jurídicas. 

3. La presente Directiva no se aplicará a las actividades no comprendidas en el ámbito 

de aplicación del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, como las reguladas 

por las disposiciones de los títulos V y VI del Tratado de la Unión Europea, ni, en 

cualquier caso, a las actividades que tengan por objeto la seguridad pública, la defensa, 

la seguridad del Estado (incluido el bienestar económico del Estado cuando dichas 

actividades estén relacionadas con la seguridad del mismo) y a las actividades del 

Estado en materia penal. 

Artículo 2. Definiciones 

Salvo disposición en contrario, serán de aplicación a efectos de la presente Directiva las 

definiciones que figuran en la Directiva 95/46/CE y en la Directiva 2002/21/CE del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de marzo de 2002, relativa a un marco 

regulador común de las redes y los servicios de comunicaciones electrónicas (Directiva 

marco) (8). 

Además, a efectos de la presente Directiva se entenderá por: 

a) «usuario»: una persona física que utiliza con fines privados o comerciales un servicio 

de comunicaciones electrónicas disponible para el público, sin que necesariamente se 

haya abonado a dicho servicio; 

b) «datos de tráfico»: cualquier dato tratado a efectos de la conducción de una 

comunicación a través de una red de comunicaciones electrónicas o a efectos de la 

facturación de la misma; 
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c) «datos de localización»: cualquier dato tratado en una red de comunicaciones 

electrónicas que indique la posición geográfica del equipo terminal de un usuario de un 

servicio de comunicaciones electrónicas disponible para el público; 

d) «comunicación»: cualquier información intercambiada o conducida entre un número 

finito de interesados por medio de un servicio de comunicaciones electrónicas 

disponible para el público. No se incluye en la presente definición la información 

conducida, como parte de un servicio de radiodifusión al público, a través de una red de 

comunicaciones electrónicas, excepto en la medida en que la información pueda 

relacionarse con el abonado o usuario identificable que reciba la información; 

e) «llamada»: una conexión establecida por medio de un servicio telefónico disponible 

para el público que permita la comunicación bidireccional en tiempo real; 

f) «consentimiento» de un usuario o abonado: el consentimiento del interesado, con 

arreglo a la definición de la Directiva 95/46/CE; 

g) «servicio con valor añadido»: todo servicio que requiere el tratamiento de datos de 

tráfico o datos de localización distintos de los de tráfico que vayan más allá de lo 

necesario para la transmisión de una comunicación o su facturación; 

h) «correo electrónico»: todo mensaje de texto, voz, sonido o imagen enviado a través 

de una red de comunicaciones pública que pueda almacenarse en la red o en el equipo 

terminal del receptor hasta que éste acceda al mismo. 

 

Artículo 3. Servicios afectados 

1. La presente Directiva se aplicará al tratamiento de datos personales en relación con la 

prestación de servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público en las 

redes públicas de comunicaciones de la Comunidad. 

2. Los artículos 8, 10 y 11 se aplicarán a las líneas de abonado conectadas a centrales 

digitales y, siempre y cuando sea técnicamente posible y no exija un esfuerzo 

económico desproporcionado, a las líneas de abonado conectadas a centrales analógicas. 

3. Los Estados miembros notificarán a la Comisión aquellos casos en los que no sea 

posible técnicamente o exija un esfuerzo económico desproporcionado cumplir los 

requisitos de los artículos 8, 10 y 11. 

Artículo 4. Seguridad 

1. El proveedor de un servicio de comunicaciones electrónicas disponible para el 

público deberá adoptar las medidas técnicas y de gestión adecuadas para preservar la 

seguridad de sus servicios, de ser necesario en colaboración con el proveedor de la red 
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pública de comunicaciones por lo que respecta a la seguridad de la red. Considerando 

las técnicas más avanzadas y el coste de su aplicación, dichas medidas garantizarán un 

nivel de seguridad adecuado al riesgo existente. 

2. En caso de que exista un riesgo particular de violación de la seguridad de la red, el 

proveedor de un servicio de comunicaciones electrónicas disponible para el público 

deberá informar a los abonados sobre dicho riesgo y, cuando el riesgo quede fuera del 

ámbito de las medidas que deberá tomar el proveedor del servicio, sobre las posibles 

soluciones, con una indicación de los posibles costes. 

 

Artículo 5. Confidencialidad de las comunicaciones 

1. Los Estados miembros garantizarán, a través de la legislación nacional, la 

confidencialidad de las comunicaciones, y de los datos de tráfico asociados a ellas, 

realizadas a través de las redes públicas de comunicaciones y de los servicios de 

comunicaciones electrónicas disponibles al público. En particular, prohibirán la 

escucha, la grabación, el almacenamiento u otros tipos de intervención o vigilancia de 

las comunicaciones y los datos de tráfico asociados a ellas por personas distintas de los 

usuarios, sin el consentimiento de los usuarios interesados, salvo cuando dichas 

personas estén autorizadas legalmente a hacerlo de conformidad con el apartado 1 del 

artículo 15.El presente apartado no impedirá el almacenamiento técnico necesario para 

la conducción de una comunicación, sin perjuicio del principio de confidencialidad. 

2. El apartado 1 no se aplicará a las grabaciones legalmente autorizadas de 

comunicaciones y de los datos de tráfico asociados a ellas cuando se lleven a cabo en el 

marco de una práctica comercial lícita con el fin de aportar pruebas de una transacción 

comercial o de cualquier otra comunicación comercial. 

3. Los Estados miembros velarán por que únicamente se permita el uso de las redes de 

comunicaciones electrónicas con fines de almacenamiento de información o de 

obtención de acceso a la información almacenada en el equipo terminal de un abonado o 

usuario a condición de que se facilite a dicho abonado o usuario información clara y 

completa, en particular sobre los fines del tratamiento de los datos, con arreglo a lo 

dispuesto en la Directiva 95/46/CE y de que el responsable del tratamiento de los datos 

le ofrezca el derecho de negarse a dicho tratamiento. 

 

 La presente disposición no impedirá el posible almacenamiento o acceso de índole 

técnica al solo fin de efectuar o facilitar la transmisión de una comunicación a través de 
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una red de comunicaciones electrónicas, o en la medida de lo estrictamente necesario a 

fin de proporcionar a una empresa de información un servicio expresamente solicitado 

por el usuario o el abonado. 

Artículo 6. Datos de tráfico 

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 2, 3 y 5 del presente artículo y en el 

apartado 1 del artículo 15, los datos de tráfico relacionados con abonados y usuarios que 

sean tratados y almacenados por el proveedor de una red pública de comunicaciones o 

de un servicio de comunicaciones electrónicas disponible al público deberán eliminarse 

o hacerse anónimos cuando ya no sea necesario a los efectos de la transmisión de una 

comunicación. 

2. Podrán ser tratados los datos de tráfico necesarios a efectos de la facturación de los 

abonados y los pagos de las interconexiones. Se autorizará este tratamiento únicamente 

hasta la expiración del plazo durante el cual pueda impugnarse legalmente la factura o 

exigirse el pago. 

3. El proveedor de un servicio de comunicaciones electrónicas disponible para el 

público podrá tratar los datos a que se hace referencia en el apartado 1 para la 

promoción comercial de servicios de comunicaciones electrónicas o para la prestación 

de servicios con valor añadido en la medida y durante el tiempo necesarios para tales 

servicios o promoción comercial, siempre y cuando el abonado o usuario al que se 

refieran los datos haya dado su consentimiento. Los usuarios o abonados dispondrán de 

la posibilidad de retirar su consentimiento para el tratamiento de los datos de tráfico en 

cualquier momento. 

 

4. El proveedor del servicio deberá informar al abonado o al usuario de los tipos de 

datos de tráfico que son tratados y de la duración de este tratamiento a los efectos 

mencionados en el apartado 2 y, antes de obtener el consentimiento, a los efectos 

contemplados en el apartado 3. 

5. Sólo podrán encargarse del tratamiento de datos de tráfico, de conformidad con los 

apartados 1, 2, 3 y 4, las personas que actúen bajo la autoridad del proveedor de las 

redes públicas de comunicaciones o de servicios de comunicaciones electrónicas 

disponibles al público que se ocupen de la facturación o de la gestión del tráfico, de las 

solicitudes de información de los clientes, de la detección de fraudes, de la promoción 

comercial de los servicios de comunicaciones electrónicas o de la prestación de un 
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servicio con valor añadido, y dicho tratamiento deberá limitarse a lo necesario para 

realizar tales actividades. 

6. Los apartados 1, 2, 3 y 5 se aplicarán sin perjuicio de la posibilidad de que los 

organismos competentes sean informados de los datos de tráfico con arreglo a la 

legislación aplicable, con vistas a resolver litigios, en particular los relativos a la 

interconexión o a la facturación. 

Artículo 7. Facturación desglosada 

1. Los abonados tendrán derecho a recibir facturas no desglosadas. 

2. Los Estados miembros aplicarán las disposiciones nacionales a fin de conciliar los 

derechos de los abonados que reciban facturas desglosadas con el derecho a la intimidad 

de los usuarios que efectúen las llamadas y de los abonados que las reciban, por 

ejemplo, garantizando que dichos usuarios y abonados dispongan de suficientes 

modalidades alternativas de comunicación o de pago que potencien la intimidad. 

 

Artículo 8. Presentación y restricción de la identificación de la línea de origen y de la 

línea conectada 

1. Cuando se ofrezca la posibilidad de visualizar la identificación de la línea de origen, 

el proveedor del servicio deberá ofrecer al usuario que efectúe la llamada la posibilidad 

de impedir en cada llamada, mediante un procedimiento sencillo y gratuito, la 

presentación de la identificación de la línea de origen. El abonado que origine la 

llamada deberá tener esta posibilidad para cada línea. 

2. Cuando se ofrezca la posibilidad de visualizar la identificación de la línea de origen, 

el proveedor del servicio deberá ofrecer al abonado que reciba la llamada la posibilidad, 

mediante un procedimiento sencillo y gratuito, siempre que haga un uso razonable de 

esta función, de impedir la presentación de la identificación de la línea de origen en las 

llamadas entrantes. 

3. Cuando se ofrezca la posibilidad de visualizar la identificación de la línea de origen y 

ésta se presente antes de que se establezca la llamada, el proveedor del servicio deberá 

ofrecer al abonado que reciba la llamada la posibilidad, mediante un procedimiento 

sencillo, de rechazar las llamadas entrantes procedentes de usuarios o abonados que 

hayan impedido la presentación de la identificación de la línea de origen. 

4. Cuando se ofrezca la posibilidad de visualizar la identificación de la línea conectada, 

el proveedor del servicio deberá ofrecer al abonado que reciba la llamada la posibilidad, 
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por un procedimiento sencillo y gratuito, de impedir la presentación de la identificación 

de la línea conectada al usuario que efectúa la llamada. 

5. Las disposiciones del apartado 1 se aplicarán también a las llamadas efectuadas desde 

la Comunidad a terceros países. Las disposiciones de los apartados 2,3 y 4 se aplicarán 

también a las llamadas entrantes procedentes de terceros países. 

6. Los Estados miembros velarán por que, cuando se ofrezca la posibilidad de visualizar 

la identificación de la línea de origen o de la línea conectada, los proveedores de 

servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público informen al público 

sobre dicha posibilidad y sobre las que se establecen en los apartados 1 a 4. 

Artículo 9. Datos de localización distintos de los datos de tráfico 

1. En caso de que puedan tratarse datos de localización, distintos de los datos de tráfico, 

relativos a los usuarios o abonados de redes públicas de comunicaciones o de servicios 

de comunicaciones electrónicas disponibles al público, sólo podrán tratarse estos datos 

si se hacen anónimos, o previo consentimiento de los usuarios o abonados, en la medida 

y por el tiempo necesarios para la prestación de un servicio con valor añadido. El 

proveedor del servicio deberá informar a los usuarios o abonados, antes de obtener su 

consentimiento, del tipo de datos de localización distintos de los datos de tráfico que 

serán tratados, de la finalidad y duración del tratamiento y de si los datos se transmitirán 

a un tercero a efectos de la prestación del servicio con valor añadido. Se deberá ofrecer 

a los usuarios y abonados la posibilidad de retirar en todo momento su consentimiento 

para el tratamiento de los datos de localización distintos de los datos de tráfico. 

2. Cuando se haya obtenido el consentimiento de un usuario o abonado para el 

tratamiento de datos de localización distintos de los datos de tráfico, el usuario o 

abonado deberá seguir contando con la posibilidad, por un procedimiento sencillo y 

gratuito, de rechazar temporalmente el tratamiento de tales datos para cada conexión a 

la red o para cada transmisión de una comunicación. 

 

 

3. Sólo podrán encargarse del tratamiento de datos de localización distintos de los datos 

de tráfico de conformidad con los apartados 1 y 2 personas que actúen bajo la autoridad 

del proveedor de las redes públicas de comunicaciones o de servicios de 

comunicaciones electrónicas disponibles al público o del tercero que preste el servicio 

con valor añadido, y dicho tratamiento deberá limitarse a lo necesario a efectos de la 

prestación del servicio con valor añadido. 



 Protección de datos en desarrollo para Internet 

 316 

Artículo 10. Excepciones 

Los Estados miembros velarán por que existan procedimientos transparentes que 

determinen la forma en que el proveedor de una red pública de comunicaciones o de un 

servicio de comunicaciones electrónicas disponible al público podrá anular: 

a) la supresión de la presentación de la identificación de la línea de origen por un 

período de tiempo limitado, a instancia de un abonado que solicite la 

identificación de llamadas malevolentes o molestas; en tal caso, los datos que 

incluyan la identificación del abonado que origina la llamada serán almacenados 

y facilitados por el proveedor de la red pública de comunicaciones o del servicio 

de comunicaciones electrónicas disponible para el público, de acuerdo con el 

Derecho nacional; 

b) la supresión de la presentación de la identificación de la línea de origen y el 

rechazo temporal o la ausencia de consentimiento de un abonado o un usuario 

para el tratamiento de los datos de localización, de manera selectiva por línea, 

para las entidades reconocidas por un Estado miembro para atender llamadas de 

urgencia, incluidos los cuerpos de policía, los servicios de ambulancias y los 

cuerpos de bomberos, para que puedan responder a tales llamadas. 

Artículo 11. Desvío automático de llamadas 

Los Estados miembros velarán por que todo abonado tenga la posibilidad, por un 

procedimiento sencillo y gratuito, de detener el desvío automático de llamadas a su 

terminal por parte de un tercero. 

Artículo 12. Guías de abonados 

1. Los Estados miembros velarán por que se informe gratuitamente a los abonados antes 

de ser incluidos en las guías acerca de los fines de las guías de abonados, impresas o 

electrónicas, disponibles al público o accesibles a través de servicios de información 

sobre las mismas, en las que puedan incluirse sus datos personales, así como de 

cualquier otra posibilidad de uso basada en funciones de búsqueda incorporadas en las 

versiones electrónicas de la guía. 

2. Los Estados miembros velarán por que los abonados tengan oportunidad de decidir si 

sus datos personales figuran en una guía pública, y en su caso cuáles de ellos, en la 

medida en que tales datos sean pertinentes para la finalidad de la guía que haya 

estipulado su proveedor, y de comprobar, corregir o suprimir tales datos. La no 

inclusión en una guía pública de abonados, así como la comprobación, corrección o 
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supresión de datos personales de una guía, no deberán dar lugar al cobro de cantidad 

alguna. 

3. Los Estados miembros podrán exigir que para cualquier finalidad de una guía pública 

distinta de la búsqueda de datos de contacto de personas a partir de su nombre y, si 

resulta necesario, de un mínimo de otros identificadores, se recabe el consentimiento 

específico de los abonados. 

4. Los apartados 1 y 2 se aplicarán a los abonados que sean personas físicas. Los 

Estados miembros velarán asimismo, en el marco del Derecho comunitario y de las 

legislaciones nacionales aplicables, por la suficiente protección de los intereses 

legítimos de los abonados que no sean personas físicas en lo que se refiere a su 

inclusión en guías públicas. 

Artículo 13. Comunicaciones no solicitadas 

1. Sólo se podrá autorizar la utilización de sistemas de llamada automática sin 

intervención humana (aparatos de llamada automática), fax o correo electrónico con 

fines de venta directa respecto de aquellos abonados que hayan dado su consentimiento 

previo. 

2. No obstante lo dispuesto en el apartado 1, cuando una persona física o jurídica 

obtenga de sus clientes la dirección de correo electrónico, en el contexto de la venta de 

un producto o de un servicio de conformidad con la Directiva 95/46/CE, esa misma 

persona física o jurídica podrá utilizar dichas señas electrónicas para la venta directa de 

sus propios productos o servicios de características similares, a condición de que se 

ofrezca con absoluta claridad a los clientes, sin cargo alguno y de manera sencilla, la 

posibilidad de oponerse a dicha utilización de las señas electrónicas en el momento en 

que se recojan las mismas y, en caso de que el cliente no haya rechazado inicialmente su 

utilización, cada vez que reciban un mensaje ulterior. 

3. Los Estados miembros tomarán las medidas adecuadas para garantizar, que, sin cargo 

alguno, no se permitan las comunicaciones no solicitadas con fines de venta directa en 

casos que no sean los mencionados en los apartados 1 y 2, bien sin el consentimiento 

del abonado, bien respecto de los abonados que no deseen recibir dichas 

comunicaciones. La elección entre estas dos posibilidades será determinada por la 

legislación nacional. 

4. Se prohibirá, en cualquier caso, la práctica de enviar mensajes electrónicos con fines 

de venta directa en los que se disimule o se oculte la identidad del remitente por cuenta 
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de quien se efectúa la comunicación, o que no contengan una dirección válida a la que 

el destinatario pueda enviar una petición de que se ponga fin a tales comunicaciones. 

5. Los apartados 1 y 3 se aplicarán a los abonados que sean personas físicas. Los 

Estados miembros velarán asimismo, en el marco del Derecho comunitario y de las 

legislaciones nacionales aplicables, por la suficiente protección de los intereses 

legítimos de los abonados que no sean personas físicas en lo que se refiere a las 

comunicaciones no solicitadas. 

Artículo 14. Características técnicas y normalización 

1. Al aplicar las disposiciones de la presente Directiva, los Estados miembros velarán, 

sin perjuicio de los apartados 2 y 3, por que no se impongan requisitos obligatorios 

respecto de características técnicas específicas a los equipos terminales u otros equipos 

de comunicaciones electrónicas que puedan obstaculizar la puesta en el mercado de 

dichos equipos y su libre circulación en los Estados miembros y entre estos últimos. 

2. Cuando las disposiciones de la presente Directiva sólo puedan aplicarse mediante la 

implantación de características técnicas específicas en las redes de comunicaciones 

electrónicas, los Estados miembros informarán a la Comisión de conformidad con el 

procedimiento establecido en la Directiva 98/34/CE del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 22 de junio de 1998,por la que se establece un procedimiento de 

información en materia de las normas y reglamentaciones técnicas y de las reglas 

relativas a los servicios de la sociedad de la información (9). 

3. Cuando proceda, se podrán adoptar medidas para garantizar que los equipos 

terminales estén fabricados de manera compatible con el derecho de los usuarios de 

proteger y controlar el uso de sus datos personales, de conformidad con la Directiva 

1999/5/CE y la Decisión 87/95/CEE del Consejo, de 22 de diciembre de 1986, relativa a 

la normalización en el campo de la tecnología de la información y de las 

telecomunicaciones (10). 

Artículo 15. Aplicación de determinadas disposiciones de la Directiva 95/46/CE 

1. Los Estados miembros podrán adoptar medidas legales para limitar el alcance de los 

derechos y las obligaciones que se establecen en los artículos 5 y 6, en los apartados 1 a 

4 del artículo 8 y en el artículo 9 de la presente Directiva, cuando tal limitación 

constituya una medida necesaria proporcionada y apropiada en una sociedad 

democrática para proteger la seguridad nacional (es decir, la seguridad del Estado), la 

defensa, la seguridad pública, o la prevención, investigación, descubrimiento y 

persecución de delitos o la utilización no autorizada del sistema de comunicaciones 
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electrónicas a que se hace referencia en el apartado 1 del artículo 13 de la Directiva 

95/46/CE. Para ello, los Estados miembros podrán adoptar, entre otras, medidas 

legislativas en virtud de las cuales los datos se conserven durante un plazo limitado 

justificado por los motivos establecidos en el presente apartado. Todas las medidas 

contempladas en el presente apartado deberán ser conformes con los principios 

generales del Derecho comunitario, incluidos los mencionados en los apartados 1 y 2 

del artículo 6 del Tratado de la Unión Europea. 

2. Las disposiciones del capítulo III sobre recursos judiciales, responsabilidad y 

sanciones de la Directiva 95/46/CE se aplicarán a las disposiciones nacionales 

adoptadas con arreglo a la presente Directiva y a los derechos individuales derivados de 

la misma. 

3. El Grupo de protección de las personas en lo que respecta al tratamiento de datos 

personales, creado por el artículo 29 de la Directiva 95/46/CE, ejercerá también las 

funciones especificadas en el artículo 30 de dicha Directiva por lo que se refiere a los 

asuntos objeto de la presente Directiva, a saber, la protección de los derechos y las 

libertades fundamentales y de los intereses legítimos en el sector de las comunicaciones 

electrónicas. 

Artículo 16. Disposiciones transitorias 

1. El artículo 12 no se aplicará a las ediciones de guías ya producidas o puestas en el 

mercado en forma impresa o electrónica no conectada antes de que entren en vigor las 

disposiciones nacionales adoptadas en virtud de la presente Directiva. 

2. Cuando los datos personales de los abonados a la telefonía vocal pública de tipo fijo o 

móvil se hayan incluido en una guía de abonados pública de conformidad con las 

disposiciones de la Directiva 95/46/CE y del artículo 11 de la Directiva 97/66/CE antes 

de que las disposiciones nacionales adoptadas en cumplimiento de la presente Directiva 

entren en vigor, los datos personales de dichos abonados podrán seguir incluidos en 

dicha guía pública, en su versión impresa o electrónica, incluidas las versiones con 

funciones de búsqueda retrospectiva, a menos que los abonados indiquen lo contrario, 

tras haber recibido información completa sobre los fines y opciones con arreglo al 

artículo 12 de la presente Directiva. 

Artículo 17. Incorporación al Derecho nacional 

1. Los Estados miembros pondrán en vigor antes del 31 de octubre de 2003 las 

disposiciones necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en la presente 

Directiva. Informarán inmediatamente de ello a la Comisión. 
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Cuando los Estados miembros adopten dichas disposiciones éstas harán referencia a la 

presente Directiva o irán acompañadas de dicha referencia en su publicación oficial. Los 

Estados miembros establecerán las modalidades de la mencionada referencia. 

2. Los Estados miembros comunicarán a la Comisión el texto de las disposiciones de 

Derecho interno que adopten en el ámbito regulado por la presente Directiva, así como 

cualquier modificación ulterior de las mismas. 

Artículo 18. Revisión 

La Comisión presentará al Parlamento Europeo y al Consejo, a más tardar tres años 

después de la fecha contemplada en el apartado 1 del artículo 17, un informe sobre la 

aplicación de la presente Directiva y su impacto en los operadores económicos y los 

consumidores, con especial atención a las disposiciones sobre comunicaciones no 

solicitadas y teniendo en cuenta la situación internacional. Para ello, la Comisión podrá 

recabar información de los Estados miembros, quienes deberán facilitarla sin retrasos 

indebidos. Cuando proceda, la Comisión presentará propuestas para modificar la 

presente Directiva teniendo en cuenta los resultados del informe mencionado, los 

cambios que hayan podido tener lugar en el sector y cualquier otra propuesta que juzgue 

necesaria para mejorar la eficacia de la presente Directiva. 

Artículo 19. Derogación 

Se deroga la Directiva 97/66/CE con efecto a partir de la fecha contemplada en el 

apartado 1 del artículo 17. Las referencias a la Directiva derogada se entenderán hechas 

a la presente Directiva. 

Artículo 20. Entrada en vigor 

La presente Directiva entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de las 

Comunidades Europeas. 

Artículo 21. Destinatarios 

Los destinatarios de la presente Directiva serán los Estados miembros. 

 

 

 

(1) DO C 365 E de 19.12.2000, p.223. 

(2) DO C 123 de 25.4.2001, p.53. 

(3) Dictamen del Parlamento Europeo de 13 de noviembre de 2001 (no publicado aún 

en el Diario Oficial), Posición común del Consejo de 28 de enero de 2002 (DO C 113 E 
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de 14.5.2002, p.39) y Decisión del Parlamento Europeo de 30 de mayo de 2002 (no 

publicada aún en el Diario oficial). Decisión del Consejo de 25 de junio de 2002. 

(4) DO L 281 de 23.11.1995, p.31. 

(5) DO L 24 de 30.1.1998, p.1. 

(6) DO L 178 de 17.7.2000, p.1. 

(7) DO L 91 de 7.4.1999, p.10. 

(8) DO L 108 de 24.4.2002, p.33. 

(9) DO L 204 de 21.7.1998, p.37; Directiva modificada por la Directiva 98/48/CE (DO 

L 217 de 5.8.1998, p.18). 

(10) DO L 36 de 7.2.1987, p.31; Decisión cuya última modificación la constituye el 

Acta de adhesión de 1994. 

 

 

9. Grupo de trabajo sobre la protección de datos del artículo 29. 

 Este Grupo se creó en virtud del artículo 29 de la Directiva 95/46/CE. Se trata de 

un organismo de la UE, con carácter consultivo e independiente, para la protección de 

datos y el derecho a la intimidad. Sus funciones se describen en el artículo 30 de la 

Directiva 95/46/CE y en el artículo 15 de la Directiva 2002/58/CE. 

 Desempeña las labores de secretaría la Dirección C (Justicia Civil, Derechos 

Fundamentales y Ciudadanía) de la Dirección General de Justicia, Libertad y Seguridad 

de la Comisión Europea, B-1049 Bruselas, Bélgica, Despacho: LX-46 01/43. 

 Este grupo tiene algunos estudios interesantes para el estudio que estamos 

realizando, como: 

1 Dictamen 7/2000 sobre la propuesta de la Comisión Europea de Directiva 

del Parlamento Europeo y del Consejo relativa al tratamiento de los datos 

personales y a la protección de la intimidad en el sector de las 

comunicaciones electrónicas de 12 de julio de 2000 COM (2000) 385. 

Adoptado el 2 de noviembre de 2000 (WP 36).  

2 Dictamen 5/2004 sobre comunicaciones no solicitadas con fines de venta 

directa con arreglo al artículo 13 de la Directiva 2002/58/CE. Adoptado 

el 27 de febrero de 2004 (WP 90).  
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9.1. En el Dictamen 7/2000, en su artículo 13, se analizan las comunicaciones 

no solicitadas, mas conocidas como spam. 

 Artículo 13. Comunicaciones no solicitadas 

El envío de correo-basura (spam) es, como su nombre indica, la práctica 

de bombardear con mensajes electrónicos no solicitados, por lo general 

de carácter comercial, a personas con las que el remitente no ha 

mantenido contacto previo alguno. Se trata de una modalidad muy 

concreta de violación de la intimidad: el usuario carece de interfaz 

humano, corre con el coste de la comunicación y, habitualmente, recibe 

este tipo de correo en la intimidad de su propio hogar. 

No es de extrañar que los consumidores prefieran las comunicaciones 

comerciales solicitadas, personalizadas y diferenciadas al correo-basura, 

el cual resulta irritante, hace perder el tiempo (el necesario para leer los 

mensajes y borrarlos) y cuesta dinero. Las molestias causadas por los 

remitentes de correo-basura mina la confianza de los consumidores en el 

comercio electrónico. 

El sector exige, además, cierta seguridad jurídica: los mensajes 

electrónicos no solicitados colocan a los proveedores de servicios de 

Internet en la inaceptable posición de verse forzados a proveer el ancho 

de banda y el equipo necesarios para el envío de unos mensajes basura 

que la abrumadora mayoría de sus clientes no desean. 

La eliminación de este tipo de correo de los servidores y la atención a los 

consumidores airados acarrean también considerables costes. 

En algunas ocasiones, los sistemas se bloquean por la mera carga de 

mensajes electrónicos comerciales no solicitados, lo que paraliza y 

retrasa el tráfico legítimo. 

La mayor parte de los PSI tratan de filtrar el correo basura e incluyen en 

sus contratos con los abonados cláusulas que prohíben a éstos el envío o 

la transmisión de estos mensajes. Existen registros de servidores 
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sospechosos conocidos como fuentes de correo-basura. Pero los filtros 

que utilizan no son precisos al 100% y a veces bloquean los mensajes 

legítimos si éstos proceden de un servidor incluido en la lista negra. No 

obstante, la inexistencia de una prohibición legal de enviar correo basura 

coloca a los PSI en una situación delicada; la existencia de semejante 

prohibición facilitaría la adopción de medidas más directas contra los 

remitentes de correo basura. 

Las últimas tendencias del mercado parecen indicar que las empresas de 

mercadotecnia directa en línea que lideran el mercado de los EE.UU. 

operan sobre la base de sistemas de autorización previa ("opt-in"), ya que 

los datos suministrados con arreglo a los mismos son de mejor calidad y 

el nivel de respuestas positivas que facilitan es considerablemente 

superior. 

 

Algunos incluso practican un "opt-in" doble: aunque el individuo haya 

accedido a recibir comunicaciones comerciales (por ejemplo, 

manifestando su acuerdo a tal efecto en una página web), en el primer 

mensaje electrónico de contacto (solicitado) se le vuelve a pedir que 

confirme sus deseos a la empresa. 

La Internet ofrece grandes posibilidades de compilar direcciones 

electrónicas de los usuarios interesados en recibir comunicaciones 

comerciales sobre temas específicos por correo electrónico y, dispuesto a 

dar su consentimiento con tal fin. Los envíos basados en el 

consentimiento tienen muchas más probabilidades de llegar a clientes 

potenciales que el correo basura. 

En cinco Estados miembros (Alemania, Austria, Italia, Finlandia y 

Dinamarca), la ley prohíbe el envío de comunicaciones comerciales no 

solicitadas. En los demás Estados miembros, bien se dispone de un 

sistema de rechazo expreso ("opt-out"), bien la situación no está 

totalmente clara. Las empresas de los países que han optado por el 

sistema de rechazo expreso pueden recurrir a utilizar, además de las 
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direcciones de correo electrónico de su propio país, las de los 

consumidores de los Estados miembros donde impera el sistema de 

autorización previa. Además, dado que las direcciones de correo 

electrónico carecen a menudo de indicaciones sobre el país de residencia 

de los destinatarios, la existencia de un sistema de regímenes divergentes 

dentro del mercado interior no ofrece una solución común para la 

protección de la intimidad de los consumidores. 

Las cláusulas de autorización previa suponen una solución equilibrada y 

eficaz para eliminar los obstáculos que se oponen a la provisión de 

comunicaciones comerciales con una protección paralela del derecho 

fundamental de intimidad de los consumidores. 

El Grupo de trabajo acoge favorablemente y apoya la propuesta de 

dispensar al problema del correo electrónico no solicitado un tratamiento 

idéntico al de los sistemas de llamada automática sin intervención 

humana y los aparatos de fax. En todas estas situaciones, el abonado 

carece de interfaz humano y sufraga parte de los costes de la 

comunicación. El grado de violación de la intimidad y la carga 

económica son comparables en los tres casos (véase el dictamen 1/2000). 

 

Este estudio, en sus conclusiones afirma que:  

 El grupo de trabajo acoge favorablemente la revisión dirigida a garantizar 

que los mismos servicios sean objeto de una regulación equivalente con 

independencia de los medios por los que se presten. Ello significa asimismo que 

los consumidores y usuarios deberían disfrutar del mismo nivel de protección de 

su intimidad y datos personales con independencia de la tecnología empleada 

para prestar un servicio determinado. El Grupo de trabajo comparte y apoya 

plenamente la opinión de la Comisión según la cual el mantenimiento de un alto 

nivel de protección de los datos y la intimidad de los ciudadanos constituye uno 

de los objetivos declarados.                Además, el Grupo de trabajo reconoce que 

se ha propuesto un considerable número de adaptaciones para aumentar el nivel 

de protección de los datos en todas las comunicaciones electrónicas. 
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 El Grupo de trabajo recomienda que la Comisión, el Parlamento Europeo 

y el Consejo tengan en cuenta sus observaciones. Además, invita a la Comisión a 

que resuelva los asuntos pendientes de aclaración y permita de esa forma que el 

Grupo de trabajo contribuya al proceso en curso. 

 El Grupo de trabajo sugiere además que el presente proyecto de Directiva 

sea discutido por el Grupo de trabajo "cuestiones económicas - protección de 

datos" del Consejo. Esa medida permitiría acelerar el proceso de adopción de 

todas las Directivas propuestas en relación con la revisión del sector de las 

telecomunicaciones y facilitaría el acceso de los expertos competentes a este 

texto. 
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9.2. Dictamen 5/2004 sobre comunicaciones no solicitadas con fines de venta 

directa con arreglo al artículo 13 de la Directiva 2002/58/CE. 

 Las cuestiones tratadas en este dictamen son: 

- Concepto de correo electrónico: cualquier mensaje enviado mediante 

comunicaciones electrónicas que no requiera la participación simultánea 

del emisor y el receptor. 

- Concepto de consentimiento previo por parte del abonado: cualquier 

dirección de correo electrónico debe haber sido facilitada por el usuario 

de la misma, siendo informado correctamente del uso que va a darse a la 

información facilitada, de su derecho a cancelación o rectificación de la 

misma. 

- Concepto de venta directa: toda forma de promoción de ventas, 

incluida la prospección directa realizada por organizaciones benéficas o 

de carácter político. 

- Excepción a la norma de consentimiento expreso:  

En primer lugar, sólo pueden enviarse mensajes de correo electrónico a 

los clientes cuya dirección de correo electrónico se haya obtenido en el 

marco de la venta de un producto o servicio y con arreglo a lo dispuesto 

en la Directiva 95/46/CE. El principio de limitación de la finalidad (uso 

compatible, tratamiento de datos leal) debería servir de ayuda al respecto.  

 

 

En este contexto, es necesario prestar la debida atención al periodo de 

tiempo durante el cual podrá considerarse razonablemente válido el 

consentimiento y, por consiguiente, podrán enviarse mensajes de correo 

electrónico.  
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En segundo lugar, únicamente puede enviar mensajes de correo 

electrónico la misma persona física o jurídica que ha obtenido los datos. 

Por ejemplo, la filial y la empresa matriz no son la misma empresa.  

En tercer lugar, la excepción se limita a la comercialización de productos 

o servicios de características similares. Según el dictamen del Grupo de 

trabajo, aunque el concepto de «productos o servicios de características 

similares» no es fácil de aplicar en la práctica y precisa mayor atención, 

la similaridad podría juzgarse, en particular, desde la perspectiva objetiva 

(expectativas razonables) del destinatario, y no de la del remitente.  

- Régimen para las comunicaciones dirigidas a las personas jurídicas: 

el envío de mensajes de correo electrónico comerciales, independiente de 

si están relacionados o no con objetivos comerciales, a una dirección de 

correo electrónico «personal» debe considerarse como comercialización 

a personas físicas  

10. Comunicación de la Comisión de las Comunidades Europeas al Parlamento 

europeo, al consejo, al comité económico y social europeo y al comité de las regiones 

sobre las comunicaciones comerciales no solicitadas o spam. 

 10.1 Conclusión del comunicado 

 “El spam es uno de los retos principales a que se enfrenta actualmente 

Internet. Será necesario, para luchar contra este fenómeno, actuar en distintos 

frentes, propiciando no sólo una aplicación eficaz de las normas y la cooperación 

internacional, sino también las soluciones de autorregulación y técnicas por parte 

de la industria, así como la sensibilización de los consumidores. El cuadro 

siguiente contiene una síntesis de las acciones enumeradas en la presente 

Comunicación. 

 La Comisión apoyará desde luego estos esfuerzos cuanto le sea posible, 

pero corresponderá sobre todo a los Estados miembros de la UE y a sus 

autoridades competentes, al sector y a los consumidores y usuarios de Internet y 

de los servicios de comunicaciones electrónicas desempeñar el papel que les 

corresponde a nivel nacional e internacional. 
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 Una aplicación integrada y en paralelo del conjunto de acciones 

enumeradas en la presente Comunicación, contando con un amplio apoyo  de las 

partes interesadas, puede contribuir a reducir considerablemente el volumen de 

spam que actualmente contrarresta las ventajas que el correo electrónico y otros 

medios de comunicación electrónica aportan a nuestras sociedades y nuestras 

economías.” 

10.2  Acciones a aplicar según el comunicado de la Comisión de 

 Comunidades Europeas. 

 Este comunicado incluye una serie de acciones a aplicar en la 

medida de lo posible, en paralelo y de manera integrada, por todos los 

Estados miembros, entre los que se encuentra nuestro país. 

 

1. Aplicación efectiva y control de esta aplicación por los Estados 

miembros y sus autoridades competentes. 

 Como condición previa, los Estados miembros deben transponer 

sin más demora la Directiva sobre la intimidad y las comunicaciones 

electrónicas, y en particular las disposiciones relativas a las 

comunicaciones no solicitadas. 

 Los Estados miembros y las autoridades competentes deben 

evaluar la eficacia de sus mecanismos para hacer cumplir la normativa 

(recursos y sanciones, mecanismos de denuncia, cooperación interna en 

la UE y cooperación con terceros países y seguimiento). Los Estados 

miembros deben también elaborar estrategias nacionales con el fin de 

garantizar la cooperación entre las APD, las APC y las ANR, y evitar el 

solapamiento de competencias y la duplicación de esfuerzos entre las 

distintas autoridades. 

 

 Los Estados miembros y las autoridades competentes deben, en 

particular: 
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a) Recursos y sanciones eficaces 

1 ofrecer a las víctimas posibilidades adecuadas para reclamar 

daños y perjuicios y prever sanciones eficaces, incluidas las de 

tipo económico y las penales cuando proceda; 

2  en los Estados miembros que no disponen de vías de recurso 

administrativo, prever la creación de tales vías a fin de hacer 

aplicar las nuevas normas; 

3 dotar a las autoridades competentes de las facultades de 

investigación y ejecución necesarias. 

 

b) Mecanismos de denuncia 

1 establecer mecanismos de denuncia adecuados, incluidos buzones 

electrónicos que recojan las denuncias de los usuarios; 

2 coordinar la actuación de las distintas autoridades nacionales 

competentes. 

 

 

c) Denuncias transfronterizas y cooperación en materia de cumplimiento 

dentro de la UE utilizar un mecanismo de enlace ya existente (o 

crearlo) para que las autoridades nacionales puedan cooperar con el 

fin de hacer aplicar las normas a escala transfronteriza en el territorio 

de la UE (intercambio de información, asistencia mutua). En este 

marco, por lo que se refiere en particular al spam fraudulento y 

engañoso, se invita al Consejo y el Parlamento a aprobar lo más 

rápidamente posible la propuesta de Reglamento relativo a la 

cooperación en materia de protección de los consumidores y a 

examinar en qué medida debe añadirse la Directiva sobre la intimidad 
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y las comunicaciones electrónicas al ámbito de aplicación de dicho 

Reglamento. 

d) Cooperación con terceros países 

1 participar activamente en los foros multilaterales (por 

 ejemplo la OCDE) con el fin de elaborar soluciones a nivel 

 internacional; 

2 reforzar, o en su caso iniciar, la cooperación bilateral con los 

terceros países; 

3 estudiar, con la Comisión, qué iniciativa específica podría adoptar 

ésta para facilitar la cooperación internacional; 

4 cooperar con el sector privado con el fin de detectar los 

remitentes de spam, a reserva de las garantías jurídicas 

apropiadas. 

e) Seguimiento asegurarse de que disponen de la información y las 

estadísticas requeridas para hacer cumplir la normativa, en 

cooperación con la industria cuando proceda, y teniendo en cuenta los 

trabajos sobre medición que lleva a cabo actualmente la OCDE. 

 

2. Acciones técnicas y de autorregulación por parte del sector 

Los agentes del mercado (p. ej., los ISP, los ESP, los operadores de redes 

móviles, las empresas de software, las empresas de venta directa) deben 

convertir el régimen de consentimiento previo en una práctica cotidiana, 

en cooperación con las asociaciones de consumidores y usuarios y las 

autoridades competentes cuando proceda, y en particular: 

a) Acciones de autorregulación 

• evaluar, y si es preciso adaptar, las prácticas contractuales 

de los proveedores de servicios (ISP, ESP, operadores 
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móviles) en relación con sus abonados y sus socios 

comerciales; facilitar información sobre el filtrado y 

suministrar quizás opcionalmente a los clientes programas 

o servicios de filtrado; 

• adaptar las prácticas de venta directa al régimen de 

consentimiento previo y ponerse eventualmente de 

acuerdo sobre métodos concretos de recogida de datos 

personales conformes al Derecho (p. ej., sistemas de 

consentimiento «doble» o «confirmado»); 

• elaborar y difundir códigos de buenas prácticas eficaces 

(p. ej., la iniciativa FEDMA) conformes al régimen de 

consentimiento previo, en cooperación con el Grupo de 

trabajo sobre protección de datos del artículo 29 o con las 

autoridades nacionales competentes cuando proceda; 

• estudiar la posible utilización de etiquetas para los 

mensajes electrónicos que respetan el régimen de 

consentimiento previo y de bases de datos para ayudar a 

los usuarios (y a los filtros) a reconocerlos, de 

conformidad con la Directiva sobre comercio electrónico; 

• utilizar, o crear si es necesario, mecanismos de denuncia y 

mecanismos alternativos de solución de litigios (ADR) en 

el marco de la autorregulación, que sean eficaces y se 

basen en iniciativas existentes en la medida de lo posible 

(p. ej., EEJ-NET). 

 

b)  Acciones técnicas 

  Los proveedores de programas de filtrado deben: 

•  velar por que sus sistemas de filtrado sean compatibles 

con el régimen de consentimiento previo y demás 
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exigencias del Derecho de la UE, incluidas los vinculadas 

a la confidencialidad de las comunicaciones. Se invita a 

los Estados miembros y a las autoridades competentes a 

clarificar las condiciones jurídicas para el funcionamiento 

de los distintos tipos de programas de filtrado en el país en 

cuestión, y en particular los requisitos relacionados con el 

respeto de la intimidad. 

• tener en cuenta las consecuencias para los usuarios de los 

«falsos positivos», los «falsos negativos» y determinadas 

formas de filtrado basado en los contenidos, así como de 

los posibles problemas de responsabilidad asociados. Los 

usuarios deben tener la posibilidad de decidir qué se hace 

con el spam entrante, en función de sus necesidades. 

•  cooperar con las partes interesadas para desarrollar 

técnicas de reconocimiento de los mensajes comerciales 

legítimos (es decir, que corresponden a las prácticas 

comerciales aceptadas en virtud del Derecho comunitario), 

utilizando por ejemplo etiquetas. 

•  (Los proveedores de servicios de correo electrónico, y de 

servicios móviles cuando proceda) deben ofrecer en 

opción productos o servicios de filtrado a los clientes que 

lo soliciten, e informarlos sobre los propuestos por 

terceros.  

• (Los propietarios de servidores de correo electrónico) 

deberían garantizar la seguridad de sus servidores, de 

manera que no funcionen en el modo abierto (salvo que 

esté justificado). Lo mismo cabe decir de los proxys 

abiertos. 
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3. Acciones de sensibilización por parte de los Estados miembros, el 

sector y las asociaciones de consumidores o usuarios 

Se invita a los Estados miembros y las autoridades competentes que 

aún no lo hayan hecho a iniciar campañas de sensibilización a 

principios de 2004 o a apoyarlas. 

Todas las partes implicadas, desde los Estados miembros y las 

autoridades competentes hasta las asociaciones de consumidores y 

usuarios, pasando por las empresas, deberían participar en las 

campañas de información práctica en materia de prevención, prácticas 

de comercialización aceptables y soluciones técnicas y jurídicas a 

disposición de los usuarios, y en particular: 

1 orientar las acciones hacia: a)empresas implicadas en la venta 

directa o que la utilizan, b)consumidores abonados a 

servicios de correo electrónico, incluidos los servicios SMS,y 

c) proveedores de servicios de correo electrónico, incluidos 

los proveedores de servicios móviles. 

2 facilitar a las empresas y/o a los consumidores: 

o  explicaciones básicas, pero globales, sobre las nuevas 

normas y sus derechos en virtud de ellas; información 

práctica sobre las prácticas de comercialización 

aceptables en el marco del régimen de consentimiento 

previo, clarificando, en particular, el concepto de 

recogida legítima de datos personales; 

o  información práctica para que los consumidores sepan 

cómo evitar el spam (por ej. utilización de los datos 

personales, etc.); 

o información práctica para los consumidores sobre 

productos y servicios disponibles para evitar el spam (p. 

ej., filtrado, seguridad); 
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o información sobre las medidas prácticas que deben 

adoptarse en caso de recibir spam, incluidos los 

mecanismos de denuncia y los sistemas ADR si existen; 

o referencia a los códigos de conducta del sector eficaces, a 

los mecanismos de denuncia, a las etiquetas (p. ej., 

marcas de confianza) y a los sistemas de certificación 

eventualmente disponibles; 

o realización de estas actividades de sensibilización por 

distintos canales, en línea y fuera de línea, para llegar 

realmente a los distintos destinatarios previstos. 

La participación de las asociaciones sectoriales y de consumidores 

adquiere gran importancia en este contexto. Conviene garantizar la 

coordinación de las distintas iniciativas posibles. 

 

4. Acciones que deben aplicar la Comisión o sus servicios 

La Comisión efectuará un seguimiento de la aplicación de las 

acciones resumidas en 2004, en particular a través del Grupo informal 

sobre comunicaciones no solicitadas, y evaluará, a más tardar para 

finales de 2004, si hacen falta medidas suplementarias o correctivas. 

En términos generales, la Comisión seguirá supervisando atentamente 

la aplicación de la Directiva. Procurará, comprobar que las medidas 

de transposición nacionales prevén sanciones reales, incluidas las de 

tipo económico o penal, en caso de violación de las exigencias 

correspondientes. 

Los servicios de la Comisión han creado un «Grupo informal en línea 

sobre comunicaciones comerciales no solicitadas», con el apoyo de 

los Estados miembros y las autoridades encargadas de la protección 

de datos. Este Grupo facilitará el trabajo sobre la aplicación efectiva 

de la Directiva (p. ej., en cuanto a denuncias, recursos, sanciones o 
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cooperación internacional), así como las otras acciones enumeradas 

en la presente Comunicación. 

Los servicios de la Comisión pedirán al Grupo de trabajo sobre 

protección de datos del artículo 29 que apruebe cuanto antes un 

dictamen sobre algunos conceptos utilizados en la Directiva de la 

intimidad y las comunicaciones electrónicas, con el fin de contribuir a 

una aplicación uniforme de las medidas nacionales adoptadas en 

virtud de la Directiva. 

Los servicios de la Comisión han comenzado a estudiar, con los 

Estados miembros y las autoridades nacionales encargadas de la 

imposición, los mejores medios de garantizar la aplicación 

transfronteriza en el territorio de la UE, así como con los terceros 

países. Este trabajo continuará a lo largo del año 2004. 

La Comisión apoyará los códigos de conducta en línea de alcance 

europeo para la venta directa, y cuando proceda su aprobación por el 

Grupo de trabajo sobre protección de datos del artículo 29. 

La Comisión acogerá un seminario de la OCDE sobre el spam en 

febrero de 2004 y examinará con los Estados miembros las acciones 

de seguimiento pertinentes, incluidos los trabajos de la OCDE para 

promover una legislación eficaz al nivel internacional, la 

sensibilización, las soluciones técnicas, la autorregulación y la 

cooperación internacional en materia de imposición. 

La Comisión procurará determinar los mejores medios de dar 

continuidad a los resultados de la Cumbre Mundial sobre la Sociedad 

de la Información de 2003 en la UE, teniendo en cuenta que en 2005 

tendrá lugar la Cumbre de Túnez. 

La Comisión ha publicado una convocatoria de propuestas en el 

marco del programa sobre la seguridad de Internet que permite 

proponer proyectos de lucha contra el spam en varias acciones; la 

Comisión prepara actualmente una propuesta de programa 
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continuador que propondrá financiar nuevas medidas, en particular 

para luchar contra el spam. 

Los servicios de la Comisión seguirán facilitando información sobre 

las bases del régimen de consentimiento previo en el sitio web 

EUROPA. Remitirán también, mediante hiper-enlaces, a los aspectos 

nacionales de la aplicación así como a las cifras y tendencias básicas 

en materia de spam cuando se disponga de ellas. Los servicios de la 

Comisión recurrirán también a los centros europeos de información 

empresarial para difundir información sobre las nuevas normas. 
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